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El acceso y la cobertura de salud en el 
territorio desde la perspectiva de las relaciones 

intergubernamentales
Access to  and Coverage of Primary Healthcare in the Territory: An  

Intergovernmental Relations Perspective 
María Crojethovic

Instituto del Conurbano, Universidad Nacional de General Sarmiento. Los Polvorines, Argentina
mcrojeth@campus.ungs.edu.ar

Ana Ariovich 
Instituto del Conurbano, Universidad Nacional de General Sarmiento. Los Polvorines, Argentina

ariovich@campus.ungs.edu.ar

Resumen
El trabajo indaga las articulaciones de la política nacional y la gestión local de la salud en el Munici-
pio de Tigre, a través de dos programas orientados al fortalecimiento de la atención primaria de la 
salud: Remediar y Sumar. Centra el análisis en las relaciones intergubernamentales para reconstruir 
y caracterizar las condiciones de acceso a los servicios y cobertura sanitaria en el territorio de proxi-
midad. Temporalmente, abarca dos períodos político-institucionales relevantes para reflexionar en 
torno a quiebres y continuidades en la política de salud: el de la presidencia de Mauricio Macri 
(2015-2019) y el que se inició con el gobierno de Alberto Fernández (2020-2022). Combina una 
reconstrucción documental con una estrategia metodológica cualitativa, a partir de la cual se rea-
lizaron entrevistas en profundidad a diversos referentes de salud vinculados con la atención en el 
territorio. Se concluye que, en cierto grado, el acceso y la cobertura en el primer nivel de atención 
están permeados por el entretejido resultante de las relaciones intergubernamentales, ya que ver-
tebran los programas nacionales que bajan al nivel local. Sin embargo, los vaivenes de las políticas de 
protección social marcan la implementación de estos programas en el territorio, por lo que el acceso 
y la cobertura dependen muchas veces de las iniciativas gestadas por los funcionarios y/o a través 
de arreglos informales de los equipos de salud que operan en el nivel municipal.

Palabras clave: Acceso a la salud; Cobertura pública de salud; Relaciones intergubernamentales 

Abstract
This work investigates the interrelationships between national health policy and local health ma-
nagement in the Municipality of Tigre, focusing on two programs aimed at strengthening pri-
mary healthcare: Remediar and Sumar. The analysis centers on intergovernmental relations to 
reconstruct and characterize the conditions of access to services and healthcare coverage at the 
local level. Temporally, it covers two periods of political and institutional relevance to reflect on 
ruptures and continuities in health policy: the presidency of Mauricio Macri (2015–2019) and the 
beginning of Alberto Fernández’s administration (2020–2022). The study combines documentary 
research with a qualitative methodological approach, including in-depth interviews with various 
professionals involved in local healthcare delivery. It is concluded that access and coverage of 
primary care are, to a certain extent, influenced by the network of intergovernmental relations, 
as these structure the national programs that are implemented at the local level. However, the 
fluctuations in social protection policies shape the implementation of these programs in the field, 
meaning that access and coverage often depend on initiatives developed by officials and/or on 
informal arrangements among health teams operating at the municipal level.

Keywords: Health access; Public health insurance coverage; Intergovernmental relations

Recibido: 30/09/25; Aceptado: 06/07/26 
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Introducción

Los programas Remediar y Sumar son considerados como dispositivos nacionales desde 
los cuales es posible indagar el modo en que se implementa la política sanitaria en el territorio, 
las relaciones intergubernamentales (RIG) que se producen en dicho proceso y las condiciones 
de acceso a la atención y de cobertura que se definen en los servicios del ámbito local.

En el sector de la salud, estos programas se convierten en recursos, incentivos y regu-
laciones que transitan desde el nivel central hacia los establecimientos locales para proveer de 
bienes y servicios a la comunidad. Y las interrelaciones que se producen entre actores involu-
crados en distintos niveles gubernamentales configuran, entonces, la agenda local, delinean 
los contenidos de la política de salud e instituyen las reglas de juego a través de las cuales se 
procesan los problemas y las demandas (Chiara et al., 2017).

El Remediar fue creado en el año 2002, cuando Ginés González García era el ministro 
de Salud de la Nación, con el fin de garantizar el acceso y la cobertura a los medicamentos esen-
ciales a través de la distribución directa a los Centros de Atención Primaria de la Salud (CAPS) 
(MSAL, 2012). Buscó otorgar autonomía y capacidad resolutiva al primer nivel de atención,1 for-
talecer la estrategia de la Atención Primaria de la Salud (APS) y capacitar a los distintos actores 
que lo componen en el uso racional de los medicamentos (Maceira et al., 2005). En el periodo 
2015-2019 (presidencia de Mauricio Macri),2 el Remediar (absorbido en la Cobertura Univer-
sal de Salud [CUS])3 se transformó en el programa Medicamentos y disminuyó su cobertura 
horizontal y vertical, lo que significó una merma en la cantidad de medicamentos y de líneas 
terapéuticas que cubría. A partir del relanzamiento del programa con su antigua denominación, 
a inicios de la gestión de Alberto Fernández, el programa recobró su antiguo nombre y volvió a 
incrementar su alcance y la cobertura en el marco de las patologías emergentes, sobre todo las 
ligadas a la pandemia (Ariovich y Crojethovic, 2024). 

El Plan Nacer comenzó a implementarse en el 2007 en la provincia de Buenos Aires, con 
el propósito de reducir la morbimortalidad materno-infantil desde los centros de atención prima-
ria que estaban próximos a la población. Se lo vinculó, a partir del 2009, con la asignación univer-
sal por hijo (AUH). Para el cobro de esta asignación, se les exigió a sus beneficiarios que estuvieran 
inscriptos en el Nacer, la acreditación de los controles de salud correspondientes a la edad del 
beneficiario y la certificación en educación (Andiarena, 2021). Entre los años 2010 y 2012, el 
programa agregó nuevos módulos con prestaciones del segundo y tercer nivel de atención (aten-
ción quirúrgica de cardiopatías congénitas y el Plan de Servicios Perinatal de Alta Complejidad 
[PPAC]). De este modo, abarcó el cuidado de alto riesgo del proceso de embarazo, parto y puer-
perio. En el 2012, se transformó en el Programa SUMAR e incrementó su cobertura al incorporar 
a los/las adolescentes de 10 a 19 años y a mujeres de 20 a 64 años (MSAL, 2013). Hacia finales 

1  El primer nivel de atención está conformado por establecimientos que se encuentran en el lugar donde residen 
y trabajan las personas. Estos efectores de salud no cuentan con internación y brindan asistencia sanitaria de baja 
complejidad, orientada a resolver problemas prevalentes. En el segundo nivel, en cambio, se ubican los hospitales 
de mediana complejidad que prestan servicios en medicina interna, pediatría, gineco-obstetricia, cirugía general y 
psiquiatría. Finalmente, el tercer nivel es para la atención de patologías complejas que requieren procedimientos 
quirúrgicos o especializados, y también de alta tecnología (Vignolo et al., 2011).
2  Es importante mencionar para el análisis que, en el gobierno de Mauricio Macri, el Ministerio de Salud de la 
Nación perdió rango ministerial y se convirtió en Secretaría de Salud, dependiente del Ministerio de Desarrollo 
Social de la Nación. Cerrado su mandato, y con Alberto Fernández electo como el nuevo presidente, la secretaría 
recuperó su rango ministerial. 
3  En el año 2016, el gobierno nacional definió a la CUS como una política estratégica para disminuir las brechas de 
inequidad en el acceso a los servicios de salud. En ese marco, inició un camino hacia su implementación a través de 
tres ejes: I. Definición de población a cargo de equipos de salud familiar y comunitaria; II. Sistemas de información 
interoperables y aplicaciones informáticas y monitoreo; III. Evaluación de indicadores de calidad y metas acordadas 
entre nación y provincia para líneas de cuidado priorizadas (Cejas et al., 2018). 
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del periodo de gobierno de Cristina Fernández de Kirchner, el plan se amplió a los hombres de 
hasta 64 años e introdujo el módulo de anomalías congénitas. Entre el 2015 y 2019, el programa 
tuvo un proceso de despapelización, pero un fuerte desfinanciamiento y pocos cambios en rela-
ción con la cantidad de prestaciones cubiertas. Para el año 2020, en el contexto de la emergencia 
sanitaria, el Ministerio de Salud de la Nación consideró prioritario incrementar el valor de la cápita 
del programa e incorporar al COVID-19 como patología a cubrir (Remediar, 2012).

En el presente artículo, examinamos la trama que se entreteje entre la política nacional 
y la gestión de la salud a nivel municipal. Para ello, analizamos la implementación de los progra-
mas Remediar y Sumar bajo la lente de las RIG. Desde este enfoque, se busca reconstruir y ca-
racterizar de qué manera se configuran las condiciones de acceso a los servicios y la cobertura 
sanitaria en el territorio de proximidad a través de estos programas. 

La investigación contempla un estudio de caso (Municipio de Tigre) y se sitúa en dos 
períodos político-institucionales que permiten examinar rupturas y continuidades en la política 
de salud: la presidencia de Mauricio Macri (2015-2019) y los primeros años del gobierno de 
Alberto Fernández (2020-2022). El abordaje metodológico articula la reconstrucción documen-
tal con una estrategia cualitativa. En el marco de esta última, se llevaron a cabo entrevistas en 
profundidad a diversos referentes del sector salud, cuyas perspectivas permiten recuperar las 
dimensiones prácticas y situadas de los procesos de implementación de estos dos dispositivos 
de la política central en el territorio local. 

Sostenemos que, si bien la gestión de estos programas nacionales se vertebra mediante 
una compleja red de actores intergubernamentales, las crisis de desfinanciamiento alteran el 
flujo de insumos y prestaciones, lo que obliga al nivel local y a sus equipos territoriales a res-
ponder a las demandas mediante arreglos formales e informales. 

Algunas coordenadas teóricas para pensar las RIG en la implementación de los 
programas de salud en el ámbito local

La implementación no constituye una mera ejecución técnica de la política, sino un pro-
ceso complejo que involucra un conjunto de acciones e interacciones que transforman el diseño 
y la formulación original en resultados observables (Berman, 1996; Pressman y Wildavsky, 1998). 
Además, se trata de un proceso que entraña un carácter decisivo y político, ya que involucra a 
actores con intereses diversos que deben encontrar arreglos de cooperación, por eso, en estas 
acciones e interacciones, también se hace y se modifica la política (Aguilar Villanueva, 1996). 

Realizamos el análisis de la implementación de los dos programas bajo estudio (Remediar 
y Sumar) desde una aproximación bottom up,4 para develar el abanico de acciones concretas 
a través de las cuales los actores de la gestión5 modelan la política (Berman, 1996; Subirats et 
al., 2008) o modifican sus contenidos y resultados mediante su participación6 (Meltsner, 1992; 

4  El bottom up es una corriente que surge como crítica al enfoque top down propuesto por quienes formaron parte 
de la primera generación de los estudios de la implementación. Estos pioneros comenzaban sus estudios de manera 
jerárquica: desde los decisores de arriba hasta los ejecutores de abajo. A la inversa, los seguidores del bottom up 
(pertenecientes a la segunda y tercera generación de estudiosos) prestan mayor importancia al rol de los operado-
res (actores de la gestión del nivel de los servicios públicos), y comienzan su análisis desde el nivel más bajo (Aguilar 
Villanueva, 1996; Tamayo Sáenz, 1997).
5  Los actores de la gestión son aquellos que toman decisiones sobre el uso de recursos públicos con respecto a 
un determinado problema social, tienen intereses diferentes y, en algunos casos, hasta contradictorios entre sí. Son 
quienes dinamizan y modelan, desde la administración estatal, los escenarios de la participación en la gestión de la 
política social (del sector salud, para el caso) (Catenazzi y Chiara, 2017).
6  Entendemos a la participación en el quehacer de la política en términos amplios. Esta implica alejarse de las 
concepciones más tradicionales y considerar también a quienes son formuladores/as, técnicos/as, asesores/as, 
que moderan espacios de discusión, que proponen metodologías de trabajo, y no solo la ciudadanía o quienes son 
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Scharpf, 1997; Guiñazú, 2025). Si bien nos paramos desde la perspectiva bottom-up –centrán-
donos en las dinámicas territoriales y en los actores del nivel local–, el análisis no descarta una 
mirada sobre el diseño de los programas y ciertas decisiones adoptadas desde el gobierno 
central con impacto en lo local. Este doble anclaje permite dar cuenta de las tensiones entre los 
lineamientos nacionales y las particularidades que asume la implementación en cada territorio. 

Este enfoque nos posibilita, a su vez, prestar especial atención al territorio local, frente 
a otras perspectivas de análisis. Un territorio que debe ser pensado no solo como un lugar geo-
gráfico, sino como un espacio que se configura a través de un proceso histórico de construcción 
social, política y cultural (Dematteis, 2006; Couto et al., 2016); por ende, tiene una naturaleza 
dinámica, que expresa determinados atributos y relaciones de poder, lo que permite considerar 
su singularidad (Amin, 2005). 

Por otra parte, a lo largo del estudio, nos detenemos también en los aportes del Reme-
diar y del Sumar para mejorar las condiciones del acceso a los servicios en el territorio de proxi-
midad, ya que ambos programas nacionales garantizan ciertas presentaciones y medicamentos 
en las instituciones de salud del nivel local. Consideramos que una distribución social equitativa 
en el acceso a la salud implica, como expresan Wallace y Enriquez-Haas (2001), la disponibili-
dad de servicios que cuenten con recursos físicos y humanos adecuados para responder tanto 
a las necesidades médicas como a los valores de la población. Estos programas bajan desde los 
escritorios del nivel central, con directrices que se van modificando según los contextos políti-
cos institucionales, pero es en el espacio local donde se despliegan diversos arreglos entre los 
actores que son interesantes de desarmar, para rearmar el análisis en otra clave. 

Para un análisis más procesual, que marque la orientación que fue tomando la política 
sanitaria a lo largo del tiempo mediante sus dispositivos de política, tomamos como marco la 
capacidad protectora de las políticas a lo largo de los dos períodos bajo estudio. Capacidad 
que ha sido definida por Danani (2013) en términos cuantitativos y cualitativos. Mientras que, 
desde una dimensión cuantitativa, esta autora se refiere a la cobertura horizontal y vertical, la 
dimensión cualitativa se refiere a la calidad. En esta oportunidad, nos limitamos a analizar la 
dimensión cuantitativa, en tanto nos permite distinguir entre cobertura horizontal (entendida 
como la población nominalizada o empadronada) y cobertura vertical (como los beneficios brin-
dados y expresados en una canasta de bienes y/o servicios). Ambas coberturas nos hablan de 
las condiciones de acceso a bienes y servicios de salud en el territorio local. 

Finalmente, recuperamos las RIG como un instrumento para la construcción de entrama-
dos institucionales frente al proceso descentralizador –en este caso, de la salud–, que requiere 
de dispositivos de articulación y cooperación efectiva entre las instancias nacional, regional y 
local para la gestión de las políticas7 (Rodríguez, 2013). Para explorar las RIG involucradas en el 
derrotero de la implementación local de estos programas, nos interesa indagar en los múltiples 
organismos estatales de diversos niveles político-institucionales, lo que nos deja visualizar más 
allá de su institucionalización formal (Wright, 1997). La participación de las distintas unidades 
gubernamentales orientadas a la atención de diversas problemáticas da pie a una dinámica de 
relaciones que contienen distintos aspectos y condiciones, que a su vez mutan en el proceso 
de implementación de las iniciativas públicas, a medida que los requisitos de la acción conjunta 
cambian (Bertranou et al., 2023). Es importante evidenciar las actividades e interacciones que 
tienen lugar entre unidades de gobierno de todo tipo o nivel territorial de actuación (Agranoff, 
1993), pero también el papel que las políticas de las instancias centrales y locales tienen frente 
al desafío de la igualdad (Fenwick, 2008; Arretche, 2010; Chiara, 2018a). Las áreas de la gestión 

actores no estatales (Guiñazú, 2025). 
7  En este estudio en particular, ponemos el foco en la relación central-local (municipal), para poder ver cómo los 
programas nacionales bajan a los efectores del primer nivel de atención que están bajo jurisdicción municipal. 
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en las que pueden desarrollarse las RIG en los gobiernos de niveles múltiples, como el nuestro, 
suelen desplegarse por diversos asuntos e involucrar distintas dimensiones. En este trabajo, 
recuperamos los aportes del estudio de Bertranou et al. (2023) y privilegiamos, como dimen-
siones de análisis, las siguientes: 

• Las organizaciones gubernamentales y/o los funcionarios/as involucrados/
as en las RIG (Falleti, 2007, 2010; Cabrero Mendoza y Solís Zabalet, 2009;
Cabrero Mendoza, 2010).

• El grado de formalidad que asumen las RIG: las relaciones totalmente for-
males (plasmadas en reglas) o informales, pero también las acciones que
interpelan la intervención de organizaciones estatales sin que haya pará-
metros previos que delineen esa interacción (Wright, 1997).

• La direccionalidad de esas relaciones puede ser vertical u horizontal. La verti-
cal se produce entre distintos órdenes territoriales; son relaciones no necesa-
riamente jerárquicas, que pueden ser asimétricas por la autonomía de algunas
agencias. La horizontal se da entre entidades gubernamentales del mismo ni-
vel territorial, tanto intra como intergubernamental (Agranoff, 1993; Banting
y Corbett, 2002; Obinger et al., 2005; Falleti, 2007). Las relaciones se mueven
idealmente en una doble dirección: desde el centro hacia la periferia y en for-
ma contraria, aunque la dirección más habitual es la que se orienta desde el
centro hacia los gobiernos subnacionales o locales (Jordana, 2002).

• El grado de institucionalización que alcanzan: permanencia o sostenibili-
dad de las RIG en el tiempo (Kickert et al., 1997; Chiara, 2018a).

• Objetivo: las RIG pueden tener un objetivo puntual o más amplio, depen-
diendo del tipo de intervención que requiera desarrollar cada dispositivo
de política y la complejidad del problema a abordar (Agranoff, 1993).

• La promoción de la igualdad a través de las RIG es otra de las dimensiones
analíticas propuestas (Fenwick, 2008; Arretche, 2010; Chiara, 2018a). No
obstante, en este trabajo resulta más pertinente estudiar las RIG que se
despliegan en la implementación de los programas Sumar y Remediar en
términos de promoción de la equidad.

Abordaje metodológico para el estudio de las RIG en la implementación territorial de 
Remediar y Sumar

En este trabajo, recuperamos el enfoque de caso de estudio, ya que facilita el análisis 
de fenómenos contemporáneos y complejos en sus contextos específicos de acontecimiento, 
utilizando múltiples fuentes de información, distintos métodos y diversos procedimientos (Yin, 
1994; Blasco, 1995). El municipio de Tigre se constituye como nuestro caso de estudio para 
mirar las relaciones intergubernamentales que se despliegan entre el nivel local y el central en 
torno a la implementación de los programas bajo estudio.

Tigre se ubica en lo que se conoce como segundo cordón del Conurbano Bonaerense.8 
Alberga a 446.949 habitantes, en un territorio heterogéneo y desigual en el que conviven áreas 
segregadas. Según el Registro Nacional de Barrios Populares (ReNaBaP, s.f), hay un total de 
12.008 familias que habitan en 67 barrios populares, de los cuales un 43,28 % son villas y un 
56,72 % constituyen asentamientos. Asimismo, entre sus hogares, un 11 % vive con necesida-
des básicas insatisfechas, a la vez que seis de cada diez personas, aproximadamente, no poseen 
cobertura de obra social y/o plan privado o mutual.9 

Realizamos un análisis de tipo diacrónico y trabajamos con dos periodos distintos: uno 

8  El Conurbano Bonaerense comprende a los 24 municipios que forman la conurbación de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires (CABA): Avellaneda, General San Martín, Hurlingham, Ituzaingó, José C. Paz, Lanús, Lomas de Zamo-
ra, Malvinas Argentinas, Morón, Quilmes, San Isidro, San Miguel, Tres de Febrero, Vicente López, Almirante Brown, 
Berazategui, Esteban Echeverría, Ezeiza, Florencio Varela, La Matanza, Merlo, Moreno, San Fernando y Tigre. 
9  De acuerdo con el Censo Nacional de Población Hogares y Viviendas (INDEC, 2023).
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comprendido entre los años 2015-2019, y otro coincidente con el inicio de la nueva gestión 
político-institucional y con la emergencia sanitaria declarada por el COVID 19 (2020-2021). 
Combinamos una reconstrucción documental con un abordaje cualitativo de datos primarios. 
Estos resultaron de 14 entrevistas en profundidad a autoridades de los servicios del primer ni-
vel de atención y de cuatro entrevistas a actores clave de la Secretaría de Salud del municipio. 
La construcción de la muestra fue teórica,10 y los informantes clave se seleccionaron a través de 
la técnica bola de nieve. Las entrevistas, como herramientas para la construcción de datos, se 
encuentran ampliamente consensuadas en la investigación social para producir descripciones 
e interpretaciones de ciertos fenómenos desde la mirada de los agentes sociales (Kvale, 1996; 
Fontana y Frey, 2005). 

Revisamos y sistematizamos información del Ministerio de Salud de Nación sobre el 
gasto y el presupuesto en salud asignado a los programas Remediar y Sumar para el período 
2016-2021 (según datos disponibles). A la vez, analizamos resoluciones ministeriales, informes 
de gestión y reportes de los mencionados programas. Debido a que en el material de las entre-
vistas apareció como un hallazgo la discontinuidad de los botiquines del Remediar, procedimos 
a relevar y procesar las bases de datos de los recursos entregados por el programa. Finalmente, 
se diseñó una matriz que permitió realizar un análisis temático (Braun y Clarke, 2006)11 del ma-
terial de las entrevistas, en función de un diálogo entre nuestros lentes teóricos y las categorías 
que fueron surgiendo en el proceso mismo del análisis. Cabe destacar que las entrevistas mu-
chas veces fueron también de utilidad para reconstruir información sobre el derrotero de los 
programas en el nivel local a la que de otro modo no se podría acceder.

Configuración institucional y dinámicas intergubernamentales en los programas 
Remediar y Sumar

Las políticas nacionales direccionadas al fortalecimiento de la atención primaria y la 
mejora del acceso a la salud requirieron, desde su diseño, una articulación con los gobiernos 
municipales para poder facilitar su implementación y llegar a la población, especialmente en 
territorios como el bonaerense.12 Se presentan a continuación los atributos de estos programas, 
que pudieron desembarcar en el territorio gracias a una planificación que permitió vincular a los 
actores de los distintos niveles gubernamentales. Aunque esta articulación no estuvo exenta 
de cambios en los distintos periodos de gobierno en los que ambos programas se fueron modi-
ficando y convocando a nuevos actores, sobre todo del nivel central. 

Remediar

Con el propósito de garantizar a los sectores sociales más vulnerados aquellos medica-
mentos definidos como esenciales,13 y sobre la base de un principio de equidad, el programa 

10  A diferencia del muestreo probabilístico, el muestreo teórico no busca representatividad estadística, sino 
relevancia conceptual: los casos se incorporan al estudio en función de su capacidad para saturar, diversificar o 
profundizar las categorías analíticas que emergen durante el proceso de investigación. Esto implica que la selec-
ción no se define de manera exhaustiva al inicio del estudio, sino que se va tomando de forma iterativa, en diálogo 
constante entre el trabajo de campo y el análisis de datos (Glaser y Strauss, 1967). El proceso concluye cuando se 
alcanza la saturación teórica, es decir, cuando nuevos casos dejan de aportar información sustantivamente nueva 
(Guest et al., 2006)
11  El análisis temático es uno de los procedimientos más utilizados en la investigación cualitativa para identificar, 
organizar e interpretar patrones de significado en los datos. El proceso implica fases iterativas que incluyen la fa-
miliarización con los datos, la generación de códigos iniciales, la construcción de temas, su revisión y refinamiento, 
y finalmente, su interpretación (Braun y Clarke, 2006).
12  Recordemos que, como resultado del proceso descentralizador de la salud de la década del noventa, el primer 
nivel de atención quedó en manos de los gobiernos municipales, especialmente en el caso de la provincia de Bue-
nos Aires (Lago et al., 2012).
13  La Organización Mundial de la Salud define como medicamentos esenciales a aquellos que satisfacen las ne-
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se pensó desde el gobierno central con el objeto de eliminar las barreras de acceso a tales fár-
macos (Bardi et al., 2015). A través de la provisión directa en instituciones del primer nivel de 
atención, bajo jurisdicción municipal en la provincia de Buenos Aires, el gobierno nacional tuvo 
una doble intención: facilitar los medicamentos, por un lado, pero también mejorar el acceso 
en general de la población a la atención primaria de la salud. La articulación que vertebrara el 
programa entre la gestión central y la local fue clave, y tuvo una la estrategia directa para el 
control y entrega de los medicamentos, es decir que no pasó por las provincias (Chiara, 2018b). 

El desempeño fue variado y su protagonismo no fue siempre el mismo, lo que a su vez 
transformó el objetivo de la intervención en su accionar, aunque no de las RIG. En el 2014 y en 
un momento de expansión de la cobertura horizontal y vertical del programa, se transfirieron 
un total de 171,5 mil botiquines que proporcionaron 44 millones de tratamientos. Sin embargo, 
esa cobertura se contrajo cuando la cantidad de botiquines y de tratamientos entregados fue 
declinando a lo largo de la gestión de Mauricio Macri. La merma en la provisión pública de medi-
camentos quedó reflejada en las estadísticas oficiales del programa; donde se registra una baja 
muy significativa en el año 2019 (115,5 mil botiquines y 23 millones de tratamientos). 

Los relatos de nuestros entrevistados construyen una narrativa acerca de la contracción 
en la cobertura del Remediar en el nivel local que coincide con las estadísticas oficiales. A la 
vez, permitieron identificar tres cuestiones en la operacionalización del programa que tuvieron 
sus consecuencias en la dispensa: a) achicamiento del vademécum en cada botiquín; b) distan-
ciamiento en las entregas de los botiquines; y c) informatización o despapelización del sistema 
de registros, lo que simplificó muchos de los trámites correspondientes al suministro de medi-
camentos en el primer nivel. 

Las problemáticas mencionadas en los puntos a) y b), asociadas a la entrega de medi-
camentos en tiempo y forma, nos hablan, por un lado, de la decisión del gobierno central de 
disminuir los tratamientos de las personas y, por ende, de una baja en el alcance poblacional del 
programa o cobertura horizontal –en términos de Danani (2013)– que debió resolverse desde 
lo municipal. Por el otro, revelan la inadecuada cobertura en algunas patologías en particular; 
es decir, una baja en la cobertura vertical (Danani, 2013). Esto devela un corrimiento o un des-
plazamiento de la responsabilidad del poder central hacia los municipios sobre la entrega de 
estos insumos, quienes, en el mejor de los casos, debieron financiarlos con recursos propios. El 
punto c), en cambio, muestra la aceptación que tuvo en el nivel local la decisión del Ministerio 
de Modernización de avanzar sobre la mejora del manejo de la información. 

La administración de Alberto Fernández decidió otorgar nuevamente centralidad a la 
provisión de medicamentos gratuitos como parte de su estrategia político-sanitaria, lo que im-
pactó finalmente en la población de mayor vulnerabilidad. El Remediar fue relanzado con su 
nombre original por el Ministerio de Salud de la Nación, con una clara intención de expandir 
tanto su cobertura horizontal como vertical. La entrega de botiquines se incrementó, a la vez 
que se incorporaron nuevas líneas de métodos anticonceptivos (MAC) y se recuperó la cobertu-
ra en ciertas patologías. Sin embargo, queda como un interrogante por qué las capacitaciones, 
las auditorías, el monitoreo y las evaluaciones no fueron reanudadas.

A los pocos meses de inaugurada la nueva gestión, la llegada de la pandemia impuso 
escenarios desconocidos, que modificaron tanto la oferta como la demanda de estos bienes de 
salud (Ariovich et al., 2021; Crojethovic et al., 2022). A pesar de ello, la provisión gratuita (oferta) 
de botiquines fue un caballito de batalla para el nivel central, por lo que la provisión continuó su 
recuperación durante el año 2020 (162 mil) en relación con el último año del gobierno anterior. 

cesidades sanitarias de la mayoría de la población, y que deben estar disponibles en todo momento, en cantidad 
suficiente y con calidad y asequibilidad garantizadas (OPS, 2021).
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Según un informe del MSAL (2020b), en el primer cuatrimestre de ese año se distribuyeron bo-
tiquines adicionales a los ya entregados de manera regular, con el fin de ampliar la oferta de me-
dicamentos relacionados con la atención de casos de COVID-19 o enfermedades respiratorias.

Pasado el primer año pandémico con sus picos de contagio, el MSAL apostó por regula-
rizar la entrega de medicamentos, y de forma concomitante se fue dando una recuperación pro-
gresiva de la demanda de la población en los CAPS. Esta tendencia favorable continuó durante 
todo el año 2022: los datos oficiales muestran que la entrega de botiquines llegó a casi los 184 
mil (MSAL, 2022). Estos valores evidencian una reversión de la tendencia registrada durante el 
gobierno anterior, e incluso superior a la cantidad observada en el 2014. Además, revelan un in-
cremento de la cobertura vertical, reflejada en la cantidad de fármacos recibida en los estableci-
mientos del nivel local, con un impacto fuerte en el tratamiento de patologías crónicas, que suelen 
resolverse a través de la atención primaria de la salud (Vignolo et al., 2011; Starfield et al., 2005). 

Sumar

El programa Sumar fue diseñado por el gobierno central desde sus orígenes como forma 
de conectar al sistema de salud con la población que no se ve beneficiada por la seguridad social 
o las prepagas, mediante el incremento de los controles de salud y la provisión de prestaciones 
básicas. En el marco del programa, el Ministerio de Salud de la Nación decidió pagar a cada 
provincia participante un valor monetario por beneficiario por mes. Monto que quedó deter-
minado por el valor de la cápita ajustada por desempeño y definida por tres componentes para 
cada una de estas provincias: a. componente base –igual para todas las jurisdicciones–; b. com-
ponente de equidad –diferencial por jurisdicción–; y c. componente variable, en función de las 
prestaciones sanitarias brindadas. Fue el nivel central el que definió el conjunto de prestaciones 
a priorizar, consideradas esenciales para el cuidado de la salud, las cuales formaron parte de un 
nomenclador, que podían ser facturadas a cada seguro provincial de salud (Epele e Iturmendi, 
2019). Y se estableció que fuera potestad del municipio la decisión respecto de en qué gastar 
el dinero percibido a través del Sumar. La cadena intergubernamental fue armada para bajar al 
territorio e incentivar la promoción de la salud en los establecimientos, al mismo tiempo que 
les otorgó a los centros cierta autonomía formal sobre el dinero recibido, tanto para comprar 
aquellos insumos necesarios para la atención como para mejorar ciertas condiciones de trabajo 
durante la jornada laboral. Esta relación central-local permitió otorgar recursos (definidos por 
una canasta de bienes y servicios básicos) a los CAPS desde la letra del programa, fortaleciendo 
la atención primaria y el contacto con la comunidad para resolver las necesidades sanitarias 
básicas y más frecuentes (Vignolo et al., 2011).

Este programa también tuvo sus fluctuaciones, y fue variando acorde con los cambios 
de gobierno. Previo al macrismo, contaba con 400 prestaciones diferentes. Estas se encontra-
ban organizadas en 47 líneas de cuidado, que conformaban un nomenclador único y homogé-
neo para todo el país. Mientras que algunas referían a la prevención primaria y promoción de 
la salud, otras se vinculaban al tratamiento y prevención secundaria (MSAL, 2013; Chiara et al., 
2017). Además, el programa contemplaba, en cada servicio o área de atención, tres controles de 
salud por persona. Hacia finales del gobierno de Cristina Kirchner, se anunció desde presidencia 
la intención de ampliar su alcance poblacional hasta los hombres de 64 años, pero el hecho se 
sustanció recién en la gestión posterior (Ariovich y Crojethovic, 2024).

Ya dentro del periodo de gobierno de la alianza Cambiemos, la nueva Secretaría de Sa-
lud solo permitió facturar un control por persona (por área o servicio), y así redujo la cobertura 
prestacional a través del programa. Sin embargo, para contrarrestar tal situación, otorgó un in-
cremento por cada prestación brindada y facturada; que finalmente no fue tal, dado que las de-
moras del gobierno central en los pagos realizados terminaron diluyendo el efecto del aumento 
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en el pago de las consultas efectuadas. Hacia finales del periodo, en el año 2019, la Secretaría 
de Salud creó el Programa de Ampliación de la Cobertura Efectiva en Salud (PACES), utilizando 
la estructura del programa Sumar. Si bien el PACES fue nacional, solo se llegó a implementar 
en algunas provincias unificando algunas líneas trazadoras y creando otras nuevas: así, de 14 
trazadoras se pasó a 11. No obstante, hubo mejoras sustantivas en las modalidades de registro 
de datos en las consultas, producto de los lineamientos promovidos desde el gobierno nacional 
y su Ministerio de Modernización (creado en 2015). 

Con la gestión de Alberto Fernández, se produjo un nuevo recambio de funcionarios 
(la Secretaría de Salud se conformó nuevamente como ministerio). El programa vuelve a deno-
minarse Sumar (Resolución 420/2020 Ministerio de Salud). Tres meses más tarde, debido a la 
pandemia de COVID-19, se incorporan nuevas problemáticas a la agenda sanitaria durante el 
año 2020 (Maceira et al., 2020). Para dar respuesta, el gobierno central decidió robustecer el 
programa y añadió entonces 20 líneas nuevas de cuidado de la salud, que incluyeron prestacio-
nes médicas para dengue, COVID-19 y EPOC. Las capacidades instaladas del programa fueron 
propicias para gestionar parte de las demandas relacionadas con estas patologías emergentes. 
En paralelo, se decidió agregar nuevos grupos etarios que habían quedado sin cobertura alguna: 
adultos/as de más de 64 años. Los entrevistados revelan que se trataba de una población que 
ya era reconocida como destinataria de los efectores del primer nivel, pero ahora las presta-
ciones pasaron a estar cubiertas por el Sumar. A la vez, agregó otras modalidades de atención, 
como el cuidado domiciliario, actividades de salud comunitaria, la telemedicina y consultas te-
lefónicas. Finalmente, también sumó a su paquete prestacional la atención de la interrupción 
legal del embarazo (ILE) (MSAL, 2020a). 

Es así que en junio de 2020 se registraron 17.385.138 inscriptas/os, de las/os cuales 
5.025.837 tuvieron una cobertura efectiva básica (CEB),14 es decir el 28,9 %. Si se lo compara 
con el segundo trimestre de 2019 (momento en que se registra el cambio de gobierno), la nó-
mina de inscriptas/os evidencia un incremento de la cobertura de 4,7 % (777.547 nuevas/os 
inscriptas/os) para el segundo trimestre de 2020. En términos de financiamiento, durante esta 
gestión, en el “segundo trimestre de 2020 se actualizó el valor de la cápita. De $65 ascendió a 
$250 retroactivo al mes de enero. Esto impactó en un aumento de los montos ejecutados du-
rante el segundo trimestre ($2.414,8 millones), 372,8 % por encima de lo ejecutado durante el 
primer trimestre –$510,7 millones–” (MSAL, 2020b, p. 7). 

En suma, estos dos programas perduraron a lo largo de los períodos estudiados y contem-
plaron, en su proceso de implementación, diversas relaciones entre las escalas gubernamentales 
(RIG). En el siguiente apartado, recuperaremos las dimensiones teóricas arriba mencionadas para 
analizar la complejidad y heterogeneidad de las relaciones que se fueron desplegando entre el nivel 
central y el municipal para facilitar en el territorio el acceso a la atención de la salud y la cobertura. 

El derrotero de las RIG en la implementación de los programas en el territorio 

Durante el periodo 2015-2019, el partido de Tigre (que mantuvo su equipo de gestión 
en salud durante largo tiempo) continuó con el proceso de robustecer el papel de los efectores 
del primer nivel dentro del sistema sanitario municipal, aunque se suscitaron algunos cam-
bios. Por un lado, la renovación de las autoridades nacionales (Secretaría de Salud Nacional y 
Ministerio de Modernización) introdujo nuevos actores, con otros intereses, con quienes los 
referentes municipales tuvieron que interaccionar y acordar acciones para el proceso de imple-
mentación de la política sanitaria (Aguilar Villanueva, 1996; Subirats et al., 2008). Por el otro, 
las autoridades locales (Secretaría de Salud del Municipio y directivos de CAPS) también rees-

14  La CEB contempla a las/los beneficiarias/os que en los últimos seis meses se han inscripto al programa, o bien 
han utilizado una prestación en los últimos 12 meses.
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tructuraron su nómina, lo que tuvo efecto sobre la dinámica de los efectores.15 Desde sus oríge-
nes, las RIG estuvieron altamente protocolizadas (Wright, 1997) y tuvieron una direccionalidad 
vertical desde el centro hacia la periferia (Agranoff, 1997; Banting y Corbett, 2002; Obinger et 
al., 2005; Falleti, 2007), marcada por una relativa autonomía de la periferia sobre el manejo de 
ambos programas, como se puede apreciar en la Tabla 1. Sin embargo, en este período, para el 
caso del Remediar, la suspensión de las auditorías, sumada a las discontinuidades y faltantes en 
la provisión, cambiaron las reglas de juego. Muchas de las decisiones que tomaron los nuevos 
actores del gobierno central terminaron por trasladar la responsabilidad de la entrega de los 
medicamentos faltantes al nivel local (municipio y equipos de salud), a la vez que abrieron el 
juego a la informalidad. Desde la mirada de los/las directores/as a cargo de los centros de salud 
en el territorio, fue el gobierno municipal quien resolvió la cobertura de los faltantes para dar 
respuesta a la demanda de la población, cubriendo tanto la cantidad de fármacos requeridos 
como aquellas patologías que el programa estaba desatendiendo. En estos relatos, subyace la 
voluntad explícita de suplementar al programa desde el gobierno local, cuando la política del 
nivel central no lograba sus metas operativas: 

el municipio lo que intentó es cubrir el faltante de Remediar. Si bien el municipio 
siempre proveía algo de medicación […] el municipio gestiona… compra, mucha 
medicación de patología frecuente, no se abastece solo con lo que llega de Reme-
diar. Ahora, en ese período particular, hubo que implementar bastante la compra. 
Hubo un faltante importante de ese tipo de medicación. (Ent 3_Director CAPS)

O sea, cuando el REMEDIAR no alcanzaba, cuando tenía discontinuidad, o el 
paciente necesitaba algo muy puntual, el Municipio metía la mano en el bolsillo 
y lo compraba, le garantizaba el tratamiento. Yo creo que eso, eso fue impor-
tante. (Ent 2_Director CAPS)

Distintas estrategias plasmadas en redes informales fueron desplegadas por los equipos 
de salud para que los centros no quedaran desabastecidos. Los relatos de los/las directores/
as de CAPS dan cuenta de la participación activa de los profesionales de la salud en la política 
(Guiñazú, 2025), mediante los trueques de medicamentos entre los centros, de la reasignación de 
tratamientos entre los pacientes, de pedidos de donaciones, etc. Estos mecanismos informales 
que activaron los actores del nivel de calle16 (Lipsky 1980) garantizaron la provisión de recursos 
cuando las articulaciones formales no lo hacían (Crojethovic, 2010). En el primer caso, un director 
menciona que se apela a redes externas al sistema –organizaciones comunitarias, asociaciones 
civiles, vínculos personales–, construidas a lo largo de una trayectoria institucional extensa. En el 
segundo, la red se despliega hacia adentro del sistema: la circulación de insumos entre centros de 
salud sostiene la continuidad de la atención ante fallas en el abastecimiento formal.

[…] levantaba el teléfono y llamaba al Club de […] y les digo “che, muchachos, 
necesito tal cosa”, llamás al Rotary, “necesito tal cosa”, llamás a tus amigos y por 
derecha o por izquierda, se consigue. Y así también adentro del municipio, por-
que vos te imaginás, yo hace más de 25 años que estoy, cuando no consigo algo 
a través de mi sector, lo consigo a través de otro […]. (Ent 2_Director CAPS)

Faltaban determinados medicamentos de determinado eje que de pronto eran 
imprescindibles. […] tenemos una red de centros con respecto a insumos y a 
medicación, donde si a un centro le falta determinada cantidad de insulina por-
que está por recibir el lunes y bueno “vení, buscá –uno habla con la colega, con 

15  En el caso del Sumar, las relaciones también involucraron al Ministerio de Desarrollo Social, encargado de 
gestionar la AUH.
16  Lipsky (1980) denomina burócratas del nivel de la calle a aquellos trabajadores de los servicios públicos, de 
salud para nuestro caso, que tienen un contacto directo con la población. Se caracterizan, además, por tener un 
nivel de discrecionalidad sustancial en la ejecución de su trabajo.
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la jefa–, vení que te voy a dar para dos o tres pacientes que tenés hoy, listo, 
hasta que el lunes te llegan tus insulinas”. […] si no funciona la red, es muy difí-
cil. (Ent 9_Director CAPS).

Por otro lado, las relaciones entre niveles de gobierno en torno a la implementación del 
Remediar continuaron con lo que Agranoff (1993) refiere como propósito puntal en las RIG (ver 
Tabla 1): en este caso, la provisión de medicamentos a la población más vulnerada y sin seguri-
dad social o privada. Sobre este objetivo puntual, los entrevistados ponen en evidencia algunos 
arreglos discrecionales que muestran cómo los actores locales terminan por operacionalizar la 
provisión del programa por fuera del guion establecido desde el gobierno central. La capacidad 
de agencia que devela la cita subsiguiente nos habla del nivel de atomización que se produce 
en lo local. Son los profesionales –el último extremo de una cadena de relaciones interguberna-
mentales– quienes disciernen y posibilitan (Guiñazú, 2025) el acceso a la medicación en función 
de las necesidades, independientemente del tipo de cobertura de los destinatarios.

se apunta a los que no tienen cobertura de ningún tipo. Lo que ocurre es que 
hay muchas situaciones en las cuales la gente, por más que tenga obra social, 
la obra social no le responde o le tratamos de cubrir hasta que la obra social, 
con toda su burocracia, le da la medicación. O sea que eso se evalúa, es algo 
personalizado, caso por caso. (Ent 7_Director CAPS)

A diferencia del Remediar, en la implementación del Sumar, las RIG mantuvieron su ob-
jetivo amplio (Agranoff, 1993) de fortalecer el primer nivel de atención a través de los recursos 
otorgados a los centros de salud, como señala la Tabla 1. Pese a su objetivo, los entrevistados 
revelan que la reducción, desde el nivel central, de la cantidad de prestaciones preventivas brin-
dadas por el programa a cada usuario precisó de medidas anticíclicas en el nivel local. El director 
de uno de los centros nos cuenta cómo la disminución de la cantidad de controles cubiertos 
por el programa implicó un menor ingreso para el centro vía el Sumar. Por ello, el municipio, 
para no desatender a su población, debió cubrir con recursos propios aquello que el programa 
decidió desfinanciar. Esto último muestra en las RIG un corrimiento de responsabilidades en el 
financiamiento de las prestaciones desde el nivel central hacia el municipal. 

Vos ponele, considerabas a los pibes entre tal edad y tal edad, pero tenías que 
tener una vez un solo control… antes eran tres controles y se cobraban los tres, 
ahora era una sola prestación por área. […] la prestación seguía estando para 
facturar, pero no en la misma cantidad, entonces se empezó a facturar menos 
[sin dejar de atenderlos]17 (Ent 15_Director CAPS)

La incorporación de los nuevos beneficiarios en esta gestión –varones de hasta 64 años– 
implicó ajustes administrativos que recayeron sobre los propios equipos administrativos del pri-
mer nivel, quienes debieron asumir las tareas de registro asociadas. Esta responsabilidad adicional 
fue observada por los entrevistados como una sobrecarga de trabajo para los “facturistas”. 

Entrevistador: Y a medida que […] fue incluyendo nuevos grupos poblacionales, 
¿este avance del programa supuso algún cambio en el trabajo del centro? 

Entrevistada: Un cambio… de más facturar, o sea, más tiempo facturando, car-
gando, más trabajo de la facturista. No, porque nosotros a la población la esta-
mos atendiendo igual. (Ent 3_Director CAPs)

A pesar de los ajustes financieros de esta gestión de gobierno, el proceso de moderniza-
ción que los caracterizó fue bien recibido en la gestión local. Según transmiten nuestros entre-

17  Lo mencionado entre corchetes corresponde a una interpretación propia.
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vistados, las capacitaciones a los profesionales fueron de mucha utilidad para generar mejoras 
en el registro de información, pero también para concientizar respecto de la importancia que 
tiene el registro para recuperar los costos mediante el programa. Mejoras que se introdujeron 
gracias a la aparición de un nuevo actor en el primer eslabón de la cadena de las RIG (el Ministe-
rio Nacional de Modernización), que procuró “despapelizar” informatizando el nivel local, como 
puede verse en la dimensión organizaciones gubernamentales de la tabla 1.

Quizás lo que se trató es de capacitar un poco mejor a los profesionales en 
cuanto a la toma de datos, las historias clínicas, como para eso después po-
der volcarlo como prestación para el programa. Quizás ese es el cambio que 
veo más sustancial. […] la toma de datos para mejorar la estadística, quizás 
antes eso no se valoraba tanto, […] y hubo que insistir bastante para que lo 
hicieran. […] O sea, poder utilizar mejor y cargar mejor los datos con los que 
contábamos. […] teníamos bastante desactualizado el sistema informático, y 
con el gobierno anterior (macrismo), creo que nos vimos favorecidos […], pero 
empezamos a… nos proveyeron de computadoras nuevas, mejoraron la parte 
informática también. (Ent 3_Director CAPS)

En el periodo que se inicia con la renovación de las autoridades de la administración 
nacional (2020-2022), las RIG desplegadas para la implementación de estos programas conti-
nuaron con sus protocolos (Wright, 1997). Además, mantuvieron la verticalidad en su dirección 
centro-periferia (Agranoff, 1997; Banting y Corbett, 2002; Obinger et al., 2005; Falleti, 2007), 
nuevamente marcada por una relativa autonomía de la periferia para el manejo de las ofertas de 
prestaciones o de la provisión de medicamentos (según el caso), como se identifica en la Tabla 
1. Con la salvedad de que, mientras que en el Sumar dicha autonomía continuó siendo formal, 
en el Remediar persistieron las decisiones informales, arriba mencionadas, realizadas por los 
propios equipos de salud en la entrega de medicamentos esenciales. 

Por otra parte, el cambio de estatus de secretaría a ministerio nacional produjo movi-
mientos en las organizaciones gubernamentales y/o de los funcionarios involucrados en las RIG 
(Falleti, 2007, 2010; Cabrero Mendoza y Solís, 2009; Cabrero Mendoza, 2010) desplegadas 
para la provisión pública de medicamentos. Esta rejerarquización estuvo acompañada por la 
incorporación de nuevos funcionarios más ligados a lo político partidario y por la articulación 
con otros actores pertenecientes a otros ámbitos de gestión (Bertranou et al., 2023), con el 
propósito de facilitar las respuestas frente a las problemáticas del primer nivel de atención. 

Posteriormente, la llegada de la pandemia impulsó nuevas decisiones de las autoridades 
centrales para expandir la cobertura del Remediar a fin de incluir fármacos relacionados con la 
atención de casos de COVID-19, y también aquellos que habían sido discontinuados por la ges-
tión anterior (Ariovich y Crojethovic, 2024). Si bien el objetivo puntual de las relaciones inter-
gubernamentales (Agranoff, 1993) enmarcadas en este programa continuó orientado a acercar 
medicamentos esenciales a la población más vulnerada, vemos en el relato citado más abajo 
que la ampliación de la cobertura vertical fue celebrada por los equipos del nivel local, debido 
a la incorporación de nuevas líneas terapéuticas. 

O sea que yo te diría que todo lo que va este semestre de 2021 hubo más con-
tinuidad e ingresaron más cosas, ingresó salud sexual y reproductiva, nos sos-
tuvo en estos baches […] Y están viniendo más insumos, de hecho, por ejemplo, 
esto es para contar porque me puso contenta, no son mucha cantidad, pero 
entraron gotas óticas, como que nunca había habido gotas para las otitis. Des-
pués hubo más cremas también, viste las cremitas de betametazona, de mico-
nazol, eso ingresó más. Ingresó metformina, enalapril, losartan, como que hubo 
más ingresos, eso fue algo positivo, digamos. (Ent 8_Director CAPS)
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El Sumar, al igual que el Remediar, amplió su cobertura vertical por medio de la incor-
poración de prestaciones relacionadas con el COVID 19, aprovechando la estructura y las ca-
pacidades instaladas del programa. De lo que nos cuentan en las entrevistas, podemos inferir 
que el Sumar estuvo facultado operativamente para facturar las prestaciones que la pandemia 
demandó, gracias a su capacidad para sistematizar un volumen importante de información. 

se agregaron todo lo que tenía que ver con el CeTeC19 (Centros de Telemedicina 
COVID19 ), que viste que era todo lo que tenía que ver con los hisopados, los 
positivos, y después eso quedaba cargado también al SUMAR porque te cruzaba 
ahí el dato. Esa parte creo que se sumó en la pandemia. (Ent 8_Director CAPs)

Con respecto a la pandemia, sí, se empezó a facturar todo lo que eran llamados de 
seguimiento COVID, que eso sí tratamos de hacerlo, de cargarlo […] era por el Su-
mar, digamos […] Es como un eje que también se le sumó. (Ent 13_Director CAPs)

En el Sumar, las RIG continuaron manteniendo su objetivo amplio (Agranoff, 1993), pero 
con una mayor rectoría por parte del gobierno central. Un gestor del nivel local nos cuenta la 
decisión que tomó el gobierno de incorporar al programa la población de adultos/as mayores, 
nuevas líneas de cuidado de la salud y las modalidades de atención remota (facturadas al pro-
grama). Esta ampliación puede analizarse como un respaldo financiero hacia el municipio, pero 
que además procuró adaptar el seguro público a las necesidades sanitarias emergentes en el 
territorio durante el aislamiento. De esta manera, se da un nuevo corrimiento de responsabili-
dades en las RIG, pero ahora en sentido contrario –hacia el nivel central– como señala la Tabla 
1; que buscó, además, articular con los dispositivos locales para atender de manera remota las 
urgencias y las consultas. 

En lo que es el Programa SUMAR, hubo aumentos en el nomenclador y aparte 
hubo más incorporación de nuevas prestaciones a lo que es el nomenclador, 
se fue ampliando, digamos. Se hizo mucho hincapié, ahora, en la última, en la 
parte de salud mental, también en la parte de odontología, que hubo modifi-
caciones en las prestaciones, no solamente económicas, sino que se agregaron 
prestaciones que no se realizaban. (Ent 10_ Gestor municipal)

A pesar de las marchas y contramarchas que señalan los entrevistados a lo largo de los 
dos periodos analizados, puede comprenderse que la implementación de ambos programas 
nacionales en el territorio local fue posible debido a las diversas relaciones que se dieron entre 
organizaciones y actores. Múltiples agencias gubernamentales de distintos niveles jurisdiccio-
nales (nacionales, provinciales y municipales) participaron y se articularon incluso con organiza-
ciones de la sociedad civil para vertebrar la gestión de ambos programas. Sin embargo, el flujo 
de insumos a lo largo de los periodos no siempre fue el mismo, tal como se menciona arriba en 
los relatos; por ejemplo, se observa que en tiempos de ajuste y desfinanciamiento, la circulación 
de bienes y servicios a través de las de las RIG es menor. En este caso, es el nivel local el que 
responde frente a las demandas y necesidades de la población. Ya sea a través de sus funciona-
rios y/o a través de arreglos informales de los equipos de salud que están en el territorio.

Finalmente, la sostenibilidad temporal de estos programas fue posible gracias a las RIG, 
las cuales perduraron a través de diversas administraciones y gestiones político-partidarias, que 
expresan una continua orientación –aunque con intensidades variables según el periodo– hacia la 
promoción de la equidad en salud para las poblaciones en condiciones de mayor vulnerabilidad.
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Tabla 1: Dimensiones de las RIG en los programas Remediar y Sumar

Dimensiones 
RIG Remediar Sumar

2015-2019 2020-2022 2015-2019 2020-2022

Organizacio-
nes guberna-
mentales y/o 
funcionarios

Secretaría de Salud 
nacional, Ministerio 
de Modernización y 
Secretaría de Salud 
municipal y CAPS 

Ministerio de Salud 
nacional, Secretaría de 

Salud municipal, CAPS y 
nuevos actores vincula-
dos a Desarrollo Social 

(locales, subnacionales y 
nacionales)

Secretaría de Salud 
nacional, Ministerio de 
Modernización y Secre-

taría de salud munici-
pal, CAPS y Ministerio 

de Desarrollo Social 
(AUH)

Ministerio de Salud 
nacional y Secretaría de 
Salud municipal, CAPS y 
Ministerio de Desarrollo 

Social (AUH) 
 

Grado de 
formalidad

Relaciones protoco-
lizadas 

Relaciones protocoli-
zadas

Relaciones protocoli-
zadas Relaciones protocolizadas 

Direcciona-
lidad

Vertical. Centro-pe-
riferia con autonomía 
informal en la perife-
ria sobre el manejo 

del programa 

Vertical. Centro-pe-
riferia con autonomía 

informal en la periferia 
sobre el manejo del 

programa 

Vertical. Centro-pe-
riferia con autonomía 
formal en la periferia 
sobre el manejo del 

programa 

Vertical. Centro-periferia 
con autonomía formal en 

la periferia sobre el mane-
jo del programa. 

Grado de 
institucionali-

zación 

Fuerte (sostenibi-
lidad en el tiempo, 

atravesando distintos 
gobiernos)

Fuerte (sostenibilidad en 
el tiempo, atravesando 

distintos gobiernos)

Fuerte (sostenibi-
lidad en el tiempo, 

atravesando distintos 
gobiernos)

Fuerte (sostenibilidad en 
el tiempo, atravesando 

distintos gobiernos)

Objetivo 

Puntual. Las relacio-
nes entre niveles de 
gobierno procuran 

garantizar a la pobla-
ción más vulnerada el 
acceso a los medica-

mentos esenciales (de 
forma limitada y con 
orientación moderni-

zadora)

Puntual. Las relaciones 
entre niveles de gobier-
no procuran garantizar 

a la población más 
vulnerada el acceso a 

los medicamentos esen-
ciales (con ampliación de 

la cobertura)

Amplio. La articulación 
entre niveles contribu-
ye a otorgar recursos a 
los CAPS para mejorar 

la atención primaria 
(definidos por una 

canasta de bienes y 
servicios básicos), aun-
que con restricciones 
en el financiamiento. 
Orientación moderni-

zadora. 

Amplio. La articulación 
entre niveles contribu-
ye a otorgar recursos a 
los CAPS para mejorar 

la atención primaria 
(definida por una canasta 

de bienes y servicios 
básicos).

Promoción de 
la equidad

Promoción de la 
equidad orientada a 
la población sin co-

bertura explícita, con 
ciertas restricciones 

financieras

Promoción de la equidad 
orientada a la población 
sin cobertura explícita, 
con menores restriccio-

nes financieras

Promoción de la equidad 
orientada a la población 
sin cobertura explícita, 

con ciertas restricciones

Promoción de la equidad 
orientada a la población 
sin cobertura explícita, 

con menores restricciones

Fuente: Elaboración propia.

Consideraciones finales 

Las RIG no solo constituyeron una columna vertebral para la implementación de los 
programas Remediar y Sumar en los territorios locales, sino que también facilitaron que estos 
alcanzaran consenso y legitimidad entre los equipos de salud y los propios beneficiarios debido 
a los efectos que tuvieron sobre el acceso y la cobertura de la salud. 

Los distintos gobiernos, en su accionar y con su propia orientación política, marcaron 
distintas trayectorias en los programas. En los periodos de fuerte desfinanciamiento de las po-
líticas de protección social, como en la gestión de Mauricio Macri, ambos programas continua-
ron facilitando –pese a los recortes que sufrieron– el acceso a la atención de los sectores más 
vulnerados. Pero en los periodos de mayor intervención social por parte del gobierno nacional, 
los programas incrementaron ciertos grados de protección (como sucedió en parte durante 
el gobierno de Alberto Fernández). Aunque no recuperaron sus componentes vinculados a la 
capacitación, auditoría y generación de estadísticas de la atención en el primer nivel, que ya 
habían sido suspendidos durante el gobierno anterior. 
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En lo que respecta a las RIG involucradas en el proceso de implementación de los pro-
gramas, estas estuvieron altamente protocolizadas, pero dejaron cierto margen de autonomía 
para la gestión local de insumos o recursos –con ciertos grados de informalidad en el caso del 
Remediar–. Estas RIG convocaron a actores similares a lo largo de los dos períodos, pero con 
modificaciones vinculadas al cambio de estatus de la máxima autoridad de salud (el Ministerio 
de Salud de la Nación) y su gabinete. Tuvieron como objetivo incrementar el acceso a los medi-
camentos y mejorar la atención del primer nivel. No obstante, las orientaciones de la política so-
cial en cada gestión –con sus contrastes– expresaron matices en las modalidades y finalidades 
que terminaron asumiendo estas RIG, con desiguales resultados en la promoción de la equidad. 

Una de las lecturas que puede hacerse es que la (des)jerarquización del Ministerio de 
Salud durante el macrismo significó ciertas transformaciones en las responsabilidades del Es-
tado nacional y en las relaciones con el municipio, ya que aquel perdió protagonismo en sus 
funciones de rectoría y en las capacidades de financiamiento en general, y de estos programas 
en particular; lo que hablaría de un corrimiento de las responsabilidades desde el nivel central 
hacia el nivel municipal en la relación intergubernamental. En la arena local se observó, por 
ejemplo, que el municipio debió cubrir con recursos propios aquellos faltantes de medicamen-
tos. En lo que refiere al Sumar, el municipio asumió la compra de insumos y la cobertura de 
ciertos tratamientos para no desatender a su comunidad. 

Durante el gobierno de Alberto Fernández, la reorientación de la política (re)jerarquizó a 
la autoridad sanitaria nacional. A su vez, dicha medida fue acompañada por la decisión de otor-
gar mayor centralidad a los programas incrementando sus prestaciones. Esto último demandó 
un mayor flujo de las relaciones intergubernamentales (nación-municipio) y un incremento de 
la complejidad para articular la entrega de recursos. El Remediar fue relanzado y se expandió 
su cobertura horizontal y vertical. Se distribuyeron botiquines adicionales a los ya entregados 
de manera regular para anticipar las dificultades en la logística que pudieran presentarse, y se 
incluyeron medicamentos relacionados con la atención de casos de COVID-19 y enfermedades 
respiratorias. El Sumar fortaleció la oferta pública mediante la inclusión de nuevos grupos eta-
rios, nuevas líneas de cuidado y prestaciones médicas. A la vez, agregó otras modalidades de 
atención y el paquete prestacional de la práctica de ILE.

El entretejido entre agencias gubernamentales y actores locales resultante de la imple-
mentación de los programas nacionales en el territorio local fue lo que facilitó la accesibilidad 
y la cobertura en el primer nivel de atención. Pero, al analizar los dos periodos de gobierno, 
vemos que los vaivenes de las políticas de protección social marcan el desempeño de estos 
programas en el territorio, por lo que el acceso y la cobertura dependen muchas veces de las 
iniciativas gestadas por los funcionarios y/o a través de arreglos informales de los equipos de 
salud que operan en el municipio.
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Resumen
En un contexto marcado por la suspensión de las elecciones Primarias, Abiertas, Simultáneas y Obligato-
rias (PASO) en el año 2025 y el inminente debate sobre su continuidad, este trabajo analiza sus efectos 
en el distrito de Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur (AeIAS) para la categoría diputados/
as nacionales durante el periodo 2011-2023. Mediante un enfoque cuantitativo basado en estadísticas 
electorales oficiales, se analizan dos variables: la democratización interna de las agrupaciones partida-
rias, medida a través de la competencia y competitividad intrapartidarias, y el ordenamiento del sistema 
partidario, evaluado a través de dos dimensiones: la fragmentación electoral y el efecto filtro del umbral 
del 1,5 %. Los resultados evidencian un cumplimiento parcial y asimétrico de los objetivos de la refor-
ma. El impacto democratizador resultó limitado, con baja tasa de uso de las primarias y predominio de 
listas únicas. En cambio, las PASO contribuyeron al ordenamiento partidario principalmente por la vía 
de la coordinación coalicional preelectoral (efecto psicológico del umbral) y no por exclusión mecánica, 
es decir, a un alineamiento de la competencia local con los clivajes nacionales. Este ordenamiento por 
coordinación tuvo como contrapartida una reducción de la competencia intrapartidaria, que evidencia 
un trade-off estructural entre ambos objetivos de la reforma. El estudio aporta una perspectiva terri-
torializada para comprender cómo una reforma electoral nacional interactúa con sistemas partidarios 
subnacionales de baja magnitud. 

Palabras clave: Elecciones; PASO; Diputados 

Abstract
In a context marked by the suspension of the Primary, Open, Simultaneous and Mandatory elections 
(PASO in Spanish) in 2025 and the imminent debate over their continuity, this study analyzes their 
impact in the district of Tierra del Fuego, Antarctica, and South Atlantic Islands, on the category of 
national deputies during the 2011–2023 period. Using a quantitative approach based on official elec-
toral statistics, two variables are evaluated: the internal democratization of political parties, measured 
through intraparty competition and competitiveness; and the structuring of the party system, examined 
through two dimensions: electoral fragmentation and the filtering effect of the 1.5% threshold. The re-
sults show a partial and asymmetric fulfillment of the reform’s objectives. The democratizing impact was 
limited, with a low rate of primary use and a predominance of single-list systems. In contrast, the PASO 
contributed to party organization primarily through pre-election coalition coordination (the psycholo-
gical effect of the threshold) rather than through mechanical exclusion, aligning local competition with 
national cleavages. This coordination-driven organization was offset by a reduction in intraparty com-
petition, highlighting a structural trade-off between the two objectives of the reform. The study offers 
a territorial perspective for understanding how a national electoral reform interacts with subnational 
party systems of low district magnitude.

Keywords: Elections; PASO; Deputies
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Introducción

La sanción de la Ley 26.571, en diciembre de 2009, introdujo una de las reformas políti-
co-electorales más relevantes en la Argentina desde el retorno a la democracia, al establecer el 
régimen de elecciones Primarias, Abiertas, Simultáneas y Obligatorias (PASO) (Tullio y Álvarez 
Travieso, 2015). El mecanismo fue concebido para democratizar la vida interna de los partidos 
y ordenar el sistema partidario, caracterizado por la fragmentación y la proliferación de agru-
paciones con débil arraigo territorial (Abal Medina, 2009; Tullio y Álvarez Travieso, 2015). En el 
marco del debate abierto sobre su continuidad, evaluar empíricamente sus efectos constituye 
una agenda de investigación pertinente. 

La producción académica sobre las PASO se ha concentrado en el nivel nacional y en 
los distritos de mayor magnitud electoral (Gallo, 2018; Santoro, 2020; Cruz, 2021); así, quedó 
relegado el análisis de contextos subnacionales periféricos, donde las reformas electorales son 
reinterpretadas y condicionadas por dinámicas políticas locales (Cruz et al., 2023). El distrito 
de Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur (AeIAS) constituye un caso adecuado 
para examinar esta mediación. Su provincialización tardía (1991) condicionó el desarrollo de sus 
estructuras partidarias. Con el menor padrón electoral del país y cinco diputados nacionales, 
el distrito opera bajo una lógica de baja magnitud que eleva el umbral efectivo de acceso y pe-
naliza estructuralmente a las fuerzas minoritarias (Santoro, 2020; Alles et al., 2021). Al mismo 
tiempo, su sistema de partidos exhibió históricamente niveles de fragmentación superiores a 
los promedios nacionales para distritos de tamaño similar, con valores característicos de los 
distritos de alta magnitud (Santoro, 2020). Este punto de partida convierte a Tierra del Fuego 
en un caso analíticamente relevante para evaluar los efectos de una reforma diseñada para el 
promedio nacional sobre una realidad política estructuralmente atípica.

En este marco, el presente trabajo se pregunta: ¿cuáles han sido los efectos de las elec-
ciones PASO en la democratización interna de las agrupaciones partidarias y en el ordenamien-
to del sistema partidario en el distrito de Tierra del Fuego, AeIAS, para la categoría de diputa-
dos/as nacionales durante el período 2011-2023?

Para responder este interrogante, el estudio analiza las PASO a partir de dos variables. 
En primer lugar, la democratización interna de las agrupaciones partidarias evaluada mediante 
indicadores de competencia y competitividad intrapartidaria. En segundo lugar, el ordenamiento 
del sistema partidario distrital, examinado a través de dos dimensiones: el efecto filtro del umbral 
legal del 1,5 % y la fragmentación electoral medida por el Número Efectivo de Partidos (NEP). 

El estudio sostiene que, en un distrito de baja magnitud electoral como Tierra del Fuego, 
las PASO produjeron un efecto asimétrico y un trade-off estructural. Por un lado, su capacidad 
para promover la democratización interna resultó limitada, entonces, la competencia intrapar-
tidaria fue escasa y discontinua. Por otro lado, el mecanismo contribuyó al ordenamiento del 
sistema partidario, pero no prioritariamente por la exclusión mecánica de actores a través del 
umbral del 1,5 %, sino por un efecto psicológico y de coordinación, a partir de la conformación 
de alianzas o fusiones de fuerzas partidarias para superar el umbral, lo que redujo la fragmen-
tación y alineó a la competencia local con los clivajes nacionales. Sin embargo, esa misma coor-
dinación coalicional desalentó las disputas internas, generó un trade-off entre ordenamiento y 
democratización. En esa línea, el caso sugiere que el ordenamiento operó fundamentalmente 
por coordinación, y no por exclusión mecánica, a partir de la modificación de los cálculos estra-
tégicos de los actores locales que se incorporaron a ofertas electorales viables.

De ese modo, el estudio aporta una perspectiva territorializada que matiza las interpre-
taciones generalizadas sobre los efectos de las reformas electorales, al mostrar que sus resul-
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tados dependen de la interacción entre el diseño institucional y las características del sistema 
partidario subnacional. 

El artículo se organiza en siete secciones. Tras esta introducción, la segunda reconstru-
ye el contexto de la reforma electoral y las características de las PASO; la tercera desarrolla el 
enfoque teórico-metodológico; la cuarta presenta antecedentes de elecciones primarias en la 
Argentina y el diagnóstico del sistema político fueguino previo a la reforma; mientras que las 
secciones quinta y sexta exponen la contrastación empírica para cada dimensión analítica; fi-
nalmente, se presentan las conclusiones.

Contexto de la reforma electoral
La Ley 26.571: diagnóstico y propósitos

A fines de 2009, el Poder Ejecutivo argentino impulsó la reforma político-electoral más 
relevante desde el retorno a la democracia (Tullio y Álvarez Travieso, 2015). Aprobada por el 
Congreso en diciembre de ese año,1 la Ley 26.571, de “Democratización de la Representación 
Política, la Transparencia y la Equidad Electoral”, introdujo modificaciones en el Código Elec-
toral Nacional (Ley 19.945), la Ley Orgánica de los Partidos Políticos (Ley 23.298) y la Ley de 
Financiamiento de Partidario (Ley 26.215), que le otorgaron a la reforma un carácter sistémico 
(Tullio y Álvarez Travieso, 2015).

El diagnóstico que fundamentó la iniciativa sostuvo que el sistema partidario argentino 
padecía una marcada debilidad ideológica y programática, lo que generaba la proliferación de 
sellos electorales sin estructura ni representación territorial (Poder Ejecutivo Nacional [PEN], 
2009; Abal Medina, 2009; Gallo, 2018). Al momento de la sanción, coexistían 685 partidos 
reconocidos, pero solo 33 con inscripción a nivel nacional, mientras la Cámara de Diputados se 
encontraba fragmentada en 45 bloques legislativos2 y el Senado contaba con 21 bloques.3 Esta 
atomización, lejos de expresar pluralismo, erosionaba la gobernabilidad y opacaba la represen-
tación política (Alessandro, 2011). En palabras de Tullio y Álvarez Travieso, la “fragmentación, 
inestabilidad, transfuguismo, opacidad, falta de credibilidad y hasta prevaricación” caracteriza-
ban el arco de opinión sobre los partidos políticos en la década previa (2015, p. 7).

Frente a este diagnóstico, la reforma se propuso dos objetivos centrales que estructu-
ran el presente análisis: democratizar la vida interna de los partidos mediante la apertura de los 
procesos de selección de candidaturas y ordenar el sistema partidario para reducir la fragmen-
tación y fortalecer la institucionalización de las fuerzas políticas (Straface y Page, 2009; Abal 
Medina et al., 2023; Scherlis y Tchintian, 2023).

El mecanismo PASO: características y funcionamiento

El Título II de la Ley 26.571 instituyó el régimen de Primarias, Abiertas, Simultáneas y Obli-
gatorias (PASO) como el instrumento principal de la reforma. Su diseño combinó cuatro atributos 
que lo distinguen de otros mecanismos de selección de candidaturas en la región. En primer lugar, 

1  El proyecto de ley fue una reacción del partido oficialista (Frente para la Victoria) días después de la derrota 
en los comicios de término medio en el mes de julio de 2009 en la provincia de Buenos Aires (Alessandro, 2011). 
2  En 1983, los 254 miembros de la Cámara de Diputados se agrupaban en 11 bloques, un promedio de 23 legis-
ladores por bancada, mientras que en 2009, los 257 parlamentarios se distribuían en 45 bloques, un promedio de 
seis diputados por bancada.
3  En 1983, el Senado de 46 miembros contaba con siete bloques, lo que representa un promedio de aproxima-
damente siete senadores por bloque. En cambio, en 2009, los 72 senadores se agrupaban en 21 bloques, con una 
media de tres senadores por bloque.
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es obligatorio: todas las agrupaciones partidarias que compitan deben participar, sin excepción.4 
En segundo lugar, es abierto: cualquier ciudadano habilitado puede votar en la interna de cual-
quier agrupación, independientemente de su afiliación partidaria. En tercer lugar, es simultáneo: 
todas las primarias se realizan en mismo día, bajo la administración de los organismos estatales 
nacionales. Por último, establece un umbral de acceso del 1,5 % de los votos válidos en el distrito: 
las agrupaciones que no lo superen quedan excluidas de la elección general. 

Este diseño buscaba operar simultáneamente sobre dos dimensiones. Hacia el interior 
de los partidos políticos, abría la nominación de candidaturas a la participación de todo el elec-
torado, al sustituir los mecanismos previos de designación cupular o negociación entre élites. 
Y, por otro lado, hacia el sistema partidario en su conjunto, con la aplicación de un umbral legal 
que funcionaba como filtro para desincentivar la proliferación de candidaturas sin representa-
ción real y promover la coordinación de fuerzas afines (Scherlis y Tchintian, 2023).

Cuestionamientos, balance y suspensión

Desde su primera aplicación, en agosto de 2011, las PASO generaron debates que no 
cesaron durante toda su vigencia. Sus defensores destacan su capacidad para estabilizar las 
alianzas electorales con anticipación, renovar cuadros dirigentes y reducir la fragmentación 
parlamentaria (Tullio, 2021; Abal Medina et al., 2023). Sus críticos, en cambio, cuestionan la 
injerencia estatal en la vida interna de los partidos, el costo económico de una doble jornada 
electoral y la escasa utilización del mecanismo para dirimir candidaturas reales, lo que lo redu-
ciría a una costosa encuesta preelectoral (De Luca, 2021; Gallo, 2021).5

Este debate adquirió nueva urgencia cuando, en noviembre de 2024, el Poder Ejecutivo 
Nacional remitió al Congreso el proyecto “Reforma para el Fortalecimiento Electoral y la Refor-
ma de los Partidos Políticos”, que proponía la eliminación definitiva del régimen de primarias. Si 
bien el proyecto no obtuvo aprobación en esos términos, derivó en la sanción de la Ley 27.783 
en febrero de 2025, que suspendió las PASO para el ciclo electoral de ese año. Esta suspensión 
no clausura el debate, sino que lo intensifica. En ese marco, evaluar con evidencia empírica 
territorializada los efectos que produjo el mecanismo durante sus doce años de vigencia cons-
tituye el propósito central de este trabajo.

Enfoque teórico-metodológico
Democratización interna partidaria 

La democratización interna de los partidos políticos excede la mera adopción de pro-
cedimientos electorales internos. En una definición amplia, abarca el conjunto de disposiciones 
institucionales orientadas a garantizar la participación del demos partidario en tres esferas: la 
elaboración del proyecto político, la selección de autoridades y la nominación de candidaturas 
(Gallo, 2021).6 Esta última dimensión es la que atienden las PASO al sacar de la agenda de los par-
tidos los mecanismos de nominación de candidatos y al introducir un procedimiento único para 
todos (Straface y Page, 2009). En este sentido, las primarias cumplen su función democratizadora 
cuando desplazan mecanismos de designación restringidos, definidos por élites partidarias o ins-
tancias internas sin participación ampliada (Abal Medina, 2009; Gallo, 2021; Tullio, 2021).

4  La Ley 26.571, en el Art. 18, definió a las “agrupaciones políticas” como los partidos políticos, confederaciones 
y alianzas participantes en el proceso electoral.
5  Scherlis y Tchintian (2023, p. 17) realizan una síntesis de argumentos a favor y en contra, y alternativas de re-
formas. 
6  Demos partidario: conjunto de miembros encargados de tomar las decisiones colectivas partidarias (Gallo, 2021).
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El punto de partida teórico para analizar esta transformación es la propuesta de Rahat y 
Hazan (2001), quienes conceptualizan los métodos de selección de candidaturas a partir de la con-
formación del selectorado, es decir, el conjunto de personas habilitadas para influir en la definición 
de candidaturas. En un continuum que va de la máxima inclusividad a la máxima exclusividad, los 
métodos de nominación se diferencian según quién ejerce el poder de selección (Figura 1).

Figura 1: Selectorado de partidos políticos

Fuente: Elaboración propia con base en Rahat y Hazan (2001).

Las PASO ubican a la Argentina en el extremo más inclusivo de este continuum, ya que 
el selectorado está compuesto por la totalidad del electorado habilitado, independientemente 
de la afiliación partidaria. Sin embargo, el potencial democratizador del mecanismo depende del 
nivel de competencia interna efectivamente existente, ya que la adopción formal de un procedi-
miento más inclusivo no garantiza que las candidaturas dejen de ser definidas previamente por 
acuerdos intraelitarios que luego solo son ratificados en las urnas (Gallo, 2018, 2021). 

En este marco, la democratización interna se operacionaliza a través de dos propieda-
des: la primera es la competencia, entendida como la existencia de, al menos, dos listas o aspi-
rantes que se enfrentan por la nominación (Sartori, 2005); y la segunda es la competitividad, 
que refiere al grado de rivalidad entre los competidores, es decir, la probabilidad real de que 
cualquiera de ellos pueda imponerse (Freidenberg, 2009). La presencia de competencia no ga-
rantiza competitividad, ya que una interna con múltiples listas puede resultar poco competitiva 
si una de ellas concentra abrumadoramente el voto (Freidenberg, 2009; Gallo, 2018).

Ordenamiento del sistema partidario

Un sistema de partidos sólido constituye una condición relevante para la calidad de-
mocrática, ya que organiza la representación política, canaliza el conflicto social y contribuye 
a la gobernabilidad. Por el contrario, cuando sus componentes se debilitan, pueden generarse 
procesos de fragmentación que dispersan la competencia electoral y reducen la claridad de las 
ofertas políticas (Varetto, 2017). Entre las interpretaciones que buscan explicar este fenómeno 
se destacan aquellas que lo vinculan con procesos de desnacionalización o territorialización de 
la competencia,7 mediante los cuales el debilitamiento de las dinámicas partidarias nacionales 
fortalece las lógicas subnacionales y favorece la proliferación de actores políticos y partidarios 
en los distintos territorios (Calvo y Escolar, 2005; Navarro y Varetto, 2014).

7  Desnacionalización o territorialización es el proceso a través del cual los patrones de competencia partidaria 
adquieren componentes provinciales o locales, haciendo que cada uno de los distritos que componen un Estado 
tenga características propias y distintivas tanto de otros distritos como del nivel de competencia nacional. En este 
escenario, los partidos políticos dirigen su atención hacia el nivel provincial o local de la competencia partidaria, lo 
cual contribuye a realzar los clivajes regionales, provinciales o locales (Cruz, 2021, p. 72).
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Desde la perspectiva de Duverger (1957), el ordenamiento de un sistema partidario 
puede explicarse mediante dos tipos de efectos interrelacionados. Por un lado, el efecto me-
cánico, que surge de la propia estructura del sistema electoral y de la forma en que sus reglas 
transforman votos en escaños. Por otro, el efecto psicológico, que opera sobre las decisiones 
estratégicas de partidos y dirigentes, quienes ajustan su comportamiento en función de los 
incentivos y restricciones que dichas reglas generan. Aunque ambos mecanismos contribuyen 
al ordenamiento de la competencia política, difieren en su temporalidad. Mientras que el efecto 
mecánico suele manifestarse de forma inmediata, el psicológico requiere procesos de adap-
tación más prolongados, por lo que sus consecuencias son observables principalmente en el 
mediano y largo plazo (Duverger, 1957; Cox, 2004). 

Con el propósito de ordenar cuantitativa y cualitativamente la oferta electoral, las PASO 
incorporan un umbral mínimo de 1,5 % de votos válidamente emitidos como requisito para ac-
ceder a la elección general (Santoro, 2020; Gallo, 2021).8 Este diseño institucional combina los 
dos mecanismos señalados por Duverger (1957). Por una parte, produce un efecto mecánico al 
excluir de la contienda general a las agrupaciones que no superan dicho umbral. Por otra, gene-
ra un efecto psicológico al desincentivar la participación de aquellas fuerzas que anticipan difi-
cultades para superarlo, que incentiva a su vez estrategias de coalición, fusión o integración con 
otros espacios partidarios (Scherlis y Tchintian, 2023). En este trabajo, el efecto de las PASO 
sobre el ordenamiento del sistema partidario fueguino se evalúa a partir de dos dimensiones 
analíticas: el filtrado de la oferta electoral y el nivel de fragmentación partidaria.

Articulación entre democratización interna y ordenamiento del sistema partidario

La literatura que analiza las PASO argentinas tiende a evaluar por separado los efectos 
democratizadores y los efectos ordenadores (Santoro, 2020; Gallo, 2021; Abal Medina et al., 
2023; Aguerre et al., 2023), sin embargo, ambos pueden entrar en tensión. Desde la perspectiva 
institucionalista de Duverger (1957) y sus desarrollos posteriores (Cox, 2004), las reglas elec-
torales generan efectos mecánicos (exclusión directa) y psicológicos (disuasión estratégica) que 
moldean el sistema de partidos en el largo plazo. 

 En el diseño de las PASO, el umbral del 1,5 % combina ambos efectos. Pero este tra-
bajo distingue, además, un efecto adicional, que denomina ordenamiento por coordinación: las 
PASO incentivan la conformación de alianzas territorialmente viables, incluso entre fuerzas que 
individualmente superarían el umbral. No obstante, este mecanismo de ordenamiento tiene 
costos no deseados: la coalición desalienta las competencias intrapartidarias, reduce la tasa de 
uso (TU) de las primarias y limita su función democratizadora. 

Por ello, este artículo sostiene que, en un distrito de baja magnitud como Tierra del Fue-
go, las PASO producen un trade-off estructural. Por un lado, su capacidad para democratizar la 
vida interna de los partidos es limitada, ya que la competencia intrapartidaria en dicha provincia 
es escasa y discontinua. Por otro lado, el mecanismo contribuye al ordenamiento del sistema 
partidario, pero no principalmente por la exclusión mecánica, sino por coordinación estratégica 
(efecto psicológico), a partir de lo cual las fuerzas partidarias tienden a fusionarse o coaligarse 
para superar el umbral, de modo tal que se reduce la fragmentación electoral y la competencia 
local se alinea con los clivajes nacionales. Sin embargo, esa misma coordinación coalicional des-
alienta las disputas internas, generando un trade-off entre ordenamiento y democratización. El 
caso fueguino permite así matizar las interpretaciones generalistas sobre las PASO y muestra 
que sus efectos dependen críticamente de la interacción entre el diseño institucional y las diná-
micas partidarias subnacionales.

8  Art. 45 de la Ley 26.571.
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Diseño de investigación, variables, dimensiones e indicadores 

El presente estudio adopta un diseño longitudinal de enfoque cuantitativo (Hernández 
Sampieri et al., 2014), orientado a analizar los efectos de la implementación de las PASO en el 
distrito de Tierra del Fuego, para la categoría de diputados/as nacionales entre 2011 y 2023 
(variable independiente). Se evalúa su impacto en dos variables dependientes: la democratiza-
ción interna de las agrupaciones partidarias y el ordenamiento del sistema partidario fueguino. 

Como se observa en la Tabla 1, la democratización interna se aborda en su dimensión 
competitiva, considerando que esta apertura institucionalizada de selección de candidaturas 
constituye una expresión empírica de la democratización partidaria. En primer orden, se exami-
na la competencia intrapartidaria, observando la proporción de fuerzas políticas que utilizaron 
las PASO para dirimir las candidaturas. Esta dimensión se operacionaliza mediante el indicador 
de Tasa de Uso (TU), definida como la proporción de agrupaciones que presentaron al menos 
dos listas internas sobre el total de partidos y coaliciones competidoras en cada elección (Ague-
rre et al., 2023; Cruz et al., 2023).

En segundo orden, se analiza la competitividad intrapartidaria, entendida como el grado 
de incertidumbre en la competencia entre listas internas. Para su medición se utiliza el indica-
dor Margen de Victoria (MV), entendido como la diferencia porcentual entre la lista más votada 
y la segunda lista más votada (Valdés Zurita, 1995).9 Siguiendo a este autor, se distinguen tres 
niveles: 1. Alta competitividad: MV ≤ 10 %. 2. Competitividad media: MV > 10 % y ≤ 15 %. 3. 
Baja competitividad: MV > 15 %. Esta clasificación permite captar distintos grados de incerti-
dumbre electoral en la disputa por las candidaturas y evita reducir el fenómeno a una simple 
distinción entre casos competitivos y no competitivos. 

La segunda variable se aborda a partir de dos dimensiones complementarias: el efecto 
selectivo del umbral legal y la fragmentación de la oferta electoral. En la primera fase empírica, 
se examina el efecto del umbral del 1,5 % sobre la reducción de la oferta electoral; esta instan-
cia clasificatoria se analiza comparando la cantidad de listas que se presentaron en las PASO y 
la proporción de aquellas que logran competir en la elección general. 

Para evaluar la fragmentación, se adopta el criterio de Sartori (2005), según el cual, 
solo los partidos con peso electoral relevante deben considerarse al analizar la estructura de 
un sistema partidario. En función de ello, se recurre al indicador Número Efectivo de Partidos 
(NEP), desarrollado por Laakso y Taagepera (1979),10 que pondera la cantidad de agrupaciones 
en competencia según su peso relativo sobre la base de los votos obtenidos, evitando sobres-
timar la fragmentación por la presencia de fuerzas testimoniales (Varetto, 2017; Santoro 2020; 
Cruz, 2021; Abal Medina et al., 2023). En este estudio, el NEP se calcula sobre los resultados de 
la elección general, instancia en la que se expresa la preferencia definitiva del electorado y se 
determina la distribución de las bancas.

9  Para su cálculo se utiliza una fórmula compuesta por los siguientes términos: MV= V1 - V2, donde: MV= Margen 
de Victoria. V1= Agrupación interna partidaria ganadora de la elección primaria. V2= Agrupación interna partidaria 
en segundo lugar en la elección primaria (Valdés Zurita, 1995).
10  Número Efectivo de Partidos (NEP) se define como: NEP =   1 ∑​(pi)2 donde pi​ representa la proporción de votos 
(o escaños) obtenida por el partido i. Esta medida pondera tanto el número de partidos como su tamaño relativo, 
de modo que un sistema con pocos partidos grandes tendrá un NEP bajo, mientras que uno con muchos actores de 
similar tamaño presentará un valor elevado.
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Tabla 1: Variables, dimensiones e indicadores del estudio

Variable Dimensión Indicador Definición operacional

Democratización 
interna

Competencia intrapar-
tidaria Tasa de Uso

Proporción de agrupaciones que presentaron 
≥2 listas internas sobre el total de agrupa-

ciones competidoras: TU = (partidos con ≥2 
listas / total de partidos) × 100.

Competitividad intra-
partidaria Margen de Victoria 

Diferencia porcentual entre la lista más 
votada y la segunda. Se considera: Alta com-
petencia: MV ≤ 10 %. Competitividad media: 

MV > 10 % y ≤ 15 %. 

Baja competitividad: MV > 15 %.

Ordenamiento
partidario Efecto filtro del umbral Tasa de exclusión

Proporción de agrupaciones que no supe-
raron el umbral del 1,5 % sobre el total de 

agrupaciones que compitieron en las PASO

Fragmentación parti-
daria

Número Efectivo de 
Partidos

Calculado sobre los resultados de la elección 
general para la categoría diputados/as nacio-

nales: NEP = 1/Σ(pi)²

Fuente: Elaboración propia.

La evidencia empírica se recolectó de fuentes oficiales como la Cámara Nacional Elec-
toral, la Dirección Nacional Electoral, el Observatorio Político Electoral del Ministerio del Inte-
rior y la página oficial de la Cámara de Diputados de la Nación del período que abarca las siete 
ediciones de las PASO: cuatro en años de elecciones presidenciales (2011, 2015, 2019 y 2023) 
y tres en años de renovación legislativa (2013, 2017 y 2021).

Las primarias en contexto
Antecedentes de primarias en Argentina y el camino hacia las PASO

 Antes de la sanción de la Ley 26.571, el sistema político argentino ensayó diversos 
intentos orientados a regular la selección de candidaturas. La crisis del 2001, que erosionó los 
vínculos de representación y popularizó la consigna “Que se vayan todos” (Cruz, 2021), impulsó 
una reforma orientada a recomponer la legitimidad del sistema político. En 2002, la Ley N.º 
25.61111 estableció por primera vez las primarias abiertas y simultáneas a nivel nacional, pero 
su aplicación fue limitada. Fue suspendida en 2003 y eludida por más del 90 % de los partidos 
mediante listas únicas en las legislativas de 2005, y finalmente fue derogada en 2006 (Tula y 
Galván, 2023). La experiencia evidenció que la formalización legislativa, por sí sola, no modifica 
los incentivos estratégicos de los partidos.

Paralelamente, en el marco del sistema federal argentino, diversas provincias ensayaron 
mecanismos propios de primarias que funcionaron como laboratorios institucionales (De Riz, 
1992). Santa Fe fue la provincia pionera en la adopción de las PASO mediante la Ley 12.367 
(2004), seguida por otras once jurisdicciones con alcances diversos (Santoro, 2024).12 En Tierra 
del Fuego, un proyecto de ley para incorporar primarias provinciales fue presentado en 2016 y 
2018, pero nunca alcanzó tratamiento legislativo.13 

11  Eran obligatorias para las agrupaciones partidarias, no para los ciudadanos. 
12  Las provincias que adoptaron las PASO fueron: Ciudad Autónoma de Buenos Aires, Chaco, San Luis, Catamar-
ca, San Juan, Río Negro, Salta, Buenos Aires, Entre Ríos, Chubut y Mendoza (Santoro, 2024).
13  El proyecto de reforma política fue presentado originalmente mediante el Mensaje N.º 07/16 del Poder Ejecu-
tivo Provincial, tramitado como Asunto Legislativo Nº 041/16, “Proyecto de Ley de Democratización de la Repre-
sentación Política”, elevado a la Legislatura de la Provincia de Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur 
(2016), y posteriormente reiterado mediante el Mensaje N.º 01/18, tramitado como Asunto Legislativo Nº 010/18.
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Entre 1983 y 2009, proliferaron prácticas informales como listas ad hoc o “sellos de 
goma”,14 que alcanzaron su máxima expresión en las elecciones de 2003 y 2007 con el uso de 
“neolemas”, trasladando la competencia al interior de los partidos hacia la elección general y 
fragmentando el sistema partidario (Tula y Galván, 2023). En este contexto histórico e institu-
cional, la sanción de la Ley 26.571 en 2009 instituyó las PASO como un mecanismo destinado 
a ordenar la competencia intrapartidaria y reducir la fragmentación.

Tierra del Fuego y su diagnóstico pre-PASO 

La Cámara de Diputados argentina distribuye sus 257 bancas con criterio poblacional, 
con un mínimo de cinco representantes por distrito, asignados mediante del sistema D´Hondt 
con una barrera electoral del 3 %, con listas cerradas y bloqueadas, y mandatos de cuatro años 
renovables por mitades (Ley N° 22.847; Malamud y De Luca, 2016). 

La evaluación del impacto de las PASO en Tierra del Fuego requiere considerar las ca-
racterísticas singulares del distrito. Su provincialización tardía en 1991, tras más de un siglo 
como último Territorio Nacional, condicionó la formación y consolidación de su sistema par-
tidario, lo que restringió la emergencia y el desarrollo de estructuras partidarias competitivas 
(Oyarzun, 2026). Luego de su integración al régimen federal, la representación parlamentaria 
se equiparó con las provincias de menor población, y alcanzó las actuales cinco bancas en la 
cámara baja, y tres en el Senado (Reynoso, 2012).15 

En consecuencia, Tierra del Fuego integra el grupo de distritos de baja magnitud, donde los man-
datos se renuevan por mitades cada dos años, alternando una magnitud efectiva de tres y dos bancas 
según el ciclo electoral (Santoro, 2020; Alles et al., 2021).16 Estas condiciones limitan los efectos pro-
porcionales de la fórmula D´Hondt, elevan el umbral efectivo de acceso a la representación y generan 
dinámicas competitivas que tienden a favorecer a las fuerzas mayoritarias, mientras las minorías quedan 
subrepresentadas (Malamud y De Luca, 2016). En consecuencia, la configuración institucional del dis-
trito tiende a reproducir un sesgo mayoritario en la conversión de votos en escaños (Calvo et al., 2001).

El comportamiento del sistema partidario fueguino previo a las PASO (Figura 2) cons-
tituye la base a partir de la cual se evalúan las transformaciones producidas por la reforma 
electoral. Durante la década de 1980, la competencia legislativa nacional se organizó en torno 
al peronismo y la Unión Cívica Radical (UCR), es decir, configuraba un formato predominante-
mente bipartidista, con valores del NEP cercanos a 2,6 en los distritos de menor magnitud (Alles 

14  En ese contexto, a partir de 1984, la nominación de candidaturas estuvo regulada por la Ley Orgánica de Partidos 
Políticos N.° 23.298. Esta norma otorgó autonomía a las organizaciones partidarias para determinar y administrar sus 
procesos electorales, tanto en lo que atañe a la elección periódica de autoridades como de candidatos/as a cargos 
públicos electivos. En este proceso, adquirió suma importancia la carta orgánica partidaria, un estatuto votado en 
asamblea de afiliados y por el cual los partidos políticos organizan las estructuras internas, fijan derechos y obligacio-
nes, y a la cual sus autoridades y afiliados deben ajustar obligatoriamente su actuación (Tula y Galván, 2023).
15  Según el censo nacional de 1980, la Argentina contaba aproximadamente con 28 millones de habitantes. El 
Decreto N° 22.847/83 estableció el criterio para la asignación de bancas en la Cámara de Diputados de la Nación, 
basado en la división de la población de cada provincia por un coeficiente fijo de 161.000 habitantes. No obstante, 
la norma fijó un mínimo de cinco (5) diputados por provincia, y así se garantizaba una representación básica para 
aquellas jurisdicciones cuya población no alcanzara el umbral exigido por el divisor. Como resultado, provincias 
como San Luis, Catamarca, La Pampa, Neuquén, La Rioja y Santa Cruz fueron beneficiadas por este piso mínimo. 
Sin embargo, Tierra del Fuego fue nuevamente exceptuada de este esquema, ya que su condición de Territorio 
Nacional la excluía de las prerrogativas plenas del federalismo argentino. En esta transición, se le asignaron dos 
bancas en la Cámara de Diputados, que pasó a contar con un total de 254 integrantes en 1983 (Reynoso, 2012).
16  Según Ignacio Santoro (2020, p. 115), los distritos con magnitud pequeña, tanto formal como efectiva, son los 
siguientes: Tierra del Fuego 5 (3 y 2); Catamarca 5 (3 y 2); Chubut 5 (3 y 2); Formosa 5 (3 y 2); La Pampa 5 (3 y 2); 
La Rioja 5 (3 y 2); Neuquén 5 (3 y 2); San Luis 5 (3 y 2); Santa Cruz 5 (3 y 2); Jujuy 6 (3); San Juan 6 (3); Chaco 7 (4 y 
3); Corrientes 7 (4 y 3); Misiones 7 (4 y 3); Salta 7 (4 y 3); Santiago del Estero 7 (4 y 3); Entre Ríos 9 (5 y 4); Tucumán 
9 (5 y 4); Mendoza 10 (5). 
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et al., 2021; Cruz, 2021). Sin embargo, la trayectoria fueguina se apartó tempranamente de esta 
tendencia; entre 1983 y 1997 el NEP se mantuvo por encima de 3, con las bancas distribuidas 
entre tres fuerzas políticas: el PJ, la UCR y el MPF.17 En consecuencia, la oferta electoral fuegui-
na también se ubicó por encima del promedio nacional (Santoro, 2020). 

A partir de 1989, la competencia en Tierra del Fuego adquirió una lógica crecientemen-
te coalicional, en línea con los procesos de fragmentación y desnacionalización nacional del 
sistema partidario argentino (Calvo y Escolar, 2005; Varetto, 2017). El colapso de la Alianza 
en 2001 profundizó estas dinámicas. Mientras el NEP nacional se mantuvo por encima de 3 y 
alcanzó valores cercanos a 4 en 2007 (Alles et al., 2021), en Tierra del Fuego, la fragmentación 
fue significativamente mayor: el NEP llegó a 9,9 en las elecciones legislativas de ese año.18 En 
2009, año de la sanción de la reforma, el NEP fueguino alcanzó a 6,4, lo que reflejaba que la 
fragmentación persistía pese al adelantamiento del calendario electoral y configuraba el punto 
de partida sobre el cual operarían las PASO (Santoro, 2020).19 

En perspectiva, este recorrido evidencia la trayectoria singular del sistema partidario fue-
guino. A diferencia del bipartidismo que estructuró la competencia nacional durante la década de 
1980, Tierra del Fuego desarrolló, desde sus orígenes, un pluralismo moderado con base territo-
rializada (Oyarzun, 2026), que anticipó dinámicas de fragmentación posteriormente observadas 
a escala nacional. En definitiva, previo a la sanción de la reforma de 2009, el sistema partidario 
fueguino exhibió niveles de fragmentación propios de distritos de gran magnitud (Santoro, 2020), 
datos a partir de los cuales este estudio evalúa los efectos de las PASO en el distrito. 

Figura 2: Evolución del NEP y de las agrupaciones partidarias en competencia para la categoría Diputados/as nacionales. 
Distrito de Tierra del Fuego, AeIAS (1983-2009)

Fuente: Elaboración propia con base en datos de la Cámara Nacional Electoral.

Contrastación empírica
Democratización interna en Tierra del Fuego (2011-2023)

Para evaluar en qué medida las PASO cumplieron su función democratizadora en Tierra 
del Fuego, el análisis se organiza en torno a dos propiedades complementarias de la compe-

17  Movimiento Popular Fueguino: antes de 1985 denominado Alianza Agrupación Vecinal/Unión Popular Fueguina.
18  En este contexto, la representación parlamentaria del distrito fue ocupada por una sucesión de coaliciones elec-
torales: Frente para la Victoria, Acción por la República, Frente Cívico y Social para la Alianza, ARI/Partido Social 
Patagónico, y de escisiones provinciales del peronismo: Frente de Unidad Provincial y el Partido Federal Fueguino.
19  La Ley 26.495 adelantó las elecciones de octubre a junio de 2009, y así se redujeron significativamente los 
tiempos del proceso electoral. Según Santoro (2020), esta modificación pudo incidir en la disminución de la oferta 
electoral, al limitar los tiempos de presentación de partidos políticos y el armado de alianzas.
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tencia intrapartidaria: su existencia, a través de la TU, y su intensidad, medida a través del MV.

Competencia interna: TU. La TU es el indicador más directo para evaluar en qué medida las 
PASO fueron utilizadas como mecanismo de selección de candidaturas y no meramente como 
instancia de ratificación de decisiones previas acordadas.

El análisis de la TU en el distrito de Tierra del Fuego durante el período 2011-2023 re-
vela un patrón de utilización bajo y discontinuo (Tabla 2). Solo en cuatro de las siete elecciones 
primarias analizadas (2011, 2013, 2021 y 2023) se registraron competencias intrapartidarias. En 
los tres ciclos restantes (2015, 2017 y 2019), en la totalidad de las agrupaciones se presentaron 
listas únicas, lo que convirtió a las PASO en una instancia de ratificación sin disputa real. 

El promedio de la TU para el periodo 2011-2023 se ubicó en el 10,72 %, valor que sitúa a 
Tierra del Fuego entre los distritos con menor utilización del mecanismo a nivel nacional; solo seis 
de un total de 59 tuvieron competencia intrapartidaria. A fines comparativos, el estudio de Ague-
rre et al. (2023, p. 32), quienes construyeron un ranking interprovincial de TU para la categoría 
diputados nacionales en el periodo 2011-2021, ubicó al distrito en el puesto 23 de 24 jurisdiccio-
nes, con un promedio de 7,75 %, únicamente por encima de La Rioja, con el 5,56 %, y considerable 
distancia de la provincia con mayor competencia interna, Corrientes, con el 49,13 %. 

La tendencia de 2015 a 2019, con tres ciclos consecutivos sin ninguna interna, coincide 
con la consolidación del esquema bicoalicional en el sistema partidario argentino señalado por 
Cruz (2021). En este periodo, el Frente para la Victoria y el PRO, luego Cambiemos, lideraron un 
proceso de renacionalización que desalentó las disputas intrapartidarias. Este efecto también 
se expresó con claridad en el distrito fueguino, donde ambos espacios optaron sistemáticamen-
te por la lista única como estrategia electoral. 

Tabla 2: TU de las PASO en el distrito de Tierra del Fuego, AeIAS. para la categoría Diputados/as nacionales (2011/2023)

Año Total de agrupaciones Con internas (n) Total de listas Tasa de Uso ( %)

2011 10 1 12 10,00 %

2013 9 2 13 22,22 %

2015 9 0 9 0 %

2017 11 0 11 0 %

2019 6 0 6 0 %

2021 7 1 11 14,29 %

2023 7 2 9 28,57 %

59 6 71 10,72 %

Fuente: Elaboración propia con base en datos de la Cámara Nacional Electoral.
Nota:
•	 2011- Partido Social Patagónico: tres listas.
•	 2013 - Partido Justicialista: tres listas / Unión Cívica Radical: tres listas.
•	 2021 - Alianza Juntos por el Cambio TDF: cinco listas. 
•	 2023 - Alianza Juntos por el Cambio TDF: dos listas, y Frente de Izquierda 

y de los Trabajadores-UNIR: dos listas. 

Fue la Alianza Juntos por el Cambio TDF la agrupación que recurrió con mayor fre-
cuencia a las PASO como mecanismo de selección de candidaturas (2021 y 2023). Sin embar-
go, como se observa en la Tabla 3, la mayoría de las agrupaciones que postularon más de una 
lista perdieron apoyo en la elección general, una tendencia a escala nacional que se reprodujo 
en la provincia (Gallo, 2018). Este resultado contradice los efectos asociados al primary bonus 
propuesto por Carey y Polga-Hecimovich (2006, p. 530), según el cual las agrupaciones que 
utilizan las primarias como mecanismo de selección de candidaturas capitalizan electoralmen-
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te la legitimación derivada de la competencia interna. En Tierra del Fuego, de las 18 bancas 
disputadas entre 2011 y 2023, solo una fue obtenida por un candidato surgido de una interna 
partidaria competitiva: Héctor “Tito” Steffani, de la Alianza Juntos por el Cambio TDF, electo en 
2021, que se impuso tras una disputa entre cinco listas. 

Tabla 3: Desempeño electoral de agrupaciones con competencia interna para la categoría Diputados/as nacionales. 
Distrito de Tierra del Fuego, AeIAS (2011-2023)

Año Agrupación partidaria con interna  % Votos PASO  % Votos general Obtuvo banca

2011 Partido Social Patagónico 8,33 % 7,70 % No

2013 Partido Justicialista 9,61 % 3,55 % No

2013 Unión Cívica Radical 6,91 % 4,85 % No

2021 Juntos por el Cambio 36,35 % 28,65 % Sí

2023 Juntos por el Cambio 17,67 % 12,34 % No

2023 Frente de Izquierda y de los Trabajado-
res-Unidad 2,75 % 4,10 % No

Fuente: Elaboración propia con base en datos de la Cámara Nacional Electoral.

 En definitiva, más del 80  % de las agrupaciones partidarias que compitieron en las 
PASO fueguinas entre 2011 y 2023 presentaron lista única, lo que evidencia que la democra-
tización interna promovida por la reforma electoral de 2009 tuvo en el distrito un alcance muy 
limitado. En un contexto de escasa competencia intrapartidaria, cuando existió, no se tradujo 
en un fortalecimiento de la oferta electoral ni en una mayor capacidad competitiva en la ins-
tancia general. Este escenario sugiere que el impacto de las PASO en Tierra del Fuego en la 
competencia interna fue más formal que sustantiva. 

Competitividad: MV. En el distrito de Tierra del Fuego, los resultados del MV correspondiente a 
los cuatro ciclos con competencia interna (2011, 2013, 2021 y 2023) permiten matizar el diag-
nóstico de baja democratización partidaria. Si bien los procesos de competencia interna fueron 
poco frecuentes durante el periodo analizado, las experiencias observadas evidencian distintos 
niveles de competitividad intrapartidaria y muestran que las PASO, cuando existió competencia 
entre listas, funcionaron como un mecanismo para la selección de candidaturas (Tabla 4).

 En 2011, el Partido Social Patagónico, entonces fuerza de gobierno provincial, se pre-
sentó fragmentado en tres listas, dos de las cuales concentraron la mayor parte de las preferen-
cias. La diferencia de apenas 251 votos (4,59 %) entre las dos listas más votadas configuró una 
interna de alta competitiva, y el resultado fue genuinamente incierto hasta el escrutinio final. 

En 2013, tanto el PJ como la UCR desarrollaron procesos internos altamente competi-
tivos. En el caso del PJ, la diferencia entre las dos listas más votadas fue de 339 votos (4,48 %), 
mientras que en la UCR, el margen alcanzó los 509 votos (9,35 %). En ambos casos, los resulta-
dos reflejan niveles de competencia intrapartidaria compatibles con procesos de democratiza-
ción interna.

Las PASO de 2021 mostraron una dinámica diferente. La Alianza Juntos por el Cambio 
TDF presentó cinco listas, la mayor cantidad registrada en una primaria distrital el periodo es-
tudiado. Sin embargo, el MV entre la lista ganadora y la segunda fue de 14,85 %, que lo ubica 
en la categoría de competitividad media. Aunque existió competencia real por la candidatura, 
la ventaja obtenida por la lista vencedora revela una posición de liderazgo interno más conso-
lidada que en los casos observados en 2011 y 2013. Como se señaló anteriormente, la Alianza 
Juntos por el Cambio TDF obtuvo una de las dos bancas en disputa.
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Finalmente, en 2023, la misma alianza presentó una interna competitiva. La diferencia 
de 1610 votos entre las dos listas participantes (8,94 %) la ubica dentro de la categoría de alta 
competitividad. En contraste, la interna del Frente de Izquierda y de los Trabajadores-Unidad 
registró un MV de 48,32 %, que la sitúa claramente en la categoría de baja competitividad. 

En conjunto, los resultados muestran que las experiencias de competencia intraparti-
daria en Tierra del Fuego no fueron homogéneas. De las cinco internas registradas entre 2011 
y 2023, cuatro presentaron niveles altos o medios de competitividad y una exhibió baja com-
petitividad. Estos hallazgos permiten sostener que, aunque la competencia intrapartidaria en 
las PASO fue limitada, cuando los partidos recurrieron a este mecanismo se generaron, en la 
mayoría de los casos, escenarios de interna que contribuyeron a la democratización de los pro-
cesos de selección de candidaturas.

Tabla 4: MV en las PASO. Distrito de Tierra del Fuego, AeIAS para la categoría Diputados/as nacionales 2011/2023

Año Agrupación partidaria Votos  % MV % Resultado

2011 Partido Social Patagónico 5463   4,59 % Alta competitividad

Lista R – Roja y Blanca 2392 43,79 %

Lista B - Blanca 2141 39,19 %

2013 Partido Justicialista 7574   4,48 % Alta competitividad

Lista B – Unidad Peronista 3474 45,87 %

Lista A –Unidos por el Progreso y el Desarrollo 3135 41,39 %

2013 Unión Cívica Radical 5444   9,35 % Alta competitividad

Lista C – Valores y Futuro 2443 44,88 %

Lista A – Fuerza y Compromiso Radical 1934 35,53 %

2021 Alianza Juntos por el Cambio TDF 33.765   14,85 % Competitividad media

Lista E - Juntos Podemos 14.793 43,81 %

Lista A - Juntos TDF 9780 28,96 %

2023 Alianza Juntos por el Cambio TDF 18.002   8,94 % Alta competitividad

Lista A - La Fuerza del Cambio 9806 54,47 %

Lista B - El Cambio de Nuestras Vidas 8196 45,53 %

2023 Frente de Izquierda y Trabajadores 2802   48,32 % Baja competitividad

Lista A - Unir y Fortalecer la Izquierda 2078 74,16 %

Lista B – Unidad de Luchadores y la Izquierda 724 25,84 %

Fuente: Elaboración propia con base en datos de la Cámara Nacional Electoral.

Resultado de la democratización interna. En conjunto, la TU y el MV indican que la función de-
mocratizadora atribuida a las PASO fue limitada y discontinua. En consecuencia, no se conso-
lidó como una práctica recurrente en Tierra del Fuego. Sin embargo, cuando se registró com-
petencia, esta adoptó características efectivas de disputa electoral. En la mayoría de los casos, 
las fuerzas partidarias resolvieron la definición de las candidaturas mediante acuerdos previos, 
definiciones por parte de liderazgos territorializados y, desde 2015, a través de una lógica coali-
cional. En definitiva, entre 2011 y 2023, las PASO en Tierra del Fuego operaron predominante-
mente como un mecanismo formalmente inclusivo en términos de selectorado, pero excluyente 
en la práctica. La coordinación coalicional que indujeron desalentó sistemáticamente la com-
petencia intrapartidaria, y esto vació de contenido democratizador la amplitud del selectorado 
(Rahat y Hazan, 2001).
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Ordenamiento del sistema partidario en Tierra del Fuego 

Otro objetivo de la reforma de 2009 fue ordenar un sistema partidario caracterizado 
por la fragmentación y la proliferación de agrupaciones sin representación efectiva (Straface 
y Page, 2009; Tullio, 2021); dinámicas que en Tierra del Fuego se manifestaban con mayor 
intensidad. Para evaluar el efecto de las PASO en el ordenamiento partidario en el distrito, el 
análisis se organiza en dos dimensiones complementarias: el efecto filtro del umbral del 1,5 %, 
y la evolución de la fragmentación electoral medida a través del NEP.

Umbral del 1,5 %: efecto filtro sobre la oferta electoral. El propósito de este apartado es evaluar 
empíricamente una de las principales expectativas asociadas a las PASO, su capacidad para 
ordenar la competencia partidaria mediante la reducción de la oferta electoral en las elecciones 
generales (Santoro, 2020; Gallo, 2021). Teóricamente, este efecto puede producirse a través de 
dos mecanismos complementarios: un efecto mecánico, de exclusión de las agrupaciones que 
no alcanzan el umbral del 1,5 %, y un efecto psicológico, que incentiva la coordinación preelec-
toral entre actores con bajas probabilidades de superar dicho requisito por sí solos (Duverger, 
1957; Scherlis y Tchintian, 2023).

En el caso de Tierra del Fuego, el umbral operó como un filtro de baja intensidad en tér-
minos estrictamente cuantitativos. De las 59 agrupaciones partidarias que compitieron en las 
PASO entre 2011 y 2023, únicamente seis no superaron la barrera legal, lo que representa una 
tasa de exclusión del 10,2 % del total de competidores. En tres de los siete ciclos electorales 
analizados, ninguna agrupación quedó excluida por esta vía (Figura 3).

Este comportamiento difiere de lo observado por Santoro (2020, p. 125) en el conjunto 
de los distritos de magnitud pequeña, donde la combinación entre las PASO y el umbral legal 
produjo una reducción significativa de la oferta electoral entre las elecciones primarias y gene-
rales. Mientras que a nivel nacional la barrera funcionó como un mecanismo efectivo de depu-
ración de candidaturas, en Tierra del Fuego, su impacto fue considerablemente más limitado, 
ya que la gran mayoría de las agrupaciones logró superar el requisito legal para competir en la 
elección general.

Las elecciones de 2017 constituyeron el punto máximo de oferta electoral del periodo, 
con once agrupaciones participantes en competencia, dos de las cuales no superaron el umbral 
legal. Sin embargo, otras dos fuerzas que sí lo alcanzaron –el Frente UNIR TDF y el Movimiento 
de la Cultura, Educación y Trabajo– optaron por no participar en la elección general por razones 
estratégicas. Este comportamiento sugiere que la reducción de la oferta no depende exclusiva-
mente del efecto mecánico del umbral, sino también de decisiones autónomas de los actores, 
lo que matiza el rol del diseño institucional en el ordenamiento de la competencia. 

 En términos comparativos, hasta las elecciones de 2017 inclusive, el distrito mantuvo 
una oferta partidaria elevada para distritos de igual magnitud (Santoro, 2020). La reducción 
progresiva observada desde 2019 en la oferta de las PASO como en la elección general no res-
ponde principalmente al efecto del umbral, sino a la consolidación de las coaliciones electorales 
como formato dominante de la competencia. En consecuencia, el umbral operó a través de un 
doble mecanismo: un efecto mecánico que operó como un filtro de baja intensidad, y un efecto 
psicológico que incentivó a las fuerzas menores a integrarse en coaliciones para asegurar su 
continuidad electoral (Scherlis y Tchintian, 2023).
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Figura 3: Efecto del umbral en las PASO. Categoría Diputados/as nacionales. Distrito Tierra del Fuego, AeIAS (2011-2023)

Fuente: Elaboración propia con base en datos de la Cámara Nacional Electoral. 

Fragmentación electoral: evolución del NEP. El NEP permite observar con mayor precisión la fragmen-
tación del sistema que el simple conteo de agrupaciones, ya que pondera el peso electoral relativo 
de cada fuerza de acuerdo con los votos obtenidos (Laakso y Taagepera, 1979). La comparación en-
tre el periodo pre-PASO (NEP: 4,7) y el posterior a su implementación (NEP: 4,5) no evidencia cam-
bios sustantivos en el nivel agregado de fragmentación del sistema partidario fueguino (Tabla 5). 

El análisis del NEP fueguino en el periodo 2011-2023 permite distinguir tres etapas 
diferenciadas. La primera, correspondiente a los procesos electorales de 2011 y 2013, se ca-
racteriza por niveles elevados de fragmentación, con un NEP de 5,7 en ambos ciclos, valores 
significativamente superiores al promedio nacional de los distritos de baja magnitud, que no su-
peró 3 en la categoría diputados/as entre 2011 y 2019 (Santoro, 2020). Esta dispersión reflejó la 
persistencia del faccionalismo del peronismo local y la fragmentación de la oposición.20 En esos 
años, coexistieron diversas precandidaturas surgidas de escisiones partidarias y organizaciones 
sindicales, entre ellas, el Movimiento Solidario Popular, vinculado a la Unión Obrera Metalúrgi-
ca, cuyo dirigente, Oscar Martínez, obtuvo una banca en 2013.

La segunda etapa inicia en 2015 y se extiende hasta 2021, cuando el NEP desciende 
hasta 3,6, el valor más bajo de este periodo. Aunque estos niveles se mantuvieron por encima 
de los promedios nacionales, evidencian una reducción significativa de la fragmentación res-
pecto de la etapa anterior. Este descenso no es atribuible principalmente al efecto mecánico del 
umbral, que excluyó a pocas agrupaciones, sino a la consolidación del esquema bicoalicional a 
nivel nacional. En el distrito fueguino, este proceso se tradujo en la progresiva absorción de las 
fuerzas locales por las grandes coaliciones nacionales; principalmente el Frente para la Victoria, 
luego Frente de Todos, y Cambiemos, posteriormente Juntos por el Cambio, estructuraron la 
competencia alineando la disputa local con los clivajes políticos nacionales (Cruz, 2021).21

20  Durante este periodo, diversas vertientes peronistas compitieron por fuera del oficialismo; entre ellas se des-
tacan: Unión Popular (2011), encabezado por Abel Coccaro; el Movimiento Solidario Popular, vinculado a la Unión 
Obrera Metalúrgica, que obtuvo una banca en 2013; Alianza Unión Federal, liderada por Mario F. Ferreyra (con-
vencional constituyente provincial MC y Diputado MC por el PJ); y el partido Espacio Democrático para la Victoria, 
con Horacio Chávez (2013); el Frente Renovador Auténtico (2015), encabezado por Rubén Sciutto; el Partido de 
la Cultura, Educación y Trabajo (2015 y 2017), impulsado por el sindicalismo del transporte; Instrumento Electoral 
por la Unidad Popular, vinculado a la Unión Obrera Metalúrgica (2017); y los partidos encabezados por la legislado-
ra MC y diputada MC Liliana Fadul: Federal Fueguino (2017); y Somos Fueguinos (2021/2023).
21  En este escenario, la UCR fueguina, que había presentado precandidatos/as propios/as en las primarias de 
2011 y 2013, se incorporó a partir de 2015 a la coalición Cambiemos y luego a Juntos por el Cambio, y así se redujo 
la dispersión partidaria. 
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La tercera etapa se observa en 2023, cuando el NEP se incrementa hasta 4,7, el valor 
más alto desde 2013, pese a que el número de agrupaciones en competencia se mantiene en 
seis. Este incremento no responde a una expansión de la oferta electoral, sino a una distribu-
ción más equilibrada del apoyo entre las fuerzas participantes. En particular, la irrupción del 
partido Republicanos Unidos, coalicionado con La Libertad Avanza, introdujo una tercera op-
ción con peso electoral efectivo, lo que alteró el esquema bicoalicional predominante y dejó sin 
representación parlamentaria a la coalición Juntos por el Cambio en el distrito. 

Tabla 5: Evolución de la oferta electoral y del NEP. Distrito Tierra del Fuego, AeIAS, categoría Diputados/as nacionales 
(2011-2023)

Año Oferta electoral 
(general) NEP Etapa

2011 9 5,7 Fragmentación inicial

2013 9 5,7 Fragmentación inicial

2015 7 3,9 Consolidación bicoalicional

2017 7 4,1 Consolidación bicoalicional

2019 6 3,9 Consolidación bicoalicional

2021 7 3,6 Consolidación bicoalicional

2023 6 4,7 Tercerización emergente

Promedio 2011-2023 7,3 4,5

Promedio 1983-2009 
(pre-PASO) 9,9 4,7

Fuente: Elaboración propia con base en datos de la Cámara Nacional Electoral. 

 En conjunto, los resultados sugieren que las PASO redujeron la oferta electoral y es-
tabilizaron el NEP (Figura 4), lo cual contribuyó a una reestructuración del sistema partidario 
fueguino, asociada a la coordinación de coaliciones de las fuerzas partidarias que alinearon la 
competencia local con las dinámicas del sistema partidario nacional.22 

Figura 4: Evolución de la oferta electoral y fragmentación partidaria en el distrito Tierra del Fuego, AeIAS, para la 
categoría Diputados/as (2011-2023)

Fuente: Elaboración propia con base en datos de la Cámara Electoral Argentina. 
Nota: En 2017, las agrupaciones partidarias: UNIR-TDF y Movimiento de la Cultura, Educación y Trabajo, aun cuando 

superaron el umbral legal, desistieron de participar en las elecciones generales.

22  Paula Clerici (2015) reafirma la importancia de las alianzas electorales en el caso argentino, cuyas caracte-
rísticas principales indican que son producto de cálculos estratégicos realizados por los partidos para enfrentar 
procesos electorales. En este sentido, las coaliciones electorales se orientan a maximizar votos, bancas, afiliados y 
recursos de financiamiento, y de esta forma garantizar la supervivencia política de las organizaciones partidarias.
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La distribución de bancas como reflejo del ordenamiento por coordinación. El ordenamiento por 
coordinación inducido por las PASO no solo se expresó en la reducción de la oferta electoral 
y la estabilización del NEP, sino también en una  transformación del patrón de representación 
parlamentaria. Para apreciar esta transformación, resulta ilustrativo comparar la distribución de 
bancas en el período pre-PASO (1983-2009) con la del período posterior a la reforma (2011-2023).

Entre 1983 y 2009, Tierra del Fuego eligió 33 diputados nacionales. El peronismo (Partido Justi-
cialista y Frente para la Victoria) concentró 17 bancas, a las que se sumaron las obtenidas por escisiones 
peronistas provinciales como el Frente de Unidad Provincial y el Partido Federal Fueguino. La UCR (lue-
go en coalición con el Frente Cívico y Social para la Alianza) obtuvo cinco bancas, la misma cantidad que 
el Movimiento Popular Fueguino. Completaban la distribución la Coalición Cívica ARI (cuatro bancas) y 
Acción por la República (una banca). Este período se caracterizó por una pluralidad de fuerzas con repre-
sentación, incluyendo partidos de alcance estrictamente provincial.

En contraste, durante el período 2011-2023 (Tabla 6), la representación se concentró 
progresivamente en torno a las dos grandes coaliciones nacionales. De las 18 bancas renova-
das, 12 correspondieron al espacio peronista,23 y cuatro, a Cambiemos/Juntos por el Cambio. 
Solo dos bancas quedaron fuera de este esquema bicoalicional: una del MPF en 2011 y una de 
La Libertad Avanza/Republicanos Unidos en 2023. Las fuerzas provinciales que antes obtenían 
representación fueron absorbidas o desplazadas por las coaliciones nacionales.

Esta evolución confirma que el principal mecanismo de ordenamiento en Tierra del 
Fuego fue la coordinación coalicional. Las PASO incentivaron la conformación de alianzas am-
plias que concentraron la representación, lo que redujo drásticamente la fragmentación parla-
mentaria que caracterizó al distrito en la etapa prerreforma. El ciclo electoral 2023, con la irrup-
ción de una tercera fuerza (LLA/Republicanos Unidos), sugiere una posible transición hacia un 
esquema tripartito, cuya consolidación o reversión excede el alcance temporal de este estudio.

Tabla 6: Distribución de bancas de diputados/as nacionales por agrupación. Distrito Tierra del Fuego, AeIAS (2011-2023)

Año Bancas Agrupaciones y distribución
2011 3 FPV (1) — MPF (1) — PJ (1)

2013 2 FPV (1) — MSP (1)

2015 3 FPV (2) — Cambiemos TDF (1)

2017 2 FCS (1) — Cambiemos TDF (1)

2019 3 FDT (1) — JXC (1) — VVM (1)

2021 2 FDT (1) — JXC (1)

2023 3 UXP (2) — LLA/Rep. Unidos (1)

Fuente: Elaboración propia con base en datos de la Cámara Nacional Electoral.
Nota: FPV: Frente para la Victoria. MPF: Movimiento Popular Fueguino. PJ: Partido Justicialista. MSP: Movimiento 

Solidario Popular. FCS: Frente Ciudadano y Social. FDT: Frente de Todos. JXC: Juntos por el Cambio. VVM: Alianza Vamos 
a Vivir Mejor. UXP: Unión por la Patria. LLA: La Libertad Avanza.

Resultado del ordenamiento partidario. En conjunto, los resultados indican que, en distritos de baja 
magnitud como Tierra del Fuego, las PASO ordenan el sistema partidario principalmente a través 
de mecanismos de coordinación electoral y no de exclusión institucional. El umbral del 1,5 % no 

23  Se incluye en el espacio peronista: el Movimiento Solidario Popular (MSP), vinculado a la Unión Obrera Meta-
lúrgica, que obtuvo una banca en 2013. Al Frente Ciudadano y Social (FCS), representación del peronismo kirch-
nerista en Tierra del Fuego en 2017, y la coalición provincial Vamos a Vivir Mejor (VVM), encabezada por Mabel 
Caparrós, quien fuera electa por el Partido Justicialista como senadora, convencional municipal de la ciudad de Río 
Grande y concejal en dos mandatos. 
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eliminó significativamente competidores, pero sí modificó los incentivos estratégicos de los ac-
tores, lo cual favoreció la conformación de alianzas electorales más amplias y viables. En este 
sentido, la distinción entre ordenamiento por exclusión y ordenamiento por coordinación resulta 
central para comprender los alcances del mecanismo en distritos como Tierra del Fuego.

En términos de fragmentación, la comparación entre el periodo pre-PASO (NEP: 4,7) y 
el periodo posterior (NEP: 4,5) no evidencia variaciones significativas. Sin embargo, las PASO 
se asociaron a una reducción de la oferta electoral y a una leve disminución del NEP, que con-
tribuyeron a una reestructuración del sistema partidario fueguino, basada en la coordinación 
coalicional y en una mayor alineación de la competencia local con las dinámicas nacionales. Este 
proceso no implicó una reducción significativa de la fragmentación, pero sí una mayor articula-
ción entre la competencia electoral distrital y los clivajes del sistema político nacional. 

Cabe destacar que este ordenamiento por coordinación tuvo como contrapartida una 
limitada democratización interna. La mayoría de las agrupaciones optaron por listas únicas, y la 
competencia intrapartidaria fue escasa. El caso fueguino evidencia así un trade-off estructural 
entre dos de los objetivos originales de la reforma de 2009. 

Conclusiones

El presente trabajo se propuso evaluar los efectos de las elecciones PASO en el distrito 
de Tierra del Fuego, AeIAS, para la categoría de diputados/as nacionales durante el período 
2011-2023, a partir del análisis de dos variables centrales: la democratización interna de las 
agrupaciones partidarias y el ordenamiento del sistema partidario. 

Previo a la implementación de las PASO, el distrito presentaba condiciones instituciona-
les que ya operaban como mecanismos indirectos de ordenamiento de la competencia electo-
ral. Tierra del Fuego integra el grupo de distritos de baja magnitud, con la renovación alternada 
de dos o tres bancas por ciclo electoral, lo que eleva el umbral efectivo de acceso y favorece a 
las fuerzas mayoritarias (Malamud y De Luca, 2016; Santoro, 2020; Alles et al., 2021). Al mis-
mo tiempo, el sistema exhibía altos niveles de fragmentación, reflejado en los valores del NEP. 
Estas condiciones constituyen el punto de referencia empírico a partir del cual se evaluaron los 
efectos de las PASO. 

Los resultados muestran un cumplimiento parcial y asimétrico de los objetivos de la re-
forma que evidencia un trade-off estructural. Mientras que el impacto democratizador resultó 
limitado, el ordenamiento del sistema partidario exhibió efectos relevantes, aunque no necesa-
riamente operado por los mecanismos originalmente previstos por la normativa.

En materia de democratización interna, Tierra del Fuego se ubicó entre los distritos con 
menor utilización de las PASO para seleccionar candidaturas. La baja TU y la predominancia de 
listas únicas indican que la reforma no desplazó los acuerdos previos ni los liderazgos territoria-
les como mecanismos predominantes de nominación. El indicador de MV matiza parcialmente 
este diagnóstico, ya que en los casos donde sí hubo competencia interna, las disputas fueron 
genuinamente reñidas. Sin embargo, esta competitividad real no se tradujo en mejores resulta-
dos en las elecciones generales ni en mayor acceso a la representación legislativa. 

En cuanto al ordenamiento del sistema partidario, el efecto mecánico del umbral del 
1,5 % operó como un filtro de baja intensidad en términos estrictamente cuantitativos. No obs-
tante, su impacto psicológico fue considerablemente más significativo. La necesidad de superar 
el piso mínimo incentivó procesos de coordinación preelectoral que promovieron la conforma-
ción de alianzas más amplias y viables. Mientras que en 2011 solo una agrupación compitió bajo 
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formato coalicional, en 2023, la totalidad de las fuerzas lo hizo. 

El análisis de la distribución de bancas confirma esta tendencia; la representación parla-
mentaria se concentró progresivamente en las grandes coaliciones nacionales, a diferencia del 
periodo pre-PASO, caracterizado por una mayor pluralidad de fuerzas provinciales. 

El caso fueguino permite sostener que, en distritos de baja magnitud, las PASO orde-
nan el sistema partidario principalmente por  coordinación y no por  exclusión mecánica. Sin 
embargo, este ordenamiento tiene una contracara: la coordinación coalicional desalienta siste-
máticamente las disputas intrapartidarias, al limitar la democratización interna. Este trade-off, 
ordenamiento a costa de competencia interna, constituye el hallazgo central del estudio.

Se observa que los efectos de las reformas electorales no se desprenden automáticamen-
te de su diseño formal ni operan de manera homogénea en todos los territorios. Por el contrario, 
emergen de su interacción con las características institucionales de los distritos y con las dinámicas 
de los sistemas partidarios subnacionales. Los resultados coinciden con lo señalado por Cruz (2021) 
sobre la contribución de las PASO al ordenamiento del sistema partidario y la renacionalización de 
la competencia partidaria, pero añade la advertencia del trade-off con la democratización interna. 

Finalmente, el estudio aporta evidencia empírica sobre el funcionamiento de las PASO 
en distritos periféricos de baja magnitud, un aspecto poco explorado en la literatura sobre re-
formas electorales en la Argentina, y subraya la importancia de considerar las heterogeneidades 
subnacionales en la decisión sobre su continuidad o reformas en el sistema electoral argentino. 
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Resumen
El presente artículo analiza la política pública de corresponsabilidad en los centros de desarrollo 
infantil de gestión privada en Ushuaia durante el período 2020-2024. El análisis se enmarca en el 
Decreto Provincial N° 3440/91, que regula la organización y supervisión de los servicios de cui-
dado infantil, y se contextualiza en los cambios socioeconómicos y demográficos que atraviesan 
el territorio fueguino, los cuales inciden en las dinámicas de cuidado, la cobertura y la organiza-
ción de los servicios destinados a la primera infancia. El estudio se orientó a comprender cómo 
los principios normativos se traducen, se tensionan o se resignifican en las prácticas cotidianas 
de cuidado y educación, para identificar fortalezas, desafíos y contradicciones que inciden en la 
garantía de derechos en la primera infancia. Desde un enfoque cualitativo e interpretativo, se 
realizaron entrevistas en profundidad, complementadas con la revisión documental de marcos 
legales y políticas locales. Los hallazgos evidencian un consenso en torno a la relevancia del cui-
dado integral en la primera infancia, pero también ponen de relieve obstáculos persistentes, tales 
como debilidades en los procesos de supervisión, escasa articulación interinstitucional y una insu-
ficiente adecuación de recursos humanos y materiales frente a las demandas actuales. Asimismo, 
se observa que los centros de desarrollo infantil privados cumplen un rol central en la ampliación 
de la cobertura, aunque enfrentan tensiones derivadas de la superposición normativa, la falta de 
actualización del decreto vigente y las limitaciones de los mecanismos de control. 

Palabras clave: Centros de desarrollo infantil; Políticas públicas; Corresponsabilidad; Cuidados en primera infancia.

Abstract
This article analyzes the public policy of co-responsibility in privately managed Child Development 
Centers (CDI) in Ushuaia during the period 2020-2024. The analysis is framed within Provincial 
Decree No. 3440/91, which regulates the organization and supervision of childcare services, 
and is contextualized in the socioeconomic and demographic changes affecting the Fuegian te-
rritory, which influence care dynamics, coverage, and the organization of services aimed at early 
childhood. The study sought to understand how normative principles are translated, strained, or 
reframed in everyday practices of care and education, identifying strengths, challenges, and con-
tradictions that affect the guarantee of rights in early childhood. From a qualitative and interpre-
tive approach, in-depth interviews have been conducted, complemented by documentary review 
of legal frameworks and local policies. The findings reveal a consensus regarding the relevance 
of comprehensive early childhood care, but also highlight persistent obstacles, such as weaknes-
ses in supervision processes, limited inter-institutional coordination, and insufficient adequacy of 
human and material resources to current demands. Furthermore, privately managed CDIs play a 
central role in expanding coverage, although they face tensions arising from overlapping regula-
tions, the outdated nature of the current decree, and limitations in monitoring mechanisms.

Keywords: Early childhood development centers; Public policies; Shared responsibility; Early childhood care.
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Introducción

La presente investigación se desprende de una tesis de maestría en Políticas de Desa-
rrollo, que tuvo como objetivo analizar la implementación de la política pública de correspon-
sabilidad en los centros de desarrollo infantil (CDI) de gestión privada en la ciudad de Ushuaia 
durante el período 2020 a 2024. Este recorte temporal corresponde a una gestión provincial 
reelecta que ha sostenido líneas de acción en materia de infancia, enmarcadas principalmente 
en el Decreto Provincial N° 3440/91, aún vigente como instrumento normativo central. 

El estudio se inscribe en el campo de las políticas públicas de cuidado de la primera 
infancia, articulando enfoques de derechos, desarrollo territorial, corresponsabilidad social y 
bienestar materno-infantil. En este marco, el principio de corresponsabilidad reconoce la obli-
gación compartida entre el Estado, las instituciones privadas, las familias y la comunidad en 
la garantía del derecho al cuidado, especialmente en los primeros años de vida (Jelin, 2010; 
Esquivel, 2011). Este enfoque implica no solo una distribución de responsabilidades, sino tam-
bién la construcción de vínculos éticos y políticos que sostengan prácticas de cuidado dignas, 
equitativas y culturalmente situadas. 

A su vez, los espacios destinados a la educación y el cuidado de la primera infancia –
como jardines maternales y centros de desarrollo infantil– son instituciones que acompañan, 
protegen y sostienen a niños y niñas desde sus primeros años de vida hasta su ingreso al sis-
tema escolar. En ellos se atienden de manera integral sus necesidades biológicas, afectivas y 
sociales, a partir del reconocimiento de esta etapa como fundamental, que requiere entornos 
sensibles, seguros y estimulantes. Por ello, es responsabilidad indelegable del Estado –en to-
dos sus niveles y estamentos– garantizar la protección del interés superior de niños y niñas, 
promoviendo su desarrollo integral desde los primeros años de vida. Esta obligación implica no 
solo velar por su seguridad y bienestar físico, sino también atender los aspectos pedagógicos, 
afectivos, asistenciales y organizativos que conforman su experiencia cotidiana. Es importante 
reconocer que los espacios de cuidado infantil privados no deben ser concebidos como meros 
establecimientos comerciales, sino como instituciones educativas que cumplen una función so-
cial esencial: acompañar, dignificar y sostener las trayectorias vitales de la infancia en entornos 
sensibles, inclusivos y culturalmente situados.

A nivel internacional, la Convención sobre los Derechos del Niño (1989) y la Agenda 
2030 para el Desarrollo Sostenible establecieron parámetros claros en torno a la protección 
integral y el derecho universal al cuidado. En el plano nacional, la Ley N° 26.061 de Protección 
Integral de los Derechos de Niños, Niñas y Adolescentes (2005) y la Ley N° 27.453 de Centros 
de Desarrollo Infantil (2018) redefinieron la obligación estatal en la construcción de un sistema 
de cuidados inclusivo y federal. Sin embargo, en el plano provincial, el Decreto N° 3440/91, 
dictado bajo un paradigma anterior, continúa siendo el marco normativo rector, lo que eviden-
cia un desfase frente a los principios de integralidad, universalidad y corresponsabilidad que 
orientan las normativas más recientes.

El territorio de Ushuaia, marcado por un crecimiento poblacional acelerado a partir del ré-
gimen de promoción industrial establecido por la Ley Nacional N° 19.640/72, enfrenta desafíos 
estructurales para garantizar el acceso equitativo a los servicios esenciales. Este incremento po-
blacional, acompañado por una expansión urbana veloz y por la insuficiente capacidad estatal para 
acompañar la demanda emergente, derivó en un incremento sostenido de la necesidad de servicios 
de cuidado infantil, particularmente en el tramo de 0 a 4 años. En este contexto, los CDI de gestión 
privada emergieron como respuesta a la creciente demanda social, y se configuraron a partir de 
lógicas diversas: proyectos pedagógicos heterogéneos, intereses económicos, compromisos comu-
nitarios, condiciones laborales variables y marcos regulatorios muchas veces insuficientes.
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Si bien el Decreto Provincial N° 3440/91 continúa siendo la principal referencia legal, 
su aplicación resulta fragmentada y desigual, tanto en los procesos de habilitación como en la 
supervisión y el acompañamiento institucional. La prevalencia de habilitaciones provisorias, 
la ausencia de registros sistemáticos y las limitadas capacidades estatales para realizar un se-
guimiento efectivo ponen en evidencia que la corresponsabilidad entre Estado, instituciones 
privadas y familias se encuentra aún en proceso de construcción. 

En este marco, la Ley Provincial N° 521/2000 de Protección Integral de los Derechos 
de Niños, Niñas, Adolescentes y sus Familias introduce un cambio de paradigma al reconocer a 
la infancia como sujeto pleno de derechos y al establecer la obligación indelegable del Estado 
provincial de garantizar su cumplimiento efectivo. Esta norma, en consonancia con la Conven-
ción sobre los Derechos del Niño y otros instrumentos internacionales, refuerza el principio de 
corresponsabilidad institucional y comunitaria, ya que promueve políticas públicas integrales, 
articuladas y descentralizadas. Si bien su implementación ha sido desigual, la Ley N° 521/2000 
constituye un marco normativo clave para repensar el rol de los CDI en tanto espacios de cui-
dado, educación y protección, y para exigir condiciones que aseguren la calidad, la equidad y la 
inclusión desde una perspectiva de derechos.

La investigación se orienta a comprender cómo las políticas públicas vigentes garanti-
zan o limitan la calidad de los servicios de cuidado y cómo se expresa en ellos el principio de 
corresponsabilidad en un contexto caracterizado por expansión urbana, desigualdades estruc-
turales y redefinición del rol estatal.

La corresponsabilidad en el cuidado infantil se fundamenta en la doctrina de la protec-
ción integral, que reconoce a niñas y niños como sujetos plenos de derechos y exige la acción 
conjunta del Estado, las familias, las instituciones privadas y la comunidad para garantizar su 
bienestar. Tal como lo establece la Convención sobre los Derechos del Niño (1989) y se reafirma 
en la Observación General N° 7 del Comité de los Derechos del Niño sobre la realización de los 
derechos de la primera infancia (2005), el derecho al cuidado en los primeros años constituye 
un imperativo ético y jurídico que trasciende el ámbito doméstico. En el contexto latinoameri-
cano, autoras como Jelin (2010) y Esquivel (2011) han subrayado que la corresponsabilidad im-
plica no solo distribuir tareas, sino construir vínculos sociales y políticos que sostengan prácti-
cas de cuidado dignas, equitativas y culturalmente situadas. Desde esta perspectiva, el estudio 
de los CDI privados en Ushuaia se convierte en un referente clave para comprender cómo se 
materializa o se tensiona este principio en territorios periféricos, y ofrece evidencias útiles para 
otros países de la región que buscan consolidar sistemas de cuidado inclusivos y universales. 
Autores como Abramovich (2006) y Pautassi (2010, 2015) destacan que la protección integral 
supone superar enfoques asistencialistas y avanzar hacia sistemas de cuidado que articulen 
derechos, equidad y justicia social. Asimismo, Jelin (2010) y Esquivel (2011) subrayan que la 
corresponsabilidad implica no solo distribuir tareas, sino construir vínculos sociales y políticos 
que sostengan prácticas de cuidado dignas y culturalmente situadas. Desde una perspectiva re-
gional, Rico y Robles (2022) y la CEPAL (2022) han señalado la urgencia de consolidar sistemas 
de cuidado inclusivos y universales, capaces de garantizar el derecho a cuidar y a ser cuidado. 
En este sentido, el análisis de los CDI privados en Ushuaia ofrece un estudio de alto interés, 
tanto para comprender las tensiones locales en la implementación normativa como para apor-
tar evidencias comparativas a otros países de América Latina que buscan consolidar sistemas 
de cuidado basados en la protección integral hacia las infancias. 
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Enfoque metodológico

La presente investigación se inscribió en un enfoque cualitativo de carácter explorato-
rio-descriptivo, orientado a relevar y comprender las experiencias, percepciones y saberes de los 
actores institucionales involucrados en la administración cotidiana de los CDI de gestión privada 
en la ciudad de Ushuaia. Este abordaje permitió indagar cómo la política pública de corresponsa-
bilidad, impulsada por el Estado provincial, enmarcada en el Decreto Provincial N° 3440/91, se 
traduce en prácticas concretas a través de dinámicas institucionales y territoriales específicas.

Desde una perspectiva situada y sensible al contexto, la estrategia metodológica princi-
pal fue la entrevista semiestructurada, complementada con análisis documental. Como marco 
operativo de referencia, se adoptaron los Estándares de Inclusión para los Centros de De-
sarrollo Infantil aprobados por el Consejo Federal de Niñez, Adolescencia y Familia (2015), 
que ofrecieron criterios básicos para contrastar los hallazgos con parámetros de calidad en la 
atención a la primera infancia. La selección de casos respondió a criterios de heterogeneidad, 
y se incorporaron entonces CDI de distinta antigüedad y tamaño con el propósito de reflejar 
la diversidad de configuraciones existentes en el ámbito privado. Los perfiles de entrevistados 
fueron equipos directivos, docentes y auxiliares (Tabla 1) vinculados a los procesos de habilita-
ción y supervisión, lo que permitió recuperar las voces de quienes sostienen cotidianamente las 
prácticas de cuidado, que con frecuencia resultan invisibilizadas en el diseño e implementación 
de políticas públicas (Gaitán, 2011; Rodríguez, 2020).

Tabla 1: Características de la muestra

Perfiles Cantidad

Directivos 9

Docentes 12

Auxiliares 4

Agentes del Estado 3

Total 28

Fuente: elaboración propia.

En este sentido, la cantidad de casos seleccionados no respondió a criterios estadísticos de 
representatividad, sino a una lógica de muestreo intencional propio de los abordajes cualitativos, 
orientado a la saturación conceptual y a la diversidad de experiencias significativas para el análisis.

El trabajo de campo se llevó a cabo durante el año 2024 y abarcó como universo de 
análisis a los CDI privados habilitados en el período 2020-2024. Este recorte temporal resultó 
especialmente pertinente, al coincidir con un ciclo político provincial continuo, caracterizado 
por la reelección del mismo equipo de gobierno, lo que permitió observar la aplicación soste-
nida de políticas centradas en la protección de derechos de la infancia. A su vez, se trató de un 
período marcado por un crecimiento poblacional y urbano acelerado, resultado de la vigencia 
de la Ley N° 19.640, durante el cual la expansión de los CDI privados respondió tanto a vacíos 
en la oferta pública como a la creciente demanda social por servicios confiables y accesibles.

En consonancia con los principios del enfoque cualitativo, se partió del supuesto de que 
los marcos normativos requieren ser interpretados a la luz de las prácticas institucionales, los 
vínculos interinstitucionales y las condiciones locales que inciden en su implementación. Tal 
como señalan Hernández Sampieri et al. (2014), la investigación cualitativa busca comprender 
significados desde la perspectiva de los propios actores, reconociendo la complejidad de los 
fenómenos sociales. En la misma línea, Mason (1996) destaca la importancia de producir co-



Fuegia. Revista de Estudios Sociales y del Territorio | Año 2026. Volumen IX. Número 1. | ISSN 2618-2335 | pp. 47-61

51Elena Cuello, Cinthia Naranjo. Políticas públicas de corresponsabilidad en centros de desarrollo infantil 
privados de Ushuaia (2020-2024)

nocimiento situado, capaz de captar las dinámicas contextuales y las construcciones colectivas 
que configuran la realidad social. 

El análisis metodológico situó en el centro las voces de quienes habitan y sostienen los 
espacios de cuidado, reconociendo sus experiencias como insumos fundamentales para com-
prender la corresponsabilidad, no solo como principio normativo, sino como práctica social 
concreta. La organización del análisis se estructuró en torno a categorías emergentes del traba-
jo de campo, que luego fueron interpretadas a la luz del marco legal y conceptual, con el propó-
sito de aportar evidencias útiles para el diseño de políticas públicas más integrales, sensibles al 
territorio y con enfoque de derechos.

En síntesis, este diseño metodológico permitió identificar rasgos, dinámicas y tensiones 
en la implementación normativa, al tiempo que recuperó las percepciones, estrategias y apren-
dizajes de los distintos actores. Desde esta perspectiva, la investigación no se limitó a describir 
un fenómeno, sino que buscó visibilizar las prácticas invisibilizadas, reconocer el valor humano 
del cuidado y generar conocimiento socialmente comprometido, orientado a fortalecer la ca-
lidad de los servicios y la corresponsabilidad en el cuidado de la primera infancia en contextos 
locales complejos.

La primera infancia como categoría central de políticas públicas

La primera infancia, en el marco de este estudio, se comprende como el período que 
transcurre desde el nacimiento hasta los tres años de edad. Este tramo inicial del ciclo vital 
ha sido identificado por la literatura especializada como una etapa crucial para el desarrollo 
integral de las personas; se trata de una etapa estratégica para la implementación de políticas 
públicas que promuevan el bienestar, la equidad y la justicia social desde edades tempranas 
(UNESCO, 2016). En el contexto argentino, la Ley de Educación Nacional N° 26.206 (2006) y 
la Ley N° 26.233 (2007), que regula los CDI, consolidan este enfoque al establecer la atención 
a la primera infancia como una obligación estatal basada en el reconocimiento de derechos, 
superando visiones asistencialistas.

Diversos campos disciplinares, como la neurociencia, la psicología del desarrollo, la pe-
dagogía y la salud pública, coinciden en destacar que los primeros tres años de vida constituyen 
un periodo de gran sensibilidad, marcado por una notable plasticidad cerebral. Durante este 
tiempo, el cerebro es especialmente receptivo a los estímulos del entorno, lo que posibilita la 
construcción de competencias cognitivas, emocionales, sociales y motoras fundamentales para 
etapas posteriores del desarrollo (Shonkoff y Phillips, 2000; OMS, 2018).

Desde un enfoque biosocial, Raczynski (2018) destaca que las trayectorias del desarro-
llo comienzan incluso en la etapa intrauterina, y que los factores ambientales y afectivos de los 
primeros años influyen de forma decisiva en dimensiones clave como la salud mental, el des-
empeño académico y la integración social futura. En este sentido, situaciones adversas como la 
pobreza, el abandono, la desnutrición o la negligencia pueden afectar de manera duradera en 
la arquitectura cerebral de niñas y niños, y limitar sus oportunidades de desarrollo y bienestar.

Desde la economía del desarrollo, Heckman (2011) ha demostrado que las inversiones 
tempranas en la primera infancia generan retornos sociales y económicos significativamente 
superiores a aquellas realizadas en etapas posteriores. Este hallazgo respalda la necesidad de 
priorizar esta población en las agendas públicas, no solo como un imperativo ético, sino tam-
bién como una estrategia eficiente de política social. En este sentido, los CDI, tanto públicos 
como de gestión privada, cumplen un rol central al ofrecer entornos seguros, estimulantes y 
afectivos que favorecen el desarrollo integral desde los primeros meses de vida. 
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Asimismo, durante los tres primeros años de vida, los niños y niñas experimentan adqui-
siciones fundamentales en su desarrollo integral, construyen habilidades perceptivas-motoras, 
diferencian progresivamente el yo del entorno, desarrollan formas iniciales de comunicación, 
expresan emociones y establecen vínculos afectivos significativos. Estas experiencias tempra-
nas fortalecen su autonomía progresiva y constituyen la base para una transición exitosa hacia 
la educación formal, en un proceso que requiere el acompañamiento sostenido del Estado, las 
familias y la comunidad (Sainz, 2012).

En consonancia, UNICEF (2020) enfatiza que el desarrollo de competencias cognitivas, 
emocionales, sociales y lingüísticas en los primeros años es decisivo para la integración escolar 
y social, lo cual confirma que invertir en la primera infancia constituye una de las estrategias 
más eficaces para fortalecer el capital humano, con beneficios que no solo favorecen la trayec-
toria individual, sino que también se proyectan en el bienestar colectivo y en el crecimiento 
social-económico de las comunidades (Heckman, 2011).

En línea con esta visión, la Organización Mundial de la Salud (OMS, 2018) sostiene 
que dicho proceso requiere condiciones esenciales de nutrición adecuada, vínculos afectivos 
estables, estimulación temprana y acceso equitativo a servicios esenciales. Por lo tanto, garan-
tizar políticas públicas que contemplen estas dimensiones constituye una estrategia clave para 
reducir desigualdades estructurales y promover el ejercicio pleno de la ciudadanía desde los 
primeros años de vida.

La literatura coincide en señalar que los primeros años de vida son una ventana de opor-
tunidad única. UNICEF (2010) advierte que, durante este período, el cerebro humano alcanza 
niveles de crecimiento sin precedentes, y que experiencias como el juego, la música, el contacto 
corporal y el afecto moldean de manera duradera circuitos neuronales vinculados al aprendiza-
je, la empatía y la socialización.

En síntesis, la primera infancia constituye una categoría central para las políticas pú-
blicas, al conjugar dimensiones biológicas, sociales y culturales que requieren intervenciones 
integrales. En el caso de Ushuaia, esta perspectiva resulta clave para comprender el rol de los 
CDI privados en la garantía del derecho al cuidado y en la construcción de entornos inclusivos 
y equitativos desde los primeros años de vida.

Políticas públicas y corresponsabilidad social del cuidado

En las últimas décadas, la consolidación de políticas públicas orientadas a la primera 
infancia ha representado un cambio sustancial en la manera de concebir la corresponsabilidad 
social del cuidado. Este enfoque parte de la premisa de que el desarrollo integral de niñas y 
niños no puede ser una responsabilidad exclusiva de las familias, sino que requiere de la par-
ticipación articulada y sostenida del Estado, la comunidad y el sector privado (Pautassi, 2010).

La primera infancia representa una etapa decisiva para la adquisición de competencias 
cognitivas, socioemocionales y comunicativas, así como para la configuración de la subjetividad. 
En consecuencia, resulta indispensable garantizar intervenciones tempranas, sistemáticas y de 
calidad que acompañen este proceso. Heckman (2011) ha demostrado que invertir en los pri-
meros años de vida no solo potencia el desarrollo individual, sino que además genera beneficios 
sociales y económicos duraderos, lo que favorece la equidad, la inclusión y la cohesión social.

En este sentido, las políticas públicas dirigidas a la infancia deben ser comprendidas 
como una responsabilidad colectiva. La noción de corresponsabilidad implica que el bienestar 
de niños y niñas trasciende el ámbito privado y familiar, lo cual requiere una acción conjunta en-
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tre el Estado, los hogares, la comunidad y diversos actores sociales, en el marco de un sistema 
de cuidados justo y equitativo (Rico y Robles, 2022).

Desde una perspectiva integral, organismos internacionales como la Comisión Econó-
mica para América Latina y el Caribe (CEPAL, 2022) y UNICEF (2020) han subrayado la urgencia 
de consolidar sistemas de cuidado inclusivos, sostenidos por marcos normativos e institucio-
nales capaces de garantizar el derecho a cuidar, a ser cuidado y a ejercer el autocuidado. En 
el caso de la primera infancia, este enfoque se traduce en el fortalecimiento de dispositivos 
diversos, CDI, jardines maternales y comunitarios, servicios de salud y nutrición, programas de 
estimulación temprana y acciones de acompañamiento familiar que reconozcan la pluralidad de 
necesidades, contextos y vínculos que atraviesan las trayectorias infantiles.

En la Argentina, iniciativas como el Plan Nacional de Primera Infancia y el Plan de los 
1000 Días representan avances significativos en la institucionalización de un abordaje integral 
de los derechos de niñas y niños. Estas iniciativas promueven acciones coordinadas en salud, 
nutrición, educación, cuidado y protección, desde la gestación hasta los primeros años de vida, 
con una fuerte impronta territorial y de promoción de derechos (Ministerio de Desarrollo Social 
de la Nación, 2023). Complementariamente, la Ley N° 26.061 de Protección Integral de los De-
rechos de Niños, Niñas y Adolescentes establece que es responsabilidad indelegable del Estado 
garantizar la protección integral de la niñez, en especial de quienes se encuentran en situación 
de vulnerabilidad. Este mandato no solo exige la creación de dispositivos de cuidado, sino tam-
bién la implementación de sistemas de monitoreo, evaluación y participación ciudadana que 
aseguren la efectividad y continuidad de las políticas públicas (Pautassi, 2015).

El abordaje de la primera infancia requiere, por tanto, una perspectiva intersectorial y 
territorializada, basada en la garantía de derechos. Tal como lo destacan Oszlak y O’Donnell 
(1981) y Aguilar Villanueva (1992), las políticas públicas no deben ser entendidas como inter-
venciones aisladas, sino como procesos históricos, complejos y dinámicos que reflejan disputas 
de poder, asignación de recursos y tensiones en torno a sentidos y propiedades sociales. En 
este marco, para que un tema sea reconocido como objeto de política pública, resulta indis-
pensable que exista una decisión explícita que la coloque en la agenda estatal, lo que con fre-
cuencia implica la reconfiguración de intereses y relaciones de poder (Oszlak, 2008). Asimismo, 
los discursos públicos desempeñan un papel fundamental, pues permiten visibilizar problemas, 
legitimar soluciones y orientar los procesos de implementación y evaluación (Cejudo, 2008).

En contextos locales, si bien las políticas públicas promueven el acceso universal a ser-
vicios de cuidado, con frecuencia, los CDI de gestión privada constituyen la única alternativa 
disponible para sectores socioeconómicos medios y altos. El crecimiento urbano y la creciente 
participación de las mujeres en el mercado laboral han incrementado la demanda de estos 
espacios de cuidado infantil. En provincias como Tierra del Fuego se registran esfuerzos por 
integrar la gestión privada con mecanismos de regulación estatal, de modo de garantizar están-
dares de calidad y protección adecuados.

Caracterización general de los CDI privados en Ushuaia (2020-2024)

Los CDI de gestión privada, en la ciudad de Ushuaia, constituyen un entramado insti-
tucional diverso, dinámico y en constante evolución. En su mayoría, estos espacios emergen 
como iniciativas familiares o comunitarias que intentan dar respuesta a la creciente demanda de 
cuidado infantil en un territorio caracterizado por procesos de expansión urbana, incremento 
demográfico y transformaciones en la composición social. Este fenómeno se vincula tanto al 
proceso de industrialización como a flujos de migración interna y al asentamiento de familias 
provenientes de otras provincias argentinas y países limítrofes (Di Nucci, 2021).
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El relevamiento realizado en el marco de esta investigación evidenció una notable he-
terogeneidad en términos de modelos organizativos, estructuras edilicias y propuestas peda-
gógicas. Si bien todos los CDI comparten el propósito de promover el cuidado, la socialización 
y el desarrollo integral de niños y niñas desde los 45 días hasta los 3 años, algunos amplían su 
cobertura hasta los 5 o incluso 7 años de edad, ajustando sus modalidades en función de la 
demanda, la disponibilidad de personal y las condiciones edilicias. La organización de salas mul-
tiedad es frecuente y plantea desafíos pedagógicos y operativos significativos, especialmente 
en la planificación de estrategias diferenciadas que respeten los ritmos y necesidades de cada 
etapa del desarrollo infantil (Shonkoff y Phillips, 2000; UNESCO, 2016).

En relación con los horarios de funcionamiento, se observa una marcada prevalencia de 
la modalidad de doble jornada, ya sea extendida o completa. En algunos casos, las franjas hora-
rias abarcan desde las 5 hasta las 22 horas, en respuesta a las exigencias laborales de familias 
cuyos integrantes se desempeñan en sectores con ritmos no convencionales, como la industria, 
el turismo y los servicios de seguridad. Con el objetivo de ofrecer un acompañamiento más in-
tegral a las familias, algunos centros incorporan servicios de alimentación como complemento 
a la propuesta de cuidado, que contempla de manera articulada las dimensiones nutricional, 
afectiva y organizativa de la vida cotidiana.

Un rasgo distintivo de estos CDI es su origen como emprendimientos personales, ma-
yoritariamente liderados por mujeres con formación en educación inicial o experiencia en el 
ámbito del cuidado infantil. Esta característica otorga a la gestión una impronta relacional, de 
proximidad y fuerte compromiso afectivo con las infancias, lo que Faur (2014) identifica como 
parte de la “economía del cuidado”. En este marco, las tareas de cuidado, educación y conten-
ción emocional adquieren un valor social y simbólico que trasciende la lógica estrictamente 
mercantil. Al respecto, una directora recuerda: “Iniciamos nuestro camino con recursos limita-
dos, pero con un profundo compromiso por nuestra labor y un amor inmenso por cada niño y 
niña que llegaba a nuestras salas” (Directora 3, 2025). En la misma línea, otra referente institu-
cional asevera: “Elegimos reafirmar día a día nuestra vocación, convencidas de que educar en 
los primeros años es construir los cimientos de toda la vida de los niños y la sociedad” (Directora 
7, 2025). Estos relatos permiten visualizar la trascendencia subjetiva de quienes gestionan y 
sostienen estos espacios, así como el carácter de responsabilidad social que asumen, muchas 
veces sin contar con el respaldo técnico ni financiero previsto por la Ley N° 26.233 (Lira, 2019).

Desde una perspectiva territorial, la localización de los CDI privados en zonas céntricas 
y barrios residenciales genera tensiones en relación con los requisitos normativos de habilita-
ción, diseñados bajo supuestos institucionales que no siempre se corresponden con las condi-
ciones reales del entorno. Muchos de estos centros funcionan en viviendas particulares adap-
tadas o en locales comerciales reacondicionados, lo que plantea desafíos concretos en materia 
de infraestructura, seguridad y cumplimiento de estándares (Rodríguez, 2018).

Dichas dificultades se ven amplificadas por las condiciones climáticas extremas, la dis-
persión geográfica de la ciudad y la estacionalidad turística, que afecta la disponibilidad de 
espacios físicos que cumplan con los estándares establecidos. La alta demanda de vacantes 
supera con frecuencia la capacidad instalada, lo que genera listas de espera con reservas anti-
cipadas e incluso solicitudes previas al nacimiento del niño o de la niña. Este escenario confirma 
la advertencia de Pautassi (2010) respecto de que la corresponsabilidad en el cuidado infantil 
continúa recayendo principalmente en el sector privado y comunitario, frente a una oferta es-
tatal aún insuficiente y desbordada.

Un elemento a destacar es el fuerte enraizamiento barrial de estos espacios, que fa-
vorece y potencia la construcción de vínculos de confianza y pertenencia con las familias. Tal 
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como lo señala una directora: “Nuestro jardín está en el corazón del barrio, nos conocemos con 
las familias desde que nacen los chicos, somos parte de su vida cotidiana” (Directora 1, 2025). 
Este anclaje territorial fortalece el rol de los CDI como redes de contención emocional y apoyo 
comunitario, especialmente relevante en contextos marcados por procesos migratorios y la 
reorganización de redes familiares.

En lo que respecta a la infraestructura, se observa una notable diversidad: algunos cen-
tros cuentan con edificaciones especialmente diseñadas para su función, mientras que otros 
operan en espacios adaptados o reacondicionados. La organización interna suele estructurarse 
en salas diferenciadas por grupos etarios: lactantes, gateadores, deambuladores y niños de 2,3 
a 4 años, en concordancia con las recomendaciones del Decreto Provincial No 3440/91, los Es-
tándares de Inclusión del Consejo Federal de Niñez, Adolescencia y Familia (2015) y los aportes 
de la neurociencia del desarrollo (Shonkoff y Phillips, 2000). No obstante, las limitaciones en 
materia de espacio o disponibilidad de personal pueden derivar en la conformación de grupos 
heterogéneos, lo cual plantea desafíos pedagógicos significativos en términos de planificación, 
acompañamiento y adecuación de las prácticas. 

En cuanto a los recursos humanos, se observa una dotación conformada por equipos 
de directivos, docentes con formación dispar y auxiliares sin preparación específica en cuidado 
infantil. La ausencia de instancias sistemáticas de capacitación constituye una debilidad estruc-
tural, especialmente cuando tampoco se contemplan redes de apoyo pedagógico sostenidas 
(UNICEF, 2016; Rodríguez, 2018). Asimismo, en todos los niveles persiste la feminización del 
trabajo, lo que refleja una desigual distribución de las responsabilidades de cuidado y una esca-
sa participación masculina en este ámbito (Faur, 2014).

La participación activa de las direcciones en la gestión institucional, junto con la auto-
nomía pedagógica del equipo docente, emergen como fortalezas significativas. Sin embargo, 
estas capacidades suelen coexistir con exigencias administrativas y operativas que sobrecargan 
funciones, lo que afecta en ocasiones la calidad del acompañamiento pedagógico, así como la 
salud laboral de los equipos.

En cuanto al clima organizacional, se identifican, en general, relaciones de cooperación 
y diálogo fluido entre los integrantes de los equipos, aunque algunas instituciones señalaron la 
necesidad de fortalecer los canales de retroalimentación formal y profundizar en procesos de 
formación continua. La capacitación sistemática se posiciona, así, como un componente estruc-
tural de la calidad institucional y una estrategia clave para consolidar comunidades pedagógicas 
comprometidas (Rico, 2022).

En síntesis, la caracterización general de los CDI privados en Ushuaia revela un tejido 
institucional vital, resiliente y profundamente comprometido con la atención y el desarrollo in-
tegral de la primera infancia. Reconocer, acompañar y fortalecer estas experiencias resulta fun-
damental para avanzar hacia un sistema de cuidado que articule lo normativo con lo territorial y 
lo comunitario, promoviendo una corresponsabilidad real entre el Estado, los actores privados 
y la sociedad civil, en favor de la garantía plena de derechos para niños y niñas.

La corresponsabilidad entre Estado y sector privado

Uno de los ejes centrales del análisis es la manera en que se concibe y se ejerce la co-
rresponsabilidad en el cuidado infantil, entendida como una distribución equitativa y articulada 
de responsabilidades entre el Estado, el sector privado, las familias y la comunidad (Pérez Oroz-
co, 2007; Razavi, 2007; Esquivel, 2012). Este principio, lejos de ser una formulación normativa 
abstracta, se configura como un imperativo ético y político que orienta la organización del sis-
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tema de cuidados. En el caso de la primera infancia, su implementación exige redes sostenidas 
de apoyo, financiamiento adecuado y acompañamiento técnico permanente como condiciones 
necesarias para garantizar el ejercicio pleno de derechos (UNICEF, 2016).

Sin embargo, en la práctica cotidiana, la corresponsabilidad se manifiesta de forma frag-
mentada y desigual. La experiencia de los CDI privados en Ushuaia evidencia que, si bien la 
normativa provincial establece criterios de habilitación y fiscalización, omite mecanismos de 
apoyo técnico, financiamiento estructural y canales de diálogo sostenido con los equipos de 
gestión. Esta ausencia genera un vacío institucional que obliga a las instituciones a operar bajo 
una lógica de autogestión, asumiendo funciones que el Estado, por limitaciones operativas o 
decisiones políticas, no logra cubrir (Di Nucci, 2021).

La evidencia empírica recogida muestra que la responsabilidad efectiva del cuidado, la 
planificación pedagógica y la sostenibilidad institucional recaen, en gran medida, sobre directi-
vos y docentes. Son ellos quienes, mediante estrategias creativas, vínculos comunitarios y una 
gestión autónoma de los recursos, sostienen la continuidad de la atención en contextos mar-
cados por la fragilidad estructural (Navarro, 2014; Rico, 2022). Este esfuerzo cotidiano, aunque 
profundamente valioso, no puede reemplazar el rol estructural del Estado en la construcción 
de un sistema de cuidados justo, equitativo y sostenible. Reconocer esta tensión es clave para 
avanzar hacia políticas públicas que dignifiquen el trabajo de cuidado y fortalezcan la corres-
ponsabilidad como principio organizador de la garantía de derechos en la primera infancia.

Tal como la conceptualizan Razavi (2007), Pérez Orozco (2006, 2007) y Esquivel (2012), 
la corresponsabilidad se estructura en torno a tres dimensiones interdependientes: la provisión 
directa de servicios, la participación activa de actores privados y comunitarios, y la intervención 
regulatoria y financiera del Estado. Este enfoque permite superar la visión fragmentada del 
cuidado como tarea individual o doméstica, y lo ubica como una responsabilidad social compar-
tida. En línea con la crítica de Fraser (2016), se visibiliza el trabajo reproductivo históricamente 
invisibilizado en las economías contemporáneas.

Los esquemas analizados, basados en los modelos de Razavi y Pérez Orozco, evidencian 
que, cuando la presencia estatal se restringe a funciones de supervisión sin acompañamiento 
técnico ni inversión sostenida, se generan brechas significativas en la equidad y calidad del 
servicio. En estos escenarios, los CDI privados deben suplir las carencias mediante esfuerzos 
internos, redes comunitarias y capital social propio. Esta dinámica refuerza la lógica de autoges-
tión, pero también expone a las instituciones a una vulnerabilidad persistente, especialmente 
en contextos de alta demanda y escaso reconocimiento formal.

Los testimonios recogidos confirman esta tensión. Las directoras señalan que la acción 
estatal se limita con frecuencia a controles administrativos, sin continuidad en el acompaña-
miento: “Nos controlan para habilitar, pero después no hay seguimiento periódico o frecuente” 
(Directora 2, 2024). Desde la perspectiva de los agentes estatales, esta limitación se vincula a 
la escasez de recursos, la fragmentación de competencias entre áreas gubernamentales y la 
ausencia de protocolos claros de articulación: “Hay que construir puentes, no solo pedir pape-
les” (Agente estatal 2, 2024). Estas voces revelan una distancia entre el marco normativo y la 
práctica cotidiana, en que la corresponsabilidad se diluye en procedimientos formales que no 
logran sostener el trabajo institucional.

A pesar de estas restricciones, se identifican experiencias concretas de articulación po-
sitiva que permiten vislumbrar caminos posibles. Capacitaciones conjuntas, mesas intersecto-
riales y visitas pedagógicas muestran que una corresponsabilidad efectiva es viable cuando los 
vínculos se construyen sobre la base de la confianza, la horizontalidad y el reconocimiento mu-
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tuo (Faur, 2012; Ierullo, 2013). Estas prácticas, aunque aún incipientes, evidencian que superar 
la lógica de fiscalización formal requiere avanzar hacia modelos de acompañamiento técnico, 
asesoría pedagógica, financiamiento estable y coordinación intersectorial con áreas vinculadas 
a salud, educación y desarrollo social.

Tal como plantea Rico (2022), dignificar el trabajo de cuidado implica, no solo reconocer 
su valor social, sino también garantizar condiciones institucionales que lo sostengan de manera 
justa y sostenida. En este sentido, la corresponsabilidad no puede entenderse como una delega-
ción parcial de funciones, sino como una construcción colectiva que exige voluntad política, sen-
sibilidad institucional y compromiso ético con la infancia y con quienes la acompañan día a día.

Los CDI privados en Ushuaia cumplen un rol social estratégico al absorber la demanda 
de cuidado que la red estatal no logra cubrir. Su existencia responde, en gran medida, a la ne-
cesidad urgente de las familias de contar con espacios confiables para el acompañamiento de 
sus niñas y niños en la primera infancia. Sin embargo, esta función esencial se sostiene princi-
palmente a través de recursos familiares y prácticas autogestivas, lo que revela la fragilidad de 
un sistema que deposita en la vocación, la creatividad y el compromiso individual la calidad del 
servicio (UNICEF, 2016).

La escasa inversión pública en infraestructura, formación y profesionalización profundiza 
esta dependencia, lo que genera inequidades entre centros según su capital económico, social y 
territorial. Esta situación interpela directamente al principio de corresponsabilidad, que, si bien está 
consagrado en instrumentos internacionales como la Convención sobre los Derechos del Niño y en 
leyes nacionales como la N° 26.061, aún se manifiesta débilmente en la práctica cotidiana.

Durante el período 2020-2024, se registraron iniciativas incipientes orientadas al forta-
lecimiento de la articulación entre el Estado y los CDI privados. Entre ellas, se destacan la crea-
ción de espacios de formación conjunta y la propuesta de reconocimiento normativo impulsada 
por las propias instituciones. No obstante, la continuidad de estas acciones fue limitada, lo 
que refleja la debilidad estructural del principio de corresponsabilidad como práctica operativa 
(Faur, 2012; Ierullo, 2013). La falta de dispositivos formales de seguimiento y de políticas públi-
cas sostenidas impide consolidar una red de apoyo que dignifique el trabajo de cuidado y que 
garantice condiciones equitativas para su ejercicio.

A pesar de estas limitaciones, se observan prácticas emergentes que abren posibilida-
des. La articulación con programas de salud, jardines públicos, redes comunitarias y espacios 
educativos constituye una experiencia valiosa que puede servir de modelo para avanzar hacia 
un sistema de corresponsabilidad real. En estos casos, el Estado deja de ser un actor meramen-
te fiscalizador y comienza a posicionarse como garante activo de derechos, que acompaña a las 
instituciones en su tarea cotidiana (Pautassi, 2010; Rico, 2022).

A modo de conclusión

El análisis integral de los CDI de gestión privada en Ushuaia durante el período 2020-
2024 permitió construir una mirada situada, sensible al territorio y profundamente vinculada 
a las experiencias de quienes habitan, gestionan y transitan estos espacios. En primer lugar, se 
constata que los CDI privados cumplen un rol social insustituible en el entramado urbano de 
dicha provincia, en un contexto marcado por la escasez de oferta pública y la creciente deman-
da de servicios de cuidado. Estas instituciones no solo garantizan acompañamiento y atención 
a niños y niñas en sus primeros años de vida, sino que, además, operan como dispositivos de 
proximidad afectiva y territorial para familias que enfrentan múltiples desafíos. Su relevancia, 
por tanto, trasciende la función de cuidado y los posiciona como actores claves en la construc-
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ción de ciudadanía desde la primera infancia.

No obstante, este papel estratégico convive con tensiones estructurales que compro-
meten su sostenibilidad, equidad y calidad. Una de las debilidades más significativas es la frag-
mentación normativa y la limitada presencia estatal en los procesos de fiscalización y acom-
pañamiento técnico-pedagógico. La fragilidad normativa se traduce también en una marcada 
heterogeneidad organizacional: existen diferencias notables en cuanto a infraestructura, recur-
sos materiales, formación del personal y propuestas pedagógicas. La garantía de estándares 
comunes, adaptados territorialmente pero sostenidos desde una perspectiva de justicia distri-
butiva, constituye una responsabilidad indelegable del Estado.

Al mismo tiempo, se reafirma la centralidad del capital relacional y comunitario como 
sostén cotidiano de los CDI. Los vínculos entre equipos de trabajo, familias y redes barriales 
constituyen una fortaleza invaluable, que muchas veces compensa la ausencia de políticas es-
tructurales. Sin embargo, esta trama afectiva, por más sólida que sea, no puede convertirse en 
el único soporte de un derecho social. 

En síntesis, los CDI privados de Ushuaia se han consolidado como espacios estratégicos 
para garantizar derechos en un escenario de desigualdades crecientes. Sin embargo, su capa-
cidad de acción está tensionada por una arquitectura institucional frágil, recursos limitados y 
una presencia estatal insuficiente. Avanzar hacia una corresponsabilidad real supone superar la 
lógica de la excepción y construir una política pública estructural del cuidado, que asegure que 
cada niño y niña, independientemente de su contexto socioeconómico o territorial, acceda a un 
entorno protector, justo y estimulante. 

Finalmente, este recorrido pone de relieve un cambio de paradigma fundamental: la 
transición desde un enfoque asistencialista hacia una perspectiva de derechos y correspon-
sabilidad social. Este cambio implica reconocer a la infancia como sujeto pleno de derechos y 
al cuidado como un bien público, que no puede quedar librado exclusivamente a la lógica del 
mercado ni a los recursos individuales de las familias. Consolidar este paradigma exige políticas 
públicas activas, marcos normativos actualizados y mecanismos de control efectivos, capaces 
de garantizar que la igualdad en el acceso y la calidad en la atención se conviertan en principios 
rectores del sistema de cuidados.



Fuegia. Revista de Estudios Sociales y del Territorio | Año 2026. Volumen IX. Número 1. | ISSN 2618-2335 | pp. 47-61

59Elena Cuello, Cinthia Naranjo. Políticas públicas de corresponsabilidad en centros de desarrollo infantil 
privados de Ushuaia (2020-2024)

Referencias

Abramovich, V. (2006). Una aproximación al enfoque de derechos en las políticas sociales. Re-
vista de la CEPAL, 88, 35-50. 

Aguilar Villanueva, L. F. (1992). La hechura de las políticas. Miguel Ángel Porrúa.

Cejudo, G. (2008). La política pública como proceso. Fondo de Cultura Económica.

Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL) (2022). Sistemas de cuidado en 
América Latina y el Caribe. CEPAL.

Comité de los Derechos del Niño (2005). Observación General N.º 7: Realización de los derechos 
del niño en la primera infancia. Naciones Unidas.

Consejo Federal de Niñez, Adolescencia y Familia (2015). Estándares de inclusión para los Centros 
de Desarrollo Infantil. Secretaría Nacional de Niñez, Adolescencia y Familia. SENAF.

Di Nucci, J. (2021). Migración y desarrollo en Tierra del Fuego. Editorial Universitaria.

Esquivel, V. (2011). La economía del cuidado en América Latina: Pautas conceptuales y desafíos de 
política. CEPAL.

Esquivel, V. (2012). Economía del cuidado y políticas públicas: Una mirada desde América Latina. CLACSO.

Faur, E. (2012). El cuidado infantil en el siglo XXI: Mujeres malabaristas en una sociedad desigual. Siglo XXI.

Faur, E. (2014). Economía del cuidado y políticas de género. Paidós.

Fraser, N. (2016). Crisis of care? On the social-reproductive contradictions of contemporary 
capitalism. Critical Historical Studies, 3(1), 21-36.

Gaitán, L. (2011). Infancia y políticas sociales. Síntesis.

Heckman, J. (2011). The economics of inequality: The value of early childhood education. Ame-
rican Educator, 35(1), 31-47.

Hernández Sampieri, R., Fernández-Collado, C. y Baptista, P. (2014). Metodología de la investiga-
ción (6ª ed.). McGraw-Hill.

Ierullo, M. (2013). Corresponsabilidad y políticas de cuidado en Argentina. Ministerio de Desarrollo Social.

Jelin, E. (2010). Pan y afectos: La transformación de las familias. Fondo de Cultura Económica.

Lira, M. (2019). Centros de Desarrollo Infantil y políticas públicas en Argentina. Editorial Universi-
taria Córdoba.

Mason, J. (1996). Qualitative researching. Sage.

Ministerio de Desarrollo Social de la Nación (2023). Plan Nacional de Primera Infancia y Plan de 
los 1000 Días. Ministerio de Desarrollo Social.



Fuegia. Revista de Estudios Sociales y del Territorio | Año 2026. Volumen IX. Número 1. | ISSN 2618-2335 | pp. 47-61

60Elena Cuello, Cinthia Naranjo. Políticas públicas de corresponsabilidad en centros de desarrollo infantil 
privados de Ushuaia (2020-2024)

Navarro, M. (2014). Autogestión comunitaria y cuidado infantil. CLACSO.

Organización Mundial de la Salud (OMS) (2018). Nurturing care for early childhood development: A fra-
mework for helping children survive and thrive to transform health and human potential. OMS. 

Oszlak, O. (2008). Políticas públicas: Ensayos sobre la intervención del Estado. Paidós.

Oszlak, O. y O’Donnell, G. (1981). Estado y políticas estatales en América Latina: Hacia una estra-
tegia de investigación. CEDES.

Pautassi, L. (2010). El cuidado como cuestión social: Un desafío para las políticas públicas. CEPAL.

Pautassi, L. (2015). Monitoreo y evaluación de políticas de infancia en Argentina. UNICEF.

Pérez Orozco, A. (2006). Perspectivas feministas en torno a la economía: El trabajo de cuidados. 
Consejo Económico y Social.

Pérez Orozco, A. (2007). Crisis del cuidado y sostenibilidad de la vida humana. Traficantes de Sueños.

Raczynski, D. (2018). Trayectorias del desarrollo infantil: Enfoques biosociales. CEPAL.

Razavi, S. (2007). The political and social economy of care in a development context. Gender and 
Development Programme Paper No. 3. UNRISD.

Rico, M. N. (2022). Políticas de cuidado en América Latina: Avances y desafíos. CEPAL.

Rodríguez, M. (2018). Infraestructura y cuidado infantil en contextos urbanos. CLACSO.

Rodríguez, M. (2020). Prácticas de cuidado y políticas públicas. Editorial Universitaria.

Sainz, M. (2012). Desarrollo infantil temprano: Perspectivas pedagógicas. Morata.

Shonkoff, J. P. y Phillips, D. A. (2000). From neurons to neighborhoods: The science of early child-
hood development. National Academy Press.

UNESCO (2016). Informe mundial sobre la primera infancia. UNESCO. 

UNICEF (2010). Early childhood development: The key to a full and productive life. UNICEF.

UNICEF (2016). Estado de la infancia en Argentina. UNICEF.

Normativa citada:

Congreso de la Nación Argentina (2005). Ley Nº 26.061 de Protección Integral de los Derechos 
de Niños, Niñas y Adolescentes. Boletín Oficial de la República Argentina.

Congreso de la Nación Argentina (2006). Ley Nº 26.206 de Educación Nacional. Boletín Oficial 
de la República Argentina.

Congreso de la Nación Argentina (2007). Ley Nº 26.233 de Centros de Desarrollo Infantil. Bo-
letín Oficial de la República Argentina.



Fuegia. Revista de Estudios Sociales y del Territorio | Año 2026. Volumen IX. Número 1. | ISSN 2618-2335 | pp. 47-61

61Elena Cuello, Cinthia Naranjo. Políticas públicas de corresponsabilidad en centros de desarrollo infantil 
privados de Ushuaia (2020-2024)

Congreso de la Nación Argentina (2018). Ley Nº 27.453 de Centros de Desarrollo Infantil. Bole-
tín Oficial de la República Argentina.

Decreto Provincial N° 3440/91. Regulación de Centros de Cuidado Infantil.

Ley Provincial N° 521/2000. Ley de Protección Integral de los Derechos de Niños, Niñas, Ado-
lescentes y sus Familias.



Fuegia. Revista de Estudios Sociales y del Territorio | Año 2026. Volumen IX. Número 1. | ISSN 2618-2335 | pp. 62-78

62Catalina Villena, Líbera Guzzi. Entre lo posible y lo deseado: inserción sociolaboral juvenil en Tolhuin 

Entre lo posible y lo deseado: inserción 
sociolaboral juvenil en Tolhuin 

Between the Possible and the Desired: Youth Socio-Labor Insertion in Tolhuin
Catalina Villena

Instituto de Cultura, Sociedad y Estado. Universidad Nacional de Tierra del Fuego. Ushuaia, Tierra 
del Fuego

cvillena.sociologia@gmail.com

Líbera Guzzi 
Instituto de Cultura, Sociedad y Estado. Universidad Nacional de Tierra del Fuego. Ushuaia, Tierra 

del Fuego
lguzzi@untdf.edu.ar

Resumen
El presente trabajo analiza las experiencias y expectativas de inserción sociolaboral de las juventudes 
en Tolhuin, Tierra del Fuego, en el marco de un territorio insular y periférico caracterizado por una li-
mitada oferta educativa y escasas oportunidades laborales. Desde una perspectiva que concibe a las 
juventudes en plural y como procesos de transición heterogéneos hacia la vida adulta –configurados en 
la intersección entre condicionamientos estructurales, trayectorias biográficas y dimensiones subjeti-
vas–, se adopta un enfoque cualitativo basado en entrevistas semiestructuradas a personas jóvenes de 
la localidad. El análisis plantea que las trayectorias educativas y laborales no son lineales, sino que se 
configuran como procesos complejos de negociación entre preferencias, vínculos sociales y familiares, 
y oportunidades disponibles. En el marco de las tensiones que las y los jóvenes tolhuinenses enfrentan 
entre sus expectativas y las posibilidades, se orientan tanto a la emigración como a estrategias forma-
tivas y laborales locales. Asimismo, las percepciones sobre las oportunidades y limitaciones de la loca-
lidad difieren entre quienes han vivido en otras ciudades y quienes no, destacando las redes sociales 
en el acceso al empleo y la relevancia de las experiencias migratorias –concretadas o deseadas– en la 
construcción de valoraciones sobre el territorio. El trabajo presenta el desfasaje entre expectativas y 
oportunidades como una experiencia situada y heterogénea, construida en diálogo con trayectorias in-
dividuales y sentidos socialmente compartidos, para aportar a la comprensión de las dinámicas juveniles 
en contextos periféricos, atendiendo tanto a las desigualdades estructurales como a las formas subjeti-
vas de apropiación y resignificación. 

Palabras clave: Juventudes; Tolhuin; Trayectorias juveniles; Insularidad. 

Abstract
This article examines the experiences and expectations of young people’s social and labour market 
insertion in Tolhuin, Tierra del Fuego, within the framework of an insular and peripheral territory cha-
racterized by limited opportunities for higher education and scarce employment opportunities. From a 
theoretical perspective that conceives youth in plural terms and as heterogeneous transition proces-
ses toward adulthood–configured at the intersection of structural constraints, biographical trajectories, 
and subjective dimensions–a qualitative approach is adopted, based on semi-structured interviews with 
young local people. The analysis suggests that educational and labor trajectories are not linear, but are 
configured as complex processes of negotiation between preferences, social and family ties, and avai-
lable opportunities. Within the tensions that young people in Tolhuin face experience between their 
expectations and the possibilities available to them, they pursue both migration and local educational 
and employment strategies. Furthermore, perceptions of the local opportunities and constraints also 
differ between those who have lived in other cities and those who have not, highlighting the importance 
of social media in accessing employment and the significance of migration experiences–whether actual 
or desired–in shaping representations of the territory. The findings show that the gap between expec-
tations and opportunities as a situated and heterogeneous experience shaped through the interplay of 
individual trajectories and socially shared meanings, so as to contribute to a deeper understanding of 
youth dynamics in peripheral contexts, taking into account both structural inequalities and the subjecti-
ve processes through which young people appropriate, interpret, and re-signify their territories.

Keywords: Youth; Tolhuin; Youth trajectories; Insularity
Recibido: 30/03/26; Aceptado: 05/06/26 



Fuegia. Revista de Estudios Sociales y del Territorio | Año 2026. Volumen IX. Número 1. | ISSN 2618-2335 | pp. 62-78

63Catalina Villena, Líbera Guzzi. Entre lo posible y lo deseado: inserción sociolaboral juvenil en Tolhuin 

Introducción

Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur constituye un territorio insular, si-
tuado en el extremo sur de la Patagonia argentina, a gran distancia de los centros de toma de 
decisiones, atravesado por fronteras físicas, políticas y simbólicas (Hermida et al., 2020). Está 
conformado por tres ciudades conectadas por la Ruta Nacional N.º 3, entre las cuales existen 
diferencias significativas en términos geográficos, demográficos y económicos: Ushuaia, ciudad 
capital de la provincia, ubicada en el sector sur, entre el Canal Beagle y la cordillera fueguina, 
rodeada de bosques subantárticos, con una población de 80.371 habitantes,1 que se caracteri-
za por el predominio del sector servicios, con un peso muy alto del turismo; Río Grande, situada 
en el sector norte de la provincia, sobre la costa atlántica, rodeada de estepa patagónica, con 
una población de 99.241 habitantes, la actividad manufacturera –principalmente vinculada a la 
industria electrónica y de bienes industriales–, que ha sido históricamente un pilar de su econo-
mía, junto con la explotación hidrocarburífera; y Tolhuin, con una población de 6039 habitantes, 
que se ubica en el sector centro de la Isla Grande, precisamente en el ecotono entre el bosque 
andino y la estepa patagónica, un territorio rural, sustentado principalmente en actividades 
extractivas de base primaria, como la producción forestal y turbera. 

La provincia cuenta con un régimen fiscal y aduanero especial, establecido por la Ley 
nacional N.° 19.640, que ha incidido significativamente en términos demográficos, sociales y 
económicos (Fank y Schweitzer, 2021). Desde la década de 1970, Tierra del Fuego ha estado 
atravesada por disputas entre un modelo de acumulación vinculado a la actividad industrial 
y otro centrado en el turismo (Hermida, 2025), lo que genera, a su vez, diversas tensiones en 
torno al proyecto de desarrollo. 

En lo que refiere específicamente a Tolhuin, según el último Censo Nacional de Pobla-
ción, Hogares y Viviendas, el 30,5 % de la población económicamente activa (PEA) son jóvenes 
de entre 15 y 29 años, de los cuales el 14 % estaba desocupado para el año 2022. De las perso-
nas jóvenes ocupadas, el 2 % eran patronas(es) o empleadoras(es), el 3 % eran trabajadoras(es) 
familiares, el 7 % trabajaban en servicio doméstico, el 23 % eran cuentapropistas y el 56 %, 
empleadas(os) u obreras(os) (INDEC, 2023). 

Por otro lado, el relevamiento MiPyme (Instituto Provincial de Análisis e Investigación, 
Estadística y Censos [IPIEC] y Secretaría de Producción, Desarrollo y PyME, 2025) indica que, 
para el año 2024, Tolhuin registraba apenas el 2,6 % de las razones empresariales de la provin-
cia, y que este porcentaje correspondía principalmente a micro y pequeñas empresas, de las 
cuales el 84 % no tienen más de cinco personas ocupadas, sin registro de empresas con más de 
50 empleados en esta ciudad.

Por su parte, la Primera Encuesta a Juventudes de Tierra del Fuego (Colombari y Guzzi, 
2023) exploró diversas temáticas, entre las cuales se incluyen educación, trabajo y migraciones 
de jóvenes de Tierra del Fuego. Los resultados destacan a Tolhuin como un caso particular 
dentro de la provincia, ya que presenta el mayor porcentaje de insatisfacción respecto de las 
oportunidades laborales, altas expectativas de migración y menor proyección de titulación uni-
versitaria.

La relación problemática entre la etapa de la juventud y la inserción laboral está presen-
te desde la crisis de los Estados de bienestar en las últimas décadas del siglo XX, ya que, con el 
fin del pleno empleo, la integración sociolaboral juvenil se ha visto signada por múltiples dificul-
tades (Jacinto, 2010). Es de destacar que las y los jóvenes de sectores de menores recursos, que 

1  De acuerdo con los datos del Censo Nacional de Población, Hogares y Viviendas 2022, Instituto Nacional de 
Estadísticas y Censos (INDEC, 2023).
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no cuentan con un amplio capital cultural, social y económico, son los más afectados, al valerse 
de menos herramientas de integración social (Colombari et al., 2019).

No obstante, como plantean algunos autores (Casal et al., 2006; Cooke y Petersen, 
2019), las decisiones que las personas jóvenes toman, a partir de las cuales configuran sus pro-
yectos de vida, no responden de forma lineal y homogénea a las determinaciones o limitaciones 
estructurales, sino que también están mediadas por valores, preferencias de estilo de vida, 
disposición al cambio y al riesgo, entre otros factores subjetivos.

El presente trabajo busca comprender las expectativas y experiencias de inserción so-
ciolaboral de las juventudes de Tolhuin en relación con las dinámicas singulares que caracte-
rizan a este territorio, que articula la condición insular y periférica. A partir de una serie de 
entrevistas, la investigación muestra que las y los jóvenes tolhuinenses enfrentan de diversas 
maneras cierto desfasaje entre sus expectativas y las oportunidades que encuentran en el te-
rritorio; en algunos casos, se orientan a la emigración, y en otros, a una propuesta formativa y/o 
de inserción laboral estratégica. Asimismo, pone en evidencia que la percepción en torno a las 
oportunidades y limitaciones existentes en la localidad varían significativamente entre quienes 
han tenido la experiencia de vivir en otra localidad y quienes no la han tenido.

El trabajo se organiza en cuatro apartados: en primer lugar, se presenta el marco con-
ceptual general a partir del cual fue desarrollada la problematización; en segundo lugar, se 
describe brevemente el enfoque metodológico; posteriormente, se exponen los hallazgos en 
relación con las expectativas y experiencias de inserción sociolaboral juvenil; en el cuarto apar-
tado, se plantean algunas consideraciones finales, a modo de cierre.

La juventud como transición: desafíos de la inserción laboral en territorios insulares y 
periféricos 

La juventud como cuestión social emergió junto con diversas transformaciones de índo-
le social, económica, política y cultural, vinculadas al avance de la modernidad (Pinheiro e Silva 
y Henríquez Ojeda, 2004; Martín Criado y Reyes, 2009), ya que, a partir de la conformación de 
las sociedades urbano-industriales, comenzó a ser pensada como una etapa de transición de la 
niñez a la adultez.

En ese proceso, surgieron dos enfoques principales sobre lo juvenil: uno que asociaba a 
la juventud con la idea de futuro y los cambios sociales; y otro que la percibía como un proble-
ma que requería intervenciones políticas, debido a comportamientos considerados desviados, 
antisociales o rebeldes (Pinheiro e Silva y Henríquez Ojeda, 2004; Martín Criado, 2005). Ambos 
enfoques contribuyeron a una visión homogénea y sustancialista de la juventud, en la que se 
construyó una suerte de metonimia sobre el concepto.

Sin embargo, existen distintos modos de ser joven, en virtud de la desigualdad de opor-
tunidades y condiciones existentes, así como de factores subjetivos (Pinheiro e Silva y Henrí-
quez Ojeda, 2004; Chaves, 2005; Martín Criado, 2005, 2009; Pérez Islas, 2006; Chaves y Faur, 
2009; Vázquez, 2015; Vommaro, 2015). En ese sentido, resulta más adecuado hablar de juven-
tudes, en plural, para dar cuenta de esta diversidad en las maneras de ser joven.

Desde este punto de vista, la juventud no está delimitada por una edad biológica, sino 
por un conjunto de experiencias, derechos, obligaciones y posicionamientos que socialmente 
se asocian a y se esperan de las personas jóvenes. En estos términos, la idea de juventud como 
una etapa de transición entre la niñez y la vida adulta se encuentra muy difundida, tanto en el 
sentido común como en el campo de las ciencias sociales (Bourdieu, 1990; Margulis y Urresti, 
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1998; Chaves, 2005; Casal et al., 2006), en relación con ciertos acontecimientos significativos 
del ciclo vital: la continuidad de los estudios en el nivel superior, la finalización de la etapa edu-
cativa para insertarse en el ámbito laboral, la separación del núcleo familiar de origen para la 
constitución de una familia propia y la independencia económica. Este proceso puede experi-
mentarse de diversas formas a partir de la diversidad de biografías, es decir, de la combinación 
entre las condiciones estructurales, las trayectorias y los proyectos de vida (Casal et al., 2006).

Precisamente, el enfoque biográfico desarrollado por Casal et al. (2006) se centra en 
cómo las experiencias y trayectorias individuales se entrelazan con las estructuras sociales y 
las condiciones históricas. Considera a la juventud, no solo como una etapa de transición, sino 
como un proceso de construcción de identidad, en el que las personas jóvenes se constituyen 
en protagonistas de sus vidas, capaces de tomar decisiones, influenciadas por emociones y con-
textos personales. La configuración de proyectos de vida es resultado de un complejo entrama-
do de elecciones racionales, emociones, construcciones culturales y sociales y condiciones ma-
teriales de existencia. A su vez, esos proyectos se ven influenciados por las familias de origen. 
Desde este enfoque, las trayectorias se caracterizan por múltiples “transiciones”, entendidas 
como el conjunto de dispositivos institucionales y procesos biográficos de socialización que 
proyectan a las personas jóvenes hacia la emancipación profesional, familiar y social.

Uno de los aspectos más relevantes y significativos de la transición es, como se ha plan-
teado, la inserción sociolaboral. 

Diversos fenómenos han vuelto problemático tal aspecto en las últimas décadas (Jacin-
to, 2010; Pérez y Busso, 2015): por un lado, factores estructurales como las restricciones en el 
acceso a la educación superior y la alta competitividad en el mercado laboral afectan de forma 
particular a las personas jóvenes, dejándolas en situaciones de mayor precariedad, inestabili-
dad y temporalidad; por otro, cierto desacople entre las credenciales educativas y las lógicas 
de inserción en el mundo del trabajo muestran que el capital social y las redes de contactos 
personales tienen un rol importante en el acceso a puestos mejor cualificados, por lo que las 
oportunidades son menores para quienes no cuentan con ese tipo de redes. Estas dificultades 
no se limitan al primer empleo, sino que también incluyen la continuidad en las profesiones y 
las posiciones de ascenso o estancamiento en la estratificación ocupacional. De esta manera, 
las y los jóvenes enfrentan diversos desafíos vinculados a las dinámicas propias del mundo del 
trabajo, pero atravesados al mismo tiempo por factores biográficos y subjetivos, como el origen 
familiar, el capital cultural y las preferencias y las expectativas a futuro.

Tales desafíos parecen agudizarse en el caso de los territorios insulares y periféricos 
(Pitt, 1980; Godenau y Hernández, 1996; Cooke y Petersen, 2019; Brinck, 2023), debido a las 
escasas opciones educativas y de capacitación profesional disponibles, todo lo cual contribuye 
a que la migración se plantee como una alternativa particularmente atractiva para las personas 
jóvenes, y en algunos casos, como una necesidad, condicionada a su vez por los recursos eco-
nómicos y las disposiciones subjetivas.

Al mismo tiempo, las posibilidades educativas y laborales son percibidas a través de 
representaciones, discursos y prácticas (Lindón, 2002) en contraste con las atribuidas a otros 
territorios, lo cual afecta las decisiones y proyecciones a futuro de las juventudes. En ese sen-
tido, los territorios insulares, rurales y las localidades pequeñas muchas veces son socialmente 
construidos como periféricos, ya que modelan las formas de sociabilidad de quienes habitan en 
ellos.

De allí que resulta fundamental comprender las experiencias y expectativas juveniles en 
relación con las dinámicas singulares que caracterizan al territorio.
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Enfoque metodológico

La estrategia metodológica empleada fue de carácter cualitativo (Maxwell, 2019; Vasi-
lachis de Gialdino, 2019) mediante la realización de entrevistas semiestructuradas, una de las 
principales herramientas utilizadas en el abordaje de la investigación cualitativa, que posibilita 
el acceso a las interpretaciones y marcos de sentido que las personas jóvenes elaboran sobre 
sus propias experiencias (Kvale, 2012). Este tipo de estrategia metodológica permite compren-
der más profundamente y de forma situada el punto de vista de cada actor, que expresa una 
interacción compleja entre las relaciones, las decisiones personales, el entorno y la incidencia 
del contexto –tanto actual como el de origen– de cada una de las personas entrevistadas. 

En el marco de esta investigación, se realizaron en total doce entrevistas, nueve a per-
sonas jóvenes y tres a efectores de políticas públicas vinculados a las juventudes y el trabajo, de 
diferentes niveles de gobierno. Con el fin de dar cuenta de la heterogeneidad de las biografías, 
se construyó una muestra teórica de tipo intencional (García Ferrando, 1989), orientada a se-
leccionar perfiles específicos que reflejaran las diversas trayectorias, en el marco de realidades 
sociales complejas. Este tipo de muestreo no busca la representatividad estadística, sino la 
riqueza analítica de los casos seleccionados, destacando aquellos perfiles que permiten identi-
ficar diferentes dimensiones del caso de estudio (Flick, 2018; Maxwell, 2019).

En primer lugar, como se observa en la Tabla 1, se seleccionaron perfiles de acuerdo 
con tres tipos de trayectorias y experiencias educativas y laborales: 1) quienes aún no habían 
terminado el secundario y se proyectaban hacia la inserción laboral o la formación superior; 2) 
quienes se encontraban en ese momento transitando una carrera de educación superior o una 
experiencia laboral, ya fuera en el ejercicio de una profesión o no; y 3) quienes no habían fina-
lizado aún sus estudios secundarios, o cuyas trayectorias educativas se vieron temporalmente 
interrumpidas, pero contaban con experiencias laborales al momento de la entrevista.

A partir de esta primera distinción, se buscó dar cuenta de la diversidad de trayectorias 
y proyectos de vida en relación con criterios sexogenéricos, socioeconómicos y de lugar de ori-
gen. Esta estrategia permitió analizar experiencias juveniles heterogéneas y observar cómo las 
condiciones sociales y territoriales, así como factores subjetivos, influyen en la configuración de 
los itinerarios educativos y laborales.2

2  Si bien el alcance de la investigación fue abarcativo, e incluyó entrevistas a efectores de políticas públicas en 
materia de juventud y empleo de diferentes niveles gubernamentales, así como a personas jóvenes que al momen-
to de la indagación aún se encontraban cursando sus estudios secundarios, para el desarrollo de este trabajo nos 
restringimos al análisis de las experiencias y expectativas de aquellas personas jóvenes que contaban con alguna 
trayectoria en el mundo del trabajo. Es decir, excluimos en el presente artículo los datos recabados a partir de las 
entrevistas a efectores y a jóvenes sin trayectoria laboral.



Fuegia. Revista de Estudios Sociales y del Territorio | Año 2026. Volumen IX. Número 1. | ISSN 2618-2335 | pp. 62-78

67Catalina Villena, Líbera Guzzi. Entre lo posible y lo deseado: inserción sociolaboral juvenil en Tolhuin 

Tabla 1: Perfiles de las personas jóvenes cuyas entrevistas se abordan en este trabajo

Seudóni-
mo Edad Género Lugar de naci-

miento
Nivel educativo 

alcanzado
Estudia/Trabaja/

Ambas
Composición 

familiar

Melani 29 Mujer TDF Secundario completo Trabaja Casada, vive con su 
pareja y su hija

Martín 26 Varón Fuera de TDF Secundario en curso Trabaja y estudia Soltero. Vive solo

Liz 27 Mujer Fuera de TDF Terciario completo Trabaja Vive con sus tres 
hijos

Irina 24 Mujer TDF Universitario en curso Trabaja y estudia Vive con su pareja y 
está embarazada

Fernando 24 Varón TDF Terciario completo Trabaja

Vive en la casa 
de sus padres. Es 
el mayor de siete 

hermanos 

Abigail 19 Mujer TDF Secundario incompleto Trabaja
Vive en la casa de 
sus padres con sus 

hermanos 

Santiago 20 Varón Fuera de TDF Terciario completo Estudia y trabaja Vive con su mamá

Fuente: Elaboración propia.
Nota: Los nombres reales han sido reemplazados por seudónimos, a fin de proteger la identidad de las personas 

entrevistadas Los datos de composición familiar responden al momento en que se realizaron las entrevistas, es decir entre 
julio y agosto del año 2024.

Dado que se trata de una localidad pequeña, el proceso de reclutamiento de las perso-
nas entrevistadas combinó redes personales y el método de bola de nieve (Hernández Sampieri, 
2015), lo que permitió contactar a las y los participantes a través de referencias mutuas, y por 
medio de vínculos establecidos tanto en establecimientos educativos como en otros ámbitos 
de la vida cotidiana.

El trabajo de campo se llevó a cabo entre julio y agosto del año 2024. Posteriormente, 
para el proceso de análisis del material recopilado se utilizó el software para el tratamiento de 
datos cualitativos Atlas.ti.

A continuación se presentan algunos de los hallazgos producidos en el marco de la in-
vestigación.

Educación, trabajo, deseos y afectos: procesos complejos de transición a la vida adulta

El trabajo desarrollado permite observar que en Tolhuin, en virtud de una escasa oferta 
educativa de nivel superior y limitadas oportunidades laborales –en cuanto a empleos estables 
o bien remunerados, principalmente para las personas jóvenes–, tienen lugar distintas moda-
lidades de transición a la vida adulta: mientras algunas y algunos, atravesados por restriccio-
nes económicas, eligen estratégicamente; otras y otros cuentan con condiciones –económicas, 
pero también sociales y simbólicas– para seguir con mayor libertad sus propios deseos y pro-
yectos. Entre los primeros, podemos ubicar los casos de Fernando, Martín, Melani y Liz; entre 
los segundos, los de Irina, Santiago y Abigail. A continuación, presentamos cada uno de estos 
casos, a los fines de dar cuenta de sus aspectos significativos.
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Fernando quería migrar para estudiar biología marina fuera de la provincia, pero debido 
a la situación económica de su familia –que no podía apoyarlo en ese proyecto, y más aún, re-
quería de su colaboración para sostener a los hermanos más pequeños–, optó por estudiar una 
tecnicatura en Turismo que se puede cursar en Tolhuin, y de modo posterior se insertó labo-
ralmente en una dependencia gubernamental que, aunque no tiene relación con su formación 
profesional, le permite estabilidad y cobertura social:

Entonces dije “bueno, si me sale esta oportunidad, aprovecho porque es una 
manera de ayudar económicamente a mi familia y es una forma de que yo crez-
ca como adulto joven”. Saco una carga a mi familia y nos acomodamos todos 
para que el día de mañana mis hermanos puedan estudiar una carrera fuera de 
la provincia o en otra ciudad, y que no les resulte tan difícil como en su momen-
to se me hizo a mí. (Fernando, 24 años)

Martín, oriundo del norte del país, llegó a Tolhuin con expectativas de conseguir me-
jores oportunidades laborales. Logró establecer vínculos que le facilitaron el acceso a trabajos 
variados, tanto registrados como informales; él destaca que estos últimos le permiten flexibili-
dad, aunque también admite que las alternativas no son tantas, y hay que elegir entre “lo que 
hay”. Luego de acomodarse económicamente, decidió continuar su educación secundaria para 
profesionalizarse como maestro mayor de obras en el futuro: 

Ahora estoy trabajando para un amigo, y estoy como quiero: manejo mis hora-
rios, él me da la facilidad de faltar a veces, o si me duermo, no pasa nada que 
después arrancamos. He tenido posibilidades de otros trabajos, y he trabajado 
en otras partes donde también me voy amoldando, al lugar y a las demandas de 
la empresa. Y en este momento, últimamente, como que no hay mucha elec-
ción. Y estoy, porque es lo que hay. (Martín, 26 años)

A Melani le hubiese gustado irse de Tierra del Fuego a estudiar en la Armada, sin embar-
go, por condiciones económicas y familiares, no tuvo esa posibilidad. Intentó seguir una carrera 
de formación docente en la provincia, pero no le fue posible continuar, ya que la alta demanda 
en el negocio de su padre le exigió enfocarse en esa actividad. El emprendedurismo y el trabajo 
han sido parte de su vida desde muy pequeña. A pesar de que, al momento del trabajo de cam-
po, tenía un empleo en relación de dependencia, se proyectaba hacia el desarrollo de su propio 
emprendimiento familiar en el área de la repostería: 

No me veo cumpliendo horas para los demás, trabajando para otros. A mí, hoy 
en día, me choca mi trabajo. Ya va a llegar el momento que una tenga su pro-
pio emprendimiento, su propio local. Aspirar a más, ¿viste? No un trabajo de 
dependencia, aunque sea bien remunerado, no importa, pero no me gusta, yo 
prefiero tener mis propias cosas. Mi propio emprendimiento y manejarlo. (Me-
lani, 29 años)

Liz se crio en Tolhuin y tuvo la posibilidad de migrar para estudiar, contando por momen-
tos con el apoyo de su familia y la compañía de su pareja e hija. A pesar de tener en la provincia 
de Córdoba (el lugar al que migró) algunas comodidades y oportunidades de trabajo relacionadas 
con su profesión, optó por regresar priorizando las posibilidades de acceso a la vivienda propia y 
ciertas condiciones para la crianza de sus hijos. Esta decisión significó dejar a un lado, al menos 
temporalmente, la inserción laboral vinculada a su formación. Sin embargo, gracias a su red de 
contactos y su familia, consiguió un trabajo registrado, con condiciones que valora:
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En realidad no me quedé [en Córdoba], pero no fue porque no tenía trabajo, 
sino porque justo estaban entregando las casas del IPV3 [en Tolhuin], y yo ya 
estaba inscripta, entonces, si no me venía, se la iban a dar a otro.

Mi idea, cuando me recibí, era empezar a trabajar de lo que yo me recibí, pero 
en Tolhuin no se puede. Yo soy instrumentadora quirúrgica, tengo que estar 
trabajando en un quirófano, y en Tolhuin no hay un quirófano [...]. (Liz, 27 años)

Irina tuvo la oportunidad de migrar para estudiar y, una vez finalizados sus estudios, las 
posibilidades de inserción laboral y sus vínculos afectivos en la localidad la motivaron a regresar 
a Tolhuin. El acceso al empleo fue rápido, y la demanda de profesionales en su área, así como 
las redes de contactos, le permiten elegir en qué lugar prefiere desempeñarse, de acuerdo con 
las condiciones que le son más favorables, e incluso a probar diversos tipos de actividades para 
enriquecer su experiencia y descubrir qué le gusta más:

Yo me recibí en el 2022, en abril. Entonces dije “voy a volver para probar suer-
te”, porque era lo que yo quería. La verdad que a mí no me gustaba mucho el 
calor, y dije “prefiero volver a Tolhuin para probar”. En mayo de ese mismo año, 
me convocan para trabajar en la Dirección de Discapacidad de la Municipali-
dad, entonces yo accedo a la Muni. (Irina, 24 años)

Santiago, al finalizar la escuela secundaria, decidió continuar la carrera de piloto en Tierra 
del Fuego, lo cual requería del respaldo económico de su familia, ya que se trata de una propuesta 
de formación profesional de carácter privado y altos costos. Aunque al momento de ser entre-
vistado buscaba sumar horas de vuelo como piloto privado para terminar su carrera, no veía ho-
rizontes de inserción laboral en la provincia, por lo que planeaba migrar hacia lugares con mayor 
desarrollo de la actividad y demanda de profesionales. Además, la idea de migrar siempre estuvo 
dentro de sus proyectos, y cuenta con el capital económico y social para hacerlo: 

Laboralmente, después de terminar la carrera, en unos años más, tengo en 
mente irme afuera de la isla, quizás Buenos Aires, quizás Catamarca de nuevo4 
(puedo volver porque conozco gente que está ahí metida en el ámbito de la 
aviación). (Santiago, 20 años)

Abigail no completó sus estudios secundarios. Luego de abandonar la escuela, empezó 
a emprender con personas allegadas, hasta que su madre comenzó a ocupar un cargo político 
en el gobierno municipal, y le facilitó el acceso a un puesto dentro de la estructura estatal local:

Nací acá. Hice la escuela hasta segundo año, y la junta, los amigos me llevaron 
para otro lado y decidí no ir más. Me puse a trabajar en un emprendimiento con 
mi viejo [...], y empecé a ver mi plata, y con eso pude comprar mi moto; mi viejo 
me ayudó a comprar mi auto. Después mi mamá entró en la política, y quería 
estar con mi mamá, acompañarla, y se dio la oportunidad; mi mamá me hizo 
entrar a trabajar, no tenía noción de lo que yo iba a hacer. (Abigail, 19 años)

A partir de los casos presentados, es posible sostener que el estudio de las trayectorias 
laborales y formativas de las personas jóvenes en Tolhuin revela una compleja interacción entre 
la familia, el entorno, la educación, el mercado laboral y las preferencias individuales.

Las y los jóvenes provenientes de familias con mayores ingresos y poder adquisitivo 

3  Se refiere al Instituto Provincial de la Vivienda, organismo que desarrolla políticas vinculadas al acceso a la vi-
vienda, entre ellas, la construcción de unidades que son adjudicadas y subsidiadas por el Estado.
4  Se trata de su provincia de origen, donde se crio hasta los 11 años, cuando sus padres decidieron migrar a Tol-
huin.
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cuentan, al momento de tomar decisiones sobre sus proyectos a futuro, con la opción de migrar 
fuera de la provincia para continuar sus estudios o trabajar. Ello supone mayor libertad para 
priorizar elecciones vinculadas a sus intereses, vocación, deseos y emociones. Los casos de 
Santiago e Irina representan itinerarios de continuidad formativa sin interrupciones (Casal et 
al., 2006), sostenidos por el capital económico y cultural familiar, y posibilidades de inserción en 
el mercado laboral en una posición más ventajosa; el de Abigail pone en evidencia un itinerario 
de rechazo formativo (Casal et al., 2006) y condiciones de inserción laboral excepcionales para 
alguien con esas credenciales educativas, además de posibilidades de proyectar una vida en la 
localidad de acuerdo con su propio deseo, ya que, según sus palabras, “lo que quiero realmente 
para mi vida es vivir de mis alquileres”.5

Aquellas y aquellos que, en cambio, no pueden contar con el apoyo de sus familias para 
sostener un proyecto migratorio con fines educativos, evalúan las opciones locales y destacan 
factores como la cercanía y la austeridad. Este tipo de situaciones resultan consistentes con lo 
que Casal et al. (2006) denominan transiciones complejas, donde las personas jóvenes deben 
hacer frente a una serie de condicionantes estructurales que moldean sus trayectorias, pero 
ello no necesariamente elimina sus aspiraciones personales. Fernando, por ejemplo, afirma que 
su estabilidad laboral actual le permite apoyar a su familia, pero no renuncia al proyecto de mi-
grar para estudiar biología marina en algún momento. Martín, a pesar de verse en la necesidad 
de dejar su provincia en búsqueda de mejores oportunidades, una vez instalado en la localidad, 
decidió retomar los estudios secundarios a los fines de incrementar sus credenciales educativas 
y potenciar sus perspectivas de trabajo a futuro.

Sumado a ello, las decisiones estratégicas que toman estas personas en cuanto a su 
formación profesional y a su inserción laboral, aun cuando suponen relegar ciertos deseos o 
intereses, se sustentan en la priorización de otros aspectos que también consideran relevantes 
para sí mismas y sus entornos: acompañar a la familia, alcanzar la vivienda propia, acceder a un 
salario seguro y estable y a cobertura social.

En ese sentido, tomar decisiones estratégicas no es equivalente a frustración, en tanto 
los proyectos de vida se configuran a partir de elecciones que articulan una gran diversidad de 
valores y preferencias; ni contar con apoyo familiar o con recursos económicos es sinónimo de 
satisfacción o realización, ya que no solo los deseos, intereses y proyectos se van transforman-
do a lo largo de la biografía, sino que restricciones o condicionamientos inesperados pueden 
surgir con el paso del tiempo.

En este marco, un aspecto que resulta transversal a las diversas formas de inserción la-
boral en ambos grupos es la relevancia de las redes de contactos familiares y personales (Pérez 
y Busso, 2015), particularmente en una comunidad de escala reducida como es Tolhuin. La ma-
yoría de las y los jóvenes da cuenta de esta cuestión, destacando los efectos positivos que ha 
tenido en sus propias experiencias y trayectorias individuales, y reconociendo al mismo tiempo 
sus efectos negativos respecto de cuestiones como la valorización de las credenciales educa-
tivas y la experiencia laboral previa, entre otros elementos que idealmente regulan el acceso al 
empleo y el ascenso en la estratificación ocupacional. En ese sentido, el capital social es parte 
del capital que posibilita o restringe las oportunidades juveniles (Bourdieu, 1990):

Por ahí es más fácil, al conocerse todos, yo puedo conocer a quién tengo que 
ir directamente si quiero entrar a un trabajo; por ahí sé quién es el de recursos 
humanos o quién es el gerente y demás, y por ahí lo conocés, o tu familia, por 

5  Cabría agregar también una muestra de cierta crisis de la ética del trabajo (Bauman, 2000), en tanto la búsqueda 
de autonomía económica se aparta de las credenciales educativas tradicionales y del trabajo como proveedor de 
estatus e identidad.
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ahí, es amiga de la familia de esa persona. (Santiago, 20 años)

Llegué y el trabajo me buscó a mí. Pero ¿por qué? Porque ya me conocían. 
Entonces creo que es una parte fundamental: un contacto, o hacerte conocer. 
(Irina, 24 años)

Mucha gente que entra a trabajar por contacto, por política, la Argentina fun-
ciona de esa forma. (Martín, 26 años)

En la provincia de Tierra del Fuego, para lo que es el Estado o trabajos en el 
privado, siempre de diez personas que entran, seis, mínimamente, tienen un 
conocido que les facilitó el puesto. El resto de las personas es porque tuvo 
bastante suerte o porque tenían las cualidades necesarias para desempeñarse 
en la tarea para la que se postulaban. (Fernando, 24 años)

Yo tenía una amiga, que cuando yo entré a trabajar ahí, se enojó, porque ella te-
nía estudios, y me preguntaba por qué yo tenía el trabajo si no había terminado 
la escuela, y ella sí. Y yo no sabía qué responderle, porque mi cuñada trabajaba 
ahí, y ella fue un contacto. Si vos no tenés contactos, es un poquito complicado 
a veces. (Abigail, 19 años)

Acá en Tolhuin valoran más quién sos, de qué familia venís, o qué comentarios 
hay sobre vos, y esas cosas. (Liz, 27 años)

Acá nos conocemos todos. Y yo creo que el apellido tiene peso [...]. Es horrible 
llevar tu currículum a una oficina, y que lo pongan ahí sobre una mesa y nadie 
lo vea. Entre quien es idóneo para una tarea y el hijo de alguien, van a contratar 
al hijo del conocido, aunque no tenga formación, porque una vez adentro, lo 
capacitan. Pero es triste, y en Tolhuin empezás a ver, y los que trabajan son 
hijos o hijas de tal. (Melani, 29 años)

Los testimonios visibilizan un aspecto común del mercado laboral actual, especialmen-
te en lo que refiere al empleo juvenil (Jacinto, 2010; Vacchiano, 2017), que adquiere mayor o 
menor relevancia de acuerdo con la escala de tal mercado, y de la localidad en la que este se 
configura. Ahora bien, ¿qué otras características del territorio inciden en la modelación de las 
transiciones a la vida adulta y de las formas de inserción laboral de las juventudes tolhuinenses? 
Ese es el interrogante que se aborda en el siguiente apartado.

Educación y trabajo en un territorio insular y periférico: la centralidad de las 
experiencias migratorias en las trayectorias juveniles

La heterogeneidad existente en las experiencias de las y los jóvenes de Tolhuin, así 
como la complejidad de las articulaciones entre los diversos factores que influyen en ellas con-
tribuyen a eludir cualquier análisis determinista.

Hemos observado que las limitaciones en la oferta laboral y educativa que caracterizan 
a la localidad no producen lineal y automáticamente una inserción laboral en condiciones de 
precariedad, ni generan necesariamente la emigración de quienes cuentan con los recursos y el 
acompañamiento para proyectar una vida fuera de la provincia. Sin embargo, la investigación 
muestra que las experiencias migratorias –tanto de quienes dejaron Tierra del Fuego para estu-
diar, como de quienes llegaron a Tierra del Fuego desde otros lugares buscando una mejor cali-
dad de vida– inciden de forma sustantiva en la percepción y valoración de las personas jóvenes 
en torno a las oportunidades disponibles en Tolhuin.
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Esto da cuenta de una singularidad territorial ya que, por un lado, las migraciones son 
una dimensión constitutiva de la sociabilidad en la provincia, en tanto forman parte de las histo-
rias familiares y/o personales de quienes viven allí6 (Kida et al., 2025); por otro, las y los jóvenes 
residentes en Tierra del Fuego expresan altas expectativas de emigración a otras provincias del 
país, precisamente con fines educativos (Guzzi et al., 2023).

Desde este punto de vista, el territorio en clave de comparación se vuelve un factor 
central en la percepción sobre las oportunidades y en la perspectiva de proyectar una vida a 
futuro: mientras quienes han transitado su biografía en Tolhuin experimentan un mayor deseo 
de emigrar y un mayor desfasaje entre sus expectativas y las opciones que reconocen en la 
localidad, quienes tienen su lugar de origen en otras provincias y migraron a Tolhuin, y quienes 
emigraron para estudiar y decidieron regresar para construir su proyecto de vida observan 
muchas más posibilidades. Entre estos últimos, en particular, tiene lugar una revalorización del 
territorio y de las oportunidades que les presenta, aunque en ocasiones retornan con altas ex-
pectativas que no siempre se cumplen en el corto plazo.

Jóvenes como Fernando o Melani, que no pudieron seguir su deseo de migrar para estu-
diar o para hacer la experiencia de vivir en una gran ciudad, destacan la precariedad y la escasez 
de empleos, incluso más allá de su propia situación individual:7 “En Tolhuin, las fuentes laborales 
que tenés, puede ser un aserradero, el supermercado ‘La Anónima’, puede ser algún comercio, 
pero más allá de eso no tenés una gran variedad de oportunidades” (Fernando, 24 años). “Hice 
el curso de informática pensando en que iba a entrar en una oficina, que me iba a ayudar, pero 
por ahí hacés el curso, pero no tenés la oportunidad” (Melani, 29 años).

Fernando, en particular, no renuncia a concretar en algún momento el proyecto migra-
torio: “Todavía no sé cómo, pero en algún momento voy a estudiar biología marina”.

Santiago, que contó con el apoyo de su familia para estudiar aviación en la provincia y 
planea migrar para lograr su desarrollo profesional, observa limitaciones, no solo en su activi-
dad, sino en general: “Veo que no hay muchas oportunidades laborales para jóvenes como yo, 
me di cuenta de eso, sino que hay poco” (Santiago, 20 años).

Esta percepción no implica, sin embargo, una mirada completamente negativa: atrave-
sar toda la trayectoria vital en la localidad de origen exige –y permite también– construir razo-
nes para quedarse, y de algún modo, elegir este sitio para el propio proyecto de vida:

Hoy en día mi idea es ir a Europa con algún tipo de estudio que me facilite tra-
bajar allá. Emigrar para vivir unos años, no toda mi vida, porque amo Argentina 
y no conozco otro país que sea mejor que este. Así que quiero estar toda mi 
vida acá, pero por lo menos conocer y explorar para que, el día de mañana, esa 
experiencia les aporte algo a los chicos dentro de mi pueblo, en mi ciudad, en la 
provincia; y que también la experiencia que uno les pueda dar, les ayude para 
decidir su futuro. (Fernando, 24 años)

6  El establecimiento del régimen fiscal y aduanero especial, con la sanción de la ya mencionada Ley 19.640, pro-
movió un crecimiento demográfico exponencial, impulsado principalmente por las migraciones internas. En 1970, 
la población total era de 13.527 habitantes, y en 2022 era de 190.641 habitantes, lo que supone un crecimiento 
exponencial que alcanzó el 1309 % en todo el período. Sumado a ello, según el Censo 2022, apenas un 42,4 % de 
los residentes de Tierra del Fuego nacieron en la provincia, mientras que un 50,9 % lo hizo en otra provincia de 
Argentina, y un 6,6 %, en otro país (INDEC, 2023). Tierra del Fuego es la jurisdicción que presenta las tasas más 
altas tanto de inmigración como de emigración del país: 234 y 241 cada 1000 habitantes, respectivamente, para el 
año 2023 (Registro Nacional de las Personas [RENAPER], 2023).
7  Recordemos que tanto Fernando como Melani cuentan con empleos en relación de dependencia, cuyas condi-
ciones son valoradas por su estabilidad y cobertura.
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Tolhuin está mucho mejor que antes. Me gusta Tolhuin. Es un pueblo, bueno, 
una ciudad que tiene mucho potencial. Hay mucho por hacer. Mucho por em-
prender. Si alguien tuviera que elegir entre Ushuaia y Río Grande, yo le reco-
miendo Tolhuin, porque la vida es tranquila. Podés ir a trabajar caminando, el 
clima también acompaña. Yo creo que es un buen lugar para tener tu familia. Lo 
veo bien. Mejor que antes. (Melani, 29 años).

Quienes, en cambio, residieron en otros lugares, ofrecen otro punto de vista. Martín, 
que migró de otra provincia para trabajar en Tolhuin, e Irina y Liz, que vivieron la experiencia de 
migrar a otras ciudades y retornaron, reconocen no solo oportunidades que no están presentes 
en otros territorios, sino también transformaciones en el tiempo que valoran positivamente: 
“Acá hay mejores posibilidades. En Jujuy hay mucho trabajo en construcción, albañilería y para 
cosechar. Por eso me vine, porque me dijeron que acá se ganaba mucho mejor por la zona y 
demás. Y sí, es así” (Martín, 26 años).

Yo estoy reagradecida. Tengo trabajo, tengo mi casa. Si hubiese estado en “el 
norte”,8 no lo hubiese conseguido. Trabajo, ponele que sí, pero no un trabajo en 
blanco. Y un terreno y una casa… me tendría que haber esforzado un montón. 
Yo valoro un montón Tolhuin, y la provincia en sí, porque si vos necesitás algo, 
no creo que nadie te diga que no. (Liz, 27 años)

Yo creo que acá en Tolhuin hay mucho trabajo. El tema es que ahora se les está 
dando más importancia a quienes están volviendo con un título. Me pasó, por 
ejemplo, en la Muni, cuando entré, en el 2022, se le estaba dando prioridad a 
los chicos que habían estudiado y que volvieron al pueblo. Entonces yo creo 
que sí debe haber oportunidades en todo el campo laboral. (Irina, 24 años)

En particular, Irina y Liz exponen una nueva forma de proyectar y de llevar adelante la 
migración con fines educativos: la de migrar para estudiar –en función de que la oferta educa-
tiva es muy limitada en la localidad–, para luego regresar con credenciales educativas –porque 
las redes posibilitan una mejor inserción laboral y están los afectos–. La migración de retorno se 
significa en estas voces como una experiencia generacional:

Tolhuin mejoró un montón respecto a años anteriores, pero creo que todavía está 
creciendo de a poco. Está bueno porque hay muchos chicos que se van a estudiar, 
y vuelven. ¡Y están volviendo! Porque generalmente uno piensa que se van a es-
tudiar y no vuelven más. Falta mucho, igual acá en Tolhuin, faltan un montón de 
lugares, pero yo creo que de a poco vamos construyendo. (Irina, 24 años)

Las vivencias propias no obturan, sin embargo, el reconocimiento de otras trayectorias 
y experiencias que enfrentan dificultades en relación con las condiciones que plantea el te-
rritorio, pero también con las expectativas y disposiciones –generacionales– de las personas 
jóvenes con respecto a las características del mundo de trabajo:

Porque en cierto punto es duro, porque tenés que exponerte al frío, al calor 
y hacer mucha fuerza, te exponés a muchas cosas que quizás no están acos-
tumbrados. Yo lo hago porque en la zona donde me crie, por la necesidad que 
había, me fui formando. Los chicos ahora son más cómodos. (Martín, 26 años)

Generalmente te venden como que Tolhuin es el lugar de las oportunidades 
(Tierra del Fuego en general), entonces vinieron [unos amigos de Buenos Aires]. 
Obviamente, uno no sabe a qué se enfrenta, como al frío del invierno al que no 

8  Es una expresión nativa que se utiliza para referirse al territorio continental del país, especialmente el situado 
al norte de la región patagónica.
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están acostumbrados. Mi amiga no consiguió trabajo. La pareja de mi amiga sí 
consiguió, pero en el aserradero. [...] Entonces ellos decidieron volver, diciendo 
que en Tolhuin no había oportunidades de trabajo como se lo habían pintado. 
(Irina, 24 años).

Los testimonios presentados permiten afirmar, no solo que las experiencias migratorias 
cambian la perspectiva de quienes las atraviesan, sino que, efectivamente, las distancias simbó-
licas entre territorios centrales y periféricos surge de la compleja interacción entre las biografías 
individuales y los sentidos que colectivamente circulan, se reproducen y cristalizan a partir de 
experiencias y expectativas heterogéneas. Lo que interesa subrayar aquí es el papel clave que 
la cuestión migratoria adquiere en este singular territorio insular.

De este modo, las oportunidades no constituyen un aspecto dado u objeto, sino una 
construcción situada, atravesada por sentidos socialmente dominantes y experiencias subje-
tivas diferenciales. En este marco, cabe preguntarse de qué manera el desfasaje que algunas 
personas jóvenes perciben o experimentan modela las trayectorias juveniles –individual y co-
lectivamente– y qué implicancias tiene para la configuración de sus proyectos de vida.

Reflexiones finales

El análisis desarrollado permite afirmar que las trayectorias educativas y laborales de las 
juventudes de Tolhuin se configuran en la intersección entre condicionamientos estructurales, 
recursos familiares y decisiones biográficas, en el marco de un territorio insular y periférico que 
delimita de manera particular las trayectorias futuras de acuerdo con el horizonte de oportu-
nidades disponibles. En este sentido, la investigación reafirma que la transición a la vida adulta 
–y particularmente, la inserción sociolaboral en Tolhuin– no constituye un proceso lineal ni 
homogéneo, sino un itinerario complejo en el que las personas jóvenes articulan expectativas, 
afectos, restricciones materiales y decisiones estratégicas para construir sus proyectos de vida.

Las trayectorias juveniles aparecen como procesos de negociación permanente entre lo 
deseado y lo posible, donde las decisiones individuales se construyen en diálogo constante con 
las limitaciones y potencialidades del entorno social y territorial.

Uno de los principales aportes radica en mostrar que la escasez relativa de oportunidades 
tanto educativas como laborales –característica de territorios insulares y periféricos– no opera 
de forma determinante sobre las trayectorias juveniles, sino que desafía a las y los jóvenes a 
construir estrategias que articulen los diferentes factores subjetivos y estructurales que las y los 
atraviesan. En este marco, la migración emerge como una alternativa frente a las limitaciones del 
territorio, como un horizonte simbólico que estructura las expectativas y orienta la toma de deci-
siones, y como una experiencia que permite matizar los sentidos que circulan y valorizar diversos 
aspectos del entorno y los vínculos, de acuerdo con distintos momentos del ciclo vital.

Asimismo, se expone que la posibilidad de quedarse, emigrar o regresar no depende 
únicamente de elecciones individuales, sino que expresa la forma en que las personas jóvenes 
se posicionan frente a las desigualdades territoriales que atraviesan la estructura de oportuni-
dades educativas y laborales. En este sentido, la migración se configura simultáneamente como 
estrategia, expectativa y marco de interpretación del propio territorio, junto con el significado 
que se construye social y generacionalmente respecto del sentido de pertenencia y arraigo.

La heterogeneidad de las trayectorias juveniles analizadas se constata también en las vi-
vencias que estas personas han atravesado respecto de la autonomización del hogar de origen, 
otro aspecto relevante del proceso de transición a la vida adulta (Casal et al, 2006): quienes han 
construido una familia propia, a partir de sus parejas y/o hijos, han dejado la vivienda paterna 
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al establecer un hogar con sus propias pautas y dinámicas. Convergen en este punto, más allá 
de las diferencias en sus situaciones socioeconómicas, quienes, en cambio, no tienen aún una 
familia propia, han permanecido en las viviendas de sus padres, también más allá de sus dife-
rencias socioeconómicas. El caso de Martín, que migró desde otra provincia hacia Tolhuin, da 
cuenta de la singularidad de la experiencia migratoria, en el sentido de que supone necesaria-
mente dejar el hogar paterno y la distancia afectiva respecto de la familia de origen. Así, aunque 
esta autonomización depende en buena medida de la disponibilidad de recursos para afrontar 
los costos que supone, otras experiencias y factores subjetivos impulsan a las personas jóvenes 
a adquirir tal autonomía, o bien a postergarla. 

En conjunto, estos hallazgos permiten problematizar las miradas homogéneas sobre la 
juventud y subrayan la necesidad de abordar las trayectorias juveniles desde una perspectiva 
situada, atenta a la complejidad y que contemple la especificidad de los territorios insulares 
y periféricos. El caso de Tolhuin reafirma que el desfasaje entre las expectativas juveniles de 
inserción laboral y las oportunidades disponibles no se expresa de manera unívoca, sino que se 
configura de formas diversas, que orientan las decisiones estratégicamente, en relación con las 
experiencias migratorias, el capital social y económico, y las preferencias subjetivas.

En este sentido, lejos de pensar a las juventudes como sujetos constreñidos por múltiples 
condicionamientos territoriales, este trabajo es una invitación a interrogar cómo ese desfasaje 
–aún en condiciones de desigualdad estructural– es vivido, interpretado y gestionado por las per-
sonas jóvenes a partir de su capacidad de agencia. No se trata únicamente de dar cuenta de las 
brechas existentes entre lo que se espera y lo que es posible, sino de los modos diversos en que 
esa brecha se construye, se percibe y se vuelve parte constitutiva de las trayectorias juveniles.
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Resumen

Este artículo busca realizar un análisis teórico-legal sobre la importancia de las críticas femi-
nistas del derecho, para conjugar, a partir de esta mirada, un recorrido sobre los y las distintas 
autoras que dotaron de contenido y contribuyeron a definir lo que conocemos como derecho a 
la ciudad. A partir de esto, se analiza un caso, la toma de la calle en el Paro Internacional de Mu-
jeres, Lesbianas, Trans, Travestis, Bisexuales y No Binaries en la ciudad de Córdoba, Argentina, 
entre los años 2016 y el 2020, a los fines de imprimirle de manera situada y particular contribu-
ciones al alcance, contenido y ejercicio de este derecho desde una mirada feminista del derecho 
a la ciudad. Para su abordaje, se utilizó una metodología cualitativa a través de entrevistas en 
profundidad a integrantes de la Asamblea Ni Una Menos de Córdoba, y desde una postura 
epistemológica del conocimiento situado, buscando singularizar sus experiencias. 

Palabras clave: Derecho a la ciudad; Feminismos jurídicos; Toma de la calle. 

Abstract

This article aims to conduct a theoretical-legal analysis of feminist legal critiques, in order to 
trace—through this perspective—the contributions of various authors to the concept of the 
right to the city. Based on this framework, the article analyzes a case study: the occupation of 
public space in the city of Córdoba, Argentina, between 2016 and 2020, during the Interna-
tional Women’s Strike, which included women, lesbian, trans people, travesti, bisexual people, 
and non-binary people.. The aim is to provide situated and specific contributions to the scope, 
content, and exercise of this right from a feminist legal perspective. A qualitative methodology 
was used, based on in-depth interviews with members of the Ni Una Menos Córdoba Assem-
bly, and approached from an epistemological position of situated knowledge to highlight their 
unique experiences.

Keywords: Right to the city; Feminist Legal Theory; Taking to the streets.
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Introducción

El derecho a la ciudad, como categoría legal, fue concebido inicialmente por autores 
como Lefebvre (2017) como una consigna política y filosófica, no obstante los ordenamientos 
jurídicos latinoamericanos, y en particular el argentino, avanzan lentamente en su reconoci-
miento como un derecho exigible, traducido en políticas públicas y herramientas de gestión 
concretas que lo tornan jurídicamente palpable (Levenzon y Tedeschi, 2017). Si bien es un de-
recho que se encuentra íntimamente ligado a la ciudadanía y a la democracia, no existe clari-
dad sobre su alcance y contenido, que se caracteriza por ser dinámico, construido, exigido y 
ejercido por quienes habitan la ciudad. Este artículo pretende realizar, en primera instancia, un 
recorrido teórico-legal que permita trazar líneas de abordaje para definir sus potencialidades y 
sus alcances desde la teoría feminista. Inicialmente, daremos cuenta de la importancia de esta 
visión para pensar cualquier tratamiento jurídico, para luego tratar concretamente el derecho a 
la ciudad como categoría teórico-legal. También se integra por un mapeo de la normativa vincu-
lada existente. En un segunda instancia, el artículo pretende dotar de contenido al ejercicio del 
derecho a la ciudad a partir de las experiencias situadas que surgen del trabajo de campo realiza-
do con integrantes de la Asamblea Ni Una Menos (en adelante, ANUM) que hayan participado 
del Paro Internacional de Mujeres, Lesbianas, Trans, Travestis, Bisexuales y No Binaries en la 
ciudad de Córdoba, entre los años 2016 y 2020 (en adelante, Paro Internacional). 

Como perspectiva metodológica, la investigación se basó en la postura epistemológica 
desarrollada por Donna Haraway (1991), es decir, en el conocimiento situado. Esta posición 
presupone vías de construcción del conocimiento a partir de casos concretos y situados como 
modos de producción de saber. En este marco, el análisis se enfocó en un caso de estudio singu-
lar, el Paro Internacional (Córdoba, Argentina, período 2016-2020), en el cual se buscó recono-
cer y analizar sus implicancias como proceso político, histórico, feminista, transversal y masivo. 
El objetivo principal de estas claves metodológicas fue realizar una aproximación a través de 
las voces situadas de quienes le dan sentido y habitan el Paro Internacional con sus cuerpos y 
vidas, bajo la perspectiva de singularizar sus experiencias (Gago, 2019). 

Dentro del marco indicado, la estrategia metodológica supuso un doble movimiento ar-
ticulado. Por una parte, el análisis crítico bibliográfico; por otra, la elaboración de 16 entrevistas 
en profundidad realizadas a mujeres e identidades sexodisidentes integrantes de la Asamblea 
Ni Una Menos Córdoba, organización a partir de la cual se concretó la articulación internacional 
para llevar a cabo el Paro Internacional en dicha provincia de la Argentina. En términos analí-
ticos, la organización metodológica de las entrevistas siguió los siguientes criterios: en primer 
lugar, se procuró que las entrevistadas hayan participado en los cinco (5) paros internacionales 
que transcurrieron entre los años 2016 y 2020, para poder escuchar las diversas experiencias 
de participación a lo largo de todo el período. En segundo lugar, otro de los criterios que se 
aplicó fue que las entrevistadas representaran a los diversos sectores que componían, en la 
temporalidad señalada, la ANUM. Las entrevistas fueron llevadas a cabo en modalidad virtual 
durante la pandemia, entre 2020 y 2021. 

El derecho a la ciudad, claves ius feministas de lectura

La principal clave teórica sobre la cual se desarrolla este artículo es la importancia de 
pensar el derecho en clave feminista, que supone ampliar el alcance que tradicionalmente se le 
ha otorgado, y visibilizarlo como estrategia creadora de género (Smart, 2000). Siguiendo postu-
lados feministas, se parte de la premisa de que el derecho se ha constituido como un pilar fun-
damental para sostener el sistema patriarcal, respaldando y legitimando aquellas instituciones 
que pretenden perpetuar la opresión hacia cualquier identidad no masculinizada (Facio y Fries, 
1999). Se considera entonces que pensar el derecho –y el derecho a la ciudad en particular– 
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desde los feminismos implica asumir una postura crítica hacia el sistema jurídico actual e impri-
mirle, necesariamente, una mirada de género con contenido político. 

Dicho esto, se asume que el derecho es un “conjunto de operaciones retóricas que 
tienden a mostrar la unicidad donde solo hay multiplicidad, operaciones que tienden a forta-
lecer el sistema y no a mostrar los procesos de exclusión y todo lo que desde los márgenes lo 
constituye” (Lerussi, 2014, p. 32). El feminismo crítico, desde donde se sitúa el desarrollo del 
presente artículo, parte del supuesto de que el derecho es discurso y práctica social, y no pura 
normatividad. El discurso jurídico se construye entonces en un entretejido de discursos socia-
les, diversos, aludidos y eludidos en cada tramo de esa construcción y no por azar (Ruiz, 2009). 
El origen y la configuración del ordenamiento jurídico no han sido neutros, sino que se dieron 
mediante mecanismos de poder que, ya sea de forma directa o sutil, institucionalizan la opre-
sión y la desigualdad estructural de ciertos seres y grupos humanos sobre otros. En la clave del 
androcentrismo jurídico articulado al etnocentrismo racial, como señala Costa:

el androcentrismo jurídico se evidencia en la funcionalidad del Derecho para 
consolidar el privilegio de un sujeto, postulado como neutral pero concebido 
en los términos de Hombre y Ciudadano, es decir, en la legitimación de una hu-
manidad proclamada en su igualdad universal pero delimitada en su particular 
condición masculina. (2015, p. 58) 

No obstante, así como el derecho ha sido eje de las críticas feministas, también ha sido y 
es una herramienta que es necesario conquistar, transformar y usar en nombre propio, como lo 
hicieron las primeras expresiones colectivas feministas dentro del movimiento sufragista con-
formado a fines del siglo XIX y cuyas acciones impregnaron las primeras décadas del XX. Estas 
feministas, ubicadas dentro del paradigma liberal de la época, exigían la inclusión de las mujeres 
como titulares de los mismos derechos que los hombres, argumentando que las mujeres eran 
iguales a los hombres en cuanto a sus capacidades humanas, y que solo necesitaban desarro-
llarlas mediante el acceso a la educación, el empleo y la política (Jaramillo, 2000). Las feministas 
que lideraban esta corriente consideraban que el derecho debía ser racional, objetivo, abstracto 
y universal, y procuraban reformas legales desde un amplio espectro de posiciones. Estas in-
cluían variedad de pretensiones, desde que el sexo resultara indiferente como criterio legal para 
su elaboración, igualdad formal del derecho, hasta posturas que consideraran que, para alcan-
zar la universalidad del derecho, se debían llevar a cabo reformas legales. Tales reformas debían 
contemplar estrategias que partieran de reconocer la subordinación de las mujeres e identi-
dades sexodisidentes para superar las desigualdades y así poner en pie de igualdad a todas las 
personas, esto es, igualdad sustancial del derecho (Olsen, 1990). Sin embargo, la historia y la 
larga trayectoria de luchas feministas han demostrado que la conquista formal no alcanza si las 
instituciones y las personas que habitan esas instituciones de matriz androcéntrica patriarcal no 
le imprimen crítica y deconstrucción, sino que continúan reproduciendo y garantizando, por la 
vía de la legitimidad del derecho liberal, la opresión de las mujeres e identidades sexodisidentes. 

Podemos enriquecer este enfoque con otros dos, que integrarían las principales críticas 
de las feministas al derecho. La segunda perspectiva que compone el campo de críticas femi-
nistas al derecho acepta que el derecho es racional, objetivo, abstracto y universal, asociándolo 
con lo masculino, pero no adhiere a que dichas características sean jerárquicamente superiores 
a lo definido como irracional, subjetivo, particular (Olsen, 1990). Al identificar al derecho como 
objetivo, racional y universal, lo consideran parte de la estructura de dominación patriarcal y, 
por lo tanto, ideológicamente opresivo (Olsen, 1990). Al identificar dicha opresión como tal, 
se presupone un cierto pesimismo en relación con las reformas e iniciativas legales (Jaramillo, 
2000; Pitch, 2010; Lerussi, 2014). Dentro de esta corriente se encuentra la jurista feminista 
estadounidense Catharine MacKinnon, referente dentro de los feminismos radicales. La autora 
afirma que el “legalismo liberal es un medio para hacer que el dominio masculino sea invisible y 
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legítimo” (1995, p. 428). Así, la ley actúa imponiendo el punto de vista masculino a la sociedad 
de forma encubierta.

En el tercer enfoque se encuentra la teoría jurídica crítica feminista, en la cual se sitúa el 
desarrollo del artículo, como fue mencionado precedentemente. En esta teoría existe un cier-
to rechazo a las posiciones cerradas, tanto de quienes asumen la caracterización del derecho 
como racional, objetivo y universal a secas, como de quienes asumen sin más el supuesto de la 
jerarquización de lo racional sobre lo irracional, de lo objetivo sobre lo subjetivo, etc. Dentro de 
esta corriente se ubica Frances Olsen (1990), quien refiere que estas feministas no desconocen 
ni menosprecian los logros obtenidos por las feministas reformistas; no obstante, consideran 
que los logros jurídicos y judiciales no son escindibles de los planteos y las prácticas políticas y 
morales. Por su parte, en relación con la afirmación de que el derecho es masculino y patriarcal, 
a grandes rasgos, quienes se inscriben dentro de estas posiciones sostienen que el derecho no 
tiene una naturaleza inmutable o una esencia, sino que es una forma de actividad humana, y 
que, por lo tanto, si bien es preponderantemente desarrollada por varones, no lo es de forma 
exclusiva (Olsen, 1990). 

En conclusión, para la teoría crítica feminista, el derecho, en su conjunto, no es universal, 
racional ni objetivo, y no se corresponde de forma acabada con ninguno de los dualismos. De 
esta forma, quienes adscriben a ella desafían y proponen nuevas vías de crítica, deconstrucción 
y construcción del discurso jurídico, que tiendan al desmantelamiento del sistema patriarcal en 
sus formas jurídicas y en sus articulaciones con otros sistemas de jerarquización humana. Como 
señalan Wegsman y Lerussi, “la producción jurídica feminista resulta disruptiva no solo por la 
criticidad intrínseca de cualquier proyecto político que se plantea de suyo como transformador, 
sino también por la heterogeneidad […] de la relación de los feminismos con el derecho” (2020, 
p. 18). Es justamente en esos puntos de inflexión donde se sitúa el trabajo teórico y práctico de 
muchas ius feministas. Su objetivo es agrietar los límites tradicionales del derecho para ampliar-
los y transformarlos bajo una lógica democrática.1 

Ahora bien, dados los fundamentos de la importancia de pensar el derecho desde una 
perspectiva crítica feminista, nos adentramos desde esta visión a la construcción del derecho 
a la ciudad como categoría teórico-legal. Esta fue formulada por el filósofo y sociólogo francés 
Henri Lefebvre en 1968, en su libro El derecho a la ciudad. El autor concibe el derecho a la ciudad 
como el derecho a la vida urbana, entendiendo lo urbano como aquel lugar de encuentro con 
prioridad de valor de uso. Es decir, debe existir un predominio del valor de uso por parte de la 
ciudadanía, por sobre el valor de cambio o mercantil de la ciudad. Para Lefebvre, únicamente la 
clase obrera es quien puede convertirse en agente, vehículo o apoyo social para la realización 
de una teoría integral de la ciudad y de la sociedad urbana. Dice el autor “basta con abrir los ojos 
para ver la vida cotidiana del individuo de cara a la estación próxima o lejana” (Lefebvre, 2017 p. 
139). Vemos así cómo el autor pondera ese hacer cotidiano de la clase trabajadora, el transitar 
la ciudad, usarla, para elaborar su teoría. Ahora bien, para Lefebvre, este derecho es concebido 
como uno que engloba otros, tales como el derecho a la libertad, a la individualización en la 
socialización, al hábitat y al habitar. Esta obra trasciende lo urbano entendido como condición 
de la ciudad en tanto objeto, como superficie inerte, para incorporar lo social a manera de eje 
básico de análisis (Martínez Lorea, 2017). 

Dentro de su gran legado teórico, es de destacar la idea que propone el autor al indicar 
que el derecho a la ciudad es “el derecho a la obra (a la actividad participativa) y el derecho a 
la apropiación (muy diferente del derecho a la propiedad)” (Lefebvre, 2017, p. 158). Propone una 

1  Algunas de las ideas hasta aquí desarrolladas fueron objeto de debate en las XI Jornadas de Sociología. Univer-
sidad Nacional de La Plata en la Mesa 35: Hacia una crítica de la razón patriarcal. La perspectiva de género en la 
producción de conocimiento sociológico, en la cual fui expositora. 
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idea de derecho desde el hacer práctico en un contexto determinado: la ciudad. Para el autor, 
el ejercicio de este derecho implica cambios sociales en relación con la educación, el trabajo, el 
alojamiento, el ocio y la vida; es decir, su contenido y su ejercicio necesariamente repercuten 
en otros ámbitos específicos de nuestras vidas. Como podemos ver, desde sus orígenes, este 
derecho se construye desde el dinamismo que su propio contenido insinúa. Si bien no logra 
indagar en las diversas formas en que se lo puede ejercer, sí expone que se trata de un derecho 
“a la vida urbana, a la centralidad renovada, a los lugares de encuentros y de intercambios, a los 
ritmos de vida y empleos del tiempo que permiten el uso pleno y entero de estos momentos y 
lugares” (Lefebvre, 2017, p. 167. La cursiva está en el original). 

El geógrafo británico David Harvey2 es quien retoma las ideas de Lefebvre, e introduce 
una variable económica de análisis sobre el derecho a la ciudad; específicamente, destaca el 
papel activo que la urbanización ha desempeñado en la absorción de los excedentes generados 
por el desarrollo capitalista (Harvey, 2008, p. 25). Agrega, a su vez, que la ciudad ha sido víctima 
del desarrollo y, por sobre todo, de la acumulación capitalista, sin que exista un detenimiento 
dentro de la lógica mercantil en observar las consecuencias posibles más allá de los excedentes 
que produce el capital. En definitiva, visibiliza el papel central que tiene el mercado capitalista 
para el desarrollo de las ciudades. Así, Harvey (2008) pone de manifiesto que ejercer el derecho 
a la ciudad no se vincula únicamente con el acceso a los recursos urbanos, sino a la posibilidad 
y capacidad que tienen los individuos de hacer prevalecer su libertad por sobre las necesidades 
del mercado y de hacer y rehacer las ciudades de acuerdo con sus deseos. En sus palabras: 

el derecho a la ciudad […] es un derecho a cambiar y a reinventar la ciudad de 
acuerdo con nuestros deseos. Es un derecho más colectivo que individual, ya 
que la reinvención de la ciudad depende inevitablemente del ejercicio de un 
poder colectivo sobre el proceso de urbanización. (Harvey, 2013, p. 20)

El geógrafo expresa que la ciudad debe adecuarse a los deseos de quien la habita, ha-
ciendo hincapié principalmente en las necesidades de sus habitantes, es decir, de aquellos/as 
que construyen y mantienen la vida urbana.

El tercer autor que ha inspirado al desarrollo de estos temas es Jordi Borja, geógrafo 
urbanista español, cuyos aportes en cada una de sus obras han sido claves para componer la 
categoría de derecho a la ciudad. A través del estudio del proceso urbanístico que ha atravesado 
la ciudad de Barcelona, el autor introduce el concepto de desposesión.3 En términos generales, 
Borja interpreta la desposesión como una forma de hacer ciudad hacia afuera, es decir, para 
consumidores e inversores externos, y concibe a la ciudad como mercancía. En contraposición 
con el proceso de desposesión, el autor plantea la existencia de un proceso de reapropiación o 
reconquista del entorno por parte de minorías activas de la ciudadanía (Borja, 2019) y refiere 
que “la ciudad existe en la medida que es apropiada por sus habitantes, progresa por la inte-
racción entre personas y grupos distintos que desarrollan algunas pautas y lenguajes comunes” 
(Borja, 2005, p. 3). 

En síntesis, Borja analiza a la ciudad como un espacio construido y susceptible de ser 

2  Entre las principales obras del autor vinculadas al derecho a la ciudad encontramos “El derecho a la ciudad” 
(2008) y Ciudades Rebeldes (2012). 
3  Este concepto ha sido también objeto de estudio de teóricas feministas como Maria Mies (1996), Claudia von 
Werlhof (2000), Silvia Federici (2004, 2018), orientado desde la teoría feminista. Estas autoras, a través de sus 
trabajos, se han encargado de dar cuenta que hay procesos que movilizan al capitalismo y garantizan su propia 
viabilidad que no son reconocidos dentro del análisis de la teoría marxista de la acumulación por desposesión 
o acumulación primitiva, específicamente, el trabajo reproductivo. Según estas autoras, este tipo de trabajo es 
relegado e invisibilizado estratégicamente a las esferas no monetarias; asimismo, la teoría feminista reconoce las 
formas específicas de desposesión de las estructuras tradicionales de subsistencia que sufren las mujeres.
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reconstruido, donde es posible la reapropiación de todos sus rincones para generar una nueva 
ciudadanía y mejorar las condiciones de vida de quienes pertenecen a ella. Entender que la ciu-
dad es un espacio político, donde las y los ciudadanos elaboran sus deseos, reivindicaciones y 
demandas, permite, por lo tanto, pensar la ciudad como un espacio donde la posibilidad de lucha 
y conflictos da lugar a la transformación. Más aún, el autor entiende que este proceso de reapro-
piación que lleva inmerso el ejercicio del derecho a la ciudad no solo debe incorporar un conjunto 
de derechos, sino que debe ser complementado con políticas públicas acordes con garantizarlos 
y, a su vez, con instrumentos técnicos jurídicos que faciliten su ejercicio (Borja, 2019). 

En términos sintéticos, hay tres ideas aportadas por los autores referidos que son fun-
damentales para pensar el ejercicio del derecho a la ciudad desde una perspectiva feminista. En 
primer lugar, el derecho a la ciudad como acceso a la vida urbana, al encuentro y al intercambio, 
como así también a la posibilidad de uso pleno y entero de estos momentos y lugares (Lefebvre, 
2017). En segundo lugar, el concepto elaborado por Harvey (2013), que entiende que la ciudad 
debe adecuarse a los deseos de quienes la habitan, haciendo hincapié principalmente en las ne-
cesidades de sus habitantes, es decir, de aquellas personas que construyen y mantienen la vida 
urbana, resaltando la importancia de que sea la ciudadanía quien se implique en los procesos 
de urbanización, a través de la utilización de los excedentes que produce el capitalismo. Por 
último, Borja (2019) plantea que las ciudades han sufrido un proceso continuo de desposesión 
y que la forma de ejercer el derecho a la ciudad para sus habitantes radica en reapropiarse de 
ella entendiéndola como un espacio político, un espacio donde las y los ciudadanos elaboran 
y expresan sus deseos, reivindicaciones y demandas, donde el conflicto y las resistencias a lo 
instituido se vuelven centrales. 

Si bien los autores que se han desarrollado introdujeron numerosos aportes para re-
flexionar en torno al derecho a la ciudad, en sus definiciones no se observan las necesidades y 
demandas de las mujeres ni de las identidades sexodisidentes para la configuración y el ejercicio 
de ese derecho. En otras palabras, la condición androcéntrica del derecho y del derecho a la ciu-
dad en dichas claves presupone la no consideración en sus propias definiciones de los procesos 
de diferenciación sexo-genéricos, negados y/o restringidos a mujeres y disidencias bajo formas 
y expresiones múltiples de exclusión e invisibilización, sin poner de manifiesto las relaciones de 
poder patriarcal (Fenster, 2010). Como señala Buckingham (2011, p. 60) “las realidades diarias 
son el producto de funciones y roles construidos por la sociedad que pertenecen a categoriza-
ciones por género”. Por ende, las experiencias e interacciones diarias de las mujeres e identida-
des sexodisidentes en las ciudades son el resultado directo de las interpretaciones sociales que 
se dan entre género y espacio (Buckingham, 2011). Es precisamente a partir de las relaciones 
que mantienen entre sí las cosas y los sujetos que se definen los sentidos y las jerarquías en el 
espacio urbano (Lefebvre, 2017). En definitiva, es en estas tramas donde se producen modos de 
jerarquización humana que prefiguran el dentro y fuera del derecho, de la ciudad y, por lo tanto, 
del derecho a la ciudad.

El derecho a la ciudad como tal ha sido cuestionado y reelaborado por teóricas y activis-
tas feministas desde la década de 1980 en adelante, desde diversas disciplinas, principalmente 
desde el urbanismo, la geografía, la sociología y la antropología. A los fines de este trabajo, se 
abordan las principales referentas que abonaron a este concepto y sentaron los pilares funda-
mentales para su posterior robustecimiento por parte de militantes y académicas. Cabe preci-
sar que, dado que este artículo se propone dotar de contenido al ejercicio del derecho a la ciu-
dad desde una perspectiva teórico-legal y, a la vez, desde la acción colectiva y situada del Paro 
Internacional, la revisión de dichas autoras no pretende ser exhaustiva. Entre ellas se destaca 
a la historiadora y urbanista estadounidense Dolores Hayden, con su obra La gran revolución 
doméstica (1982), y a Linda McDowell, geógrafa británica, con su obra Género, identidad y lugar: 
un estudio de las geografías feministas (1999). Si bien las autoras hablan en términos de “mujeres”, 
a través de sus análisis se puede afirmar que gran parte de la teoría desarrollada generó aportes 
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que permiten hacerla extensible a las identidades sexodisidentes, sin dejar de lado las particu-
laridades que adquiere cada colectivo. La influencia del pensamiento feminista de estas autoras 
en las áreas del urbanismo y la geografía, como señala Anna, Ortiz Guitart (2007), provocó que 
paulatinamente los estudios de género no implicasen solo la visibilización de las mujeres, sino 
también desentramar la “naturaleza generizada de los conceptos” (Guitart, 2007, p. 12), dando 
cuenta de que el espacio urbano es un espacio socialmente construido y, por lo tanto, puede ser 
desigual, opresivo, esto es, carente de neutralidad.

Desde la filosofía política feminista, un aporte central para abordar estos asuntos viene 
articulado con el concepto de ciudadanía introducido por Iris Marion Young (2000) en su obra 
La justicia y la política de la diferencia. Allí, Young desarrolla y propone un concepto de ciudadanía 
diferenciada, que implica una ciudad que no suprima las diferencias ni oprima a todas/es/os aque-
llos que difieren de la norma dominante, sino que, por el contrario, se mantenga abierta a “una 
alteridad no asimilada” (Young, 2000, p. 403). La autora afirma que es en los espacios públicos de 
las ciudades donde se debe desarrollar una política de la diferencia, donde a través del encuentro 
se exalten las diversas experiencias, la cultura y las múltiples herencias y trayectorias vitales. La 
centralidad que le otorga al espacio público resulta crucial para este desarrollo, en tanto es allí 
donde se produce ese encuentro de las múltiples identidades y heterogeneidades que componen 
la ciudad o, al menos, es donde deberían confluir y construir también ciudadanía.

En definitiva, y por lo indicado, los espacios públicos no han sido diseñados para el 
encuentro de la multiplicidad de identidades que componen la ciudad. Estas exclusiones no 
solo afectan a mujeres e identidades sexodisidentes, sino que también pueden ser vectores 
de discriminación interseccional (Crenshaw, 1989) que se expresan de múltiples formas. En 
este sentido, autoras como Nancy Fraser (1993) plantean que, para abordar seriamente estas 
exclusiones, es imprescindible replantearse el concepto tradicional de espacio público como 
conjunto de zonas múltiples y diferenciadas, a las que en la realidad se permite el acceso de 
unos grupos y se impide el de otros. Para la autora resulta central, a la hora de pensar y analizar 
los espacios públicos, poner en juego estas desigualdades y no invisibilizarlas. En otras palabras, 
poner en paréntesis las ventajas de los grupos dominantes en la sociedad y las desventajas para 
los subordinados implica reproducirlas incesantemente (Fraser, 1993).

En otro orden, dentro de las problemáticas abordadas por la teoría feminista del derecho 
a la ciudad, se encuentran los debates alrededor de la seguridad urbana asociada a los debates 
sobre el espacio público. Entre las primeras teóricas que abordaron este tema con perspecti-
va de género se encuentra la urbanista y activista canadiense Jane Jacob, en particular en su 
libro Muerte y vida de las grandes ciudades, publicado en 1961. La autora retoma la importancia 
de habitar el espacio público, específicamente la calle, como forma de construir seguridad en 
los entornos urbanos a partir de la confianza y el conocimiento mutuo de las personas que los 
habitan. Para ella, la vigilancia se basa, no en el control policial, sino en una buena cantidad de 
comercios y establecimientos públicos que alienten el encuentro entre las personas que viven 
en el barrio. En este sentido, la canadiense Shelley Buckingham, quien se dedica a los estudios 
de género desde el urbanismo (2011), coincide en que la seguridad urbana es un tema central, 
particularmente para la vida diaria de las mujeres. Si bien reconoce que las violencias que sufren 
las mujeres en general se dan al interior de la vivienda o en espacios domésticos, afirma que el 
uso limitado de los espacios públicos también se traduce como una forma de violencia. 

En consonancia con estas perspectivas y desde una mirada latinoamericana, la arquitecta 
argentina Ana Falú brinda aportes fundamentales que ponen de relieve la necesidad de articular los 
derechos de las mujeres y disidencias con la agenda urbana, con necesaria intervención de los go-
biernos locales y de políticas públicas específicas que aborden la seguridad ciudadana con perspec-
tiva de género. Resalta que, si bien existen numerosos avances en las reivindicaciones de derechos 
de las mujeres, es central el abordaje de las violencias de género en las distintas escalas territoriales 



Fuegia. Revista de Estudios Sociales y del Territorio | Año 2026. Volumen IX. Número 1. | ISSN 2618-2335 | pp. 79-96

86M. Victoria Fernández. Reconfigurar el derecho a la ciudad: aportes desde la teoría feminista jurídica 
y la acción colectiva

del espacio público, para que el uso y disfrute sea pleno (2014). Esto se vuelve no solo una delimita-
ción en el ejercicio del derecho a la ciudad, sino también del resto de los derechos conquistados en 
las esferas políticas, económicas y sociales (2014). Y agrega que, para pensar ciudades más demo-
cráticas, inclusivas de la diversidad y de las mujeres como ciudadanas, es necesaria la apropiación 
del territorio y el transitarlo con seguridad. Territorio concebido como el cuerpo que habitamos, 
para luego poder hacerlo con el hogar, el barrio, la ciudad, las asambleas, la vida política y cultural. 
Como señala la jurista ius feminista italiana Tamar Pitch (2010), se requiere no un terreno urbano es-
terilizado, sino recursos sociales, económicos, políticos y culturales para habitar la ciudad. Trabajar el 
tema de la seguridad urbana con perspectiva de género, como señala la colectiva Col· lectiu Punt 6 
(2019), no supone un abordaje que coloque a las mujeres en un rol de víctimas, como sujetas vulne-
rables, sino invertir el análisis y observar cuáles son los elementos del espacio urbano que provocan 
esa percepción o esa puesta en peligro. En el caso de la Argentina, existen numerosos femicidios 
que se han cometido en la vía pública, donde las características del contexto urbano han tenido un 
rol fundamental, ya sea por falta de infraestructura de servicios, por falta de alumbrado público, o 
de mantenimiento de espacios baldíos, o por déficit en el transporte público, sin perder de vista los 
horarios en los cuales es mejor o no transitar la calle, entre otras características que configuran a las 
ciudades como una amenaza para las mujeres e identidades sexodisidentes.

Como podemos observar, los desarrollos desde las perspectivas feministas construyen 
propuestas para pensar la ciudad a partir de las propias prácticas que componen las vidas di-
versas, desiguales y sujetas a diferentes opresiones que viven las mujeres e identidades sexo-
disidentes. Estas propuestas buscan revertir las violencias y desigualdades a las cuales fueron 
y son sometidas, no solo desde componentes urbanos estáticos, sino también emocionales 
individuales y sociales. 

Como último punto de este apartado, creo pertinente dar cuenta de que, a pesar de la 
relevancia de contenido de este derecho, hay una escasa recepción normativa latinoamerica-
na. Si bien existe un avance en su reconocimiento, podemos notar que su desarrollo ha sido 
forjado más como una consigna política y filosófica (Levenzon y Tedeschi, 2017) que como un 
derecho exigible dotado de instrumentos operativos que lo incorporen como derecho-deber. 
Con relación a la recepción en instrumentos internacionales, existen elementos normativos no 
vinculantes, como la Carta Mundial por el Derecho a la Ciudad, del año 2005. Este instrumen-
to condensa las elaboraciones de la sociedad civil a través de distintas instancias regionales y 
locales. La Carta consolida y da contenido al derecho a la ciudad, cumpliendo las finalidades de 
establecer una referencia para el diseño de políticas públicas, crear un paradigma para el orde-
namiento y el desarrollo territorial urbano con base en los derechos humanos, así como proveer 
un listado de los derechos y deberes de los agentes públicos y de los privados en la gestión 
urbana (Levenzon y Tedeschi, 2017).

La Carta define al derecho a la ciudad como: 

el usufructo equitativo de las ciudades dentro de los principios de sustentabili-
dad, democracia, equidad y justicia social. Es un derecho colectivo de los habi-
tantes de las ciudades, en especial de los grupos vulnerables y desfavorecidos, 
que les confiere legitimidad de acción y de organización, basado en sus usos y 
costumbres, con el objetivo de alcanzar el pleno ejercicio del derecho a la libre 
autodeterminación y un nivel de vida adecuado. (art.1.2)

Otro instrumento relevante es la Carta por el Derecho de las Mujeres a la Ciudad, del 
año 2012 (Foro Mundial de Mujeres, 2012), la cual demuestra la trayectoria de trabajo de nu-
merosas organizaciones a nivel mundial que buscan construir ciudades más justas, equitativas 
y democráticas desde el punto de vista de los feminismos. Esta carta tiene como antecedente 
la Carta Europea de la Mujer en la Ciudad (1995) y las declaraciones del Encuentro “Constru-



Fuegia. Revista de Estudios Sociales y del Territorio | Año 2026. Volumen IX. Número 1. | ISSN 2618-2335 | pp. 79-96

87M. Victoria Fernández. Reconfigurar el derecho a la ciudad: aportes desde la teoría feminista jurídica 
y la acción colectiva

yendo ciudades por la Paz” del año 2000 y la Declaración de Montreal sobre la seguridad de las 
mujeres en el año 2002 (Foro Mundial de Mujeres, 2012). Por último, y como antecedente más 
reciente que marca también el corte de esta investigación, en 2016 se desarrolló en la ciudad 
de Quito, Ecuador, la III Conferencia de Naciones Unidas sobre Vivienda y Desarrollo Urbano 
Sostenible, conocida como Hábitat III, donde se definió la Nueva Agenda Urbana (NAU) a nivel 
mundial. A la conferencia fueron convocados los Estados miembros de la Organización de las 
Naciones Unidas (ONU) y las partes interesadas pertinentes, incluidas organizaciones de la 
sociedad civil, gobiernos regionales y locales, profesionales, investigadoras e investigadores, 
instituciones académicas, fundaciones, sindicatos, así como organizaciones del sistema de las 
Naciones Unidas y las organizaciones intergubernamentales. De manera simultánea y en la 
misma ciudad, hubo dos espacios significativos que congregaron voces decisivas del activismo 
y de la academia, de organizaciones indígenas, de organizaciones de mujeres, de estudiantes y 
comunidad organizada en general. Uno fue el Hábitat III Alternativo, que tuvo lugar en la Facul-
tad Latinoamericana de Ciencias Sociales (FLACSO), y el otro fue Hábitat de la Resistencia III. En 
los tres eventos desarrollados al mismo tiempo, las feministas y los grupos de mujeres tuvieron 
una presencia relevante. 

Al indagar en la recepción constitucional de este derecho, encontramos dos países en 
Latinoamérica que lo han receptado como tal: Brasil y Ecuador. En el caso de Brasil, el dispara-
dor de las reformas legales fue la inclusión de un capítulo sobre transformaciones urbanas en 
la Constitución de 1988, el cual tuvo como objeto el reconocimiento de la función social de las 
ciudades y reafirmó la función social de la propiedad. Esto trajo como consecuencia la apro-
bación del Estatuto de la Ciudad en 2001, el cual ha repercutido en la sanción de numerosas 
leyes internas, tales como la reforma constitucional, que otorga la función social de la vivienda, 
la creación del Ministerio de Ciudades, entre otras que resultan centrales en las luchas de los 
movimientos sociales (Levenzon y Tedeschi, 2017).

En el caso de Ecuador, el primer instrumento que recepta el derecho a la ciudad es la 
Constitución Nacional de 2008 (art. 11), en el marco de un proceso de amplia participación 
popular, que se caracterizó por pronunciar un nuevo paradigma en el campo jurídico consti-
tucional, pues definió que tanto los derechos a la vivienda y al hábitat como el derecho a la 
ciudad y el medio ambiente se inscriben en el marco de los derechos del buen vivir (Levenzon 
y Tedeschi, 2017). 

Por último, al indagar en la recepción normativa argentina de este derecho, este no 
cuenta con jerarquía constitucional, como así tampoco se encuentra incorporado en la norma-
tiva nacional explícitamente. Una posible aproximación a su reconocimiento se encuentra en la 
Ley de Acceso Justo al Hábitat a nivel de la provincia de Buenos Aires.4 En el caso de la ciudad 
de Córdoba, no existe recepción normativa específica vinculada al derecho a la ciudad. A pesar 
de ello, podemos observar en la Constitución provincial dos derechos que se encuentran vin-
culados. Por un lado, el artículo 58, que refiere al derecho a la vivienda, y por otro, el artículo 
66, que define el derecho al medio ambiente y a la calidad de vida. Por su parte, encontramos 
normativa específica a nivel municipal de la ciudad de Córdoba que regula los diversos usos 
del suelo, y el patrimonio cultural, entre otras. No obstante, no se aborda el derecho a la ciudad 
específicamente. 

A partir de lo reseñado, se observa que la normativa específica del derecho a la ciudad es 
escasa en algunos casos, y en otros, inexistente, como sucede en Córdoba. Si bien encontramos 
aproximaciones que podríamos vincular a este derecho, no se encuentra receptado oportuna-
mente, y menos aún, su contenido y alcance. Esta ausencia de normativa específica contribuye a 

4  Ley de Acceso Justo al Hábitat, N.° 14.449, sancionada por la legislatura bonaerense en el año 2012 y reglamen-
tada en el año 2013. Boletín Oficial 27.156.
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reforzar los parámetros excluyentes y jerarquizantes que restringen el ejercicio de este derecho. 
Es por esto que considero pertinente indagar en aproximaciones que permitan dotarlo de con-
tenido a partir de experiencias situadas de mujeres y personas con identidades sexodisidentes, 
particularmente en la toma de la calle del Paro Internacional en la ciudad de Córdoba, Argentina. 

El ejercicio del derecho a la ciudad: el Paro Internacional en Córdoba

Tras haber realizado un recorrido sobre quienes desarrollan aportes para el estudio 
crítico de la categoría derecho a la ciudad, en particular del derecho a la ciudad en clave feminista, 
en el presente apartado se pretende analizar la experiencia situada del Paro Internacional de 
Mujeres, Lesbianas, Bisexuales, Trans, Travestis y No Binaries en la ciudad de Córdoba entre 
los años 2016 y 2020, desde las voces y miradas de integrantes de la ANUM y como forma de 
ejercicio feminista del derecho a la ciudad.

El 19 de octubre de 2016 fue convocado el primero de estos paros en la historia argen-
tina, de América Latina y del Caribe. La convocatoria en nuestro país surgió después de que 
ocurrieran siete femicidios en una semana y luego de un fin de semana en el que las mujeres 
fueron reprimidas en la marcha del XXXI Encuentro Nacional de Mujeres en Rosario, Argentina. 
Como respuesta, se lanzó una convocatoria en las redes sociales de manera autoconvocada, y 
las organizaciones de mujeres y feministas, entre ellas la Asamblea y el Colectivo Ni Una Me-
nos5 de la ciudad de Córdoba, organizaron un paro de una hora y movilizaciones masivas en la 
Argentina. Se llamó a parar durante una hora en todos los espacios formales e informales posi-
bles, sean laborales, educativos, domésticos, barriales, y se convocó a marchar. 

Es en esta articulación expansiva que organizaciones feministas de la Argentina deciden 
instalar en la agenda pública de los feminismos, precisamente en las acciones del 8 de marzo 
(Día Internacional de la Mujer), el Paro Internacional de Mujeres, que se amplió actualmente a 
Paro Internacional de Mujeres, Lesbianas, Trans, Travestis, No Binaries, Intersex y Bisexuales; 
acontecimiento que se expresó de este modo en las calles en el año 2017 y que contó con la 
adhesión de organizaciones de mujeres y feministas de más de 50 países.6 En el caso de Córdo-
ba, esta movilización y huelga quedó incorporada en la agenda feminista, la cual es coordinada 
por la ANUM desde 2015. 

Es necesario destacar que la visibilización masiva del movimiento feminista en la Argen-
tina, y en particular en Córdoba, tal como refieren las entrevistadas, tiene antecedentes fun-
dantes que permitieron y gestaron lo que conocemos como la primera marcha Ni Una Menos, 
entendiendo esta masificación del movimiento como parte de un proceso de larga trayectoria 
feminista, como lo señala una de las entrevistadas: 

Después del 2007 que fue el Encuentro Nacional, […] que se realizó en Córdo-
ba, […] nos seguimos juntando para organizar, por ejemplo, el 8 de marzo, el 25 
de noviembre, el 28 de septiembre, el tema del aborto. Bueno y previo a eso, 
cuando en Córdoba estaba conformado el Movimiento de Mujeres… (Integran-
te de la ANUM)

Este breve recorrido permite comprender, al menos, una parte de la genealogía de lu-
chas que dio lugar al Paro Internacional como acción donde se expone una radicalización del 
feminismo, o entendiéndolo como un proceso de mutua “contaminación” entre diferentes pro-

5  En la ciudad de Córdoba existe la Asamblea Ni Una Menos, que nuclea espacios feministas organizativos tales 
como organizaciones sociales del campo popular, autoconvocadas, sindicatos y partidos políticos para coordinar 
la agenda feminista, principalmente en relación con marchas y movilizaciones vinculadas a los distintos tipos de 
violencia que sufren las mujeres e identidades sexodisidentes.
6  Para ampliar información ver Bidaseca (2017). 
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cesos de luchas. Por un lado, la herramienta del paro puso de relieve el conflicto histórico y 
común en torno al trabajo, la precariedad, la feminización de la pobreza, la división sexo-ge-
nérica y la desigualdad en las tareas de cuidado, las condiciones laborales y el salario; y, por 
otro lado, habilitó que el movimiento feminista desplazara el problema de la violencia física y 
los femicidios como resultado de “relaciones pasionales” a un producto de una multiplicidad de 
relaciones asimétricas de poder (De la Vega y Fernández, 2023). En ese movimiento, como dice 
Gago (2019), se produjo una importante contribución a la interseccionalidad de las luchas y una 
conexión transnacional, de la violencia contra las mujeres e identidades sexodisidentes con las 
formas de explotación laboral, las luchas anticapitalistas y, también, con la tradición de luchas 
anticolonialistas. En la calle se encontraron, no solo sindicalistas y trabajadoras agremiadas, 
sino también organizaciones de base, organizaciones feministas y autoconvocadas. Una inte-
grante de la Asamblea Ni Una Menos, al referirse al Paro Internacional, así lo expresaba: 

se construyó multidimensionalmente, generacionalmente, en la amplitud de 
pensar mujeres y disidencias, […] Vos sabías que eras parte del mundo ente-
ro que estaba haciendo exactamente lo mismo. […]. Las experiencias que se 
levantaron en cada punto del mundo de manera coordinada, pero sin estar 
coordinadas […] esto que fue completamente desde abajo, generó todo esto. 
(Integrante de la ANUM)

La concreción del paro masificó, visibilizó y llevó a la esfera pública un debate que se 
venía dando entre las feministas alrededor de aquellas desigualdades identificadas en torno a 
lo que es considerado como trabajo. A la vez, se dio a través de una acción concreta y masiva 
de ocupación de la calle. 

Pensar en el significado que se le otorga al Paro Internacional en Córdoba y, en general, 
a las movilizaciones feministas en nuestro país, conduce a reflexionar sobre la acción perfor-
mática en el espacio público y el sentido de la toma de la calle que las entrevistadas construyen. 
A partir de esto, se pretende establecer una vinculación, o la ausencia de ella, con el ejercicio 
del derecho a la ciudad. Al respecto, surgen dos interrogantes sobre los cuales es preciso de-
tenerse: ante la multiplicidad de sentidos que admite este derecho, es preciso identificar si ha 
formado parte de los debates dentro de la ANUM y cuál es su contenido para las integrantes; 
y, en segundo lugar, qué características le otorgan al momento de la toma de la calle en el Paro 
Internacional. Todo ello con el fin de dilucidar la articulación entre estas dos categorías: derecho 
a la ciudad y toma de la calle. 

Al indagar con las entrevistadas sobre si en la ANUM se ha debatido sobre derecho a la 
ciudad, en su totalidad, ellas refirieron que, con el nombre de derecho a la ciudad, no. Se infiere 
entonces que la categoría en sí misma no es utilizada en el cotidiano de los debates asamblea-
rios ni en la agenda feminista. No obstante, algunas de las entrevistadas refieren conocer gru-
pos de arquitectas en la ciudad que se dedican a pensarla desde los feminismos, pero insisten 
en que es una visión desde la academia, el urbanismo y la arquitectura. A su vez, sostienen que, 
si bien no se ha trabajado con ese nombre en específico, entienden que muchas de las deman-
das en los debates asamblearios se vincularían de una u otra forma con este derecho, a pesar 
de no tener certezas de cuál es el contenido que efectivamente lo compone. Todo lo anterior 
nos permite aproximarnos a la afirmación de que no existe claridad de su alcance y contenido, 
o al menos, no existen deberes específicos exigibles que lo compongan. 

Entre las definiciones que dieron las entrevistadas de derecho a la ciudad se destacan, al 
menos, tres características que atraviesan todos los relatos y se conectan entre sí. La primera 
se construye a partir del consenso entre ellas de que el derecho a la ciudad está vinculado al 
acceso a los espacios públicos: “el derecho a la ciudad yo lo entiendo y nuestra organización lo 
entiende como el derecho al espacio público. El espacio público históricamente negado para 
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nosotras...” (Integrante de la ANUM). Otra, que se autopercibe como mujer trans, expresa que 
el ejercicio del derecho a la ciudad: 

tiene que ver con el acceso a los espacios públicos […] porque o estos es-
pacios no están preparados para cuerpos disidentes o para mallas disidentes, 
para trajes de baño para esos cuerpos disidentes, o para realidades disidentes, 
que tienen que ver con lo físico, ¿no? Entonces me parece que ese ejercicio se 
complejiza cuando no hay una sociedad o un Estado que lo regule o lo pueda 
garantizar… (Integrante de la ANUM)

La segunda característica se observa en que el acceso al derecho a la ciudad se materia-
liza a través de la posibilidad de transitar y ocupar esos espacios libremente, asociando la liber-
tad a la seguridad. Una de las entrevistadas sostiene que la ciudad debería ser “un espacio que 
potencie y que libere, y no que sirva para oprimir, como efectivamente sucede ahora”. Es decir, 
sentirse seguras al caminar por cualquier lugar de la ciudad sin que corra riesgo su integridad 
física y sexual, entendiendo esta posibilidad como trasversal y necesaria en todos los espacios 
públicos de la ciudad, tanto los céntricos como los periféricos. Así lo expresaba una integrante 
de la ANUM:

Se trata del derecho a circular, a andar y habitar la ciudad como espacio. Y lo 
primero que se me viene, tal vez desde un lugar relacionado, es la posibilidad 
de circular sin acoso, a la posibilidad de circular sin violencia, a la posibilidad 
de habitar la ciudad sin los riesgos que existen cuando somos mujeres, lesbia-
nas, bisexuales, travas, trans, que siempre el circular y habitar ciertos espacios 
públicos o ciertos lugares implica un riesgo. Implica miedos, implica temores. 
(Integrante de la ANUM) 

Surge de las entrevistas que ese tránsito seguro es más accesible cuando las condicio-
nes de habitabilidad de esos espacios públicos son apropiadas, lo que da cuenta así de la tercera 
característica. Principalmente, refieren a la necesidad de infraestructura y servicios tales como 
el buen funcionamiento del transporte público, espacios verdes, iluminación, etcétera. Así, una 
de las entrevistadas, al hablar sobre la inseguridad de los espacios, indica: “Una ciudad insegura 
en todo el sentido […], donde a los gobiernos no les interesa si hay iluminación, si no hay ilumi-
nación, si hay terrenos baldíos con árboles, oscuros, lugares en construcción desarmados donde 
pueden suceder muchas cosas…” (Integrante de la ANUM). 

A su vez, varias de las entrevistadas expresan que, ante la pregunta por el derecho a la 
ciudad, entra en cuestionamiento la intervención de las fuerzas policiales. Se preguntan si una 
mayor ocupación de la policía en el espacio de la ciudad es favorable, es decir, si eso efectiva-
mente las hace o no sentirse más seguras. 

También destacan que, si bien la calle es un espacio que les ha sido negado y que no 
existen políticas públicas a favor de pensar una ciudad feminista, son las mujeres e identidades 
sexodisidentes quienes la habitan de forma ininterrumpida y de diversas formas, haciendo alu-
sión a hechos históricos como los Encuentros Plurinacionales, las ollas populares en los cortes 
piqueteros del año 2001, las copas y comedores de los barrios populares, las tomas de tierra 
para exigir el derecho al hábitat; es decir, todas formas de ocupar los espacios públicos que 
fueron y son espacios liderados por mujeres e identidades sexodisidentes. 

A mí me parece que el derecho a la ciudad es el derecho al hábitat, al hábitat 
digno, pero también a ocupar los espacios, no sé, […], digo, tiene que ver con la 
posibilidad de expresarnos también en ese espacio público. Amamantar en un 
espacio público, de repente es eso, es la expresión, es la apropiación de esos 
espacios… (Integrante de la ANUM)
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No obstante, también indican que, si bien pueden transitar en la calle, lo hacen de forma 
limitada o no como quisieran, ya que existen restricciones implícitas, como los horarios durante 
los cuales circular, las zonas, las calles más o menos habitadas, entre otros aspectos que condi-
cionan el ejercicio de ese derecho. En términos de una de ellas:

ese tránsito por el espacio público es como un tránsito total y absolutamente 
condicionado, ¿no? Y condicionado por las mismas normas del machismo y del 
patriarcado. La principal es el miedo a la violencia y el miedo, no solamente a 
la violencia, sino a nuestra integridad física y a nuestra integridad sexual. (Inte-
grante de la ANUM) 

A la vez, algunas de ellas expresan que la restricción a este derecho es uno de los moti-
vos por los cuales nace la ANUM, es decir, la necesidad de poder caminar tranquilas sin miedo. 
Refieren que ese limitante no se les aplica solamente a las mujeres e identidades sexodisidentes, 
sino y principalmente en Córdoba, a los varones de sectores populares, quienes ven mucho más 
restringido este derecho en su cotidiano, pero por distintas razones vinculadas a la racialización 
clasista. Lo cual pone en evidencia que no solo existen marcas de género como creadoras de 
desigualdades en el ejercicio de este derecho, sino también otros sistemas de clasificación so-
cial que producen relaciones de poder dentro del territorio (Quijano, 2000). 

Sobre el segundo interrogante, que indaga acerca del momento de la toma de la calle en 
el Paro Internacional, primero se observa, al analizar las entrevistas, que la categoría de toma de 
la calle es utilizada para describir el momento de la marcha en el paro. Asimismo, algunas utili-
zan otros sinónimos, como “apropiación de la calle” y “ocupación del espacio público” de forma 
indistinta. Al indagar acerca de qué es aquello que nombran, una de las entrevistadas indica que 
“eso implica la toma de la calle, es decir, ocupar el espacio público para conquistarlo” (Integrante 
de la ANUM). En consonancia con esto, otra entrevistada agrega: 

me parece que la toma, la ocupación, ocupar las calles es poner en acto ese 
reclamo de que la ciudad también es nuestra. Digo, vos tenés un montón de 
discursos, ideas y reclamos y hay un acto único colectivo donde lo cristalizás. 
[…] es un acto simbólico y concreto a la vez, de visibilizar el derecho que tene-
mos a estar, transitar, ocupar la ciudad, y que la ciudad se tiene que amoldar a 
nosotras, y a todas las ciudadanes, les ciudadanes que viven ahí.

En ambos relatos surge la idea de tomar aquello que no es propio a partir de la apro-
piación colectiva, es decir, con la toma de la calle se busca conquistar el espacio público al cual 
no tienen acceso de forma libre y para todas las personas. Las entrevistadas refieren que el 
momento de tomar la calle es un acto simbólico en sí mismo y es una acción concreta donde 
se visibiliza el reclamo de sus derechos. Otro elemento central de los relatos es el cambio en 
los usos del espacio público, en tanto se habla de que, en ese momento, la calle “se tiene que 
amoldar a nosotras”, como lo expresa una de las entrevistadas. Es decir, se cambia la lógica para 
la cual ese espacio público fue creado, y se tracciona de acuerdo con las acciones que se llevan 
a cabo, ya sea marchar, realizar intervenciones, hacer una feria, etcétera. 

Cualquiera que haya formado parte de alguna movilización colectiva sabe que 
en las situaciones de marcha hay una apropiación de la calle y de sus usos de 
esos espacios. Y sobre todo, más allá de lo estructural, hay un peso simbólico. Y 
me parece que el derecho a la ciudad está vinculado con los usos y con quiénes 
son los que habitan esos usos… (Integrante de la ANUM)

Como señala Borja (2019), la ciudad se vuelve un espacio del cual es posible reapro-
piarse, entendiéndola como un espacio político, de disputa. A la vez que es un espacio que se 
está construyendo constantemente y de forma dinámica. Una de las entrevistadas, al relatar el 
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momento de la marcha, refiere que: 

La ciudad está pensada para que fluya toda la vida mercantil y ya el hecho de 
que vos tomes la calle y no dejes pasar colectivos le das otros usos. Es más, 
un escenario, un lugar de visibilización […] Es una masa de gente que supera 
cualquier lógica urbana ciudadana para la cual fue diseñado ese espacio… (In-
tegrante de la ANUM) 

Por ende, esa aparición concreta en la calle afirma e instala cuerpos (colectivos) en 
el campo político, que visibilizan su existencia plural en el espacio público y solicitan que se 
los reconozca, al tiempo que ejercen su derecho a la aparición, su libertad (Butler, 2017). Las 
entrevistadas asocian el ideal de libertad en el espacio público al de seguridad, característica 
que destacan del momento de la toma de la calle. Refieren entonces que, en ese momento de la 
marcha en el paro, al transitar en el espacio público, se sienten más seguras: “es fuerte la sensa-
ción de este es el único momento que me siento segura a la noche en el centro de Córdoba, digamos” 
(Integrante de la ANUM). 

Quienes forman parte del paro construyen este ideal de seguridad en los entornos ur-
banos a partir de habitar la calle junto con otras personas con quienes existe un vínculo de 
confianza y de conocimiento mutuo (Young, 2000), a partir de la lucha compartida del paro. 
Es de destacar que esa confianza en el cuerpo colectivo, en muchos casos, está tramada de 
forma previa por formar parte de las asambleas o por compartir espacios organizativos, pero 
en la mayoría de los casos se construye en ese momento, en el saberse parte del movimiento 
feminista en sí mismo. 

La toma de la calle también tiene como característica la visibilización del movimiento 
feminista y de la calle como escenario: “rompemos con la idea de la mujer en el espacio privado, 
o de las disidencias en el closet. Digo, como todo lo que no se muestra. Y nos mostramos y nos 
manifestamos y ocupamos la calle”, “… me parece que también es muy simbólico y muy fuerte, 
estamos saliendo a la calle para hablar de cosas que nos pasan adentro de nuestras casas ¿no?” 
(Integrante de la ANUM). 

Como surge de los relatos, la visibilización se vuelve una acción política en sí misma, 
pero a la vez, esa acción política tiene otros componentes que se integran por los reclamos 
concretos de la ANUM y que se exigen en la calle, es decir, es una “forma de ejercer política 
ocupando el espacio público, sacar el reclamo a las calles”, aunque también mencionan que no 
es ni debe ser la única forma (Integrante de la ANUM). 

Al mismo tiempo, en el análisis de las entrevistas se observa otra característica, que es 
la organización previa de la acción de la toma; como señala una de las integrantes de la ANUM, 
existe una acción concreta para irrumpir y sorprender, y ese despliegue en la calle está organi-
zado, planificado y lleva inmerso los antecedentes de los encuentros plurinacionales, del resto 
de las marchas de la agenda feminista, entre otras acciones del movimiento. En sus palabras:

entonces, cuando aparece todo este movimiento imponente, vos te das cuenta 
de que hay una potencialidad enorme, que no nace de manera repentina. […] 
Hubo detonantes, pero hubo una construcción desde años que siempre estuvo 
muy vigente en nuestro país, que también tuvo que atravesar toda la experien-
cia del Encuentro Nacional y demás. (Integrante de la ANUM)

A partir del recorrido realizado, es posible observar los elementos que componen la 
toma de la calle para las entrevistadas; así, es posible identificar aproximaciones para la cons-
trucción colectiva y situada de esta categoría teórica desde la experiencia del Paro Internacio-
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nal en la ciudad de Córdoba y como forma de ejercicio del derecho a la ciudad. Podríamos decir, 
entonces, que entre los principales elementos que integran esta categoría se observa que la 
toma de la calle es una acción concreta y simbólica de ocupación de un espacio público que no 
se identifica como propio, en el que se irrumpe: 

pensar la ciudad, no como una cosa ajena, abstracta, sino como un producto 
social. Y que nosotras somos parte y la hacemos todo el tiempo, la rehacemos y 
la resignificamos. Porque es nuestra, ¿no? Entonces tiene nuestras marcas, tie-
ne nuestra denuncia, tiene nuestro reconocimiento. (Integrante de la ANUM)

A partir de esa apropiación, surgen cambios en los usos del espacio público, el cual se 
performa en función de los deseos y prácticas de quienes lo toman; todo lo cual convierte a 
este espacio irrumpido, fronterizo de lo público, en un espacio seguro y de tránsito con libertad. 
A su vez, la masificación de la acción permite la demostración de fuerza feminista. Y la visibili-
zación de un cuerpo colectivo en la calle deviene en método a la vez que objetivo como acción 
política en sí misma.

Todo el sistema de la ciudad también es patriarcal, ¿no?, los días que salimos a 
las marchas hay una cuestión ahí de empoderarnos, de caminar por la calle, de 
ser, de sentirnos libres, de tomar la calle, como no lo hacemos en el cotidiano. 
Entonces estamos juntas, caminamos por el medio de la calle, si alguien nos gri-
ta, le contestamos, […] yo creo que las marchas tienen mucho ese componente, 
de un ritual de liberación. (Integrante de la ANUM)

A modo de cierre

A lo largo del artículo se han podido vislumbrar algunos resultados de la investigación, 
de la cual surgen elementos comunes acerca de lo que las entrevistadas entienden por el de-
recho a la ciudad y cómo la toma de la calle en el Paro Internacional deviene una forma de su 
ejercicio. Cabe aclarar que esta forma no busca agotar las posibilidades de ejercicio de este 
derecho, sino más bien identificar elementos concretos que tiendan a ensanchar sus bases de 
comprensión a partir de la experiencia feminista del Paro Internacional. Si bien esta moviliza-
ción no es realizada de manera explícita con el fin de ejercer el derecho a la ciudad, contiene de 
manera contundente elementos definitorios que hacen a una manera de habitar la ciudad en 
clave feminista. En definitiva, el propósito de este texto no es el de elaborar conceptos cerra-
dos ni estáticos, sino brindar aportes para pensar este derecho de forma situada a un contexto 
específico, desde prácticas particulares y de forma dinámica y heterogénea. La motivación de 
esta indagación radica en entender a la ciudad como escenario que no busca homogeneizar ni 
universalizar, sino reconocer y albergar múltiples formas de vida y diversidad de identidades 
para, a partir de la visibilización de las desigualdades y opresiones, transformar las condiciones 
de existencia actuales. 
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Resumen
Este artículo analiza la competencia geopolítica entre Estados Unidos y China por el control 
de minerales críticos en el contexto de la transición energética, centrándose en las cadenas de 
suministro del litio. Se sostiene que el aumento de la demanda de minerales estratégicos ha 
impulsado procesos de securitización de las políticas energéticas e industriales, lo que vincula la 
transición energética con dinámicas de disputa hegemónica en el sistema internacional. A partir 
de un enfoque que combina aportes del análisis del sistema-mundo y la literatura sobre cadenas 
globales de valor, se comparan las estrategias adoptadas por ambos países para asegurar el ac-
ceso y control de los recursos. Metodológicamente, el estudio adopta un enfoque comparado 
basado en el análisis documental de políticas públicas, informes de organismos internacionales, 
reportes empresariales y literatura especializada, que se complementa con las trayectorias de 
empresas líderes del sector como Tianqi Lithium, Ganfeng Lithium y Albemarle, evaluadas se-
gún su participación en la extracción, el refinamiento y sus alianzas e inversiones estratégicas. 
Los resultados muestran que China ha consolidado una estrategia de integración vertical en la 
cadena de valor del litio, apoyada en planificación estatal e internacionalización empresarial, 
mientras que Estados Unidos presenta una inserción más fragmentada y dependiente.

Palabras clave: China; Estados Unidos; Cadenas de Suministro; Minerales Críticos; Securitiza-
ción; Resiliencia

Abstract
This article analyzes the geopolitical competition between the United States and China over 
the control of critical minerals in the context of the energy transition, focusing on lithium su-
pply chains. It is argued that the growing demand for strategic minerals has driven processes of 
securitization in energy and industrial policies, linking the energy transition with dynamics of 
hegemonic dispute in the international system. Drawing on an approach that combines insights 
from world-systems analysis and the literature on global value chains, the article compares the 
strategies adopted by both countries to secure access to and control over these resources. 
Methodologically, the study adopts a comparative approach based on documentary analysis 
of public policies, reports from international organizations, corporate reports and specialized 
literature, complemented by the examination of the trajectories of leading companies in the 
sector, such as Tianqi Lithium, Ganfeng Lithium, and Albemarle, assessed in terms of their par-
ticipation in primary extraction, refining capacity, and strategic alliances and investments. The 
results show that China has consolidated a vertically integrated strategy across the lithium 
value chain, supported by state planning and corporate internationalization, while the United 
States exhibits a more fragmented and dependent position.

Keywords: China; United States; Supply Chains, Critical Minerals; Securitization; Resilience
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Introducción1

Según la Agencia Internacional de la Energía (IEA, por sus siglas en inglés), el avance 
hacia modelos productivos bajos en carbono ha convertido a minerales como el cobre, el co-
balto, el litio y las tierras raras en insumos claves para el desarrollo de tecnologías vinculadas a 
la electromovilidad, al almacenamiento de energía y redes eléctricas (2021). En un contexto de 
crecientes tensiones internacionales, el aseguramiento de estos recursos ha impulsado un giro 
hacia políticas proteccionistas y una reconfiguración de las agendas de seguridad económica.

El control de China sobre el procesamiento y refinamiento de minerales intensificó los 
conflictos y las tensiones comerciales, políticas y económicas con los Estados Unidos, que en 
los últimos años comenzó a percibir al ascenso de China como una amenaza a su hegemo-
nía económica y tecnológica (Department of Defense, 2018). Este escenario, además de una 
disputa comercial y de recursos, evidencia los cambios estructurales que está atravesando el 
sistema mundial dadas las crisis económicas, ecológicas y políticas que dificultan la resolución 
multilateral de los conflictos (Fornillo, 2023). La reconfiguración del sistema lleva a las potencias 
a securitizar sus agendas ambientales y de acceso a recursos, dando mayor prioridad al fortale-
cimiento resiliente de sus cadenas de suministro (Trombetta, 2019, 2023).

La creciente volatilidad internacional llevó a que los minerales sean parte de las agendas 
de seguridad y a la implementación de medidas como el onshoring, nearshoring y el friendshoring 
como prácticas de relocalización productiva (Treacy, 2025). Estas prácticas se enmarcan dentro 
de lo que Rodrik denomina nueva fase de capitalismo productivista, en detrimento del neolibe-
ralismo imperante durante la globalización comercial y financiera (De Catheu, 2022).

Este panorama se da en un escenario de declive relativo de las capacidades norteame-
ricanas y en una etapa signada por la reconfiguración del sistema internacional y el desplaza-
miento del eje productivo global (Arrighi, 1999, 2007). La transición energética y el avance de 
la digitalización y la electromovilidad constituyen una nueva forma de expansión del capital, ya 
no centrado en las economías del Atlántico Norte, sino en China.

En este contexto, el presente trabajo analiza comparativamente las estrategias desple-
gadas por China y Estados Unidos para garantizar el abastecimiento y control de minerales 
críticos y tierras raras, y se focaliza en las cadenas de suministro del litio en el marco de la 
transición energética y la creciente securitización de las cadenas de valor. El objetivo general 
consiste en examinar cómo ambas potencias articulan sus políticas de seguridad nacional, resi-
liencia estratégica y desarrollo tecnológico para consolidar su predominancia en estos espacios, 
en un escenario de creciente rivalidad y disputa por el liderazgo tecnológico.

La competencia por los minerales críticos no se limita al acceso a los recursos naturales, 
sino que también depende de la capacidad de los Estados para articular estrategias de interna-
cionalización empresarial, integración vertical y dominio de los segmentos de procesamiento y 
refinamiento de las cadenas de valor. En este sentido, sostenemos que el liderazgo de China en 
las cadenas de suministro de minerales críticos, articulado a partir de una política de Estado de 
largo plazo, ha dejado a Estados Unidos en una situación de vulnerabilidad estructural. Como 
respuesta, Washington adoptó medidas de relocalización y diversificación de sus fuentes de 
suministro para reforzar su autonomía estratégica.

Metodológicamente, el trabajo adopta un enfoque cualitativo con diseño comparado, cen-
trado en el análisis de las políticas estatales y empresariales vinculadas al sector litífero. Se anali-

1  El autor agradece a Mariano Treacy por los comentarios, lecturas e intercambios realizados. Cualquier error u 
omisión es de mi exclusiva responsabilidad.
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zan comparativamente las trayectorias de Tianqi Lithium (Ch), Ganfeng Lithium (Ch) y Albemarle 
(EE. UU.), que, como actores, muestran las distintas formas de inserción internacional y articulación 
entre Estado e integración productiva. La selección de estas firmas responde a: (1) su predominan-
cia en el mercado global de litio;2 y (2) los modelos diferenciados de gobernanza de las cadenas de 
suministro y los modelos impulsados por ambas potencias para asegurar el acceso al recurso.

Para evaluar el grado de control e inserción en las cadenas de suministro, se consideran 
tres unidades de medición: la participación en la extracción primaria, la capacidad instalada de 
refinamiento y las alianzas e inversiones estratégicas establecidas. Para el análisis y reconstruc-
ción del caso, se utilizan fuentes primarias y secundarias, incluyendo documentos oficiales, re-
portes empresariales, informes de organismos internacionales y literatura académica especiali-
zada. El análisis se circunscribe a tres firmas líderes y al período reciente, basándose en fuentes 
documentales públicas, lo que delimita su alcance empírico y no permite generalizaciones para 
el conjunto de la industria ni incorpora otras dimensiones de los procesos analizados.

Teóricamente, el trabajo articula el enfoque del sistema-mundo (Wallerstein, 2005, 2017), 
la teoría de los ciclos sistémicos de acumulación (Arrighi, 1999, 2007), la noción de securitización 
(Trombetta, 2019, 2023) y debates recientes sobre la reconfiguración del capitalismo global (Rodrik, 
en De Catheu, 2022). Esta combinación sitúa la disputa de manera transversal entre la agenda 
energética, la seguridad nacional y la competencia hegemónica, considerando tanto los aspectos 
estructurales del sistema internacional como las acciones concretas de los actores estatales.

El artículo se estructura en cuatro secciones. En primer lugar, se abordan las caracterís-
ticas de los minerales críticos y su creciente importancia en los procesos económicos, así como 
la relación entre los ciclos de acumulación y la disputa por recursos. En segundo lugar, se analiza 
el rol de las cadenas de valor como espacios de competencia y se comparan los enfoques de 
China y de los Estados Unidos en materia de acceso a minerales y relocalización productiva du-
rante los años de la administración Biden (2021-2025). Finalmente, se examinan las trayectorias 
de inversión de las principales empresas del sector del litio como caso representativo de esta 
disputa y de las distintas formas de articulación público-privada.

Minerales críticos y reconfiguraciones en el sistema-mundo capitalista

Definición y características generales de los minerales críticos

La creciente dependencia de las economías respecto de los minerales críticos y las tie-
rras raras ha generado un escenario en el que garantizar el acceso al suministro resulta indis-
pensable para sostener el dinamismo industrial y fortalecer el liderazgo en el ciclo de acumula-
ción. En este marco, tanto Estados Unidos como China han declarado ciertos minerales como 
críticos, ya que una interrupción en el suministro podría paralizar sectores estratégicos.

Si bien no existe un consenso sobre la definición de los minerales críticos, su clasifica-
ción depende de las necesidades sociales y de la disponibilidad del suministro en un contexto 

2  Junto con las tres firmas seleccionadas, existen otras empresas líderes del sector, como Rio Tinto (Reino Uni-
do-Australia), SQM (Chile), POSCO (Corea del Sur), Pilbara Minerals (Australia), entre otros actores de relevancia 
global. Sin embargo, si bien varias de estas empresas mantienen vínculos comerciales y financieros con Estados 
Unidos y/o China en el marco de estrategias de friendshoring, no fueron incluidas en el análisis debido a que no 
constituyen empresas de capital estadounidense ni chinas. En el caso de EE. UU., Albemarle es la única empresa 
de capital nacional con relevancia global en el sector, puesto que Livent se fusionó con Allkem, dando origen a Ar-
cadium Lithium, empresa posteriormente adquirida por Rio Tinto en marzo de 2025 por 6700 millones de dólares 
(Rio Tinto, 2025). En función del diseño comparado del estudio, se priorizaron actores directamente vinculados a 
ambos Estados, en tanto permiten observar de forma precisa las estrategias estatales de inserción y control en las 
cadenas globales de litio.
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determinado. Para evaluar su criticidad, se toman como parámetros las perspectivas económi-
cas, la resiliencia de la cadena de suministro y aspectos tecnológicos, geopolíticos y geológicos, 
como la volatilidad del mercado, el impacto ambiental y la disponibilidad de reservas (Hendri-
wardani y Ramdoo, 2022).

Las complejidades en la extracción y procesamiento presentan desafíos múltiples: entre 
ellos, destacan la concentración geográfica de los recursos en pocos países, las tensiones con las 
poblaciones locales y las restricciones ambientales. Estos factores, junto con los riesgos geopo-
líticos como el proteccionismo, los shocks externos y la inestabilidad social y política, agravan su 
criticidad (Agencia Internacional de Energías Renovables por sus siglas en inglés: [IRENA], 2023).

En consecuencia, la criticidad de los minerales no responde únicamente a la disponibilidad 
geológica, sino también a la fragilidad del abastecimiento, lo que refuerza la importancia que los 
Estados atribuyen a la seguridad del suministro en el marco de la reconfiguración de la economía 
global. Así, según el Departamento de Estado de los Estados Unidos (2023), la lista asciende a 50 
minerales cuya interrupción en el abastecimiento afectaría las capacidades estratégicas naciona-
les, mientras que, en el caso de China, según el Plan Nacional de Recursos Minerales (2016-2020), 
la cifra asciende a 24 minerales (Ministry of Land and Resources of the People’s Republic of China, 
2016). Esta disparidad refleja, en parte, la urgencia con la que ambos Estados buscan proteger sus 
sectores industriales frente a posibles shocks externos. La composición de ambas listas de mine-
rales críticos puede consultarse en la tabla presentada en el Anexo 1.

Demanda de minerales para la transición

Según la IEA, muchos de los minerales verán duplicada su demanda, por lo que su con-
sumo mantendrá una tendencia constante y al alza. Se prevé que la demanda del litio pueda 
crecer hasta 42 veces; la del grafito, 25; cobalto, 21; níquel, 19; manganeso, 8; tierras raras, 7; 
cobre, 2,7; y silicio, 2,3 para el año 2040, tan solo en la fabricación de baterías y autos eléc-
tricos, sin contar la demanda para la producción de otras energías (IEA, 2021). Esta situación 
impulsa a los países desarrollados a mostrar un interés creciente en los principales productores 
y reservas de minerales a nivel mundial, con el objetivo de garantizar un suministro constante 
de estos recursos y proteger su seguridad nacional y económica.

La transición energética se presenta como un medio para mantener al sistema económi-
co y su dinámica de acumulación a partir de economías verdes y sustentables con el fin de llegar 
a cero emisiones netas3 (Gimeno y Gonzáles, 2022). La inclusión de minerales en esta etapa de 
innovación productiva redujo los precios de las energías renovables en la última década, lo que 
impulsó una transformación en el capitalismo global. La inversión en mejoras tecnológicas re-
configuró el entramado de las cadenas globales de valor (CGV), lo que dio lugar a la ampliación 
la participación de las grandes empresas en las etapas de extracción, refinación y producción 
(IRENA, 2019a). Esta tendencia llevó a un aumento de la competencia y un giro hacia un modelo 
productivista de acuerdo con el cual el acceso a minerales y la consolidación de capacidades 
industriales se han vuelto un factor clave en la competitividad económica, política y hegemó-
nica global.

El concepto de productivismo propuesto por Rodrik (en De Catheu, 2022) sostiene que 
la hiperglobalización ha comenzado a disiparse, lo que ha dado lugar a un paradigma en que la 
seguridad, la política industrial y el localismo son más relevantes que las finanzas y el globalis-
mo. Según el autor, esta lógica domina la agenda global de las principales potencias y configura 

3  Fressoz (2024) señala que, en la práctica, lo que se observa es un patrón de acumulación que no reemplaza fuen-
tes energéticas previas, sino que expande la matriz preexistente. De este modo, en lugar de una transición energé-
tica propiamente dicha, se genera una expansión energética que superpone renovables con combustibles fósiles.
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un escenario de desconfianza y, en el caso de Estados Unidos y China, un juego de suma cero. 
Desde una perspectiva sistémica, el productivismo es la respuesta estatal llevada a cabo ante 
la crisis de rentabilidad de la globalización financiera.

Para sostener este modelo productivista basado en la innovación tecnológica, el acceso 
a los recursos se vuelve esencial, lo que posiciona al Sur Global como el espacio donde se con-
centran las principales reservas de minerales utilizados en baterías, redes eléctricas y vehículos. 
En general, la industria está concentrada y dominada por unas pocas multinacionales que ope-
ran en el conjunto de países, ya que poseen recursos y capacidades productivas, por lo que con-
trolan una parte importante de la producción y, por ende, del comercio mundial (IRENA, 2023). 
El hecho de que China predomine en las cadenas genera un aumento de las tensiones debido 
a la creciente securitización de las agendas de transición. La Tabla N° 1 permite visualizar las 
asimetrías existentes entre la localización de la extracción y las capacidades de refinamiento 
de los principales minerales críticos, que evidencian la concentración de los procesos de mayor 
valor agregado en territorio chino.

Tabla N° 1: Principales productores y refinador de minerales seleccionados

Minerales Principales productores Principal refinador en %

Cobalto República Democrática del Congo (RDC) (75,8 %), Indonesia (9,6 %) y Rusia (3 %) China (67 %)

Cobre Chile (23 %), RDC (14,3 %) y Perú (11,3 %) China (44,4 %)

Grafito China (79,3 %), Madagascar(5,5 %) y Mozambique (4,6 %) China (100 %)

Litio Australia (36,6 %), Chile (20,4 %) y China (17 %) China (57 %)

Níquel Indonesia (59 %), Filipinas (9 %) y Rusia (5,6 %) China (35 %)

Tierras 
raras China (69 %), Estados Unidos (11,5 %) y Birmania (7,9 %) China (85 %)

Fuente: Elaboración propia con base en U.S. Geological Survey (2025) e IEA (2021).

Las asimetrías existentes entre la extracción y el refinamiento de los minerales críticos 
forman parte de la dinámica misma del sistema-mundo moderno; esto es producto de una lógi-
ca sistémica en la cual la inserción de un Estado en los eslabones centrales depende de su ca-
pacidad para gestionar los procesos de mayor complejidad tecnológica e industrial. A diferencia 
de la dispersión geográfica que caracteriza a la producción primaria, distribuida entre distintos 
países del Sur Global, China ha logrado consolidar su dominio en el refinamiento de minerales. 
En este escenario, la debilidad de Occidente responde a una limitada capacidad industrial pro-
pia, lo que dificulta su desacople de las cadenas de suministro que se articularon en torno a 
China en las últimas décadas.

Ciclos sistémicos, hegemonía y securitización de las cadenas de valor

La disputa por los minerales críticos puede comprenderse desde la perspectiva del sis-
tema-mundo y de los ciclos sistémicos de acumulación (CSA). Siguiendo a Arrighi (1999), estos 
ciclos estructuran la economía global a través de agencias gubernamentales y empresas líderes 
en dos fases: una de expansión material (centrada en la producción e innovación) y una de ex-
pansión financiera (cuando la rentabilidad decae y el capital se vuelca a la especulación). Desde 
la década de 1970, y tras la crisis de 2008, el sistema transita la fase descendente y de financia-
rización del ciclo hegemónico estadounidense.
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Sin embargo, el momento histórico en curso requiere ciertas precisiones, dado que exis-
ten diferencias dentro del propio enfoque sistema-mundo respecto del rol de China: el debate 
central radica en si presenciamos una transición hegemónica clásica o un cambio de sistema 
histórico y una transición histórico-espacial profunda (Merino, 2024). Por un lado, la perspec-
tiva de Wallerstein (2005) sostiene que el sistema transita una crisis estructural que impide 
restablecer el equilibrio dinámico del sistema, llevándolo a un punto de bifurcación. Bajo esta 
perspectiva, el ascenso de China no consolidaría un nuevo hegemón estable, ya que su propio 
modelo encontraría una creciente resistencia política externa, a la vez que grandes dificultades 
para sostener los niveles de demanda interna, dadas las limitaciones del sector financiero y pro-
ductivo (Wallerstein, 2017), lo cual limita su capacidad para sostener la acumulación de capital 
a escala global.

Por su parte, Arrighi (2007) interpreta el ascenso de China como el inicio de un nuevo 
ciclo sistémico de acumulación. Este ascenso es la contracara de la crisis hegemónica de Esta-
dos Unidos, signada por la sobreacumulación, la financiarización y la ineficiencia de sus grandes 
empresas. Frente a este declive, el éxito chino radica en un modelo productivo basado en la ex-
pansión industrial, la planificación estatal y la construcción de redes productivas articuladas al 
mercado global, que sienta las bases para una nueva fase de expansión material a escala global 
(en Merino y Narodowski, 2020).

La noción arrighiana de los CSA permite interpretar cómo la articulación público-priva-
da impulsada por China en torno al control de minerales críticos puede entenderse como una 
de las bases materiales de una nueva expansión productiva asociada a la transición energética. 
En este contexto, las múltiples crisis del sistema han desarrollado un escenario de incertidum-
bre caracterizado por el estancamiento de la globalización y la profundización de la disputa 
entre Beijing y Washington (Fornillo, 2023).

Uno de los principales espacios donde se materializa esta disputa son las CGV, que 
describen al conjunto de actividades productivas fragmentadas en torno a un bien, desde su 
concepción inicial hasta su consumo final (Gereffi y Fernández Stark, 2019; Treacy, 2021a). Si 
bien durante el auge de la globalización estas fomentaban la interdependencia, la actual pug-
na hegemónica transformó sus estructuras debido a la competencia por los recursos, lo que 
impulsó la búsqueda de una mayor autosuficiencia, al reactivar las políticas industriales, un 
creciente proteccionismo y un mayor desacople de las economías (Irwin, 2023; Evenett et al., 
2024; Solingen, 2025).

Dado que el dominio de estos entramados productivos y el desarrollo de nuevas capa-
cidades tecnológicas dependen de la extracción de minerales, las naciones líderes han optado 
por securitizar su política climática y energética. La securitización permite identificar amena-
zas y justificar medidas excepcionales en pos de la seguridad nacional que en otros contextos 
resultarían costosas o inviables (Trombetta, 2019). A través de este mecanismo, las potencias 
impulsan agendas de Estado centradas en la resiliencia; es decir, en la capacidad de mitigación y 
adaptación frente a shocks externos, haciendo que la autonomía estratégica de los entramados 
productivos prime por sobre la interdependencia (Trombetta, 2023; Zhou y Månberger, 2024).

Cadenas de valor de minerales críticos

En este escenario de disputa hegemónica, las cadenas globales de valor de minerales 
críticos se transformaron en espacios centrales de la rivalidad. La extracción de estos recursos 
recae en unas pocas naciones del Sur Global, lo que convierte a la región sudamericana en par-
te de la competencia geopolítica (Bilmes et al., 2025), mientras que las etapas de mayor valor 
agregado, como el procesamiento, refinamiento e industrialización, se encuentran dominadas 
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por firmas chinas. En efecto, el gigante asiático controla la mayor parte del procesamiento quí-
mico y concentra más del 70 % de la capacidad de producción mundial de baterías de ion-litio 
(Bhutada, 2023; Bilmes et al., 2025).

Este liderazgo ha suscitado preocupaciones respecto de la seguridad nacional de los 
Estados Unidos, que mediante su agenda de seguridad y estrategias nacionales busca reducir 
la dependencia de productos y minerales provenientes de China. El país logró consolidar esta 
posición por medio de su rápida inserción en las nuevas energías y la promoción de conglome-
rados empresariales a través de fusiones y adquisiciones (Treacy, 2025).

Tras décadas de implementación de sus planes quinquenales y políticas como Go Out, 
Made in China 2025 (MiC25) e Iniciativa de la Franja y la Ruta (BRI, por sus siglas en inglés), Chi-
na se afianzó como un actor central en el sector. Su inserción en las cadenas de valor, así como 
la orientación de sus inversiones en infraestructura e investigación en minería, ha permitido 
que el país domine el paradigma tecnológico. Esto se manifiesta en su capacidad de liderar la 
producción y el refinamiento en etapas iniciales del proceso productivo, así como el desarrollo 
de vectores tecnológicos en las etapas finales (Gehrke y Smekens, 2022; Bajpaee, 2023). Esto 
motivó la desconfianza de las potencias transatlánticas e impulsó a Washington a forjar alianzas 
para contrarrestar la influencia china en mercados clave del Sur Global, donde el país asiático 
mantiene un despliegue geoestratégico central, primordialmente en África, América Latina y 
Oceanía (Uhlendorff, 2019; Bajpaee, 2023).

Política exterior de China y Estados Unidos

Política exterior de la República Popular China (2013-2024):
De la Go Out Strategy a la BRI: estrategias de política exterior de la RPCh

Desde comienzos del siglo, China ha articulado iniciativas globales para garantizar su 
desarrollo interno y abandonar su rol de “fábrica del mundo”. La denominada Go Out promovió 
la inversión de empresas en sectores como energía, alimentos e infraestructura (Treacy, 2023). 
Esta política se profundizó en 2013 con el anuncio de la BRI, que tiene como objetivo estimular 
e integrar los mercados y el flujo de capitales, bienes y servicios entre regiones como Oriente 
Medio, Europa y América Latina (Treacy, 2021b, 2023). En la actualidad, integran la BRI 150 
países y 30 organizaciones internacionales, con un financiamiento superior al billón de dólares 
entre 2013 y 2023. En el último año, el 68 % de las inversiones se destinaron a energía (31 %), 
transporte (16 %) y a metales y minería (21 %) (Nedopil, 2024).

En el marco de la BRI, se ha promovido una agenda de transición verde como respuesta 
a las críticas internacionales por sus inversiones en plantas de carbón, que en 2018 represen-
taron el 42 % de su inversión energética (IRENA, 2019b; Ma et al., 2019). Ante este desafío, el 
país impulsó la estructuración de un sistema de inversión sostenible a partir del concepto de 
civilización ecológica, para promover el uso eficiente de los recursos naturales y energéticos, la 
reducción de emisiones de carbono y la construcción de infraestructura de “protección ambien-
tal en sectores como el transporte ecológico, la construcción ecológica y la energía limpia” (Belt 
and Road Portal, 2017).

Según dicho informe, China disminuyó ligeramente sus inversiones en petróleo y gas y 
aumentó su inversión en energías verdes, que alcanzó los 7900 millones de dólares en el año 
2023.4 La importancia estratégica de la participación en metales y minerales creció un 158 %, 
mientras que en tecnología, un 1046 %, con lo que pasó a liderar así la transición a una econo-

4  Según el informe, los fondos destinados al petróleo y al gas tuvieron una reducción en comparación con años 
anteriores, y alcanzaron de manera conjunta el monto total de 15.700 millones de dólares (Nedopil, 2024).
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mía baja en emisiones. Algunos de los principales capitales chinos que están invirtiendo a través 
de la BRI son empresas ligadas a la electromovilidad y a los minerales, como CATL (15,2 %), 
Zixing Mining (10,8 %), China Molybdenum (5,4 %), Minmetals (5,1 %) GEM (3,3 %), Hailiang 
(2,3 %) y BYD (1,4 %), entre otras (Nedopil, 2024). Esta orientación revela que la BRI opera 
como uno de los instrumentos centrales de la expansión material del ciclo sistémico chino, que 
asegura el acceso a los recursos que sostienen su modelo productivo.

En América Latina, la presencia de China se dio principalmente a partir de la fusión 
y adquisición de empresas y la compra de recursos naturales. Las dificultades crediticias del 
subcontinente llevaron también al desarrollo de acuerdos financieros respaldados en recursos, 
con lo cual se estableció una mayor presencia en la región y una relación más estrecha entre los 
gobiernos (Myers, 2020). En su conjunto, la iniciativa refuerza los intereses estatales mediante 
la interdependencia económica y se retroalimenta con el Made in China 2025 para fortalecer 
su mercado interno.

Made in China 2025 como política de escalamiento productivo

El MiC25 integra el desarrollo de industrias verdes e inteligentes con el objetivo de po-
sicionar a China como actor central en la agenda global del cambio climático, en línea con los 
planes quinquenales XIII y XIV (China’s 13th Five-Year Plan).

Estas iniciativas promueven el desarrollo sostenible y la descarbonización de industrias 
como la automotriz y el sector energético, dado que apuestan por la modernización industrial, 
de la infraestructura y un mayor escalonamiento en las CGV, producción y extracción de mine-
rales (Kejsefman y Sánchez, 2022). El propósito es establecer un sistema de fabricación susten-
table para liderar las nuevas industrias a nivel mundial. Así, China espera dominar el paradigma 
automovilístico eléctrico junto con la industrialización de tecnologías como baterías, motores 
de conducción y de combustión eficiente (PRC State Council, 2015).

La conformación conjunta de estos planes constituye la gran estrategia del país para 
situarse a la vanguardia de las energías renovables, de la robótica, la exploración espacial y la 
biotecnología, entre otras (Schulz y Harwig, 2024). Al alinear su agenda nacional e internacional, 
el país construye una marca global multilateral, y se erige como el actor dinamizador del nuevo 
ciclo de acumulación.

Estrategia nacional de los Estados Unidos

Estados Unidos, desde la Segunda Gran Guerra, ha establecido reservas estratégicas de 
minerales para su industria con el fin de garantizar suficientes recursos en contextos internacio-
nales adversos (Uhlendorff, 2019). Los distintos Ejecutivos incluyeron la crisis climática en sus 
agendas, considerándola como una amenaza para la seguridad interior y exterior en el ámbito 
ecológico, económico y militar (Bruckmann, 2012; Estenssoro et al., 2022). Bajo esta lógica, tan-
to George Bush (2001-2009) como Barak Obama (2009-2017) promovieron en sus Estrategias 
de Seguridad Nacional la necesidad de controlar las cadenas de recursos críticos para garantizar 
la seguridad económica y nacional (Bruckmann, 2012).

Durante la administración Obama, el desarrollo de las capacidades económicas e in-
dustriales de China se percibió como un problema para los intereses norteamericanos, lo que 
motivó el inicio de una política de contención en la región del Indo-Pacífico (Zelicovich y Yamin, 
2024). Por su parte, Trump intensificó la confrontación con China, con la firma de las Órdenes 
Ejecutivas (OE) 13.817 (2017) y 13.953 (2020) (Treacy y Vallica, 2026) que, junto con el informe 
del Departamento de Defensa (2018), alertaron sobre la necesidad de redefinir la organización 
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y la resiliencia de las cadenas de suministros al estar controladas por adversarios geopolíticos5 
(Estenssoro y Carrasco, 2023).

La asunción de Joe Biden en 2021 profundizó una agenda nacional e internacional en-
focada en posicionar a los EE. UU. como líder en el contexto de las energías renovables y en tal 
sentido, adoptó nuevos instrumentos y marcos ejecutivos (Bajpaee, 2023). Para ello, diversificó 
las cadenas de suministro mediante el onshoring y el friendshoring, priorizando el procesamiento 
y la producción dentro de las fronteras nacionales o de aliados estratégicos para garantizar un 
suministro estable (Uhlendorff, 2019; Bajpaee, 2023). La presión por reducir la dependencia 
sectorial impulsó estrategias de autosuficiencia o de traslado hacia actores aliados que no re-
presentaran una amenaza a la seguridad (Torjesen, 2024). Este reordenamiento evidencia cómo 
las cadenas de producción se reconfiguran con el fin de contrarrestar el predominio de China 
(Bridge y Faigen, 2023).

A pesar de ello, informes del Congreso advierten que el control chino de los suministros 
y su creciente presencia en América Latina representan un desafío directo para la hegemonía 
norteamericana (U.S.-China Economic and Security Review Commission, 2021, 2022), lo que 
deja en evidencia que Estados Unidos continúa en desventaja frente al avance de China en las 
rutas comerciales y en el dominio tecnológico (Zelicovich y Yamin, 2024).

Partnership for Global Infrastructure and Investment, estrategia de contención

En 2021, la administración Biden impulsó, a través del G-7, la Build Back Better World 
–transformada en Partnership for Global Infrastructure and Investment (PGII)–, para competir 
con la BRI. Mediante el poderío financiero de Estados Unidos, la PGII buscaba asegurar la ca-
dena de suministro de minerales críticos (White House, 2022; Savoy y McKeown, 2022), con el 
fin de eliminar la dependencia ante rivales sistémicos y fomentar la transferencia tecnológica 
(Bajpaee, 2023). En este sentido, la PGII constituye el instrumento multilateral de la securiti-
zación norteamericana, que busca transformar el acceso a minerales críticos en un asunto de 
seguridad colectiva entre aliados. Sin embargo, la iniciativa enfrenta desafíos como la falta de 
atractivo para los países del Sur Global debido a las condicionalidades impuestas y la menor 
confianza de las empresas privadas y de los países receptores en comparación con China (Carrai 
y Yuen Yee, 2022). Para contrarrestarlo, el gobierno norteamericano decidió lanzar un “Foro de 
Inversiones” (White House, 2022), pero la falta de inversión en infraestructura en las últimas 
décadas ha rezagado a Estados Unidos en la materia.

Mineral Security Partnership, estrategia global de minerales

Prácticas como el friendshoring se promueven mediante la Mineral Security Partnership6 
(MSP), que busca crear una red de naciones con las que generar proyectos estratégicos en toda 
la cadena productiva, asegurando que los países miembros dispongan de un suministro estable 
de los principales minerales críticos y fortaleciendo la resiliencia mediante la incorporación de 

5  La Estrategia de Seguridad Nacional del 2018 definió a una serie de Estados como potencias que compiten con 
EE. UU. en áreas estratégicas clave. China se constituyó como el rival geoestratégico para la administración Trump 
al considerar que “continúa su ascenso económico y militar” y “afirman su poder a través de una estrategia a largo 
plazo que abarca a toda la nación”, con el fin de construir su “hegemonía regional del Indo-Pacífico en el corto plazo 
y el desplazamiento de Estados Unidos para alcanzar la preeminencia global en el futuro” (Department of Defense, 
2018, p. 2).
6  Según los datos del Departamento de Estado, la MSP incluye a países como Australia, Canadá, Estonia, Finlan-
dia, Francia, Alemania, India, Italia, Japón, Noruega, la República de Corea, Suecia, el Reino Unido, Estados Unidos 
y la Unión Europea. Una de las principales fuentes de financiamiento de la iniciativa es el Export-Import Bank of the 
United States (Ex-Im Bank). Este banco tiene como objetivo facilitar acuerdos entre los distintos sectores y ayudar 
con la financiación de los proyectos (Vivoda, 2023).
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valor local. La MSP busca fomentar las capacidades nacionales y promover los estándares in-
ternacionales e incrementar el reciclaje (U.S. Department of State, 2025).

Para reducir vulnerabilidades, EE. UU. busca diversificar sus suministros a través de 
aliados sistémicos. A nivel nacional, la MSP complementa la OE 14.017 (2021), que, al igual 
que las OE firmadas por Trump, tiene como finalidad analizar y resolver la dependencia de 
minerales críticos, a la vez que recuperar la capacidad de fabricación nacional y la ventaja com-
petitiva (White House, 2021). En 2022, ante la percepción de la dependencia externa como 
una amenaza a la seguridad nacional, el Departamento de Defensa solicitó modificar la Ley de 
Producción de la Defensa de 1950 para fortalecer la autonomía en minerales críticos (Bazilian 
y Brew, 2023).

Esta agenda de seguridad económica se articula con una política industrial más amplia 
orientada a la transición energética. La administración Biden implementó programas como el 
Green New Deal y la Inflation Reduction Act (IRA) para acelerar dicho proceso. La IRA incentiva 
inversiones industriales y promueve la adquisición de suministros críticos en el mercado interno 
o en países con tratados de libre comercio (White House, 2023). Este enfoque de reindustria-
lización mediante tratos preferenciales pretende reducir la brecha de capacidades respecto de 
China y asegurar la autonomía material del país.

En conjunto, estas iniciativas constituyen una lógica securitizadora que busca transfor-
mar el acceso a minerales en una cuestión de seguridad nacional, motivo por el cual justifica 
medidas como subsidios y aranceles, que en un contexto de libre mercado resultarían política-
mente costosas. Hacia 2025 y principios de 2026, bajo la administración Trump 2.0, la conso-
lidación de esta tendencia de competencia hegemónica se ha radicalizado. El retorno de una 
retórica proteccionista más agresiva y el incremento de aranceles generalizados confirman que 
la securitización de los minerales críticos trasciende a los gobiernos, y se ha convertido en una 
política de Estado en Washington a largo plazo (Treacy y Vallica, 2026). En este escenario de 
dependencia estructural, Estados Unidos busca acelerar su capacidad de autonomía, en fun-
ción de lo cual presiona a socios estratégicos y articula iniciativas público-privadas orientadas a 
reducir su dependencia de las cadenas de valor dominadas por China.

Inversiones y empresas líderes en la minería del litio

Que China sea el principal procesador y refinador es resultado de las políticas de Estado 
iniciadas a comienzos de siglo (Made in China, BRI), lo que le permitió concentrar el 60 % de la 
capacidad de refinamiento de litio (IEA, 2021). Su expansión en Australia, América Latina y Áfri-
ca le posibilitó controlar dos tercios de la producción mundial, lo que llevó al país a consolidarse 
como el principal importador mundial (Lee et al., 2023).

Empresas como Tianqi y Ganfeng han sido piezas clave en este proceso mediante in-
versiones directas, joint ventures y proyectos greenfield en los cinco continentes (Treacy, 2025). 
Ambas compañías aseguran un suministro estable al intervenir tanto en la extracción (upstream) 
como en la producción de baterías (downstream) (Sady-Kennedy, 2022).

Tianqi se internacionalizó en 2012 al adquirir el 51 % de Talison Lithium (Greenbushes, 
Australia), y en 2018, al adquirir el 22 % de SQM en Chile, que le brindó el acceso a posiciones 
estratégicas en el Salar de Atacama (Bednarski, 2021). Sin embargo, la caída de los precios del 
litio y el alto nivel de endeudamiento asociado a la compra de SQM forzaron una reestructu-
ración financiera (Hinostroza, 2025). Esto derivó en la venta parcial de activos en Kwinana y 
Greenbushes a la australiana IGO Ltd., que dio lugar en 2021 a la joint venture Tianqi Lithium 
Energy Australia. Este proceso refleja la volatilidad financiera asociada a la expansión interna-
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cional en el sector del litio, aunque la empresa mantiene una posición relevante en la extracción 
de salmueras y roca dura (Tianqi Annual Report, 2024).

Por su parte, el modelo de Ganfeng está más diversificado, con gran presencia en la 
Argentina a través de cinco proyectos, como Mariana y Cauchari-Olaroz. Estos podrían repre-
sentar el 50 % de la producción global de la empresa, lo que vuelve al país un actor central en 
la estrategia de Ganfeng (Treacy, 2025). Asimismo, participa en tres de las principales minas 
de Australia (Mount Marion, Pilgangoora y Finniss), incluyendo una participación minoritaria 
en Pilgangoora mediante acuerdos con Pilbara Minerals (Bednarski, 2021). Además, desde co-
mienzos de la década ha comenzado a operar en Mali (Goulamina) y en la RDC, donde se com-
prometió a comprar concentrado de espodumeno por cinco años (Daly, 2021). Con una cartera 
que abarca arcillas, roca y salares, Ganfeng controla el 8 % de la extracción mundial (Treacy, 
2025). Su finalidad es volverse la principal productora del mundo y participar, como Tianqi, en 
el cumplimiento de los objetivos nacionales del Estado chino (Bednarski, 2021). La Tabla N° 2 
sintetiza los principales proyectos de Tianqi y Ganfeng, su distribución geográfica, participación 
accionaria y capacidad productiva, y permite observar el alcance global de la estrategia de in-
ternacionalización desplegada.

Tabla N° 2: Proyectos, capacidad productiva y participación de Tianqi y Ganfeng

Empresa Proyecto País Tipo Participación Capacidad productiva 
anual

Tianqi Greenbushes Australia Espodumeno 51% 1,62M Tn

Tianqi Yajiang Cuola China Espodumeno 100% –

Tianqi Shehong China Refinamiento 100% 24.200 Tn

Tianqi Zhangjiagang China Refinamiento 100% 20.000 Tn

Tianqi Tongliang China Refinamiento 100% 600 Tn

Tianqi Kwinana Australia Refinamiento 100% 24.000 Tn

Tianqi Anju China Refinamiento 100% –

SQM Salar de Atacama Chile Salmuera 22% 1080 Tn

Zabuye Lithium Salar de Zabuye China Salmuera 20% 179 Tn

Ganfeng Mangya Fenghuangtai China Salmuera 100% –

Ganfeng Yiliping Salt Lake China Salmuera 49% 10.000 Tn

Ganfeng Barenma Lake China Salmuera 33,66% –

Ganfeng Ningdu Heyuan China Espodumeno 100% 20.000 Tn

Ganfeng Shangrao Hengfeng Songshugang China Lepidolita 90% 25.000 Tn

Ganfeng Jiamusi China Espodumeno – 20.000 Tn

Ganfeng Weilasituo China Espodumeno 70% –

Ganfeng Chenzhou Xianghuapu China Espodumeno 20% –

Ganfeng Mount Marion Australia Espodumeno 50% 20.000 Tn

Ganfeng Pilbara Pingangoora Australia Espodumeno 5,76% 25.600 Tn

Ganfeng Finniss Australia Espodumeno – 25.000 Tn

Ganfeng Cauchari-Olaroz Argentina Salmuera 47% 30.400 Tn

Ganfeng Mariana Argentina Salmuera 100% 20.000 Tn

Ganfeng Pozuelos-Pastos Grandes Argentina Salmuera 100% 50.000 Tn

Ganfeng Incahuasi Argentina Salmuera – –

Ganfeng Sal de la Puna Argentina Salmuera 35% –
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Como se observa en la Tabla N° 2, las trayectorias analizadas muestran que la ventaja de 
China responde a una lógica de integración vertical impulsada por políticas de Estado de largo 
plazo, con un rol central de grandes empresas en la expansión internacional. En este marco, se 
observa en actores como Tianqi y Ganfeng un modelo de internacionalización que articula la 
apropiación de activos extractivos con una extensa red de procesamiento y refinamiento. Esta 
participación en proyectos clave fortalece la seguridad de abastecimiento, incrementa la resi-
liencia de la estructura industrial china y refuerza su posicionamiento e influencia en el merca-
do global de minerales críticos. Esta integración vertical expresa la fase de expansión material 
del nuevo ciclo sistémico, en la que el Estado chino articula a sus empresas líderes como agen-
cias de acumulación a escala global, asegurando el dominio de los eslabones de mayor valor 
estratégico de la cadena.

El resultado es que más del 80 % del litio sin procesar de Australia se exporta a China 
para su refinamiento, al igual que el 99 % del carbonato de litio de Chile y de la Argentina (Trea-
cy, 2025). Este grado de concentración es producto de décadas de respaldo financiero estatal, 
escala industrial e internacionalización coordinada (LaRocca, 2020; Sady-Kennedy, 2022).

Por otro lado, Estados Unidos, mediante Albemarle, busca recortar la ventaja estratégica 
de Beijing a través de la relocalización de cadenas, incentivos fiscales y aranceles (Torjesen, 2024). 
Sin embargo, a diferencia de sus pares chinos, Albemarle se orienta a la maximización de ganan-
cias antes que a objetivos estratégicos de largo plazo (Bednarski, 2021), lo que genera una tensión 
estructural: las medidas de relocalización impulsadas por el Estado chocan con la lógica corporati-
va de una empresa que destina el 36 % de sus ventas al mercado chino. Frente a esta disociación, 
la administración Biden buscó rearticular los intereses públicos y privados mediante incentivos 
fiscales, aunque con resultados parciales (Riofrancos, 2023; Howard y Underwood, 2024).

La guerra comercial ha llevado a que Albemarle buscara formas de minimizar el impacto 
del conflicto sin alterar su dinámica comercial. La empresa reconoce que sus operaciones en 
terceros países también implican riesgos (Albemarle Annual Report, 2024), lo que refuerza un 
nexo entre la seguridad nacional y los intereses corporativos (Riofrancos, 2023) y orienta la 
búsqueda de una mayor relocalización de la producción en países como Argentina, México y 
Brasil (Wald, 2024).

Empresa Proyecto País Tipo Participación Capacidad productiva 
anual

Ganfeng Sonora México Arcilla Salina 100% 9.000 Tn

Ganfeng Avalonia Irlanda Espodumeno 55% –

Ganfeng Goulamina Mali Espodumeno 50% 36.400 Tn

Ganfeng Manono RD Congo Espodumeno – 25.600 Tn

Ganfeng Cauchari-Olaroz Argentina Salmuera 47 % 30.400 Tn

Ganfeng Mariana Argentina Salmuera 100 % 20.000 Tn

Ganfeng Pozuelos-Pastos Grandes Argentina Salmuera 100 % 50.000 Tn

Ganfeng Incahuasi Argentina Salmuera – –

Ganfeng Sal de la Puna Argentina Salmuera 35 % –

Ganfeng Sonora México Arcilla salina 100 % 9.000 Tn

Ganfeng Avalonia Irlanda Espodumeno 55 % –

Ganfeng Goulamina Mali Espodumeno 50 % 36.400 Tn

Ganfeng Manono RDC Espodumeno – 25.600 Tn
   

   Fuente: Elaboración propia con base en Tianqi Lithium Corporation (2023), Tianqi Annual Report (2024) y Treacy (2025).
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Actualmente, la empresa cuenta con cuatro proyectos en producción: dos en Australia, 
uno en Chile y otro en Estados Unidos. Además, participa en la fase de exploración del pro-
yecto Antofalla en la Argentina y planea reanudar la producción en Kings Mountain. El acceso 
al mercado se ha dado, en su mayoría, mediante proyectos compartidos, como Greenbushes y 
Wodgina. En el primero, la extracción –gestionada por Talison– es refinada en Chengdu, Mei-
shan y Qinzhou, en China, y en menor medida en Kemerton, Australia. En Wodgina, la empresa 
opera mediante una joint venture con Mineral Resources (Albemarle Annual Report, 2024).

La empresa evita arriesgar capital en proyectos que se encuentren en fases de explo-
ración y producción por los posibles costos operativos, y prioriza entonces las fases de proce-
samiento. Además, la volatilidad y caída de los precios del mineral en los últimos años llevaron 
a que la empresa se reestructurase, lo que incluyó la cancelación o suspensión temporal de 
algunas de sus plantas (Albemarle Annual Report, 2024). La Tabla N° 3 presenta los principales 
activos de Albemarle, así como su distribución geográfica y capacidad productiva, y permite 
identificar las características de su inserción en la CGV del litio.

Tabla N° 3: Proyectos, capacidad productiva y participación de Albemarle

Proyecto País Tipo Participación Capacidad productiva anual

Greenbushes Australia Espodumeno 49 % 1,62 M Tn

Wodgina Australia Espodumeno 50 % 900.000 Tn

Salarde Atacama Chile Salmuera 25 % 82.000 Tn

Silver Peak Estados Unidos Salmuera 100 % 5.000 Tn

Kings Mountain Estados Unidos Espodumeno 100 % 50.000 Tn

Antofalla Argentina Salmuera – –

Chengdu China Hidróxido	 de litio 100 % –

Meishan China Hidróxido	 de litio 100 % –

Qinzhou China Carbonato de litio 100 % 25.000 Tn

Xinyu China Hidróxido	 de litio 100 % –

Kemerton Australia Hidróxido	 de litio 100 % 100.000 Tn

Kings Mountain Estados Unidos Hidróxido	 de litio 100 % 420.000 Tn

La Negra Chile Carbonato de litio 100 % 85.000 Tn

Fuente: Elaboración propia con base en Albemarle (Albemarle Annual Report 2024); Mineral Resources, Sady-Kennedy 
(2022); Market Screener (2023); McArthur (2024) y Mining Press (2023).

Como se observa en la Tabla N° 3, la trayectoria de Albemarle evidencia cierta vulne-
rabilidad estructural de Estados Unidos en términos de autonomía estratégica, derivada de su 
configuración operativa. A pesar del liderazgo en la extracción de litio en yacimientos de alta 
calidad, el hecho de que las operaciones de refinamiento se centren en ciudades chinas como 
Chengdu, Meishan y Qinzhou demuestra que su capacidad de relocalización es parcial y limi-
tada. Esta fragmentación es parte del riesgo geopolítico, dado que su empresa líder, para sos-
tener su rentabilidad y capacidad operativa, continúa integrada en el ecosistema industrial de 
su principal rival sistémico. Esta dependencia técnica subraya que las políticas de relocalización 
en Washington enfrentan límites estructurales mientras la lógica del capital siga priorizando la 
eficiencia de costos por sobre los imperativos de seguridad nacional.

Esta tensión se refleja en políticas recientes como la subvención otorgada en 2023 a 
Albemarle, cuando la compañía recibió 90 millones de dólares por parte del Departamento de 
Defensa para expandir la minería y producción de litio en el país (Albemarle, 2023). Esta medida 
se alinea con los objetivos de inversión estatal en el sector, orientados a fortalecer la compe-
titividad frente a actores internacionales. La magnitud de su demanda y el nivel de minerales 
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consumidos hacen difícil el autoabastecimiento del país; estas políticas, junto con los aranceles, 
podrían reducir la dependencia en materia de extracción y refinamiento (Wald, 2024).

Síntesis comparativa en los modelos de gobernanza

A partir del análisis de las trayectorias empresariales y las respuestas estatales ana-
lizadas, podemos sistematizar las asimetrías de resiliencia y los modelos de gobernanza que 
estructuran la competencia en la cadena global del litio. La comparación nos permite visualizar 
cómo la arquitectura institucional de cada una de las potencias condiciona la efectividad de sus 
políticas de securitización en un contexto de reordenamiento geopolítico. La Tabla N° 4 sinte-
tiza las principales diferencias entre las estrategias empresariales, los vínculos Estado-empresa 
y los niveles de resiliencia en los casos de China y Estados Unidos.

Tabla N° 4: Comparación de las estrategias empresariales y modalidades de inserción en las cadenas globales del litio

Dimensión de 
Análisis Empresas chinas (Ganfeng / Tianqi) Empresa estadounidense (Albemarle)

Grado de integración
Integración vertical: control desde la extracción 

(upstream) hasta el procesamiento químico (mids-
tream).

Integración parcial: liderazgo en extracción 
con refinamiento deslocalizado y dependien-

te.

Relación Estado-em-
presa

Fuerte alineación con planes estratégicos y finan-
ciamiento de largo plazo entre Estado-empresa.

Predominio de criterios corporativos con 
incentivos estatales y contratos específicos.

Resiliencia sistémica
Elevada autonomía técnica y capacidad de influen-

cia sobre estándares internacionales de costos y 
procesamiento.

Dependencia relativa de infraestructura de 
procesamiento localizada en China.

Lógica de expansión Orientada a garantizar la seguridad de suministro 
para sectores tecnológicos estratégicos.

Orientada principalmente a criterios de 
rentabilidad corporativa y abastecimiento de 

mercado.

Control del refina-
miento

Alta concentración de capacidades de refinamiento 
y procesamiento en territorio chino.

Capacidades limitadas y dependencia de 
infraestructura externa para procesamiento 

avanzado.

Fuente: Elaboración propia con base en la sistematización de datos presentados.

Esta inserción se inscribe en la estrategia de circulación dual de China, que articula 
el fortalecimiento del mercado interno con una presencia activa en el comercio e inversión 
internacional. La convergencia de intereses entre el Estado y las empresas garantiza una ac-
ción sostenida y adaptativa, y consolida su presencia en las distintas etapas del suministro. En 
contraste, Estados Unidos evidencia una fragmentación estructural derivada de décadas de 
deslocalización productiva, que generó vulnerabilidades geopolíticas en sus redes de abasteci-
miento. Si bien cuenta con empresas líderes y capacidades diplomáticas y financieras, enfrenta 
serias dificultades para desplegar una política industrial coherente y de largo plazo.

Estas asimetrías existentes entre ambos modelos no se definen en la posesión de la 
materia prima, sino en la arquitectura institucional que la procesa y articula. Mientras que en 
el modelo chino la expansión empresarial y los objetivos estratégicos del Estado convergen 
estructuralmente, en Estados Unidos persiste una desconexión que fragmenta su capacidad 
de respuesta. Esta diferencia fundamental sugiere que la transición energética opera como el 
terreno material donde se define la viabilidad de un nuevo ciclo de acumulación capitalista en 
el sistema-mundo.
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Palabras finales

La competencia geopolítica por el control de los minerales críticos constituye una de las 
dimensiones posibles con la que comprender la reconfiguración del orden internacional con-
temporáneo. En este sentido, el análisis comparado de las cadenas de suministro del litio de-
muestra que la primacía de China no radica simplemente en su dotación geológica o capacidad 
financiera, sino en una arquitectura institucional que alinea la planificación estatal de largo 
plazo con la integración vertical de sus empresas líderes. Este modelo de gobernanza ha per-
mitido a Beijing superar su propia dependencia extractiva inicial para concentrar los eslabones 
estratégicos del procesamiento y refinamiento, lo que blinda su autonomía industrial frente a 
shocks externos.

En contraposición, la vulnerabilidad estadounidense ilustra las consecuencias sistémi-
cas de un modelo corporativo orientado a la maximización de beneficios y la deslocalización 
productiva; a pesar de contar con altas capacidades económicas, financieras y de su reciente 
giro proteccionista impulsado por normativas como la Inflation Reduction Act, la fragmentación 
estructural del entramado estadounidense limita la eficacia de sus actuales estrategias de ons-
horing y friendshoring. La disociación entre los imperativos de seguridad nacional y la autonomía 
operativa de firmas transnacionales es muestra de las dificultades que tiene Washington para 
articular una política industrial resiliente que logre desacoplarse del ecosistema de su principal 
rival sistémico.

Así, la transición energética excede la mitigación del cambio climático y constituye una 
dimensión central de la reconfiguración del sistema-mundo contemporáneo. Retomando la 
perspectiva de los ciclos sistémicos de acumulación, el dominio chino sobre segmentos estra-
tégicos de las cadenas de suministro de minerales críticos se configura como una de las bases 
materiales de una nueva fase de expansión productiva y tecnológica a escala global. En contras-
te, las iniciativas de relocalización impulsadas por Estados Unidos aparecen como respuestas 
defensivas frente a las limitaciones estructurales derivadas de décadas de financiarización y 
desindustrialización.

En síntesis, la disputa en torno a las cadenas globales de valor verde responde a un 
proceso más amplio de securitización de la política económica y ambiental. En esta fase del 
capitalismo productivista, la transición energética deja de limitarse a objetivos climáticos para 
convertirse en uno de los espacios centrales de confrontación hegemónica. El deterioro de la 
interdependencia liberal y el resurgimiento del proteccionismo impulsan estrategias orientadas 
a fortalecer la resiliencia estatal y a minimizar los costos frente a eventuales shocks externos. 
Allí, los márgenes de adaptación institucional y soberanía tecnológica que desarrollen los Esta-
dos serán los que determinen la jerarquía del futuro orden global.
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ANEXO

Comparación de los minerales críticos definidos por Estados Unidos y la República 
Popular China7

7  La selección de minerales responde a los listados oficiales de la administración Biden. Se ha optado por man-
tener esta referencia para preservar la coherencia del análisis sobre la política exterior y los marcos normativos 
desarrollados durante dicho periodo, los cuales constituyen el núcleo de la competencia estratégica analizada en 
este trabajo.

Listado de Minerales 
Criticos Estados Unidos Rep. de China

Aluminio X X

Antimonio X X

Arsénico X

Bario X

Berilio X

Bismuto X

Carbón X

Cesio X

Circonio X X

Cobalto X X

Cobre X

Cromo X

Estaño X X

Fluorita X X

Fósforo X

Galio X

Gas de Esquisto X

Gas Natural X

Germanio X

Grafito X X

Hafnio X

Hierro X

Indio X

Iridio X

Litio X X

Magnesio X

Manganeso X

Metano de Carbón X

Molibdeno X

Niobio X

Níquel X X

Oro X

Paladio X

Petróleo X

Platino X
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Listado de Minerales 
Criticos Estados Unidos Rep. de China

Potasa X

Rodio X

Rubidio X

Rutenio X

Tantalio X

Telurio X

Tierras raras X X

Titanio X

Tungsteno X X

Uranio X

Vanadio X

Zinc X

Zirconio X

Fuente: Elaboración propia con base en Critical Material List (U.S. Department of Energy, 2023) y Ministry of Land and 
Resources of the People’s Republic of China (2016)



Fuegia. Revista de Estudios Sociales y del Territorio | Año 2026. Volumen IX. Número 1. | ISSN 2618-2335 | pp. 119-137

119Melisa Argento, Irina Farrás. Multisectorial Humedales Rosario: praxis política socioambiental y feminista 
en el conflicto frente a las quemas del Delta del Paraná (2020-2022)

Multisectorial Humedales Rosario: praxis 
política socioambiental y feminista en el 

conflicto frente a las quemas del Delta del 
Paraná (2020-2022)

The Multisectorial Humedales Rosario: Socio-Environmental and 
Feminist Political Praxis in Response to the Paraná Delta Burnings 

(2020-2022)

Melisa Argento
Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas (CONICET), Instituto de Estudios de 

América Latina y El Caribe - Universidad Nacional de Buenos Aires (IEALC- UBA), Universidad Na-
cional de Rosario (UNR). Santa Fe, Argentina.

melisargento@gmail.com 
 https://orcid.org/0009-0003-5121-5861 

Irina Farrás
Universidad Nacional de Rosario (UNR). Río Negro, Argentina.

farrasirina@gmail.com 

Resumen
En el año 2020, la ciudad de Rosario se vio afectada por un pico de incendios intencionales pro-
ducidos en la zona del Delta del Paraná. En el contexto de la pandemia por COVID-19, la afec-
tación a la salud producida por la presencia de humo volvió visible de manera inédita la vincu-
lación entre la salud humana y la salud de los ecosistemas. Emerge entonces el actor colectivo 
Multisectorial Humedales Rosario, que canalizó el reclamo por el cese de las quemas. Con gran 
legitimidad social, la Multisectorial Humedales convocó a movilizaciones masivas incorporando 
una perspectiva feminista y del cuidado en sus actividades. Asimismo, participó de instancias 
institucionales vinculadas con el debate por la Ley de Humedales y por la implementación de 
reglamentaciones locales para la protección del Delta del Paraná. El presente artículo expone 
los resultados de dos trabajos de investigación sobre este conflicto socioambiental y propone 
una descripción analítica de los procesos de emergencia y evolución de la Multisectorial Hume-
dales entre los años 2020 y 2022. 

Palabras clave: Territorio; Movimiento social; Conflicto socioambiental; Humedal; Politicidad femenina.

Abstract
In 2020, the city of Rosario was affected by a peak of deliberate fires in the Paraná Delta re-
gion. In the context of the COVID-19 pandemic, the health impacts caused by the presence 
of smoke made the link between human health and ecosystems health visible in an unprece-
dented way. In this context, the collective actor Multisectorial Humedales Rosario emerged, 
channeling demands for an end to the burning practices. With strong social legitimacy, the Mul-
tisectorial Humedales organized mass mobilizations, incorporating a feminist and care-oriented 
perspective into its activities. It also participated in institutional arenas related to debates on 
the Wetlands Law and the implementation of local regulations for the protection of the Paraná 
Delta. This article presents the results of two research projects on this socio-environmental 
conflict, offering an analytical description of the processes through which the Multisectorial 
Humedales emerged and evolved between 2020 and 2022.

Keywords: Territory; Social movement; Socio-environmental conflict; Wetlands; Feminine political agency
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Introducción

El presente artículo presenta los resultados de dos trabajos de investigación sobre la 
emergencia del conflicto socioambiental ligado a las quemas en el Delta del Paraná y, en par-
ticular, a la conformación y accionar de la Multisectorial Humedales Rosario (MHR) durante 
los años 2020-2022. El texto parte de la comprensión de que los incendios que acontecen 
desde aquel momento y hasta la actualidad a lo largo de todo el territorio argentino son la 
expresión más visible, descontrolada y devastadora de la combinación entre los efectos de la 
crisis socioambiental y los impactos que produce el avance de diversas actividades producti-
vas sobre ecosistemas específicos, transformándolos y afectando la salud ecosistémica y, por 
ende, la salud socioambiental. En el Delta del Paraná, tales actividades incluyen terraplenes y 
canalizaciones para evitar la inundación de algunas zonas, loteos, apertura de caminos, limpieza 
de maleza, tareas que se realizan en función de incrementar la valorización de la tierra para la 
especulación inmobiliaria y la actividad ganadera a gran escala, y transformaciones vinculadas 
a las obras hidráulicas resultado de la construcción de la hidrovía Paraná-Paraguay (mayor dra-
gado y construcción de canales) (Taller Ecologista, 2015). Esto, a su vez, se encuentra enmarca-
do de manera histórica en un proceso de transformación de la estructura rural argentina y en 
la expansión sobre tierras que antes se consideraban “improductivas”, cuya génesis se puede 
remontar hasta la Revolución Verde iniciada en la década del cincuenta, pero en mayor medida 
a partir de los años ochenta y noventa del pasado siglo (Grass y Hernández, 2016). 

Se sostiene como hipótesis central que, en el seno del conflicto por la quema del Delta 
del Paraná en el año 2020, la Multisectorial Humedales Rosario emerge como expresión de una 
forma de organización y manifestación que presenta características novedosas para la cuestión 
socioambiental en la Argentina, y particularmente en la ciudad de Rosario. Estas características 
se encuentran ligadas a un contexto específico del conflicto caracterizado por una apertura de 
la reflexividad social en torno a la crisis socioambiental que responde a la conjunción entre la 
irrupción de la pandemia de COVID-19 y el despliegue de los incendios (Wertheimer y Fernán-
dez Bouzo, 2023). Sostenemos que el carácter novedoso de la MHR radica, no en la adopción 
de una agenda socioambiental (dado que existen muchas organizaciones que la anteceden), 
sino en la velocidad y masividad de la expansión de la acción colectiva, en la capacidad para 
sostenerse como una estructura de la movilización en el seno del conflicto, en el haber logrado 
expandir la articulación entre el problema público de la salud ecosistémica con la salud humana 
en un movimiento socioambiental de carácter urbano masivo y en la incorporación de una ma-
nera de hacer política feminista hacia el interior y al exterior de este actor colectivo. 

El artículo constituye un aporte significativo para el análisis del conflicto por las quemas 
de humedales en el Delta del Paraná y, particularmente, de la MHR como actor de relevancia 
para la historia de la movilización socioambiental argentina. El abordaje analítico comprende tres 
dimensiones centrales: a) el contexto en el que surge la MHR; b) la forma organizativa que se da 
a sí misma, con especial énfasis en cómo esta le permite tramitar a su interior las definiciones y 
redefiniciones de las orientaciones colectivas, y lograr tanto resonancia social como legitimidad 
política; y c) las características que asume lo que denominaremos “politicidad feminista de inte-
rioridad” como praxis de carácter performativo, que se combina con la autonomía, la horizontali-
dad, formas asamblearias y mecanismos de democracia directa, es decir, legados de horizontes y 
gramáticas políticas desplegadas en el ciclo de movilización social poscrisis de 2001 en este país. 

El trabajo se sustenta en un abordaje metodológico cualitativo para el análisis de las di-
mensiones planteadas. Las fuentes de información y las técnicas de recolección de datos incluyen 
observación de documentos, análisis de fuentes primarias tales como minutas de asambleas, co-
municados oficiales y registros internos de la organización, así como fuentes secundarias prove-
nientes de notas periodísticas de los periódicos impresos y virtuales. A su vez, el artículo combina 
conversaciones con informantes claves y la realización de entrevistas a miembros de la Multisec-
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torial Humedales en la ciudad de Rosario: ocho entrevistas semiestructuradas realizadas entre 
abril del 2023 y julio del 2024 por parte de una de las autoras, y diez entrevistas en profundidad y 
semiestructuradas realizadas entre enero y junio de 2022 por la otra. La muestra sobre la cual se 
trabajó la constituyen todos/as los/as integrantes de la organización, seleccionados/as en función 
de cubrir la varianza o heterogeneidad (sexo-genéricas, etarias, ocupacionales, y de trayectoria o 
pertenencias políticas previas) entre los/as miembros que se mantuvieron con mayor actividad en 
la MHR durante el recorte temporal propuesto.1 A su turno, la investigación incorpora observa-
ción de campo participante y abordaje etnográfico debido a que una de las autoras es integrante 
de la MHR; esta condición constituye, sin duda, un acceso privilegiado a información, documen-
tos y sistematizaciones de asambleas y/o acciones realizadas, pero, al mismo tiempo, requiere 
de la construcción de un riguroso marco teórico analítico que permita evitar sesgos ligados a la 
interpretación personal sobre el devenir de este actor colectivo. 

Este utiliza herramientas conceptuales propias de la teoría de los movimientos sociales, 
en especial, el abordaje de la teoría de la identidad propuesto en los trabajos de Alberto Melucci. 
De este autor, retomamos la definición de los movimientos sociales en tanto actor colectivo 
heterogéneo por definición, que en el seno de un conflicto rompe los límites del sistema en 
los que ocurre la acción (Melucci, 1999). En estos, los individuos crean un “nosotres” colectivo 
al compartir y ajustar, por lo menos, tres clases de orientaciones: los fines de la acción, los 
medios y las relaciones con el ambiente (Melucci, 1999). Se trata de un proceso de construcción 
colectiva que expresa también una inversión simbólica y afectiva, o lo que en palabras del autor 
implica “asumir un compromiso” (Melucci, 1999). Entendemos a este último elemento analítico 
como uno de los más relevantes en el proceso de apertura de la autorreflexividad y movilización 
social que expande el conflicto socioambiental frente a los incendios en el Delta del Paraná. 

A su vez, abordamos categorías centrales del campo disciplinar de la ecología política y 
la geografía crítica en su raigambre latinoamericana. Esta disciplina estudia la relación asimé-
trica de poder que se expresa en los diversos conflictos socioambientales que surgen frente a 
la apropiación privada y el control de los territorios y/o bienes comunes, así como la dimensión 
histórico-estructural, que remite al rol de dependencia o la desigual inserción de la región como 
proveedora de materia prima en la división internacional del trabajo. Se trata de configuracio-
nes siempre multidimensionales y multiescalares de “conflictos ecológicos distributivos” que 
son, al mismo tiempo, ambientales y sociales, y que expresan diferentes lenguajes de valoración 
(Martínez Alier, 2004 y 2008) y definiciones sobre el territorio en disputa (Haesbaert, 2011). 

Entendemos que la potencia de transformación que expande un conflicto socioambiental 
radica en ese momento de apertura en el cual puede tener lugar la creación de praxis políticas, 
nuevos marcos de interpretación compartidos y/o sentidos políticos territoriales. Es por esto que 
incorporamos en el análisis la conceptualización de productividad del conflicto, trabajada en sus 
diversas dimensiones por María Gabriela Merlinsky (2013, 2021) para la identificación teórica de 
aquello “novedoso” que presenta la emergencia y evolución de la MHR. Finalmente, afirmamos 
la existencia, en el interior de la multisectorial, de una “politicidad feminista de interioridad”, cuya 
centralidad emana del conjunto de las entrevistas realizadas y se expresa bajo denominaciones 
de prácticas de cuidado, afectividad o de vincularidad, que en tanto que forma política es trans-
versal –aunque siempre en tensión– a la emergencia y evolución de la acción de la MHR durante 
el período temporal propuesto. En términos teóricos, proponemos que esta política feminista de 
interioridad incorpora una política emergente de la “relacionalidad” (Escobar et al., 2024), al tiem-
po que supone el reconocimiento de la “eco-interdependencia” (Herrero, 2016). 

1  Se entrevistó a personas que tuvieron posturas divergentes a lo largo de los debates suscitados, que cumplie-
ron roles en distintas comisiones de trabajo, y con diversidad de trayectorias de participación política previa a la 
incorporación a la MHR. Debido a que la mayoría de los/as integrantes de la MHR son mujeres, la proporción de 
entrevistas realizadas son representativas de esta composición de género. 
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Contexto para el surgimiento de la Multisectorial Humedales Rosario

La MHR nació como organización el 18 de julio de 2020 en el seno del veloz incremento 
de las manifestaciones sociales que exigían el cese del fuego en las islas del Delta de Paraná y 
bregaban por respuestas políticas para frenar la expansión de la quema de los humedales. A fi-
nes de situar el territorio en el cual se desarrolla el conflicto, es preciso señalar que el Delta del 
Paraná2 se conforma a partir de la desembocadura del río Paraná en el Río de la Plata. Para su 
descripción, se lo divide en tres mayores regiones: el Delta superior (desde Diamante, Entre Ríos, 
hasta Villa Constitución, Santa Fe), el Delta medio (desde Villa Constitución hasta Ibicuy, Entre 
Ríos) y el Delta inferior o en formación (desde Ibicuy hasta la desembocadura en el Río de la Plata). 
Se presentan a continuación dos mapas a fin de clarificar esta información. El primero de ellos 
(Figura 1) permite ubicar al Delta del Paraná como ecorregión dentro de la Argentina. El segundo 
(Figura 2) facilita la comprensión de la división del delta en las regiones superior, media e inferior.

Figura 1: Ubicación del Delta del Paraná 

Nota: Adaptado de Marco (2017, s.p.). 

2  Cuando hablamos de delta nos referimos a un ecosistema de islas, bancos de arena y humedales, ricos en biodi-
versidad y cuyas funciones ecológicas resultan de importancia para las actividades humanas. En este sentido, cabe 
destacar los llamados “servicios ecosistémicos” provistos por los humedales, entre los cuales destacan el ser un 
reservorio de agua dulce y un sumidero de carbono, lo que resulta fundamental en el marco de las estrategias para 
mitigar el cambio climático (Kandus et al., 2010).
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Figura 2: Mapa regiones Delta del Paraná 

Nota: Adaptado de Rocinante (2020, s.p.). 

Cada una de estas regiones presenta sus particularidades, tanto desde el punto de vista 
ecológico como desde una perspectiva histórica, social y productiva. Su afectación implica a la 
población de una gran cantidad de ciudades ubicadas a sus alrededores, tanto en la provincia 
de Santa Fe como en Entre Ríos y Buenos Aires. 

Si bien el territorio del delta se encuentra habitado desde tiempos prehispánicos, durante 
mucho tiempo fue considerado un territorio marginal, salvaje e inhóspito (Galafassi, 1996). Durante 
el siglo XX, las intervenciones sobre este territorio se realizaron con el objetivo de satisfacer las 
necesidades de los centros urbanos más cercanos. A partir de la década de 1990, se verifican impor-
tantes cambios a nivel social y productivo en todo el país, y el delta no fue la excepción. Para la zona 
del Delta medio, se impulsa un exponencial crecimiento de la ganadería (Taller Ecologista, 2015).

En este territorio, en el mes de febrero de 2020 se iniciaron múltiples focos ignífugos, 
que se intensificaron progresivamente hacia los meses de mayo a octubre del mismo año. Los 
incendios se extendían también sobre diversos ecosistemas del territorio argentino en las pro-
vincias de Córdoba, Mendoza, Chaco, Salta, la región patagónica, Misiones, Formosa, Corrien-
tes. Según el reporte de manejo del fuego del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible 
de Nación, en términos ambientales, las pérdidas del año 2020 fueron más de un millón de hec-
táreas en el total del territorio nacional y más de 350.000 hectáreas específicamente del delta 
en la región (Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible [MAyDS], 2020). El mismo informe 
reportaba que más del 90 % de los incendios tenían como origen la acción humana, lo que se 
combinaba con una alta disponibilidad de biomasa en un contexto de sequía histórica. Si bien 
es frente a la evidencia del humo en las ciudades que estallaron estas movilizaciones, es preci-
so señalar antecedentes importantes en sucesos acontecidos años anteriores, que explican la 
existencia y participación de redes sumergidas del conflicto (Melucci, 1999), actores colectivos y 
organizaciones que venían impulsando esta problemática en particular (Argento, 2023). 
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Un antecedente sumamente relevante de este conflicto lo constituyen los sucesos de 
los años 2007 y 2008, cuando este territorio se vio asediado por importantes inundaciones, 
con la consecuente pérdida de ganado de los y las productoras, a lo que le sucedieron grandes 
incendios, que afectaron, en aquel entonces, un 15 % del delta. La respuesta a esas “crisis” fue 
incrementar la infraestructura para adaptar el territorio a las actividades productivas, lo que 
impulsó un proceso de transformación de las islas en la construcción de terraplenes destinados 
a secar los humedales a fin de que fueran aptos para la expansión de la ganadería. Desde el 
año 2003, la actividad ganadera se expande en las islas, y el fin de la obra de construcción del 
puente –vía central del transporte en el país– que une la ciudad de Victoria (Entre Ríos) con la 
ciudad de Rosario (Santa Fe) tiene un rol medular en este incremento3 (Taller Ecologista, 2015).

Como emergente de aquellos incendios, a nivel institucional se fortalecieron áreas de 
gobierno destinadas al control, especialmente en la provincia de Entre Ríos, que es la que posee 
mayor porción del delta bajo su jurisdicción. Las más destacables son la creación del Plan Pro-
vincial de Manejo del Fuego y del Plan Integral Estratégico para la Conservación y el Desarrollo 
Sostenible de la Región Delta del Paraná (PIECAS). Este acuerdo buscaba dar una solución al 
problema de la interjurisdiccionalidad, una de las mayores dificultades institucionales. Sin em-
bargo, para 2020, el PIECAS no había sido aún debidamente implementado, por lo tanto, su 
exigencia se convirtió en una de las primeras banderas de la movilización social de aquel año, 
junto con la reiterada consigna de “¡Basta de quemas!”. Desde junio de 2020, organizaciones 
como Cauce, Taller Ecologista, Casa Río, Fundación Ambiente y Recursos Naturales (FARN) 
y Humedales sin Frontera se congregaron en la presentación de un pedido que se denominó 
¡PIECAS YA!

Más allá de este antecedente importante, los incendios del año 2020 tuvieron lugar 
en un contexto particular. El mundo se encontraba atravesando la pandemia de COVID-19, las 
consecuencias sociales aún no eran conocidas, tampoco las afecciones en la salud que podía 
ocasionar ni se había iniciado la campaña de vacunación de la población. Las recomendaciones 
y obligaciones asociadas a la prevención del contagio de esta enfermedad, definidas por el 
gobierno nacional mediante el aislamiento social preventivo y obligatorio (ASPO), declarado en 
el decreto 297/2020 publicado en el boletín oficial, entraban en profunda contradicción con la 
realidad cotidiana de las personas en la ciudad de Rosario. El humo incesante e invasivo, pro-
veniente del fuego desatado en el Delta del Paraná, ingresaba a los hogares, lo que impedía la 
recomendada ventilación de los ambientes (entrevista, MHR, octubre 2023). Expresada en di-
versas campañas mediáticas, la frase “¡En Rosario no se puede respirar!” simbolizaba la relación 
entre la afección de la salud individual, de la salud colectiva y de la ecosistémica, en la compren-
sión compartida de que lo que se estaba quemando era el “pulmón de las ciudades” (Argento, 
2023); o bien que lo que se respiraba eran las “cenizas del humedal” (Entrevista, Rosario, 2022). 
La Universidad Nacional de Rosario realizó estudios acerca de los impactos del humo para la 
salud de las personas, en los que destacó la peligrosidad que supone respirar aire contaminado 
(Grupo Calidad de Aire del Instituto Tecnológico de Diseño e Innovación [ITDI], Facultad de 
Ciencias Exactas, Ingeniería y Agrimensura [FCEIA], UNR y Plataforma de Estudios Ambientales 
y Sostenibilidad de la Plataforma de Estudios Ambientales y Sostenibilidad [PEAS], 2020 y Gru-
po 14: Calidad de Aire y Mediciones Satelitales, PEAS, Centro de Estudios Interdisciplinarios 
[CEI], UNR, 2022a, 2022b y 2022c). Estos elementos, sumados al creciente reconocimiento de 
las causas antrópicas de la expansión de un virus de tipo zoonótico (capaz de transmitirse desde 
especies animales a la humana) y en un contexto de sequía extrema, configuraron una situación 
insoportable e intolerable que impulsó a las personas a manifestarse en el espacio público y, 

3  La ganadería vacuna, como actividad productiva presente en las islas, se acelera e incrementa su escala con la 
apertura del Puente Rosario-Victoria a partir de 2003, pasando de 160.000 cabezas en 1997 a 1.500.000 diez 
años después (Taller Ecologista, 2016), en el contexto de la expansión de un ciclo económico ligado al “consenso de 
los commodities” (Svampa, 2012) en la primera década del siglo XXI en América Latina. 
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posteriormente, a conformar la MHR (Argento, 2023; Farrás, 2024). El contexto de pandemia 
influyó entonces en el advenimiento de la MHR, no solo porque afectó la vida cotidiana de to-
das las personas y sus vínculos de manera dramática –lo que evidenciaba el impacto desigual 
sobre los diversos sectores sociales–, sino porque, para un conjunto de la población con trabajo 
formal, las medidas preventivas pusieron “en pausa” actividades laborales, sociales y culturales, 
lo cual habilitó una mayor disponibilidad de “tiempo libre”. Este factor es resaltado por quienes 
se movilizaron, dado que este tiempo disponible fue destinado a la acción colectiva. Como 
describen las compañeras de Sempreviva Organizaçao Feminsita (SOF) y Colectiva XXK, en 
nuestra vida cotidiana, “los tiempos que necesitamos para construir alternativas están en ten-
sión constante con el poco tiempo de vida que nos deja el sistema una vez que hemos acabado 
la jornada laboral y resuelto los cuidados mal repartidos” (Fernández Droguett y Puente, 2024, 
p. 157). Durante la pandemia, aunque en un contexto opresivo, esta situación se modificó al 
disminuirse drásticamente la carga laboral para una porción privilegiada de la población como 
consecuencia de las medidas de aislamiento que en la Argentina impedían el desarrollo normal 
de las actividades económicas y que brindaron mayor disponibilidad de tiempo para la acción 
colectiva de algunos sectores sociales. 

La confluencia de estos elementos, en términos de una mayor apertura de oportuni-
dades para la acción colectiva, tuvieron también su expresión de clausura. El mayor control 
social ejerció un poder de disciplinamiento por medio del temor. La prohibición de circular por 
las calles en horarios establecidos, la inhibición de reuniones entre varias personas, etc., que 
atentaban contra la libre movilidad, sin embargo, se vieron excedidas por la pulsión de movili-
zarse colectivamente.4 Los diversos posicionamientos o desacuerdos respecto de la posibilidad 
de propagación de la enfermedad y el temor frente a la posibilidad de arrestos o sanciones por 
permanecer en la vía pública a determinadas horas requirieron de un proceso de definición de 
criterios colectivos hacia el interior de la movilización. En este sentido, para la MHR prevaleció 
una perspectiva del cuidado de la salud –en específico, interpersonal–, en combinación con la 
necesidad de la expresión pública en la defensa del territorio del cual las personas se considera-
ban parte, lo que dio como resultado manifestaciones en las que primaba una lógica de cuidado 
ecosocial y en las cuales se implementaron protocolos sanitarios (higienización de las manos, 
distanciamiento obligatorio entre personas, mecanismos de resguardo para las retiradas de las 
movilizaciones en horarios permitidos).

Es en este contexto en que la movilización se va tornando masiva en las calles. Entre el 
primer y el tercer corte del puente que une la ciudad de Rosario con la de Victoria, el número 
de manifestantes escaló desde 200 (el 18 de julio), a 600 (el 25 de julio) y a 4000 personas (el 
1° de agosto), y así ganó legitimidad entre importantes sectores no movilizados. A partir de allí, 
se evidencia un desborde de las estructuras de la movilización tradicionales, el incremento ex-
ponencial de manifestantes y su composición plural. Se trata, de acuerdo con la teoría, de des-
bordes o “momentos de locura” (Tarrow, en Argento, 2014:66), en los cuales puede producirse 
la emergencia de nuevos repertorios de movilización o la potenciación de otros más antiguos, la 
creación de nuevos marcos de interpretación colectiva (procesos de enmarcamiento) o la inven-
ción de nuevas formas de acción colectiva. El contexto, por tanto, coadyuvará en la emergencia 
y veloz expansión del conflicto y sus marcos de interpretación. 

Forma, fines, medios y autonomía de la acción política socioambiental 

En el seno de estas movilizaciones, la MHR se constituye de forma espontánea, al finali-
zar uno de los cortes del puente, y asumió, desde su génesis, un carácter asambleario y horizon-
tal. La elección de esta modalidad tiene como antecedentes inmediatos el ciclo de movilización 
socioambiental en la Argentina y las formas organizativas que sostienen numerosos colecti-

4  Estas medidas forman parte del ASPO, mencionado anteriormente. 
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vos socioambientales organizados frente a diversas actividades primario-extractivas (Wagner, 
2016, 2021). En el mediano plazo, las formas asamblearias, horizontales, autónomas, con parti-
cipación o mecanismos de democracia directa se expandieron a lo largo del país desde la crisis 
política y el estallido social vividos en ese país en el año 2001. Estos espacios y las luchas lle-
vadas adelante comparten, como diagnóstico común, un desencanto respecto de la institución 
estatal. Se cuestiona particularmente la verticalidad política y el rol de mediación asumido por 
los partidos políticos asociado a ella (Bergel 2009; Ouviña 2009, 2011; Adamovsky, 2011), algo 
que numerosas organizaciones posteriores, insertas en diferentes campos de la conflictividad 
social, van a replicar. 

En este punto, la MHR presentó una directa apelación al carácter “autoconvocado” de 
las personas que se incorporaron a ella, con una pretensión de autonomía, no solo respecto 
de la autoridad estatal/gubernamental, sino también de cualquier fuerza político-partidaria y, 
naturalmente, de toda empresa o entidad privada. La autonomía emerge así desbordando las 
divisiones conceptuales en el abordaje de Alberto Melucci, como medio y como fin político al 
mismo tiempo (Argento, 2014), y guarda relación directa con diversas formas de autonomía te-
rritorial indígena y/o autonomías asamblearias que son expresión de la conflictividad socioam-
biental y ecoterritorial en Argentina. 

La forma organizativa implicó asambleas abiertas y multitudinarias de extensas horas 
para garantizar la circulación de la palabra, incorporó la descentralización de funciones y la 
toma de decisiones mediante la conformación de comisiones de trabajo, denominadas: Prensa, 
Cuidados colectivos, Redes, Antipatriarcal, Arte, etc. Esta diversificación de tareas posibilitó la 
confluencia de trayectorias y saberes sociales y políticos diversos, que fortaleció y amplió los 
espacios y formas de lucha. De hecho, una de sus características más destacadas, en todas las 
entrevistas realizadas, fue la de saber combinar y sostener al mismo tiempo una disputa legisla-
tiva que implicaba el vínculo constante con la política institucional y la participación en espacios 
gubernamentales, con una masiva y constante movilización en las calles –acciones directas de 
cortes de ruta, acampes y otras formas de la protesta de carácter expresivo–, junto con la con-
formación de “brigadas”, que llegaron a contar con más de 400 personas que cruzaban a las islas 
y colocaban sus cuerpos en riesgo con el objetivo de apagar incendios. Todo esto acompañado 
de la definición política desde la MHR de instalar esta conflictividad en la agenda mediática, por 
medio de la persistente labor de voceros y/o encargados de la redacción de comunicados en 
medios periodísticos y/o redes sociales. Además, tuvo lugar la conformación de una comisión 
destinada al estudio de la dimensión jurídico-legal del conflicto. 

El activismo en estos espacios tan diversos, así como el reconocimiento del vínculo 
entre la problemática ambiental y las luchas sociales, le valió a la MHR la construcción de una 
gran legitimidad hacia el conjunto de la sociedad, que se reflejó, no solo en el apoyo social reci-
bido en las movilizaciones, sino en el establecimiento de alianzas con actores como sindicatos, 
escuelas, organizaciones barriales y organismos de derechos humanos y las comunidades isle-
ñas (Farrás, 2024). A partir de estos vínculos, se organizaron intervenciones barriales, charlas 
en escuelas, presencia en las rondas de las Madres de Plaza de Mayo en la ciudad de Rosario, 
entre muchas otras acciones. Además, se realizaron manifestaciones por la Ley de Humedales 
convocadas por Sindicatos por el Ambiente, espacio de articulación entre diferentes gremios 
que emergieron en el seno de esta conflictividad abordando la problemática o creando áreas 
ambientales hacia el interior de sus organizaciones. La adopción de un discurso y de argumen-
tos socioambientales por parte de grupos sociales tradicionalmente no ligados a esta temática 
hace a la productividad social de este conflicto.

La definición de medios y fines de la acción nos remite a los diagnósticos y objetivos 
que fueron planteados en la MHR y que, como parte de un proceso dinámico signado por 
tensiones, son reconfigurados permanentemente al interior de esta organización. Se trata de 
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la búsqueda por consensuar un accionar compartido y fortalecer el sentido de pertenencia 
(nosotros identitario). A su turno, las orientaciones identificadas por Melucci (1999) referidas 
a las relaciones con el ambiente deben ser pensadas más allá de los límites conceptuales que 
establece este autor. Dentro de esta dimensión, uno de los aspectos a resaltar es la relación 
que la MHR establece con otros actores, como ser, otras organizaciones dedicadas a luchas 
socioambientales, pero también, como se mencionó, con organizaciones de derechos humanos, 
sindicatos, la población isleña5 y, de manera particular, con partidos políticos y con funcionarios. 
Más allá de este ambiente ligado a la articulación política y la definición de los antagonismos, se 
encuentran la noción del espacio social y los procesos de reterritorialización que emergen en la 
conflictividad. Estos son medulares a la noción del ambiente en que transcurre una acción, en 
donde la MHR asumirá una perspectiva ontológica situada desde la asunción de una “política 
de la relacionalidad” (Escobar et al., 2024), explicitada en la consigna aglutinante de la MRH y en 
general de todas las movilizaciones, “Somos Humedal”. 

En el ámbito de la acción política de la MHR, la definición del Estado como campo de 
lucha o arena de conflictividad asumía su dimensión contradictoria en tanto garante –no neutral– 
de una relación social asimétrica, al tiempo que heterogéneo y expresión de campo de lucha. En 
este sentido, se reconoció a los actores estatales como interlocutores necesarios, y se dirigieron 
esfuerzos colectivos hacia la disputa legislativa por la sanción de una ley de humedales nacional. 
El reclamo por una Ley Nacional de Presupuestos Mínimos para la Protección de los Humedales 
en Argentina lleva más de una década. En 2013, 2016 y 2018 se presentaron diferentes pro-
yectos que no llegaron a aprobarse. En este conflicto, el reclamo social por sancionar esta ley 
se impulsaba a partir del antecedente de otras leyes nacionales de presupuestos mínimos para 
la conservación de ecosistemas, apuntaladas tanto por el movimiento socioambiental como por 
figuras políticas que sostuvieron esta disputa política: la Ley de Glaciares y la Ley de Bosques, 
leyes que más tarde fueron desarticuladas por la gestión de La Libertad Avanza.6 La Ley de Bos-
ques fue sancionada en 2007, con el objetivo de ponerle un freno al desmonte y deforestación de 
bosques nativos, particularmente en la región del Gran Chaco. Por su parte, la Ley de Glaciares 
aprobada en 2010 venía a proteger estos ecosistemas fundamentalmente de la megaminería. Am-
bas normativas constituyeron hitos en la historia ambiental y legislativa argentina, así como en el 
incremento de la conformación de un movimiento por la justicia ambiental.

La experiencia de dificultades en la debida implementación de estas leyes protectoras de 
los bienes comunes representa un panorama ambiguo a la hora de plantear el reclamo por una 

5  Siendo la MHR un actor urbano, la relación con la población isleña que habita el delta del Paraná, así como la 
legitimidad frente a ella, implicó la superación de ciertos desafíos. Los/as habitantes de las islas, en un comienzo, 
veían con recelo las manifestaciones socioambientales, en parte debido a la potencial pérdida de trabajo en caso de 
implementarse medidas proteccionistas (entrevista MHR, abril 2022), y en parte debido al prejuicio según el cual 
“los ambientalistas” no están en contacto con la gente y se preocupan únicamente por cuestiones ecosistémicas. 
Sin embargo, esta distancia se fue acortando. Para ello, fueron clave tres hechos puntuales. El más importante es la 
organización de brigadas voluntarias en agosto de 2020 para cruzar a las islas a combatir los incendios cuando co-
rrieron peligro un grupo de viviendas, momento en el que se trabajó codo a codo con los/as isleños/as. Un segundo 
elemento es el posicionamiento de la MHR en diciembre de 2020, cuando se declaró una veda total para la pesca 
bajo argumentos de protección de la fauna, frente a lo cual la organización respaldó el derecho y la necesidad de 
continuar trabajando de quienes realizan pesca artesanal como actividad de subsistencia. Y, en tercer lugar, cabe 
mencionar la gestión de la MHR en conjunto con la comunidad de El Espinillo para recuperar la Bajada Génova en 
la ciudad de Rosario, acceso público al río que se encontraba abandonado desde la última dictadura cívico-eclesiás-
tico-militar y que resulta de suma importancia para dicha comunidad. Estas acciones y posicionamientos reflejan 
una concepción del territorio que incluye también la necesidad de reproducción de la vida de quienes lo habitan, y 
se distancian de visiones conservacionistas respecto del ambiente (Argento, 2023; Farrás, 2024).
6  En octubre de 2024, el gobierno nacional disolvió, a través del decreto 888/2024, el Fondo Fiduciario para la 
Protección Ambiental de los Bosques Nativos (Fobosque), asociado a la Ley de Bosques, que ordenaba el sistema 
de incentivos públicos y privados para la preservación de bosque nativo en cada provincia. En abril de 2026, el 
Congreso aprobó la modificación de la Ley de Protección de los Glaciares y ambientes periglaciares N.° 26.639. 
Esta modificación es regresiva en materia de protección ambiental. 
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ley de humedales. Mientras que, por un lado, plantean un horizonte de posibilidad, por otro lado, 
expresan el límite de la forma “derecho” en su sentido liberal. Para la MHR, la sanción de una ley 
para la protección de los humedales no puede ser el fin último de la acción, dado que su imple-
mentación posterior requeriría de la continuidad de la acción política basada en la movilización 
social. Con todo, el reclamo por esta sanción funcionó como bandera y consigna aglutinante para 
fortalecer articulaciones entre actores diversos y potenciar el involucramiento social. La consigna 
“Ley de Humedales Ya” posibilitó una ampliación de la escala del conflicto hacia todo el país, ya 
que no pretendía la protección únicamente del Delta del Paraná, sino de los humedales situados 
en todas las provincias, y en sus diferentes formas (bofedales, lagunas, esteros, salares, etc.). La 
articulación nacional del reclamo tuvo su punto álgido en septiembre de 2022, cuando más de 
500 organizaciones a lo largo del país se movilizaron en apoyo a un proyecto consensuado de ley. 
Al igual que la forma asamblearia y la autonomía, la exigencia de sanción de esta normativa se 
constituyó como horizonte colectivo referido a un “medio” en el marco del cual expandir la dis-
puta sociopolítica generalizada frente al poder hegemónico, los “dueños de las islas” (Entrevista, 
Rosario, 2022) y, en general, al modelo de acumulación y concentración económica. 

En su “Documento de presentación”, la MHR deja asentado “perseguimos la armonía de 
las actividades humanas con las demás especies que habitan dichos territorios, en un sentido 
amplio” (MHR, 2022). Es decir, hay un fin que excede en mucho la sanción de una ley, que refie-
re a una transformación de la dinámica social en el marco de una crisis socioambiental, enten-
dida esta como el freno a la depredación de los territorios (naturaleza, ecosistemas asociados 
y poblaciones). Esta concepción le permite a la MHR definir los antagonismos del conflicto y la 
caracterización de los poderes hegemónicos frente a los que se opone. 

En relación con las acciones de gestión e incidencia en el ordenamiento territorial lo-
cal, la MHR orientó su participación hacia espacios como el Comité Intersectorial Isla de Los 
Mástiles,7 la Comisión Multisectorial Legado Deliot8 y las instancias de elaboración del Plan de 
Manejo de la Reserva de Usos Múltiples Humedales e Islas de Victoria.9 De otra parte, existie-
ron espacios no vinculantes, como el Comité Asesor Frente al Cambio Climático10 y la Comisión 
Asesora de Protección Ambiental de la Fiscalía Civil para Protección de los Intereses Generales 
de Rosario, hacia donde la MHR solo elevaba un mensaje de denuncia y obtenía información 
respecto de las medidas adoptadas por el municipio.

En todos los casos, se trata de instancias institucionales que emergen de manera directa 
de la problemática de los incendios o que se fortalecen y activan a partir de esta, y que hacen 
a la productividad institucional y política del conflicto. Esto responde a la necesidad, por parte 
de las instituciones políticas y/o de los gobiernos locales, de intervenir y accionar sobre la con-
flictividad en curso, lo que da cuenta de una mayor receptividad política en la escala local del 
reclamo llevado adelante por la sociedad movilizada.

7  Conformado por distintas organizaciones socioambientales, la Universidad de Rosario, concejales y el Municipio 
de Baigorria para la protección del área natural protegida. 
8  Tiene como objetivo principal la preservación y el cuidado de la Reserva Municipal Los Tres Cerros, actualmente 
en litigio con Enzo Mariani, en los juicios mencionados anteriormente. Fue creada en el año 2013 y está confor-
mada por las siguientes organizaciones socioambientales de la ciudad, además de la MHR: Taller Ecologista, El 
Paraná No Se Toca, Arpemo, Taller de Comunicación Ambiental, Fridays for Future, Mundo Aparte, la Universidad 
Nacional de Rosario y la Municipalidad. 
9  Incluyó múltiples reuniones en la ciudad de Victoria, Entre Ríos, a las que asistieron representantes de los dife-
rentes sectores interesados en el ordenamiento de este territorio, desde organizaciones socioambientales hasta 
población isleña y productores ganaderos o apicultores. 
10  Comenzó a funcionar en 2022 por normativa municipal y pertenece a la Subsecretaría de Cambio Climático y 
Transición Ecológica Justa de la Secretaría de Ambiente y Cambio Climático del municipio. Este comité se encuen-
tra dedicado a la aplicación del Plan Local de Acción Climática 2030 de Rosario, que cuenta con representación de 
organizaciones de la sociedad civil. Una integrante de la MHR participó de este espacio en representación también 
de otras organizaciones y en articulación con ellas.
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El vínculo entre la MHR y las instituciones propias de la democracia representativa 
–sean instituciones estatales, partidos políticos, o militantes que la integraron en carácter indi-
vidual– estuvo siempre mediado por la recíproca desconfianza política. Sin embargo, las parti-
cipaciones institucionales fueron consideradas potenciales espacios de influencia en la toma de 
decisiones, mientras el vínculo al interior de la organización con los partidos políticos tensionó 
de manera constante la definición autonómica. 

La relación entre los espacios sociales “la ciudad” de Rosario y el territorio de “las islas” 
fue variando a lo largo del tiempo. A pesar de la importancia del río Paraná para las actividades 
productivas que dieron origen a la ciudad de Rosario, en sus inicios, el casco urbano no incorporó 
esta geografía a su paisaje, sino que las instalaciones del ferrocarril impedían incluso la vista al 
curso de agua. Con el paso del tiempo, se produce una búsqueda de la incorporación del Paraná 
a la ciudad mediante nuevas propuestas de planificación urbana. En la década de 1990, se lleva-
ron adelante varias obras que buscaron dejar de “darle la espalda al río” y permitieron adoptar 
al Paraná y sus humedales como espacio, no solo productivo, sino recreativo (Galimberti, 2014). 
En consecuencia, en las últimas décadas se produjo un importante aumento de las actividades 
recreativas y deportivas, tanto en el río como en el territorio de islas, que vinculan a importantes 
sectores de la población urbana con este territorio. Se produjo en ese entonces una reterritoriali-
zación del delta como espacio de disfrute para gran parte de los/as habitantes de Rosario, que no 
estuvo exenta de procesos de segregación espacial en la expansión de zonas de acceso privado. 

A partir del conflicto por las quemas, este territorio amplía una vez más su significación, 
al ser revalorizado, ya no solo como espacio público-común y/o lugar para actividades recreati-
vas, sino como un ecosistema en peligro que debía ser defendido en pos de su preservación. “La 
isla” pasa a ser denominada “humedal”; la conservación de su ecosistema, así como la defensa de 
los derechos de las personas que hacen de estos humedales sus espacios de vida, constituyen 
nuevos lenguajes de valoración desarrollados en el conflicto. La utilización de las consignas “So-
mos humedal”, “No es una hidrovía, es un río”, y las categorías ecocidio y terricidio por parte de 
la MHR dan cuenta de la reterritorialización producida y de la formulación de lenguajes de valo-
ración divergentes (Martínez Alier, 2004) o de una forma de productividad territorial, en el abor-
daje de Merlinsky (2021), lo que permite la articulación plural en su defensa como bien común. 

La categoría de “multiterritorialidad” aportada por Rogério Haesbaert (2013) posibilita 
analizar las diferentes maneras en que es territorializado el Delta del Paraná por actores diver-
sos. El delta es, a la vez, territorio de vida “heredado” por familias que lo habitan desde genera-
ciones anteriores y que pugnan por su conservación en relación con la reproducción de sus vidas 
y la continuidad de sus trabajos, y actividades de subsistencia económica; es territorio originario 
o patrimonio ancestral cultural, en tanto incluye sitios de importancia para la historia de las 
comunidades originarias,11 es territorio construido socialmente como espacio público o elegido 
para el ejercicio del ocio y la recreación por una parte muy importante de la población urbana;12 
es territorio a conservar como hábitat natural de flora y fauna por parte de algunas expresiones 
y agendas socioambientales. Se trata entonces, por definición, de un territorio múltiple. 

Pero esta multiplicidad de identidades y actores que dan cuenta de una agregación de 
sentidos que habilitan otras territorialidades definen su antagonismo en el seno del conflicto 
con sectores económicos de gran importancia que persiguen la acumulación del capital, grupos 

11  Los pueblos que habitaron esta región fueron nombrados por la arqueología como Entidad Cultural Goya-Mala-
brigo. A lo largo del delta, es posible encontrar sitios arqueológicos que contienen fragmentos de сеrámica, acumu-
lación de restos óseos de fauna ribereña, valvas de moluscos de río, y en ocasiones, enterratorios humanos (Ceruti, 
2003).
12  La costa frente a Rosario cuenta con alrededor de 20 paradores habilitados, a los cuales arriban embarcaciones 
particulares y taxis náuticos que zarpan desde dos puntos de la ciudad (Montejo, 2022). El parque náutico rosarino 
es el segundo más grande del país después de San Fernando (Maggi, 2024). 



Fuegia. Revista de Estudios Sociales y del Territorio | Año 2026. Volumen IX. Número 1. | ISSN 2618-2335 | pp. 119-137

130Melisa Argento, Irina Farrás. Multisectorial Humedales Rosario: praxis política socioambiental y feminista 
en el conflicto frente a las quemas del Delta del Paraná (2020-2022)

de poder y/o narrativas mediáticas hegemónicas. “La definición de lo que es el territorio, más 
que nunca, se convierte así en el locus del conflicto” (Svampa, 2012, p. 8).

Politicidad (eco) feminista de interioridad 

Siguiendo la hipótesis de investigación, la identidad colectiva de la MHR está signada 
por la presencia de una perspectiva política feminista, definida de manera inherente en rela-
ción con su dimensión socioambiental. La MHR no fue autodenominada explícitamente como 
organización feminista, sino que en su devenir fue incorporando, en su praxis y orientaciones, 
perspectivas que logran generar consensos definibles como praxis ecofeministas. 

Por un lado, es posible identificar una influencia feminista que tiene que ver con la com-
prensión de un vínculo entre las luchas de las mujeres y aquellas que buscan proteger los te-
rritorios y la naturaleza. Retomamos en este punto el trabajo de Yayo Herrero y Marta Pascual 
Rodríguez, quienes postulan como visión compartida por todos los ecofeminismos el hecho de 
que “la subordinación de las mujeres a los hombres y la explotación de la naturaleza responden 
a una lógica común: la lógica de la dominación patriarcal y la supeditación de la vida a la priori-
dad de la obtención de beneficios” (Herrero y Rodríguez, 2010, p. 6). Consideramos que, si bien 
al interior de la MHR no se dieron debates teóricos respecto del ecofeminismo, el accionar de 
la grupalidad da cuenta de la presencia implícita de este postulado en su interior. 

Es así como la MHR se integró en movilizaciones convocadas por el movimiento femi-
nista de la ciudad de Rosario, como en las marchas del 8M, cuando llevaron una bandera con la 
consigna “¡Que arda el extractivismo! Territorios libres”. Para el 3 de junio de 2022, día de Lucha 
contra la Violencia Machista, se organizó una “remada de las pibas”, en la cual se convocaba a 
las mujeres a cruzar en kayak a la isla Los Mástiles y acampar allí. Para la difusión de esta rema-
da se utilizó la conocida consigna “Ni la tierra ni nuestros cuerpos son territorio de conquista”. 

Además de estas acciones, vemos otros elementos del accionar de la MHR que incluyeron 
postulados ecofeministas aun cuando no se encuentren encuadrados de esa manera por parte 
de la organización. Ejemplo de ello es una consigna presente en todo el desarrollo de la grupali-
dad: “Somos humedal”. Esta frase establece una ruptura con la disociación sociedad/naturaleza, 
pues sitúa a las personas como parte del territorio defendido, lo cual implica un reconocimiento 
de la “eco-interdependencia” que forma parte de los fundamentos ecofeministas. El reconoci-
miento de la ecodependencia –es de la naturaleza de donde proviene toda la energía necesaria 
para la vida (alimento, agua, minerales)– y de la interdependencia –precisamos del trabajo social 
y colectivo a lo largo de toda nuestra vida, aunque esto sea negado y ocultado– implica reva-
lorizar los trabajos de cuidados, llevados a cabo de manera sexo-genéricamente desigual. Este 
reconocimiento de parte de la MHR incorpora también un desplazamiento profundo a la idea 
(androcentrada y eurocentrada) del hombre blanco como individuo y medida de las cosas, ins-
taurada por la colonialidad-modernidad con pretensión de universalidad y que está en el origen 
de la violencia contra las mujeres y la configuración histórica de desigualdades sexo-genéricas.13

Por otro lado, identificamos lo que llamaremos una segunda dimensión de “la política de 
interioridad feminista”, que tiene que ver con la importancia de los cuidados interpersonales al 
interior de la grupalidad y en cada actividad organizada, la búsqueda constante de horizontali-
dad y consensos, que se opone a una lógica de verticalidad del poder como característica cen-
tral de la política liberal representativa, y la definición colectiva de que, para poder brindarse a 
un grupo y a una lucha, es fundamental cuidar también los cuerpos y a las personas. Para pensar 

13  La utilización de la consigna “somos humedal” por parte de diversos actores en el reclamo por la protección 
del delta del Paraná podría ser analizado también como un ejemplo de lo que Escobar et al. (2024), retomando el 
trabajo de Marisol de La Cadena, conceptualizan como “zonas de contacto pluriversal” (ZCP).
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esta dimensión, utilizaremos el abordaje propuesto por la antropóloga Rita Segato (2018), quien 
parte por definir que, al imponerse el binarismo colonial, el espacio masculino se reconfigura 
como “esfera pública”, de dominio universal y jerárquicamente superior al espacio femenino, 
que queda relegado a los márgenes y considerado como algo inferior, privado e íntimo, incapaz 
de hablar por el interés general como lo hace la esfera pública. De acuerdo con la autora, “lo 
que se produjo fue una masculinización de la institucionalidad y una despolitización de los vín-
culos que emergen del espacio doméstico, una desdomesticación de la vida y de toda política” 
(Segato, 2018, p. 37). La politización de los vínculos emerge como una característica central a lo 
largo de todo el análisis del accionar de la MHR entre 2020 y 2022; las entrevistas la mencionan 
tanto en lo que refiere al tratamiento del conflicto al interior de esta organización, como en las 
definiciones colectivas en torno a los medios, fines y ambiente –en la conceptualización expan-
dida que hemos descrito– y en la inherente comprensión o enmarcamiento de sentirse parte de 
ese humedal al que se desea defender. 

A su turno, el modo feminista de hacer política de la MHR se distanció de la política 
ligada a los valores de competencia, rivalidad, jerarquías y dicotomías binarias, ya que en sus 
acciones predominaron –aun con tensiones y retrocesos que nos alejan de la esencialización– 
formas de reciprocidad, de redistribución y de recuperación de lazos comunitarios propios a un 
modo de politización. Esta construcción de una politicidad femenina se encuentra de manera 
explícita en diferentes elementos. Una de las comisiones que conformaron la MHR es la “Co-
misión Antipatriarcal”, encargada de abordar situaciones de violencia sexista que se pudieran 
producir en las actividades organizadas por la grupalidad o durante el tiempo transcurrido entre 
cada encuentro al interior de ella o entre sus integrantes, resultado de lo cual tuvo lugar la re-
dacción de un “Protocolo contra las violencias machistas”. 

Dicho documento encuentra su antecedente en la creación y expansión de protocolos 
contra la violencia institucional en la ciudad de Rosario. Al igual que muchas de las praxis coti-
dianas de la MHR, se nutre de elementos que son legados de este movimiento en la ciudad y 
la renovada fuerza que tuvo desde el año 2015, y del cual muchas integrantes de la MHR son 
parte. Este diálogo entre el movimiento feminista y el movimiento socioambiental de la ciudad 
de Rosario se evidenció de una manera específica en el conflicto frente a la quema de las islas, 
o el Delta del Paraná, en un proceso de mutuo aprendizaje que, creemos, constituye uno de los 
elementos más novedosos del rol de la MHR. 

El cuidado de las personas tuvo siempre un lugar prioritario, y eso llevó a que se le dedica-
ra tiempo a la cuestión de los afectos y las sensibilidades, que los sentires fueran tenidos en cuen-
ta en vez de subestimados, y que los vínculos interpersonales fueran entendidos como una base 
importante para el accionar. Uno de los espacios en donde esto se pone de manifiesto son las 
asambleas, donde no solo todos/as tienen la posibilidad de hacer uso de la palabra, sino que hay 
una búsqueda activa de que esto suceda, al impulsar la participación como “motor de confianza” 
(Entrevista MHR, 2024), en el reconocimiento de la diversidad de cuerpos que componen la MHR 
y de la fortaleza que esto implica para la construcción colectiva.14 Esta praxis de la politización 
de los vínculos y el respeto de su temporalidad enfrentaría permanentemente el desafío organi-
zativo de compatibilizar los tiempos de las decisiones necesarias para el accionar, lo que implicó 
dificultades, también en el vínculo hacia el exterior o con otros actores (Entrevista, Rosario, 2022). 

Lejos de esencializar esta novedad, las entrevistas revelan que todo lo anterior no impli-
có de ninguna manera que la MHR estuviera exenta de situaciones de violencia o de desigual-
dades sexo-genéricas. Por el contrario, expresa que, como organización, se crearon, activaron y 

14  En el desarrollo de la noción de la política de la relacionalidad que hacen Escobar et al. (2024), uno de sus prin-
cipios es la emergencia. De acuerdo con él, “el todo es mayor que sus partes” y “mientras más diferencia haya, más 
coherente será lo colectivo” (Escobar et al., 2024, p. 186).
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pusieron en práctica –con aciertos y con errores– herramientas que permitieran tramitar estas 
violencias. Las distancias hacia el interior de la MHR, en la definición de su politicidad feminista 
de interioridad, incluiría, por lo demás, extenuantes debates signados por las diversas corrientes 
dentro del heterogéneo movimiento feminista de esta ciudad, como el punitivismo, el antipuni-
tivismo, el esencialismo, el antiesencialismo y la radicalidad o no de las disputas a dar desde los 
movimientos feministas. 

Conclusiones

La MHR emerge como actor colectivo a partir del recrudecimiento del conflicto en los 
territorios de humedales pertenecientes al Delta del Paraná, cuando los incendios allí sucedidos 
afectaron de manera directa a la población urbana al cubrir de humo la ciudad de Rosario. A ello 
se le suma, como agravante directo, el contexto de pandemia de COVID-19, una enfermedad 
de origen zoonótico, que ponía sobre la mesa la interrelación entre la salud ecosistémica y la 
salud humana. La expansión de la reflexividad socioambiental se conjugó, a su turno, con una 
relativa mayor oportunidad para la acción colectiva debido a la disponibilidad de tiempo libre 
(en sectores sociales identificables como medios y/o trabajadores formales).

Como parte de un movimiento social de carácter urbano, específicamente socioambien-
tal, la MHR fue consolidando una identidad colectiva, lo que implicó la permanente redefinición 
respecto de los fines y los medios de la acción, así como de las relaciones con el ambiente, enten-
dido más allá de la teoría propuesta por Alberto Melucci, e incorporando el territorio o espacio 
social como parte de inherente de la identificación de los cuerpos en lucha, y sin mediar una con-
dición de exterioridad sociedad/naturaleza. Este sentido disruptivo emerge cuando el conflicto y 
la movilización desbordan los propios límites de la definición del territorio que se defiende, y a lo 
largo de un proceso de reterritorialización que expande la comprensión de este, al tornarse múl-
tiple y expresar, por tanto, múltiples sentidos en su relación con la vida cotidiana de las personas. 

Los/as integrantes de la MHR, entre quienes podemos observar una gran variación eta-
ria y de trayectorias políticas y personales, se organizaron de manera horizontal y asamblearia, 
entendiendo que todos/as se encontraban en igualdad de condiciones para la participación, y 
fueron tomando sus definiciones a través de debates y de búsquedas de consenso. La definición 
de la forma asamblearia responde, asimismo, a la inscripción de la MHR dentro de un debate 
acerca de la autonomía de las organizaciones sociales, particularmente respecto de los partidos 
políticos. En este sentido, encontraremos a lo largo de todo su accionar una tensión entre la 
crítica a las instituciones de la democracia representativa y, a la vez, la esperanza depositada en 
ellas. Es decir, la comprensión del Estado como arena de disputa.

De acuerdo con los hallazgos centrales de esta investigación, la relevancia de la MHR 
como actor colectivo protagonista del conflicto frente a las quemas del Delta del Paraná entre 
2020 y 2022 reside en su capacidad para articular y poner en evidencia la conexión existente 
entre la salud humana y la salud ecosistémica al expandir la comprensión de la eco-interdepen-
dencia y la conflictividad socioambiental en un contexto urbano; en el desborde del impulso 
por la acción colectiva y la masividad de sus convocatorias, en la politización y centralidad del 
cuidado interpersonal en un contexto de pandemia –en el que estaban prohibidos eventos 
que congregaran a una gran cantidad de personas–, en su capacidad de, aun siendo un actor 
colectivo emergente de este conflicto, lograr articular redes preexistentes de la movilización, 
expandiendo la resonancia social –que se expresa, por ejemplo, en la creación de espacios, 
áreas, organizaciones socioambientales–; y, finalmente, en su aporte a la construcción de un 
modo de hacer política feminista de interioridad y/o una praxis política que –aun con tensiones 
o errores– puede ser definida por su enmarcamiento desde lógicas de eco-interdependencia, 
ecofeministas y/o de la relacionalidad.
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Resumen
Entre 2015 y 2023, durante la gestión de Horacio Rodríguez Larreta como jefe de Gobierno de la Ciu-
dad Autónoma de Buenos Aires, se implementó un proceso de reurbanización del Barrio Padre Carlos 
Mugica liderado primero por la Secretaría de Integración Social y Urbana y, posteriormente, por la Uni-
dad de Proyectos Especiales. Este artículo analiza cómo las transformaciones institucionales de dicho 
organismo –en su estructura organizativa, sus prioridades político-institucionales y sus modalidades 
de articulación interna– incidieron en las formas de aproximación estatal al territorio. Se sostiene que 
estas transformaciones no constituyeron simples cambios administrativos, sino que produjeron, en cada 
momento, modalidades específicas de intervención sobre el barrio y sus habitantes. Para sostener este 
argumento, se reconstruyen tres etapas del ciclo de la política pública, articuladas por un período bisa-
gra –la pandemia de COVID-19–, durante el cual el organismo dejó de operar como responsable de la 
reurbanización para concentrarse en la gestión de la emergencia sanitaria. Metodológicamente, el traba-
jo se apoya en más de veinte entrevistas en profundidad a exfuncionarios y trabajadores del organismo, 
complementadas con el análisis de normativa y documentación oficial. El artículo busca contribuir a una 
línea de indagación, poco desarrollada en los estudios urbanos, sobre el modo en que las burocracias es-
tatales –lejos de ser meras ejecutoras de políticas predefinidas– inciden activamente en la configuración 
de las intervenciones sobre el hábitat popular. 

Palabras clave: Integración sociourbana; Políticas públicas; Transformaciones institucionales; 
Implementación; Barrio Padre Carlos Mugica 

Abstract
Between 2015 and 2023, during Horacio Rodríguez Larreta’s administration as head of government of 
the Autonomous City of Buenos Aires, a reurbanization process was implemented in the Padre Carlos 
Mugica neighborhood, led first by the Secretariat of Social and Urban Integration and, subsequently, by 
the Special Projects Unit. This article examines how the institutional transformations of this agency—in 
its organizational structure, political-institutional priorities, and internal articulation modalities—sha-
ped the state’s forms of approach to the territory. It argues that these transformations were not mere 
administrative changes, but rather produced, at each moment, specific modalities of intervention in 
the neighborhood and among its inhabitants. To support this argument, the article reconstructs three 
stages of the public policy cycle, linked by a hinge period—the COVID-19 pandemic— during which the 
agency ceased to operate as the body responsible for reurbanization and instead focused on managing 
the health emergency. Methodologically, the study draws on more than twenty in-depth interviews 
with former officials and workers of the agency, complemented by an analysis of regulations and official 
documentation. The article seeks to contribute to a line of inquiry, still scarcely developed in urban stu-
dies, on how state bureaucracies—far from being mere executors of predefined policies—actively shape 
interventions in informal settlements.

Keywords: Socio-urban integration; Public policy; Institutional transformations; Implementa-
tion; Padre Carlos Mugica neighborhood 
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Introducción

La llegada de Horacio Rodríguez Larreta a la Jefatura de Gobierno de la Ciudad Au-
tónoma de Buenos Aires (GCBA) marcó un punto de inflexión en las políticas dirigidas a los 
barrios populares. Desde los inicios (2016) y hasta el final de su gestión, en diciembre de 2023, 
se impulsó un proceso de reurbanización en cuatro de los 49 barrios populares existentes en la 
CABA (Subsecretaría de Integración Socio-Urbana. Registro Nacional de Barrios Populares [Re-
NaBaP], s.f), dando lugar a un nuevo ciclo de intervenciones en villas, que incorporó el abordaje 
a “escala barrial” y se encuadró bajo la noción de integración urbana (Brikman, 2020). 

Para llevar adelante este nuevo proceso, el gobierno local contó con el respaldo del 
Poder Legislativo de la ciudad, que sancionó leyes especiales para la reurbanización de estos 
cuatro territorios. Por su parte, el Ejecutivo revalorizó el rol del Instituto de Vivienda de la Ciu-
dad (IVC) y le asignó el liderazgo de las políticas de urbanización de la Villa 20, la Rodrigo Bueno 
y el Playón de Chacarita. En paralelo, constituyó la Secretaría de Integración Social y Urbana 
(SECISyU), organismo ad hoc dependiente de la Jefatura de Gabinete y responsable exclusivo 
de la urbanización del Barrio Padre Carlos Mugica, ex-Villa 31.1 Así, a lo largo de los ocho años 
de gestión larretista, la política dirigida a los barrios populares se caracterizó por la implemen-
tación de intervenciones urbanas integrales que combinaron acciones de mejoramiento del te-
rritorio existente, producción de vivienda nueva, regularización dominial e iniciativas orientadas 
al desarrollo económico y social de sus habitantes (Arqueros et al., 2019). 

En el caso de la (ex) Villa 31, objeto de estudio del presente artículo, estas intervencio-
nes implicaron la relocalización de más de 1000 familias a conjuntos habitacionales construidos 
dentro del propio barrio; la intervención y mejoramiento de más de 2600 viviendas existentes; 
la creación y readecuación de 24 espacios públicos; la construcción y refacción de 23 equipa-
mientos comunitarios; la ejecución de 17 km de redes de infraestructura sanitaria; la readecua-
ción de 3740 metros lineales de red de infraestructura existente y la realización de obras de 
electricidad de media y baja tensión. 

Estas cifras permiten apreciar la magnitud de la transformación territorial impulsada du-
rante el período analizado. Sin embargo, comprender un proceso de esta escala supone, no solo 
analizar las intervenciones y transformaciones producidas, sino también las formas mediante 
las cuales el Estado desplegó esa política sobre un espacio previamente (auto)producido, habi-
tado y atravesado por múltiples dinámicas sociales, económicas y espaciales. En ese sentido, 
lejos de actuar sobre un espacio vacío, el organismo intervino sobre un entramado territorial 
preexistente y configurado a lo largo del tiempo por la acción de diversos actores y por su-
cesivas intervenciones estatales (Menazzi, 2022). En este contexto, resulta relevante indagar 
cómo las transformaciones institucionales del organismo encargado de implementar la política 
incidieron en las prioridades de gestión, en las formas de organización interna y en los modos 
de aproximación al territorio durante el proceso de reurbanización. 

Existe una amplia producción académica sobre los efectos territoriales de las políticas 
de integración sociourbana y sobre los conflictos que acompañan su implementación (Cravino, 
2018; Di Virgilio y Brikman, 2019; Brikman, 2020; Zapata, 2020; Cravino y Ons, 2023). En línea 
con ello, Arqueros et al. (2019) indagaron en las capacidades institucionales, los equipos y los 

1  En esta investigación se utiliza el término villa para referirse a los barrios populares de origen informal, locali-
zados en áreas próximas a los principales centros de producción y consumo e integrados a la trama urbana de la 
ciudad. Estos territorios se caracterizan por presentar un tejido urbano irregular, conformado por angostos pasillos 
y viviendas construidas mediante procesos de autoconstrucción desarrollados a lo largo del tiempo. Si bien en la 
actualidad el término barrio popular ha ganado difusión con el propósito de valorizar lo construido y reducir la 
estigmatización de sus habitantes, villa continúa siendo una denominación ampliamente utilizada por los propios 
residentes, por lo que se mantiene su uso en este trabajo (Di Virgilio, 2015).
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recursos movilizados por la SECISyU y el IVC durante los primeros años de la gestión larretista 
(2015-2018) y señalaron, entre otras cuestiones, cómo ciertos cambios en la estructura orgáni-
ca de la secretaría se vincularon con el desplazamiento de la participación como eje prioritario 
de la política. A partir de esos aportes, y con la gestión larretista ya concluida, este trabajo 
busca profundizar en la trayectoria institucional de un único organismo –la SECISyU, posterior-
mente denominada Unidad de Proyectos Especiales (UPE)–, reconstruyendo el ciclo de ocho 
años de la política pública urbana e incorporando momentos hasta hoy inexplorados, como la 
pandemia y la transformación en unidad de proyectos especiales. En este punto, los aportes de 
Menazzi y Jajamovich (2019) sobre el rol de técnicos, funcionarios y agencias estatales en la 
producción de ciudad resultan una referencia ineludible, en tanto permiten pensar a los orga-
nismos públicos, no como meros ejecutores de políticas predefinidas, sino como actores que, 
a través de sus propias lógicas internas, sus saberes y sus formas de organización, inciden acti-
vamente en la (re)configuración de las intervenciones. En este marco, el artículo analiza cómo 
las transformaciones institucionales de la SECISyU y, posteriormente, de la UPE, incidieron en 
las formas de aproximación estatal al territorio durante el proceso de reurbanización del Barrio 
Padre Carlos Mugica entre 2015 y 2023. 

Para analizar dichas transformaciones a lo largo del ciclo de la política pública, el trabajo 
construye una periodización en etapas, entendidas no como meros períodos cronológicos, sino 
como herramientas analíticas que permiten observar momentos en los que se reconfiguraron 
la estructura organizativa del organismo, sus prioridades político-institucionales y sus moda-
lidades de articulación interna, que redefinieron en cada caso las formas de aproximación al 
territorio y a sus habitantes. 

Metodológicamente, el trabajo adopta una estrategia cualitativa basada en el estudio 
de caso del Barrio Padre Carlos Mugica. La investigación se apoya principalmente en entre-
vistas en profundidad realizadas a exfuncionarios y trabajadores de la SECISyU/UPE, comple-
mentadas con el análisis de normativa, organigramas, documentos internos e informes oficiales 
producidos por el organismo durante el período estudiado.

El artículo se organiza en cinco apartados. En primer lugar, se presentan las herramien-
tas conceptuales vinculadas al Estado, las políticas públicas, las políticas urbanas y las buro-
cracias encargadas de su implementación. En segundo lugar, se describe la estrategia metodo-
lógica adoptada. Luego se contextualiza el caso del Barrio Padre Carlos Mugica como objeto 
de intervención estatal. Posteriormente, se reconstruyen los distintos ciclos de la política de 
reurbanización entre 2015 y 2023. Por último, se presentan las principales conclusiones y apor-
tes del trabajo.

El Estado, las políticas urbanas y sus organismos de implementación 

Este apartado presenta las herramientas conceptuales que orientan el análisis. En pri-
mer lugar, se discuten las nociones de Estado y política pública, y su aplicación al campo de las 
políticas urbanas. En segundo lugar, se aborda la noción de ciclo de política pública y el rol de 
las burocracias estatales en los procesos de implementación. 

Estado, políticas públicas y políticas urbanas

Las políticas públicas representan el conjunto de acciones y omisiones mediante las 
cuales el Estado interviene sobre la sociedad. Siguiendo a O’Donnell (1977), el Estado se com-
prende como una dimensión política de las relaciones de dominación social, cuyo accionar se 
expresa a través de decisiones, prioridades y modalidades de intervención históricamente si-
tuadas. Desde esta perspectiva, las cuestiones que ingresan a la agenda pública no son proble-
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mas objetivos ni evidentes por sí mismos, sino construcciones sociales atravesadas por dispu-
tas, conflictos y relaciones de poder (Oszlak y O’Donnell, 1995). 

En este marco, las políticas públicas se entienden como modalidades específicas de inter-
vención estatal frente a cuestiones que adquieren relevancia social y política. Lejos de constituir 
respuestas lineales a demandas preexistentes, representan tomas de posición que se materiali-
zan a través de acciones, omisiones, programas, normativas y dispositivos institucionales. Como 
señalan Oszlak y O’Donnell (1995), dichas intervenciones expresan una orientación estatal fren-
te a una cuestión determinada y contribuyen activamente a modelar su desarrollo posterior.

Esta perspectiva resulta especialmente fértil para abordar las políticas urbanas. Tal 
como advierte Menazzi (2022), se trata de una categoría que exige ser desnaturalizada, la cual, 
lejos de constituir una noción autoevidente, puede encerrar sentidos divergentes y malenten-
didos que es preciso desandar. En el contexto latinoamericano, las políticas urbanas se defi-
nen, no por el nivel gubernamental que las implementa, sino por su objeto de intervención: el 
espacio urbano, los territorios y la vida urbana (Marques, 2017, citado en Menazzi, 2022). Así 
entendidas, abarcan tanto acciones directas de producción del espacio construido –infraestruc-
tura, vivienda, equipamiento– como regulaciones sobre las prácticas privadas e iniciativas que 
inciden en los modos de usar y habitar la ciudad (Mariona y Martí-Costa, 2011; Menazzi, 2022). 
La urbanización de barrios populares expresa con particular claridad esta especificidad. En es-
tos casos, el Estado no interviene sobre espacios vacíos ni carentes de regulación, sino sobre 
territorios históricamente producidos por sus habitantes a través de procesos de autoconstruc-
ción, organización colectiva y/o consolidación progresiva del hábitat (Rodríguez y Di Virgilio, 
2011). Se trata de espacios atravesados por formas específicas de apropiación, uso y regulación 
del territorio, así como por tramas organizativas, económicas e institucionales construidas a lo 
largo del tiempo. Al incorporarse a la agenda pública, estos territorios son redefinidos como 
objeto de intervención estatal y pasan a ser abordados mediante la asignación de recursos, la 
producción de marcos normativos y la construcción de dispositivos institucionales orientados a 
transformar determinadas condiciones urbanas y sociales. Comprender este proceso requiere 
analizar de manera articulada las transformaciones materiales promovidas, las modalidades de 
gestión desplegadas y las formas de vinculación que el Estado construye con la población du-
rante la implementación de la política (Menazzi, 2022). 

Como explica claramente Menazzi (2022), lo que distingue a las políticas urbanas de 
otras intervenciones estatales es, precisamente, la especificidad de su objeto. La ciudad, en 
tanto producto social, es material, históricamente construida, resultado de procesos de largo 
plazo y permanentemente cambiante (Menazzi y Jajamovich, 2019). Estas características tienen 
implicancias concretas para quienes pretenden intervenirla: el territorio no es un escenario pa-
sivo, sino, al mismo tiempo, producto y productor de relaciones sociales (Rodríguez y Di Virgilio, 
2011). Las estructuras materiales acumuladas oponen resistencias e inercias, las intervenciones 
generan externalidades que exceden sus objetivos declarados, y los tiempos de la política rara-
mente coinciden con los tiempos de la ciudad (Menazzi, 2022).

Desde esta perspectiva, el Estado dista de ser un actor homogéneo o una estructura 
monolítica. Siguiendo a Menazzi y Jajamovich (2019), puede comprenderse como un objeto po-
lifacético, fragmentado y desacoplado en múltiples agencias, figuras, lógicas y prácticas socia-
les con ritmos asincrónicos y discontinuos. Organismos, equipos técnicos y funcionarios poseen 
trayectorias, saberes y lógicas de acción propias que inciden activamente en la configuración de 
las intervenciones, que redefinen, en el proceso de implementación, los objetivos, la orientación 
y los alcances de las políticas. Analizar una política urbana supone, entonces, atender no solo 
a las transformaciones territoriales que promueve, sino también a los procesos institucionales 
a través de los cuales dichas transformaciones son concebidas, priorizadas e implementadas. 
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Ciclos de política pública, implementación y burocracias urbanas

El análisis de las políticas públicas suele recurrir a la noción de ciclo como herramienta 
conceptual para comprender las distintas instancias que atraviesan los procesos de interven-
ción estatal. Los modelos clásicos identifican etapas tales como la definición del problema, la 
formulación de alternativas, la toma de decisiones, la implementación y la evaluación (Lasswell, 
1956; Tamayo Sáez, 1997). Aunque estas propuestas han sido ampliamente discutidas por su 
carácter secuencial y simplificador, continúan ofreciendo herramientas útiles para ordenar ana-
líticamente procesos complejos.

En este trabajo, sin embargo, la noción de ciclo de política pública no remite a una repre-
sentación lineal ni a una secuencia normativa que toda intervención debería recorrer. Se la recu-
pera, en cambio, para pensar el proceso de reurbanización del Barrio Padre Carlos Mugica como 
un proceso acotado en el tiempo –coincidente con la gestión larretista–, al interior del cual es po-
sible identificar etapas: momentos diferenciados en los que se modifican las prioridades institu-
cionales, los objetivos perseguidos, las capacidades organizativas y las modalidades de interven-
ción estatal. La periodización en etapas que aquí se propone busca dar cuenta de estos procesos 
de reconfiguración institucional, más que describir una sucesión cronológica de acontecimientos. 

La implementación constituye una dimensión central dentro de esta perspectiva. Desde 
los estudios pioneros de Pressman y Wildavsky (1973), se ha señalado que las políticas públicas 
no se agotan en su formulación, sino que adquieren formas específicas durante su ejecución 
concreta. Las capacidades estatales disponibles, los recursos asignados, las estructuras organi-
zativas y las prácticas de los actores involucrados inciden directamente en los resultados alcan-
zados y en las modalidades de intervención desplegadas. En este sentido, organismos estatales, 
equipos técnicos y funcionarios no constituyen meros ejecutores de decisiones previamente 
definidas: en el proceso de “bajada” al territorio, van redefiniendo los objetivos, la orientación y 
los alcances de la política (Menazzi y Jajamovich, 2019). Las transformaciones organizativas de 
los organismos responsables no pueden interpretarse, en consecuencia, como meras modifica-
ciones administrativas, sino como parte constitutiva de las propias políticas públicas: las formas 
de organización interna, los saberes que se movilizan y las lógicas que orientan su accionar 
condicionan las modalidades específicas de aproximación al territorio. 

Estrategia metodológica 

El presente trabajo adopta una estrategia metodológica de carácter cualitativo, orientada 
a reconstruir y analizar las transformaciones institucionales de la SECISyU/UPE y sus efectos so-
bre las modalidades de intervención estatal en el Barrio Padre Carlos Mugica durante el período 
2015-2023. La elección de este enfoque responde a la naturaleza del objeto de estudio: compren-
der los procesos internos de un organismo público, las lógicas que orientaron sus decisiones y las 
formas concretas mediante las cuales desplegó su acción sobre el territorio requieren acceder a 
dimensiones que difícilmente puedan captarse a través de estrategias cuantitativas.

El trabajo se apoya en el estudio de caso como estrategia de investigación. Esta modali-
dad resulta adecuada cuando se busca comprender en profundidad un fenómeno particular en su 
contexto específico (Yin, 2003), y permite integrar múltiples fuentes de evidencia para reconstruir 
procesos complejos. En este caso, el estudio de la SECISyU/UPE como organismo responsable de 
la reurbanización del Barrio Padre Carlos Mugica posibilitó analizar de manera situada las articula-
ciones entre transformaciones institucionales, prioridades de gestión y aproximaciones al territorio.

La principal fuente de información del trabajo son las entrevistas en profundidad, me-
diante las cuales se relevaron las experiencias de exfuncionarios y trabajadores del organismo 
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que participaron en distintas etapas del proceso de reurbanización. En total, se realizaron más 
de veinte entrevistas, incluyendo responsables de las áreas de obras e infraestructura, mejo-
ramiento habitacional, gestión social, reasentamiento y regularización dominial, entre otras. 
La diversidad de perfiles entrevistados permitió reconstruir la trayectoria institucional desde 
múltiples posiciones dentro del organismo y acceder tanto a las lógicas de conducción como 
a las prácticas concretas de implementación. Las entrevistas fueron realizadas entre 2023 y 
2024, siguieron un esquema semiestructurado y se orientaron a recuperar las percepciones, 
experiencias y valoraciones de los actores en torno a los distintos momentos de la política. Los 
testimonios son citados a lo largo del artículo de manera anonimizada, identificando a cada 
entrevistado mediante su rol general (funcionario, trabajador).

Estas entrevistas fueron complementadas con el análisis de fuentes documentales pro-
ducidas por el propio organismo a lo largo del período estudiado, una técnica que permite 
reconstruir procesos institucionales a partir del relevamiento sistemático de normativa, do-
cumentos oficiales y registros producidos por los propios actores involucrados (Chiara y Di 
Virgilio, 2009). Entre ellas, se destacan los decretos y resoluciones que regularon la estructura 
orgánica de la SECISyU y la UPE, los organigramas institucionales correspondientes a cada 
etapa, los convenios firmados con organismos externos y los informes trimestrales elaborados 
para el Consejo de Gestión Participativa del barrio. Estos documentos fueron analizados con un 
doble propósito: por un lado, reconstruir los cambios formales en la estructura del organismo; 
por otro, identificar las prioridades explícitas que orientaron cada etapa de la política y contras-
tarlas con los relatos de los actores entrevistados.

El análisis del material empírico se organizó en torno a una periodización construida 
analíticamente. Lejos de constituir una simple división cronológica, dicha periodización buscó 
identificar momentos en los que se reconfiguraron de manera simultánea la estructura organi-
zativa del organismo, sus prioridades político-institucionales y sus modalidades de articulación 
interna. La definición de cada etapa surgió de la convergencia entre los cambios documentados 
en las fuentes formales y las rupturas y continuidades señaladas por los propios actores en las 
entrevistas. De esta manera, la periodización no fue impuesta desde afuera sobre el material 
empírico, sino construida a partir de él, y se constituyó en una herramienta para analizar cómo 
cada configuración institucional produjo formas específicas de aproximación al territorio.

El Barrio Padre Carlos Mugica como objeto de intervención estatal

El Barrio Padre Carlos Mugica, ex Villa 31, se emplaza en la zona de Retiro, una de las 
áreas de mayor valor inmobiliario de la ciudad de Buenos Aires, en las inmediaciones del puer-
to, el nodo ferroviario homónimo y los accesos a la Autopista Illia (Figura 1). Esta localización 
confiere al suelo que ocupa una posición estratégica en la trama urbana porteña (Ons, 2024). 

Figura 1: Ubicación del Barrio Padre Carlos Mugica

Fuente: Nestor Barbitta
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En términos territoriales, el barrio ocupa una superficie aproximada de 55 hectáreas, de 
las cuales 40 corresponden al macizo –porción del territorio donde se localizan las viviendas 
preexistentes autoconstruidas–, y 15, a los predios de vivienda nueva de YPF y Containera 
marcados en la Figura 2 (Ley 6129). El macizo se organiza en nueve sectores: YPF (YP), Güemes 
(GU), Comunicaciones (CM), Cristo Obrero (CO), Ferroviarios (FE), Playón Oeste (PO), Inmigran-
tes (IN), Bajo Autopista (ex Playón Este PE) y San Martín (SM); 116 manzanas y aproximadamen-
te 4395 parcelas (Base de datos UPE, 2022), que contienen unas 12.406 Unidades Funcionales 
(Secretaría de Integración Social y Urbana [EMPAB], 2018) (Figura 2). 

Figura 2: Plano de sectores Barrio Padre Carlos Mugica

Fuente: Elaboración propia a partir de bases de datos de la SECISyU y relevamientos de campo. Versión interactiva: 
https://rpubs.com/lourdesita87/villa31

La historia del barrio se remonta a la década de 1930, cuando se conformó un asen-
tamiento precario en los terrenos ubicados junto a la última dársena de Puerto Nuevo. Aquel 
primer núcleo poblacional, integrado principalmente por trabajadores migrantes vinculados a 
empleos temporales y de baja calificación, fue desalojado y demolido por el municipio por-
teño en 1935 (Snitcofsky, 2022). Sin embargo, los efectos de la Gran Depresión y el proceso 
de industrialización por sustitución de importaciones, que consolidó a Buenos Aires como un 
importante polo de atracción de población proveniente tanto del interior del país como del ex-
tranjero, favorecieron una nueva ocupación del área a partir de mediados del siglo XX.

Fueron trabajadores mayoritariamente ferroviarios e inmigrantes europeos quienes, al 
asentarse en los sectores de Villa Saldías y Barrio Inmigrantes, dieron origen al proceso de po-
blamiento que posteriormente daría lugar a la Villa 31. Hacia comienzos de la década de 1950, 
el barrio contaba con aproximadamente 2900 habitantes distribuidos en 350 viviendas (La 
Prensa, 1950, citado en Snitcofsky, 2022). Durante las décadas siguientes, nuevas corrientes 
migratorias provenientes del norte argentino y de países limítrofes, particularmente de Bolivia, 
contribuyeron a la expansión del asentamiento hacia los sectores conocidos como YPF (YP), 
Güemes (GU), Comunicaciones (CM) y San Martín (SM).

A lo largo del siglo XX, la historia del barrio estuvo signada por la tensión entre la conso-
lidación territorial impulsada por sus propios habitantes y los sucesivos intentos de erradicación 
por parte del Estado. El Plan de Erradicación de Villas de Emergencia implementado durante la 
dictadura de Onganía buscó desalojar a 70.000 personas de la capital y el Gran Buenos Aires, 
aunque en la práctica logró desplazar apenas al 4 % de esa población (Blaustein, 2001). La dic-
tadura iniciada en 1976 alcanzó sus objetivos de manera casi total: al término del proceso, solo 
35 familias permanecían en un territorio que hoy alberga a más de 40.000 personas (Blaustein, 
2001). Con el retorno de la democracia, antiguos y nuevos pobladores iniciaron el repoblamiento 
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del barrio en un contexto de desempleo, precariedad y ausencia de políticas generales de vi-
vienda. La crisis de 2001 aceleró este proceso: la población pasó de 12.204 habitantes ese año a 
27.013 en 2010 y a 40.203 en 2017 (Secretaría de Integración Social y Urbana, 2016; Dadamia, 
2019). Este crecimiento sostenido es resultado de décadas de autoconstrucción, conformación 
de reglas propias de uso y gestión del suelo, y organización comunitaria, que configuraron un en-
tramado territorial denso y heterogéneo, preexistente a cualquier intervención estatal de escala.

Como quedó reflejado líneas atrás, la consolidación territorial del barrio estuvo acom-
pañada por diversas intervenciones estatales que, a lo largo del tiempo, oscilaron entre la erra-
dicación, la regularización y la urbanización. En este recorrido, uno de los antecedentes más 
relevantes en materia legal de reurbanización fue la sanción de la Ley N.º 3343 en 2009. La 
norma delimitó el polígono de la villa, prohibió los desalojos forzosos y encomendó la realiza-
ción de un relevamiento poblacional y la conformación de una Mesa de Gestión y Planeamiento 
Multidisciplinaria y Participativa (Ley 3343, 2009). Este espacio permitió elaborar un proyecto 
para el barrio con participación de la población; sin embargo, el correspondiente proyecto le-
gislativo perdió estado parlamentario en 2013 y no llegó a implementarse. En consecuencia, 
la década concluyó sin que se materializara una política de urbanización de alcance integral 
para el barrio. Recién durante la segunda gestión de Mauricio Macri al frente de la ciudad, la 
Secretaría de Hábitat e Inclusión (SECHI) retomó discursivamente la idea de una intervención 
integral, concentrándose en obras puntuales de espacio público y en la atención de situaciones 
de emergencia habitacional (Di Virgilio y Brikman, 2019). 

Fue con la asunción de Horacio Rodríguez Larreta, en 2015, que se inició un proceso 
de reurbanización a escala barrial. En diciembre de ese año, se constituyó la Secretaría de Inte-
gración Social y Urbana (SECISyU), organismo ad hoc dependiente de la Jefatura de Gabinete y 
responsable exclusivo de la urbanización del barrio. En 2018, se sancionó la Ley N.° 6129, que 
complementó y reglamentó la reurbanización del polígono previsto en la Ley N.° 3343, esta-
bleció el Consejo de Gestión Participativa (CGP) e instituyó el nombre oficial de Barrio Padre 
Carlos Mugica. En 2021, mediante el Decreto 264/2021, la SECISyU fue disuelta y reemplazada 
por la Unidad de Proyectos Especiales (UPE), organismo con un alcance territorial más amplio, 
que incorporó la planificación de la zona portuaria y el entorno inmediato del barrio. Es sobre 
esta trayectoria institucional –sus reconfiguraciones, prioridades y modalidades de aproxima-
ción al territorio– que se centra el análisis de los apartados siguientes.

A diferencia de los antecedentes normativos descritos, la creación de la SECISyU en 
2015 inauguró un ciclo de intervención estatal que se sostuvo, con sucesivas reconfiguracio-
nes, a lo largo de los ocho años de la gestión larretista. Es sobre este ciclo que se centra el 
análisis de los apartados siguientes. 

De la SECISyU a la UPE: transformaciones institucionales y aproximaciones estatales 
al territorio 

El análisis de este ciclo se organiza a continuación en tres etapas, articuladas por un 
período bisagra –la pandemia de COVID-19–, durante el cual el organismo dejó de operar como 
responsable del proceso de reurbanización para concentrarse en la gestión de la emergencia 
sanitaria, a excepción de tareas puntuales como las relocalizaciones a vivienda nueva. Cada 
una de estas etapas permite observar cómo las transformaciones en la estructura organizativa 
del organismo, en sus prioridades político-institucionales y en sus modalidades de articulación 
interna, produjeron formas específicas de aproximación al Barrio Padre Carlos Mugica y a sus 
habitantes. 
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La etapa I (2015 -2017): entre los primeros edificios de vivienda nueva, el ingreso al macizo 
y los planes maestros de infraestructura sanitaria y eléctrica

Desde diciembre de 2015 hasta el primer trimestre de 2017, la SECISyU tuvo como 
prioridad y objetivo político-institucional la realización de un diagnóstico, el diseño de un pro-
yecto urbano y la planificación de las primeras intervenciones dentro del barrio. 

Para ello, y como puede observarse en la Figura 3, construyó una estructura orgánica 
que se compuso por una Jefatura de Gabinete, un área de Comunicación, dos subsecretarías, 
cuatro direcciones generales y ocho gerencias operativas. 

Figura 3: Organigrama de la Secretaría de Integración Social y Urbana 2015

Fuente: SECIySU (2015).

Por un lado, la Subsecretaría de Infraestructura, Vivienda y Coordinación Gubernamen-
tal albergó a la Dirección General de Obras, Proyectos y Diseño Urbano (DGOPDU) y a la Di-
rección General de Mejoramiento de Vivienda (DGMV).2 La primera de estas direcciones, que 
contó con una gerencia de proyectos y otra de obras, se concentró durante este primer ciclo 
en la recuperación de un viejo galpón que fue equipado con oficinas gubernamentales de aten-
ción al vecino, aulas para talleres y el primer centro gratuito de atención primaria de la salud y 
acción comunitaria del barrio; la creación de espacios públicos tales como canchas deportivas, 
juegos infantiles, entre otros; la ejecución de una prueba piloto de tendido de red fina de agua; 
la elaboración de un plan maestro de agua y cloaca para la totalidad del polígono; el manteni-
miento de la red de electricidad existente; la elaboración del diagnóstico eléctrico y el diseño 
de un plan maestro de electricidad; y la construcción de las primeras viviendas nuevas (prueba 
piloto). En paralelo, la segunda dirección se consolidó como responsable del Programa Integral 
de Mejoramiento de Vivienda (PMV), destinado a la intervención de las unidades habitacionales 
existentes en el macizo, y cuyo objetivo –durante esta etapa– fue el de alcanzar condiciones 
mínimas de habitabilidad. Dicho proceso se inició con una prueba piloto en una manzana del 
sector Playón Oeste y se amplió posteriormente a dos manzanas del sector Güemes (Figura 4). 
A su vez, esta subsecretaría contuvo a las gerencias operativas de Relaciones Gubernamenta-
les, cuya responsabilidad radicó en la interacción y articulación con las otras áreas del gobierno 
de la ciudad, y la de Asistencia Integral, que buscaba integración entre los diferentes equipos 
del organismo (Arqueros et al., 2019).

2  A fines legales, la Dirección General de Mejoramiento no se constituyó como tal hasta el 2018, momento en que 
se aprobó la reglamentación. Pese a ello, previo a ello, se emplea el término Dirección.
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Figura 4: Etapa 1

Fuente: Elaboración propia con base en plano Ley N.° 6129

Por otro lado, la Subsecretaría de Planeamiento y Gestión Comunitaria albergó a la 
Dirección de Innovación Social y Planeamiento Participativo, responsable del desarrollo de dis-
positivos participativos (talleres y jornadas con vecinos) para la totalidad de los programas. 
Además, tuvo bajo su órbita a la Dirección de Gestión Comunitaria, encargada de la articulación 
con la población a escala de núcleo familiar, a partir del acompañamiento y seguimiento de di-
versas situaciones, surgidas por las repercusiones de las intervenciones y por las necesidades 
de los habitantes.

En ese marco, se puede observar que la SECISyU contó en esta etapa con una estruc-
tura organizativa dividida en dos ejes principales: el eje responsable de las intervenciones es-
paciales en el territorio (obras) y el de la gestión comunitaria. Según las entrevistas realizadas, 
la división generó ciertas dificultades en la articulación entre las subsecretarías. Ello se debió, 
según expresa un funcionario, a que las direcciones contaron con un alto nivel de autonomía 
en la construcción de sus propios instrumentos, en los procesos y en la implementación de sus 
operatorias, con lo cual la articulación de ambos equipos quedó sujeta a voluntades individuales 
y no a una definición general del organismo. En el caso de la Dirección General de Mejoramien-
to de Vivienda (eje obras), existió un trabajo interdisciplinario con las Gerencias Operativas de 
Planeamiento Participativo y de Gestión Territorial y Soporte Social, el cual derivó en la elabo-
ración de talleres y el acompañamiento de las familias que ingresaban al programa. Ello quedó 
plasmado en una entrevista realizada a un extrabajador del programa:

Durante esta etapa, nosotros trabajamos junto con la gente de participación 
y gestión comunitaria. Los de participación armaban y daban los talleres de 
manzana. Ahí se reconstruye la historia de la manzana, las problemáticas que 
se daban, se explicaba el programa de mejoramiento, los alcances. Con el equi-
po de gestión comunitaria trabajamos el proceso proyectual y de adhesión al 
programa de cada familia. (extrabajador, 2024)

En contraposición, según un extrabajador del organismo, la Dirección de Obras, Proyec-
tos y Diseño Urbano no articuló con el área de gestión comunitaria, salvo en casos de conflictos 
específicos, y transfirió la gestión territorial a las cooperativas encargadas de la ejecución de las 
pruebas piloto y el mantenimiento de la red. En línea con esto, diversas entrevistas dieron cuen-
ta de cómo la articulación entre esta dirección y la de mejoramiento (DGMV) también resultó 
compleja, aun cuando obras como las de infraestructura sanitaria impactaran directamente en 
las viviendas del macizo, donde intervenía la DGMV (Funcionario 1). 
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Lo descrito da cuenta de cómo esta primera etapa se caracterizó por la construcción de 
las condiciones que posibilitaron la intervención estatal en el territorio, a partir de la producción 
de conocimiento (diagnóstico), la formulación de instrumentos de planificación y el despliegue 
de experiencias piloto. Sin embargo, dicha construcción se apoyó en una estructura organiza-
tiva fuertemente segmentada entre el eje de obras y el de gestión comunitaria, en la que la 
articulación interáreas no se encontraba institucionalizada, sino que dependió en gran medida 
de iniciativas individuales.

En este contexto, los instrumentos, aprendizajes y limitaciones emergentes de esta eta-
pa inicial sentaron las bases para una reconfiguración del organismo, en la que la construcción 
de vivienda nueva adquirió progresivamente centralidad como eje articulador de la interven-
ción. En el próximo apartado se analiza esta nueva etapa (2), profundizando en las transforma-
ciones institucionales y en las modalidades de implementación que estructuraron las interven-
ciones desarrolladas entre 2017 y 2020.

Entre el 2017 y el 2020: las obras de infraestructura y la vivienda nueva como guía para las 
intervenciones en el macizo

El año 2017 es considerado por diversos trabajadores y funcionarios como un año bi-
sagra, en el que se gestaron y desarrollaron los nuevos objetivos del organismo. Durante este 
ciclo, la prioridad político-institucional se enmarcó en la ejecución de los planes y los proyectos 
desarrollados en 2016. En concreto, esto se materializó con las obras de infraestructura a gran 
escala y con la construcción de viviendas nuevas en el predio de YPF. Estos cambios fueron 
acompañados, según lo recabado en diversas entrevistas, por modificaciones en la estructura 
orgánica de la secretaría, que, aun cuando habían sido gestados durante 2017, se reglamentaron 
oficialmente en 2018. Así, y como puede observarse en la Figura 5, en reemplazo de la Subse-
cretaría Planeamiento y Gestión Comunitaria, se constituyó la Subsecretaría de Integración So-
cial y Económica, y se mantuvo la de Infraestructura, Vivienda y Coordinación Gubernamental. 
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Figura 5: Organigrama de la Secretaría de Integración Social y Urbana 2018

Fuente: Decreto GCBA 154/201 (2018).

La nueva subsecretaría albergó a las Direcciones de Integración Social e Integración 
Económica, lo que representa, simbólica y prácticamente, un cambio en las formas de pro-
moción de las actividades económicas. A través de ella, se buscó generar inclusión financiera y 
bancarización, a partir de la articulación con organizaciones de base, de la sociedad civil y del 
sector privado. De ese modo, se pretendió incorporar a la población en las lógicas urbano-mer-
cantiles, lo que habilitó “la presencia del capital privado y financiero” (Arqueros et al., 2019, p. 
19). Para ello, bajo la Dirección de Integración Económica se constituyeron la gerencia homóni-
ma y la Gerencia Operativa de Proyectos. De esta manera, la gestión comunitaria dejó de estar 
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conducida bajo la órbita de una subsecretaría para pasar a depender de las cuatro direcciones 
existentes en esta etapa, las cuales tenían la facultad de contar con un equipo social o no. 

Por otro lado, la segunda subsecretaría albergó a la Dirección de Obras, Proyectos y Di-
seño Urbano, y a la de Mejoramiento de Vivienda, a la par que constituyó la Gerencia Operativa 
de Gestión Territorial. Esta última, junto con la Gerencia Operativa de Reasentamiento –depen-
diente directamente de la Jefatura de Gabinete de la SECISyU–, concentró sus esfuerzos en la 
materialización de las relocalizaciones de familias del macizo a las viviendas nuevas de Contai-
nera y, posteriormente, a las de YPF, y en la articulación para garantizar “la prestación de los 
servicios de mantenimiento y limpieza del barrio” (Organigrama de la Secretaría de Integración 
Socio Urbana, 2018, p. 18; Arqueros, et al., 2019). 

A su vez, esta subsecretaría tuvo la responsabilidad de desarrollar un conjunto de obras 
de infraestructura sanitaria y eléctrica, espacio público, pavimentación de calles y generación 
de equipamiento comunitario (centros de salud, colegio primario, Ministerio de Educación, un 
centro de emprendedores y uno de la mujer, entre otros); de readecuar la feria ubicada al ingre-
so del barrio; y de la construcción de viviendas nuevas YPF I y II y el inicio de YPF III, que fue 
interrumpido, según narra un trabajador (2024), por la pandemia. Fue en torno a las viviendas 
nuevas que se tomaron decisiones respecto de por dónde continuaría el Programa de Mejo-
ramiento (Funcionario 1), que durante esta etapa se dirigió a la manzana 0022 de YPF y a las 
manzanas 0012 y 0014 de Cristo Obrero, colindantes a las nuevas viviendas de YPF y de la 
Containera respectivamente (Figura 6).

 Figura 6: Organigrama de la Secretaría de Integración Social y Urbana 2018

Fuente: Elaboración propia con base en plano Ley N.° 6129.

De esta manera, con dos frentes abiertos en simultáneo (YPF y Cristo Obrero), se con-
solidó la Dirección General de Mejoramiento de Vivienda, se creó la Gerencia de Obras de Me-
joramiento de Vivienda y se armó una Gerencia de Proyectos, que contó, aunque no presente 
en el organigrama, con una figura de gerente y con un amplio equipo técnico y social destinado 
al relevamiento, la interacción con el vecino y el desarrollo proyectual de las viviendas del ma-
cizo (Funcionario 1). Así, dentro de esta dirección, se consolidó el Programa Integral de Mejo-
ramiento de Vivienda y se adicionaron los programas de Manos a la Obra (MAO) y Exteriores. 
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Asimismo, en 2019 se constituyó el Programa de Regularización Dominial, que tuvo por 
objetivo la titulación de las viviendas que componen el macizo. Este articuló con el área de Ser-
vicios Públicos, dependiente de la Jefatura de Gabinete de la Subsecretaría de Infraestructura, 
Vivienda y Coordinación Gubernamental, y así se consolidó el equipo de Formalización.

A grandes rasgos, los cambios en el organigrama responden a la priorización de las obras 
de infraestructura, de vivienda nueva, y a la promoción de la actividad económica. En ese sen-
tido, la desintegración de la Subsecretaría de Planeamiento y de Gestión Comunitaria marcó un 
cambio en las lógicas de aproximación al territorio, que supuso la reducción de la centralidad de 
la participación como eje principal en la formulación de políticas públicas. Esta reestructuración 
aumentó la autonomía en el accionar de las distintas áreas que integran la SECISyU, las cuales, 
a partir de este momento contaron, ante la constitución de equipos sociales propios, con una 
independencia aún mayor que la de la etapa anterior en la toma de decisiones con respecto al 
enfoque social, territorial y participativo de sus intervenciones. En este contexto, mientras la 
Dirección General de Mejoramiento de Vivienda consolidó un equipo de trabajadores sociales 
dedicado a acompañar y trabajar con las familias a lo largo de todo el proceso de mejoramiento, 
la Dirección de Obras, Proyectos y Diseño Urbano (DGPODU) continuó recurriendo al apoyo 
de trabajadores sociales –solicitados para casos puntuales a la DGMV– únicamente en situacio-
nes de alta complejidad territorial. Esto quedó reflejado en el testimonio de una extrabajadora 
del equipo: “las obras de infra, nunca laburamos en equipo con los sociales, siempre laburamos 
en equipo cuando aparecía un conflicto” (2024).

En función de estos cambios, las políticas, programas e intervenciones en el territorio 
tendieron a consolidarse como resultado de planes elaborados por el propio organismo, que 
luego eran presentados para su aprobación ante la Mesa de Gestión Participativa, integrada, 
entre otros actores, por un consejero por sector del barrio. De este modo, la toma de decisiones 
y la circulación de la información quedaron concentradas en estos representantes barriales, lo 
que tendió a relegar la participación directa de la comunidad en la definición de sus propias ne-
cesidades. Esta situación se evidenció en las entrevistas realizadas a vecinos durante el trabajo 
de campo, quienes manifestaron desconocer el conjunto de obras de infraestructura ejecutadas.

En síntesis, esta etapa supuso la consolidación de una modalidad de intervención estatal 
orientada a la ejecución a gran escala de obras de infraestructura y a la producción de vivienda 
nueva, apoyada en una reconfiguración institucional que reforzó la autonomía operativa de las 
distintas áreas del organismo. En continuidad con las limitaciones observadas en la etapa previa 
en materia de articulación interáreas, esta nueva configuración profundizó la fragmentación 
interna, al tiempo que desplazó la centralidad de la participación comunitaria como principio 
estructurante de la política. En este contexto, llega el COVID-19 y, con ello, un año en el que los 
esfuerzos se relocalizaron hacia la contención de la pandemia. 

La pandemia: un cambio paradigmático en las lógicas institucionales

La llegada del COVID-19 marcó el final del segundo ciclo de las políticas de la SECISyU, 
ya que provocó una interrupción en la mayoría de sus programas y la reasignación de los equi-
pos técnicos a tareas vinculadas con la emergencia sanitaria, con excepción de trabajos puntua-
les sobre infraestructura y el proceso de reasentamiento. Este último equipo continuó con la 
mudanza de las familias del Bajo Autopista a los edificios de YPF, para luego habilitar la demo-
lición de las viviendas del macizo de la población afectada. 

A la par, en un contexto en el que el acceso al agua resultaba esencial, las obras de in-
fraestructura sanitaria ejecutadas hasta el momento estaban en proceso de finalización. Mien-
tras tanto, el barrio continuaba abasteciéndose de las tuberías antiguas, que presentaban bajos 
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niveles de presión, cortes frecuentes y no garantizaban el acceso al agua potable.

Sin embargo, la pandemia obligó a acelerar los procesos, realizar empalmes con las tube-
rías antiguas –cuya potabilización no estaba garantizada– y abrir las válvulas de todo el barrio, aun 
cuando –y como cuenta un trabajador– la factibilidad de obra por parte de Agua y Saneamientos 
Argentinos (AySA) no estaba otorgada. Esta decisión, sumada a la asunción de Alberto Fernández 
al gobierno nacional a finales del 2019 y el consecuente cambio en la presidencia de AySA como 
organismo dependiente del Poder Ejecutivo nacional, frenó la efectivización de los acuerdos fir-
mados durante los primeros dos ciclos de la política y, con ello, la concreción de la toma de pose-
sión de la red de agua por parte de la prestataria (Convenio I, 2016; Convenio II, 2017). 

En paralelo, a raíz de la suspensión de las obras de baja tensión por la pandemia, el equi-
po de mantenimiento elaboró un Protocolo de Contingencia de Energía Eléctrica para sopesar 
la llegada del invierno y el aumento de la demanda energética producto de la cuarentena. Dicho 
plan, iniciado durante 2020, se concentró en las zonas con mayores cortes de luz y consistió en 
la energización, junto con las empresas prestatarias, de las cámaras de media tensión construi-
das durante la etapa 2 y en la reducción de cortes de electricidad a partir de la realización de un 
equilibrio de cargas (mejoras en la distribución de la energía) y reordenamiento de bajadas (ca-
bles que llegan a los tableros de las viviendas) (Plan de Contingencia de Energía Eléctrica Barrio 
Padre Carlos Mugica, junio-septiembre 2020). Así transcurrió el año 2020, entre la atención 
a los enfermos, las mudanzas y las obras de emergencia para paliar las precarias condiciones 
habitacionales de la población del barrio. 

Entre el 2021 y diciembre de 2023: la pospandemia, el paso de Secretaría a Unidad 
de Proyectos Especiales y el encuentro entre las viviendas existentes y los planes de 
infraestructura

Con la llegada de 2021, y mediante el decreto 264/2021, se disolvió la SECISyU y se 
constituyó la UPE, como organismo fuera de nivel, dependiente del Ministerio de Desarrollo 
Humano y Hábitat del GCBA. Este organismo se consolidó como responsable de “coordinar 
el plan maestro de urbanización integral Retiro-Puerto, promoviendo la interconectividad e 
integración del entramado urbano entre el Barrio Padre Carlos Mugica, la zona portuaria y la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires” (Resolución 166/2022, 2022, s.p.). Así, se otorgó expresa-
mente a la UPE una responsabilidad mayor que la que había tenido la SECISyU y que incluyó el 
abordaje de los sectores aledaños al barrio, lo cual da cuenta de la intención del gobierno de la 
ciudad por transformar la totalidad del distrito. En lo que respecta al barrio, y como puede ob-
servarse en la Figura 7, este cambio de rango implicó la eliminación de la figura de Subsecretaría, 
pasando las direcciones preexistentes, y sus respectivas gerencias, a depender directamente de 
jefatura de gabinete de la UPE. 
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 Figura 7: Organigrama de la Secretaría de Integración Social y Urbana 2021

Fuente: Decreto GCBA 264/2021, 2021.

A su vez, se dio paso a la reformulación de los objetivos político-institucionales, buscan-
do, por un lado, culminar y consolidar las intervenciones realizadas y, por el otro, replantear y/o 
transformar algunos abordajes.

De esta manera, durante estos años se inició el último tramo de las obras de vivien-
da nueva (YPF III) en el predio YPF; se continuó con las mudanzas y con la conformación de 
consorcios en los edificios nuevos; se demolieron las viviendas por debajo de la autopista y se 
consolidó, en el sector bajo la Autopista Illia, equipamiento comunitario y espacio público.

Asimismo, este periodo se caracterizó por las transformaciones en las lógicas de algu-
nos de los programas, a partir de los cuales tanto la DGOPDU como la DGMV modificaron sus 
formas de implementación. 
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Por un lado, la DGOPDU, encargada de las obras de infraestructura, replanteó el alcan-
ce de su intervención en materia sanitaria. Inicialmente, se preveía que el alcance de las obras 
fuese el mismo que en la ciudad formal. En ese sentido, las obras llegarían hasta la línea muni-
cipal, generando una barrera prestacional que dejara en manos de los propios vecinos el pro-
ceso de conexión entre la red y las viviendas. Sin embargo, tal como narra una funcionaria, en 
respuesta a la necesidad de garantizar el acceso al agua potable en los hogares y considerando 
los potenciales riesgos asociados a que la conexión entre la caja de registro y la vivienda fuera 
realizada por los vecinos, el nuevo enfoque de esta etapa incorporó también dicha conexión. 
Así, se realizó una prueba piloto en el sector YPF y en parte de la calle Colectora –paralela a la 
autopista–, para luego continuar con las conexiones en la totalidad del barrio, a excepción de los 
sectores Cristo Obrero y Ferroviarios (Consejo de Gestión Participativa, 2023). 

En términos de energía, el objetivo inicial de proveer a cada Unidad Funcional (UF)3 de 
una fase y un tablero general, con térmica y disyuntor, continuó, y las obras de baja tensión 
se retomaron, y alcanzan al día de hoy al 80 % del macizo (20.° Informe trimestral, Consejo de 
Gestión Participativa, 2023). 

Por su parte, la Dirección General de Mejoramiento de Vivienda dejó de lado las inter-
venciones integrales y puntuales a escala vivienda y parcela y adoptó un abordaje multiescalar 
(Lavelli, 2023) como política de planificación del macizo. Para ello, ingresó a los sectores de Bajo 
Autopista (Figura 8) y Comunicaciones. A su vez, consolidó y relanzó los Programas Manos a 
la Obra, Exteriores y el de Emergencia Habitacional, a la vez que conformó el Programa Más 
Color. También constituyó la prueba piloto del Programa de Regularización Dominial en las 
manzanas 0011 y 0016 del Sector Güemes, y continuó, posteriormente, con otros sectores del 
barrio, incluyendo manzanas de YPF y Cristo Obrero, entre otras.

Figura 8: Etapa 3: Abordaje

Fuente: Decreto GCBA 264/2021 (2021).

En síntesis, esta etapa se caracterizó por la reconfiguración institucional del organismo, 
que, a partir de su transformación en Unidad de Proyectos Especiales, amplió su alcance de 

3  El término Unidad Funcional (UF) se define en el Código Civil y Comercial de la Nación y hace referencia a la 
porción de un inmueble, que forma parte del régimen de propiedad horizontal, pero puede ser utilizada en forma 
autónoma (vivienda, local, oficina, cochera, etc.).
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intervención más allá del polígono barrial, incorporando una escala distrital en la planificación 
urbana. En lo que respecta al barrio, este período combinó la finalización y consolidación de 
las principales obras de infraestructura y vivienda con la reformulación de los instrumentos de 
intervención, orientados a resolver limitaciones detectadas en etapas previas.

Reflexiones finales

A lo largo de este artículo se analizó cómo las transformaciones institucionales de la 
SECISyU y, posteriormente, de la UPE, incidieron en las formas de aproximación estatal al te-
rritorio durante el ciclo de reurbanización del Barrio Padre Carlos Mugica comprendido entre 
2015 y 2023. La reconstrucción de tres etapas, articuladas por un período bisagra –la pande-
mia–, permitió mostrar que las modificaciones en la estructura organizativa del organismo, en 
sus prioridades político-institucionales y en sus modalidades de articulación interna, no cons-
tituyeron simples ajustes administrativos, sino que produjeron, en cada momento, una forma 
específica de intervención sobre el barrio y sus habitantes.

En la primera etapa, la construcción de las condiciones de posibilidad para la interven-
ción estatal –a través del diagnóstico, la planificación y las pruebas piloto– se apoyó en una 
estructura organizativa segmentada entre el eje de obras y el de gestión comunitaria. Esta con-
figuración inicial instituyó una lógica de funcionamiento fragmentada, en la que la articulación 
entre áreas dependió más de iniciativas individuales que de definiciones institucionales, lo que 
anticipó una tensión que atravesaría las etapas siguientes.

Durante la segunda etapa, la reconfiguración del organigrama y la priorización de las 
obras de infraestructura y de vivienda nueva consolidaron un modelo de implementación 
orientado a la ejecución a gran escala. La supresión de la Subsecretaría de Planeamiento y Ges-
tión Comunitaria marcó, en este sentido, un cambio decisivo en las formas de aproximación al 
territorio: la participación dejó de ser un eje estructurante de la política; los procesos de toma 
de decisión se concentraron en circuitos técnico-burocráticos, y la población asumió un rol pre-
dominantemente receptivo frente a las transformaciones en curso.

La llegada de la pandemia interrumpió esta dinámica de manera abrupta. Durante este 
período bisagra, el organismo dejó de operar como responsable del proceso de reurbanización 
para concentrarse en la gestión de la emergencia sanitaria, a excepción de tareas puntuales 
como las relocalizaciones a vivienda nueva y ciertas obras de infraestructura indispensables. 
Lejos de constituir un paréntesis ajeno a la política de reurbanización, este momento de ruptu-
ra dejó marcas duraderas sobre la etapa siguiente, en particular en relación con los modos de 
vincular las obras de infraestructura sanitaria con las condiciones habitacionales del macizo.

La tercera etapa, finalmente, mostró un doble movimiento. Por un lado, la transforma-
ción de la SECISyU en Unidad de Proyectos Especiales amplió el alcance de la intervención hacia 
una escala distrital, al tiempo que redujo el equipo técnico abocado específicamente al barrio. 
Por otro lado, se observó un replanteo de los instrumentos de intervención –la extensión de las 
conexiones sanitarias hasta el interior de las viviendas, la adopción de abordajes multiescalares 
en el mejoramiento– que puede leerse como un intento de recomponer la relación entre la ló-
gica técnico-constructiva y las dinámicas socioterritoriales del barrio.

En una lectura transversal, el análisis confirma la hipótesis que orientó este trabajo: las 
transformaciones en la estructura organizativa de la SECISyU/UPE no fueron meros cambios 
administrativos, sino que incidieron directamente en las formas de intervención sobre el terri-
torio. El pasaje desde una estructura con mayores instancias de articulación hacia esquemas 
de mayor autonomía operativa, interrumpido por la pandemia y seguido por una organización 
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más reducida y de escala ampliada, muestra que cada configuración institucional produjo una 
modalidad específica de aproximación al barrio y a sus habitantes.

Este recorrido permite, además, dialogar con los aportes de Menazzi y Jajamovich (2019) 
sobre el rol de los organismos públicos en la producción de ciudad. El caso de la SECISyU/
UPE confirma que las agencias estatales no son meras ejecutoras de políticas predefinidas: 
sus propias lógicas internas, sus saberes y sus formas de organización inciden activamente en 
la configuración de las intervenciones. En este sentido, el trabajo busca contribuir a una línea 
de indagación que, en diálogo con los aportes de Arqueros et al. (2019) sobre las capacidades 
institucionales movilizadas durante los primeros años de esta misma gestión, permite ahora 
observar el ciclo completo de la política, una vez que la gestión que le dio origen ha concluido.

Finalmente, este trabajo abre interrogantes que exceden el caso analizado: ¿qué con-
diciones institucionales permitirían sostener, a lo largo de un proceso de reurbanización, una 
articulación más estable entre las dimensiones física, social y política del hábitat? El caso del 
Barrio Padre Carlos Mugica sugiere que esa articulación no es un dato dado de antemano, sino 
el resultado contingente de decisiones organizativas que pueden fortalecerla o debilitarla en 
cada etapa del proceso.
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Resumen

El presente artículo describe y analiza las políticas públicas a escala local que promueven la pro-
ducción frutihortícola y avícola en la ciudad de Río Grande, Tierra del Fuego, Antártida e Islas del 
Atlántico Sur (AeIAS), desde la perspectiva de la soberanía alimentaria, durante el período 2021-
2023. La provisión de alimentos en la ciudad depende en un 97 % de la importación desde el 
continente, lo que genera vulnerabilidad logística y ambiental. A través de un análisis cualitativo 
que incluye revisión documental, entrevistas y observación en campo, se examinan programas 
como “RGA Agroproductiva” y la creación de la empresa municipal “RG Activa”. Los resultados 
indican que, si bien existen avances normativos y de gestión hacia un sistema alimentario de cer-
canía, persisten desafíos en la dependencia de insumos, la integración de actores fundamentales 
como los pequeños productores y un viraje sólido a sistemas agroecológicos sostenidos. 

Palabras clave: Agroecología; Sistema alimentario de cercanía; Pequeños productores.

Abstract

This article describes and analyzes local public policies promoting fruit, vegetable, and poul-
try production in the city of Río Grande, Tierra del Fuego, Antarctica and the South Atlantic 
Islands (AeIAS), from the perspective of Food Sovereignty during the period 2021-2023. The 
city’s food supply depends 97% on imports from the mainland, creating logistical and environ-
mental vulnerability. Through a qualitative analysis that includes document review, interviews 
and observation in the field, programs such as “RGA Agroproductiva” and the creation of the 
municipal company “RG Activa” are examined.  The results indicate that, while there has been 
progress in regulations and in management toward a local food system, challenges remain re-
garding input dependency, the integration of key actors such as small producers, and a solid 
shift toward sustainable agroecological systems.

Keywords: Agroecology, Local food system, Small-scale producers.
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Introducción 

La soberanía alimentaria surge como un concepto político y social introducido por La Vía 
Campesina en 1996, definido como el derecho de los pueblos a fijar sus propias políticas agrí-
colas y alimentarias. En el contexto de Río Grande, esta noción adquiere una relevancia crítica 
debido a su condición de insularidad y dependencia extrema de los suministros continentales. 
El sistema alimentario de Tierra del Fuego se caracteriza por una fragilidad estructural: aproxi-
madamente 800 toneladas anuales de productos frescos viajan por vía terrestre durante días, lo 
cual afecta la calidad nutricional y la huella de carbono (Municipio de Río Grande [MRG], 2022).

Ante este escenario, el MRG ha impulsado el plan estratégico “Río Grande Sostenible”, 
buscando relocalizar la producción de alimentos como un proceso de desarrollo local y a partir 
de un conjunto de acciones. Se propone indagar en la ejecución de estas políticas entre 2021 
y 2023, identificando a los actores clave y evaluando cómo las herramientas de gestión muni-
cipal, como la empresa estatal RG Activa y los programas de fomento y asistencia como RGA 
Agroproductiva y RGA Avícola, contribuyen a la construcción de una alternativa al sistema 
alimentario dominante (MRG, s.f.). 

Este artículo recupera resultados del trabajo de investigación realizado en el marco del 
Trabajo Integrador Final para la obtención de título de Licenciatura en Administración Pública 
de la Universidad Nacional de Tierra del Fuego AeIAS en 2025. La metodología de investiga-
ción aplicada es de tipo cualitativo (Vasilachis de Gialdino, 2006) a partir de un estudio de caso 
(Neiman y Quaranta, 2006). 

Se trabajó fundamentalmente con dos tipos de fuentes. Por un lado, primarias, a partir 
del desarrollo y análisis de entrevistas semiestructuradas a dos grupos de actores clave: funcio-
narios públicos de distinto rango y participantes de las políticas públicas contactados a través 
de redes personales, a partir de la técnica “bola de nieve” (Sautu et al., 2005). Asimismo, se 
llevaron adelante observaciones y visitas a chacras productivas locales. Por otro lado, apelando 
a fuentes secundarias, se utilizó una estrategia de búsqueda, clasificación y análisis de fuentes 
documentales: documentos públicos, publicaciones oficiales, normativas e información heme-
rográfica.

Pese al ajuste macroeconómico nacional iniciado en 2024 y a la baja de programas fe-
derales, los registros públicos locales indican que las líneas operativas, RGA Agroproductiva, 
RGA Avícola y RG Activa, mantuvieron su continuidad entre 2024 y 2026 con financiamiento y 
recursos propios (MRG, 2024, 2025a y b).

El artículo se estructura en cinco secciones. En primer lugar, se presenta el enfoque teó-
rico utilizado. Luego se realiza la caracterización de la producción frutihortícola y avícola local. 
En tercer lugar, se realiza un análisis de los actores del entramado productivo local, para luego 
abordar las políticas públicas municipales, su diagnóstico y prácticas. Por último, se presentan 
las consideraciones finales.

Marco teórico

A partir de la década de 1990, bajo la implementación del Consenso de Washington y 
las políticas neoliberales, el sistema alimentario argentino profundizó la expansión del modelo 
agroindustrial. Este esquema, dominado por inversiones de empresas multinacionales, priorizó 
las reglas del mercado y la apropiación de los procesos naturales para convertirlos en activos 
financieros (Svampa y Viale, 2020).



Fuegia. Revista de Estudios Sociales y del Territorio | Año 2026. Volumen IX. Número 1. | ISSN 2618-2335 | pp. 159-172

161Cecilia A. Frías. Soberanía alimentaria en la ciudad de Río Grande, provincia de Tierra del Fuego AeIAS 
(2021-2023): políticas públicas y actores de la producción avícola y frutihortícola local

Como expresa Carballo (2018), este proceso de concentración e integración vertical ha 
tenido consecuencias significativas en la Argentina; entre otras, el desplazamiento de peque-
ños productores y la mercantilización del alimento, que pasa a quedar sujeto a la especulación 
financiera. Esto ha permitido la consolidación de la lógica del “agronegocio”, caracterizada por 
la concentración de la tierra, el uso intensivo de químicos y la priorización de la exportación 
sobre el consumo interno.

Los capitales extranjeros, a través de los pools de siembra, inclinaron sus inversiones a 
los alimentos, con especial foco en los commodities, y obtuvieron el control de reproducción de 
los cultivos al ser dueños de las semillas y de su tecnología asociada (García Guerreiro y Wahren, 
2016). En las últimas décadas, como explica Svampa (2013), el modelo del agronegocio se siguió 
profundizando en la Argentina, donde se pasó del consenso de Washington al consenso de los 
commodities, basado en la exportación de bienes primarios en gran escala, fuertemente de-
mandados por los países centrales y las economías emergentes. En nuestro territorio nacional, 
este proceso se centró fuertemente en la producción de alimentos como maíz, trigo y soja; así 
como también en la producción de hidrocarburos y minerales. Esa intensificación extractivis-
ta se instaló como nuevo orden económico y político, y con ello, la aceptación pasiva de ser 
exportadores de materia prima como único destino, justificado por el crecimiento económico 
y el aumento de reservas de divisas. Estos modelos han sido sostenidos por diversas políticas 
económicas, más allá de sus ideologías (Svampa, 2013). Asimismo, autores como Gómez (2022) 
caracterizan el sistema alimentario de Argentina a partir de siete aspectos: globalizado, depen-
diente, deslocalizado, intensivo, industrial, kilométrico y petrodependiente.

En este contexto, surge la soberanía alimentaria como un enfoque alternativo promovido 
por La Vía Campesina. Desde 1996, este movimiento internacional ha congregado a campesinos, 
movimientos sociales y ONG en una lucha pacífica por transformar el modelo agroindustrial glo-
balizado. Su propuesta original define a la soberanía alimentaria como el derecho de los pueblos 
a fortalecer su capacidad productiva básica, respetando siempre sus particularidades culturales 
( La Vía Campesina, 1996). Hoy en día, la soberanía alimentaria se entiende como un concepto 
dinámico que continúa enriqueciéndose a través de la práctica social (Red CaLiSA, 2022).

El paradigma de la soberanía alimentaria propone una transformación pacífica de los 
sistemas agrícolas basada en seis pilares: derecho a la alimentación, agroecología, acceso a re-
cursos (tierra y agua), localización de los sistemas alimentarios, control local y valorización de 
los proveedores de alimentos. Se erige como una expresión política reivindicativa y crítica del 
sistema agroalimentario actual, por considerarlo responsable de la crisis alimentaria mundial. 
Como alternativa, plantea declarar la alimentación y la agricultura como derechos humanos 
fuera de los acuerdos comerciales, y reorientar la ciencia y los saberes tradicionales hacia una 
agricultura sustentable con foco en la agroecología y la reforma agraria (Domínguez, 2015). 

Por otro lado, en los últimos años se observa un reconocimiento internacional por parte 
de la Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura (FAO) y la Organi-
zación de las Naciones Unidas (ONU) que cuestiona las políticas públicas promotoras del sistema 
alimentario tradicional, aceptando que interfieren en la desigualdad y el cambio climático. Estos or-
ganismos han comenzado a orientar su discurso hacia la necesidad de cambios bajo la Agenda 2030 
de Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) (Paredis, 2021). Entre las directrices establecidas, la 
transición a la agroecología es un hecho significativo para el cumplimiento de dichos objetivos (FAO, 
2018). Esta posición alienta a los gobiernos a desarrollar marcos legales que promuevan sistemas 
alimentarios sostenibles. Marcos (2022) sostiene que la agroecología está estrechamente vinculada 
con la soberanía alimentaria porque disminuye la importación de alimentos y contribuye a mitigar 
problemas ambientales. Autores como Cerdá (2023) sostienen que la agroecología implica generar 
alimentos frescos, de cercanía y de calidad que la comunidad pueda elegir.
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En este orden de ideas, el rol del Estado municipal es clave para morigerar los efectos 
agroindustriales. Como indica Madoery (2020), los actores del desarrollo local (DL) deben po-
tenciar las capacidades del territorio mediante la innovación y el aprendizaje colectivo. El DL se 
destaca como un proceso de transformación económica regional con una visión integral (Crava-
cuore, 2006). Este enfoque requiere incorporar el DL en las agendas locales mediante políticas 
públicas y acciones colaborativas que involucren a actores estatales y sociales (Rofman y Villar, 
2005; Arocena y Marsiglia, 2018). Esto supone un proceso político de concertación para pro-
ducir sinergia. En la ciudad de Río Grande, esto se traduce en la necesidad de una “nueva insti-
tucionalidad”, que permita al municipio, no solo asistir, sino cogestionar procesos productivos. 
El rol municipal en territorios como el fueguino en materia alimentaria es crucial. 

La condición de insularidad, sumada a un clima extremo, ha configurado un sistema 
dependiente de cadenas logísticas que recorren más de 2800 kilómetros desde los centros de 
producción (Estrategia Provincial para el Sector Agroalimentario [EPSA], 2023). A nivel local, 
existe un entramado productivo significativo y una trayectoria de más de diez años en polí-
ticas públicas orientadas a la producción. No obstante, la administración municipal enfrenta 
múltiples desafíos para desarrollar nuevas estrategias de transición hacia sistemas alimentarios 
sustentables y sostenibles.

Caracterización de la producción frutihortícola y avícola local

Para comprender las dinámicas socioproductivas de la ciudad de Río Grande, es impe-
rativo precisar su particular ubicación geográfica en el extremo sur del continente americano 
y su condición de insularidad dentro del territorio nacional (Figura 1). Esta localización no solo 
impone severas restricciones climáticas, sino que además configura la fragilidad logística y el 
aislamiento estructural previamente descripto.

Figura 1: Mapa de localización general de la ciudad de Río Grande en el contexto nacional y provincial bicontinental

Fuente: Imagen generada con IA Gemini a partir de información del Instituto Geográfico Nacional (IGN).

La producción hortícola de la ciudad de Río Grande representa apenas el 3 % del con-
sumo total. La actividad, mayoritariamente, es de origen familiar, caracterizada por la participa-
ción de poblaciones migrantes nacionales y de países limítrofes, con predominio chileno (Livra-
ghi et al., 2021). Debido al clima, el cultivo es estacional, es decir que los procesos productivos 
se desarrollan entre los meses de septiembre a diciembre (Instituto Nacional de Tecnología 
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Agropecuaria [INTA], s.f.). No obstante, con nuevas tecnologías e invernáculos calefaccionados, 
así como a partir de la intervención de políticas públicas, puede extenderse hasta marzo o abril 
(Coordinación de Desarrollo Agrícola [CDA], 2022).

De acuerdo con los relevamientos realizados, para la mayoría de las y los productores, 
esta actividad no es su fuente primaria de ingresos. Se observa un vínculo de dependencia con 
el Estado municipal y provincial, además de una alta informalidad. Existen tres tipos de prác-
ticas: autoconsumo, escala familiar con excedente y mediana/gran escala (CDA, 2022). Este 
artículo focaliza en las últimas dos. Como se observa en la Figura 2, la localización en la ciudad 
es dispersa; se identifican tres sectores principales: Escuela Agrotécnica Salesiana, Asociación 
de la Pequeña y Mediana Empresa, Microemprendimientos y Artesanado de Río Grande (APy-
MEMA) y las Chacras de la Margen Sur, además del vivero municipal como subsector comple-
mentario de incidencia en la producción frutihortícola.

Figura 2: Localización de la práctica frutihortícola analizada en Río Grande

Fuente: Elaboración propia a partir de imagen satelital Google Earth (2025).

Dadas las condiciones climáticas hostiles, la producción frutihortícola se divide entre 
cultivos a cielo abierto y bajo cubierta (invernaderos); esta última, la modalidad predominante. 
Los tres principales sectores productivos albergan experiencias de ambos tipos de cultivos, no 
obstante presentan características diferenciales, por ejemplo, en relación con la titularidad del 
suelo, el método de cultivo, la infraestructura y los mecanismos de comercialización. La Tabla 1 
sintetiza comparativamente la caracterización de los principales rasgos de la producción fruti-
hortícola de la ciudad según cada una de las áreas o zonas.
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Tabla 1: Comparativo de las características de la producción frutihortícola local

Característica Misión Salesiana APYMEMA Chacras de la Margen Sur

Tipo de cultivo

Bajo cubierta: lechuga, 
acelga, aromáticas, orna-
mentales, tomates y fruti-
llas.

Bajo cubierta: lechuga, 
frutilla, acelga, tomate, 
espinaca, entre otros.

Mixta: hortalizas varia-
das, frutos rojos, papa, 
ajo y aromáticas.

Tipo de riego Por goteo con recolección 
de vertientes y bombeo.

Por goteo. Cuentan con 
agua potable.

Por goteo. Abastecimien-
to por pozos y camiones 
cisterna municipales.

Método de cultivo Convencional en tierra, hi-
droponía y sustrato inerte.

Suelo e hidroponía a es-
cala importante.

Tradicional en suelo, ban-
cales e hidroponía para 
lechuga.

Servicios e insumos Titularidad de tierra y to-
dos los servicios de red.

Titularidad de tierra y 
todos los servicios de 
red.

Sin titularización de tierra 
ni agua corriente. Gas en-
vasado.

Infraestructura Viveros amplios y calefac-
cionados.

Estructuras metálicas, 
policarbonato, madera 
y nylon.

Invernáculos metálicos y 
chapas de policarbonato.

Comercialización Escala mediana. Escala familiar, con ven-
ta de excedentes en di-
versos canales.

Escala familiar, con venta 
en chacra y ferias munici-
pales.

Fuente: elaboración propia con base en Bernini (2015) y el Informe RGA Agroproductiva y CDA (2022) y datos propios.

Como puede observarse, la zona denominada Margen Sur enfrenta mayores problemá-
ticas por la falta de servicios de red, esencialmente agua y cloacas, y con ello, la dependencia 
de camiones cisterna para el riego de los cultivos y el riesgo de contaminación de napas por 
desechos cloacales.

Por otro lado, existe en la ciudad una estructura productiva dependiente del municipio, 
denominada unidad plantinera-vivero, que constituye un sector complementario de gran rele-
vancia para la actividad productiva local y se encuentra conectada con las tres zonas mencio-
nadas. Este establecimiento, dependiente de la Secretaría de Desarrollo Económico y Ambiente 
del Municipio de Río Grande, produce y entrega plantines de hortalizas y frutos destinados a 
los productores inscriptos en el Programa RGA Agroproductiva, y a la empresa estatal RG Ac-
tiva. El predio cuenta con varias naves, una de las cuales cumple la función de plantinera, con 
una dimensión de 700 m2, de estructura metálica, cubierta por chapas de policarbonato, cale-
faccionada y una iluminación de tipo led. Este dispositivo constituye el corazón del programa 
municipal (MRG, s.f.). De acuerdo con las entrevistas realizadas a funcionarios de la Secretaría 
de Desarrollo Económico y Ambiente del Municipio de Río Grande, el proceso productivo se 
basa en el uso de un sustrato de elaboración propia supervisado por el INTA y una combinación 
de semillas nacionales e importadas; se destaca la adaptación de variedades de tomate italianas 
mediante plantas madre. La siembra, tanto manual como mecánica, emplea mallas antihelada 
para optimizar la germinación antes de pasar a un sistema de riego por aspersión o manual con 
agua potable. Con una oferta que incluye 20 variedades de hortalizas, aromáticas y frutos, la 
producción se planifica según el registro de RG Agroproductiva, y alcanza una capacidad insta-
lada de hasta 1.500.000 plantines por temporada (Entrevista FCH, 2024).

En relación con la producción avícola local, se distinguen en la ciudad dos puntos pro-
ductivos avícolas: el de producción de carne de pollos parrilleros en la Misión Salesiana, en el 
marco de la sociedad del Estado RG Activa, y la producción de huevos, localizadas mayoritaria-
mente en las Chacras de la Margen Sur, a cargo de productores/as individuales y experiencias 
asociativas. Si bien existe un conjunto de chacareros que también crían y comercializan gallinas 
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para producción de huevos, nos centraremos principalmente en los productores asociados en la 
figura de cooperativa de trabajo dedicados a la producción de huevos (Cooperativa de Trabajo 
Avícola Tierra del Fuego Ltda.). 

La Escuela Agrotécnica Salesiana Nuestra Señora de la Candelaria, fundada en 1946 
por misioneros salesianos, es una institución educativa que produjo pollos hasta el año 2015 
aproximadamente, momento en que las actividades fueron suspendidas por las autoridades 
educativas. Tras un acuerdo con el Municipio de Río Grande, en el año 2021, el gobierno local 
buscó recuperar la capacidad ociosa de los galpones y del faenado avícola; la producción de 
pollos parrilleros fue reestablecida a través de la empresa estatal Río Grande Activa Sociedad 
del Estado (RG Activa), constituida formalmente en el año 2021. La característica distintiva de 
la actividad es que se trata de una iniciativa estatal que apunta a “introducir un producto nuevo, 
fresco, de otra calidad nutricional y con valor local”, según lo expresara en entrevista un alto 
funcionario de RG Activa (Entrevista Funcionario RG Activa, 2024).

El establecimiento cuenta con instalaciones de faena, verificadas y controladas por Ser-
vicio Nacional de Sanidad y Calidad Agroalimentaria (SENASA). Los pollitos son comprados en 
el continente y trasladados por avión a la ciudad, y son cuidados y engordados con alimento 
balanceado que se importa de provincias productoras. Una vez que los pollos alcanzan el peso 
adecuado, son faenados, empaquetados y distribuidos para su comercialización. La oferta al 
mercado es un producto alimentario caracterizado por ser un pollo parrillero fresco y local, 
comercializado con la marca “RG Alimentos”, sin hormonas ni antibióticos. El conjunto de carac-
terísticas de la actividad se podría clasificar en un matiz entre la llamada avicultura industrial, 
por ser semiintensiva, y la avicultura alternativa, en cuanto al bienestar animal y la reutilización 
de desechos. Podríamos considerar que la actividad avícola para carne ha experimentado una 
transformación institucional, evidenciada en la creación de su marca con identidad local y las 
nuevas figuras de gestión que le otorga la empresa del Estado. 

A diferencia de la producción de carne de pollo, la producción de huevos está mayorita-
riamente en manos de actores privados y formas asociativas en las Chacras de la Margen Sur. Se 
identifican tres formas de organización: productores familiares para autoconsumo y venta de 
excedentes en sus chacras, la Cooperativa de Trabajo Avícola Tierra del Fuego Ltda., y grupos 
de productores que operan bajo la supervisión técnica del INTA. 

El proceso productivo demanda trabajo los 365 días del año. Las razas o biotipos de gallinas 
para la producción de huevo son las rubias y negras INTA, y también se utilizan las criollas y araucanas. 

El alimento utilizado es balanceado y adecuado a cada etapa de vida de la gallina y pro-
viene del continente; también suplementan la alimentación con verdes, generalmente, desper-
dicios de la producción hortícola. Para el caso de la cooperativa avícola, el alimento utilizado es 
adquirido en Coronel Suárez. Una vez al año, es analizado en el laboratorio de INTA Pergamino, 
a fin de verificar la coincidencia de la etiqueta y el producto (Entrevista presidente Cooperativa 
de Trabajo Avícola Tierra del Fuego Ltda., 2024).

Entre los insumos indispensables en la producción avícola, se destaca la carencia del 
servicio de agua por red que experimentan los productores localizados en la zona sur de la ciu-
dad, situación compartida con los productores frutihortícolas. 

Esta condición resulta una debilidad en la producción, puesto que dependen de la provi-
sión de agua que realiza el municipio, y solo en algunos casos utilizan como alternativa la reco-
lección de agua de lluvia posteriormente potabilizada. Por otro lado, no se utiliza agua extraída 
de pozos, por ser considerara potencialmente peligrosa ante la falta de servicios de red cloacal.
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 De estos rasgos se desprende que ambos sectores avícolas (carne y huevos) enfrentan 
una dependencia crítica de los suministros continentales, específicamente en la reproducción 
de especies y la adquisición de alimento balanceado, lo que representa una amenaza para la 
sostenibilidad económica de la actividad.

Destacamos la participación del INTA, con representación por medio de una Agencia de 
Extensión Rural ubicada en el centro de la ciudad, por cumplir un rol relevante mediante capa-
citaciones, asesoramiento y entrega de aves con genética de postura (negra y rubia INTA), para 
sistemas sustentables y libres de jaula. Además, en ese espacio, los grupos asociativos y la coo-
perativa avícola comercializan la producción de huevos (Entrevista funcionario de INTA, 2024).

El potencial de Río Grande para avanzar hacia un modelo de soberanía alimentaria es 
significativo, aunque todavía se encuentra en una etapa incipiente. Actualmente, la producción 
hortícola local cubre apenas el 3 % del consumo total de la ciudad. Sin embargo, existen señales 
de una transición hacia prácticas más sostenibles, como ser la producción de alimentos frescos 
de valor local, circuitos cortos de comercialización y diversificación de cultivos.

Si bien los productores se encuentran integrados al sistema formal, su participación está 
signada por un marcado vínculo de dependencia con el Estado. Debido a que la planificación de 
la producción se centraliza en registros municipales como el RGA Agroproductiva, los actores 
locales tienden a desempeñar un rol de beneficiarios operativos, con una incidencia limitada en 
el diseño estratégico de las políticas públicas y en la toma de decisiones que afectan al sector.

Gobernanza de la tierra y el alimento: el rol municipal en el entramado productivo y 
la política pública

El entramado productivo frutihortícola y avícola de Río Grande se compone de diversos 
actores que intervienen de forma directa e indirecta en el territorio. En el sector económico, 
los protagonistas principales son los productores familiares (tanto individuales como asocia-
dos), la Misión Salesiana y la sociedad del Estado RG Activa. Gran parte de estos productores 
locales forman parte de la Economía Social y Solidaria, un sector que surge como respuesta a 
la exclusión generada por políticas neoliberales, que busca mejorar las condiciones de vida de 
la comunidad mediante la gestión democrática y el compromiso social (Rofman y Villar, 2005). 

Desde la perspectiva del análisis de actores, como expresan Rofman y Villar (2005), el 
poder de influencia de estos respecto a las actividades productivas frutihortícola y avícola, res-
pectivamente, no es uniforme. Mientras que los productores individuales poseen un poder de 
intervención bajo debido a su inserción subordinada en el sistema, aquellos agrupados en coo-
perativas o asociaciones alcanzan un nivel medio al lograr dialogar con el sector político y tratar 
de incidir en la agenda pública. Por su parte, la empresa estatal RG Activa y el propio Estado en 
sus distintos niveles cuentan con un poder de intervención alto, que les brinda la capacidad de 
impulsar o reorientar las estrategias productivas y las políticas de promoción vigentes.

Por otro lado, el sistema de conocimiento actúa como un pilar estratégico para el desa-
rrollo local. El INTA, durante el período de análisis (2021-2023), se destaca con un alto poder de 
intervención al ejecutar políticas públicas directamente en el territorio entre otras, PROHUER-
TA y Cambio Rural. Las universidades, como la Universidad Nacional de Tierra del Fuego AeIAS 
(UNTDF) y la Universidad Tecnológica Nacional (UTN), son actores de intervención indirecta 
con un poder medio, enfocadas en generar saber situado y transferir tecnología. Ejemplos de 
esto son la creación de la carrera de Ingeniería en Agroecología (UNTDF) y las mejoras en 
tecnologías avícolas logradas mediante la articulación entre la universidad, el municipio y los 
productores. El fortalecimiento de alianzas estratégicas entre los productores y el sistema de 
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conocimiento es la clave para ampliar su incidencia en las políticas públicas.

El Municipio de Río Grande institucionalizó su estrategia a través de una base jurídi-
co-normativa densa y encuentra un sustento clave en la propia Carta Orgánica Municipal, que 
establece el deber de proveer a la productividad local (COM, 2006). Entre 2019 y 2022, se 
sancionaron nueve normas locales. Por ejemplo, en 2019 se aprobó la Ordenanza Municipal N.° 
4041/2019, que crea la Sociedad del Estado Río Grande Activa para la prestación de servicios 
generales y mejoras urbanísticas, sociales y tecnológicas. A este impulso se sumó, en 2020, la 
adhesión a los ODS (Ordenanza N.° 4102/2020) y la posterior ratificación de convenios estra-
tégicos mediante las Ordenanzas N.° 4340/2021 y N.° 4342/2021, los cuales formalizaron la 
articulación con la Misión Salesiana y el INTA, respectivamente, para fortalecer la capacita-
ción, investigación y extensión en agricultura familiar. Complementariamente, la Ordenanza N.° 
4488/2022 estableció un Plan de Regularización de Tierras Urbanas con fines productivos en 
el sector de APYMEMA, a partir del cual se solucionó la problemática de tenencia en tierras 
fiscales, mientras que la Ordenanza N.° 4526/2022 dispuso la creación del Mercado Municipal 
de Alimentos, bajo la órbita de Río Grande Activa, con el fin de asegurar el abastecimiento, 
transparentar la formación de precios y potenciar la producción local en pos de alcanzar la so-
beranía alimentaria.

Es a partir de ese andamiaje normativo que, durante el período 2021-2023, la gestión 
municipal, bajo el plan “Río Grande Sostenible”, jerarquizó, como se enuncia en los documentos 
oficiales (MRG, 2022), la soberanía alimentaria como un eje de gestión a largo plazo, y estruc-
turó sus políticas en tres niveles: asistencia, fomento y producción directa. Sobre este punto se 
realizan algunas observaciones.

Programa productivo municipal RGA Agroproductiva

El programa RGA Agroproductiva constituye la política pública local de fomento al de-
sarrollo productivo, materializada inicialmente desde el año 2021 en los presupuestos pro-
gramáticos del municipio, donde cada año fue incrementando sus metas en relación con los 
resultados obtenidos en términos formales. El programa se institucionalizó en el año 2023, 
mediante el Decreto Municipal N.° 1505/2023. Uno de los componentes destacados es la asis-
tencia técnica, económica y financiera brindada a los productores en sus distintos rubros. El 
objetivo general del programa es mejorar las condiciones para el desarrollo, fortalecimiento e 
integración de la actividad hortícola local en procura del autoabastecimiento de la ciudad. 

El programa se articula mediante la entrega estratégica de plantines a los productores 
registrados, complementada con un esquema de asesoramiento técnico integral, capacitacio-
nes, asistencia técnica y financiamiento. Asimismo, la iniciativa fortalece la comercialización a 
través de un punto de venta permanente en un espacio municipal denominado Paseo Canto del 
Viento, ubicado en el centro comercial de la ciudad, el cual adapta su dinámica de ventas a la 
estacionalidad de las cosechas.

Como resultado, el programa ha impulsado la diversificación de especies, la ampliación 
de la infraestructura productiva y un incremento sostenido en el número de productores, y ele-
va la escala de producción año tras año. Un logro significativo, validado por los propios partici-
pantes de la política pública, es la extensión del ciclo productivo gracias a la entrega anticipada 
de plantines en el mes de septiembre. El crecimiento de la actividad frutihortícola vinculada a 
RGA Agroproductiva se detalla en la Tabla 2, donde se observa la evolución de la participación 
de los productores.
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Tabla 2: Temporada productiva y evolución del crecimiento de productores del Programa RG Agroproductiva

Temporada (1 de agosto y 31 de marzo) Productores inscriptos en el programa

2019/2020 46 (Corresponden a P. Huertas Urbanas)

2020/2021 No contabilizado por pandemia

2021/2022 150

2022/2023 180

2023/2024 230

Fuente: Elaboración propia con base en los datos relevados en entrevista a funcionario de la Secretaría de Desarrollo 
Productivo y Ambiente (SDPyA) (2024).

Programa productivo municipal RGA Avícola 

El Programa RGA Avícola es muy incipiente y está destinado a la producción agroeco-
lógica de huevos de gallinas de granja. Tiene como objetivo fortalecer a pequeños productores 
en el desarrollo de la actividad avícola local. Durante el período de análisis, el programa se en-
contraba en la etapa de inicio de ordenamiento del sector, la difusión de las buenas prácticas 
con trabajo articulado con el INTA. Es importante destacar que en el año 2025 se creó el sello 
avícola.

En este sentido, la política pública del municipio respecto de la actividad productiva de 
huevos se encuentra en proceso de desarrollo. Y está limitada a facilitar un espacio de comer-
cialización en el paseo Canto del Viento para ventas de huevos a los productores del programa 
Cambio Rural supervisados por INTA, SENASA y bromatología municipal.

Río Grande Activa, Sociedad del Estado (RG Activa)

A partir de esta empresa, el municipio opera como un productor de gran escala según la 
distinción explicada más arriba. Como se anticipó, la empresa fue creada en 2019 por ordenan-
za municipal. Inició sus operaciones en 2021 con un capital íntegramente municipal y un objeto 
social amplio, que la faculta para conformar unidades de negocio y asociarse con otras entida-
des. Su estructura de gobierno cuenta con una presidencia, una sindicatura y dos directores ad 
honorem, estos últimos en su carácter de funcionarios municipales.

En el ámbito operativo, la empresa gestiona de forma integral la producción de pollos 
parrilleros, eliminando intermediarios mediante la venta directa en ferias y puntos propios. Un 
hito de la gestión es la puesta en valor de las instalaciones de la Misión Salesiana, donde se 
reactivó la producción de pollo fresco y se inició el cultivo de tomates a escala intermedia para 
el mercado local.

Bajo la marca RG Alimentos, la sociedad comercializa sus productos y establece conve-
nios con comercios locales para ampliar su alcance. Tras la ampliación de su objeto social me-
diante el Decreto N.° 509/2022, RG Activa se consolida como una herramienta estratégica para 
intervenir en áreas clave del Estado, ya que aporta dinamismo a la gestión pública y articula con 
el sector privado en proyectos productivos de mediana y gran escala. 

Desde el enfoque de la soberanía alimentaria, la empresa estatal ofrece a la comunidad 
mayor posibilidad de alimentos frescos y locales, lo cual la constituye como un actor de alto 
poder e influencia, que desplaza la frontera del Estado desde el simple fomento hacia la pro-
ducción directa a gran escala.
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Consideraciones finales

El Municipio de Río Grande ha logrado posicionar la soberanía alimentaria en la agenda 
pública mediante el programa RGA Agroproductiva, el cual registra avances significativos en 
la producción frutihortícola local, el incremento sostenido en la cantidad de productores y la 
incorporación de algunas prácticas agroecológicas como la comercialización de cercanía y la 
diversificación productiva. No obstante, persiste una tensión entre la narrativa institucional y la 
praxis política: se detecta que la gestión de gobierno municipal aún conserva rasgos de un mo-
delo Estado-céntrico y asistencialista, donde la participación de los productores en la toma de 
decisiones es periférica. Por otro lado, si bien se han anunciado algunas estrategias para romper 
con la dependencia estructural de insumos y otras cuestiones, es necesario dar pasos firmes 
que consoliden las cadenas productivas, potencien la emergencia de productores y actores pri-
vados que provean localmente de insumos. Este asunto es clave para la soberanía alimentaria 
en tanto las decisiones soberanas sobre qué, cómo y dónde producir deberían desarrollarse a 
partir de estrategias horizontales.

Asimismo, si bien la creación de la empresa estatal RG Activa ha permitido intervenir 
estratégicamente en el mercado (al recuperar, por ejemplo, capacidades ociosas para la produc-
ción de pollos y tomates), existe el riesgo de que la potencia del Estado desplace al sector priva-
do local si no se establecen marcos de complementariedad claros. A esto se suman obstáculos 
estructurales críticos, como la dependencia de insumos continentales que afecta al conjunto 
de actores del entramado productivo, y las asimetrías territoriales respecto de los productores 
familiares y experiencias asociativas, específicamente la precariedad legal sobre la tenencia de 
la tierra y falta de servicios en la Margen Sur. 

Esta matriz de dificultades estructurales cobra especial relevancia al analizar el esce-
nario reciente. Al respecto, aunque el seguimiento documental para el período 2024-2026 se-
ñala que la estructura municipal asumió la sostenibilidad de estas políticas frente al escenario 
nacional, las evidencias preliminares sugieren que las tensiones de fondo no se han disipado. 
La escasez hídrica, la regularización de las chacras y la subordinación a insumos del continente 
permanecen como variables críticas que no solo condicionan los resultados presentes, sino que 
invitan a continuar la investigación. 

En última instancia, la evidencia recolectada en el trienio de estudio, proyectada en es-
tos indicios contemporáneos, reafirma que la transición hacia la soberanía alimentaria demanda 
un giro hacia modelos agroecológicos sostenidos por una gobernanza participativa, donde los 
productores sean reconocidos como sujetos políticos activos y no meros participantes.
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Resumen
El presente artículo aborda la complejidad de la digitalidad contemporánea centrándose en el 
estudio de lo que se define como artefactos algorítmicos desde una perspectiva antropológica 
y sociotécnica. En primer lugar, se propone un desplazamiento teórico y metodológico que 
consiste en tratar a estos dispositivos (inteligencias artificiales, algoritmos, autómatas y plata-
formas), no solo como herramientas complejas, sino como nativos actantes con capacidad de 
agencia en los ensamblajes sociales. Al proponer la práctica etnográfica digital, el trabajo busca 
deconstruir la aparente transparencia de estos objetos técnicos para identificar las lógicas de 
producción, poder, afectividad y efectividad que subyacen a su funcionamiento. Además, desde 
diversos ejemplos, se analizan tanto las posibilidades de intervención creativa como los efectos 
sociotécnicos imprevistos en los que su actancia constituye un elemento central. El texto argu-
menta que los artefactos algorítmicos intervienen activamente en el espacio material cotidiano, 
que exige una descripción densa de la tripolaridad emergente del encuentro entre humanos y 
no humanos. Finalmente, se reflexiona sobre la necesidad de una soberanía sociotécnica y una 
gobernanza tecnológica ética y situada regionalmente. El enfoque que aquí se propone busca 
captar la vitalidad de los algoritmos y su papel como nativos en la cultura algorítmica actual.

Palabras clave: Artefactos algorítmicos; Etnografía de lo digital; Agencia no humana; Sociotécnica.

Abstract
This article addresses the complexity of contemporary digitality by focusing on the study of what 
are defined as algorithmic artifacts from an anthropological and sociotechnical perspective. First, 
it proposes a theoretical and methodological shift that consists of treating these devices (artifi-
cial intelligences, algorithms, automata, and platforms) not only as complex tools, but as native 
active agents with agency capability in social assemblages. By employing digital ethnographic 
practice, the work seeks to deconstruct the apparent transparency of these technical objects in 
order to identify the logics of production, power, affectivity and effectiveness that underlie their 
functioning. Furthermore, various examples are used to analyze both the possibilities of creative 
intervention and the unforeseen socio-technical effects in which its action constitutes a central 
element. The text argues that algorithmic artifacts actively intervene in everyday material space, 
demanding a rich description of the tripolarity that emerges from the encounter between hu-
mans and non-humans. Finally, it reflects on the need for sociotechnical sovereignty and ethical, 
regionally situated technological governance. The approach proposed here seeks to capture the 
vitality of algorithms and their role as native elements in contemporary algorithmic culture.

Keywords: Algorithmic artifacts; Ethnography of the digital; Non-human agency; Sociotechnical.
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Introducción

Cuando nos proponemos abordar, desde las ciencias sociales y desde la antropología 
en particular, problemáticas vinculadas a la digitalidad de la vida cotidiana, compleja y casi om-
nipresente, solemos encontrarnos con un abanico conceptual muy amplio: artefactos, objetos 
técnicos, algoritmos, interfaces, actores-red, sistemas, máquinas, aparatos, y un largo etcétera. 
En este escenario, y con el fin de organizar la indagación sobre los términos que utilizamos para 
referirnos a un futuro que se hace cada vez más presente y el pensamiento sobre la hora actual 
y sus tribulaciones (Kozel et al., 2024), se impone tomar decisiones sobre las formas de denomi-
nar a aquello que conforma la digitalidad que nos rodea. En este artículo, nos ocupamos de una 
parte de esa digitalidad, la de los artefactos algorítmicos.

Entendemos como “artefactos algorítmicos” a los dispositivos sociotécnicos que se re-
construyen al etnografiar lo digital. Nombrar a un dispositivo sociotécnico como artefacto implica 
una toma de posición teórica y también política. Es decir, al optar por una definición y tomar 
otras como sinónimas, o incluso como antagónicas, se está aceptando la existencia de tensiones 
o miradas divergentes entre distintos campos de conocimiento e incluso al interior de una misma 
disciplina. Así, por ejemplo, hablar de “dispositivo” en un ámbito técnico refiere a artefactos como 
las computadoras, pero este mismo término, dentro de las ciencias humanas, puede remitir a lo 
que Michel Foucault (2005) definía como un conjunto heterogéneo de discursos, instituciones, 
decisiones, enunciados científicos, proposiciones éticas, medidas administrativas y todo aquello 
que sirva como relación de fuerza en una determinada situación y momento. 

En este sentido, para nosotros, un artefacto algorítmico, como concepto analítico, es un 
constructo que soporta implicancias económicas, sociales y políticas, en tanto su potencialidad 
de conformar redes de agentes que capturan datos, los analizan y predicen comportamientos 
subrepticiamente y al servicio de las grandes empresas tecnológicas. Es decir que los artefactos 
algorítmicos constituyen un tipo especial de “objetos”, que operan como gatekeepers1 invisibles 
que filtran y jerarquizan la experiencia del usuario.

Sin ánimos de ocluir las derivas de los términos, sino, por el contrario, partiendo de una 
definición amplia, buscamos hacer foco en los artefactos algorítmicos, que se caracterizan por 
su devenir compuesto por interacciones con otros objetos y con humanos (Simondon, 2007), 
intentando reconocer a los actores-red (Latour, 2008) que construyen un ensamblaje dinámico 
en que la agencia es distribuida entre múltiples interfaces de interacción heterogéneas (Scolari, 
2018). Estas interpelaciones nos pueden llevar a estudiar máquinas o sistemas que funcionan y 
fluyen pero también incorporan interrupciones, que procesan y transforman elementos y ener-
gía para producir algo nuevo (Deleuze y Guattari, 1973). Sistemas que bien pueden ser conside-
rados autorreferenciales, es decir, que producen y reproducen sus propios elementos mediante 
operaciones que remiten al propio sistema (Luhmann, 1998); por ejemplo, en el programa Deep 
Blue, en el cual hay un feedback entre los movimientos que se dan en la partida de ajedrez y la 
consecuente respuesta del algoritmo (causa/consecuencia). O bien autopoiéticos, como en el 
caso de los algoritmos de las llamadas “inteligencias artificiales” (IA) que no solo refieren al pro-
pio sistema sino que crean un sistema idéntico a sí mismo, modificando sus propios códigos (Ma-
turana y Varela, 1973). Como ejemplo podemos citar el caso del software AlphaGo, diseñado para 
aprender y jugar al juego de estrategia chino go. Este artefacto algorítmico, sin tener instruccio-
nes humanas de cómo se debían realizar las jugadas ganadoras –es decir, en forma autónoma–, 
logró autoproducirse como un jugador campeón mundial (causa/consecuencia/creación). 

1  Entendemos por “gatekeepers” lo que en español podríamos traducir como “porteros” o, más precisamente, las 
entidades o artefactos algorítmicos que actúan como custodios, recepcionistas u orientadores de una puerta de 
entrada a procesos sociales, políticos y afectivos más amplios.
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Las problemáticas2 a las que nos referimos pueden enmarcarse, en principio, dentro de 
dos grandes tipos de investigaciones pasibles de ser abordadas desde la etnografía:

•	 investigaciones que plantean sus objetos de estudio desarrollados entera-
mente en entornos virtuales o digitales.3

•	 investigaciones que podríamos llamar “híbridas”, en las que lo digital es un 
elemento constitutivo de la trama social o bien conforma una dimensión 
del objeto de estudio.4

Podemos verlo de forma esquemática en la Figura 1.

Figura 1: Cuadro conceptual de la investigación en lo digital

Fuente: Elaboración propia

En un libro en el que nos dedicamos a analizar los alcances del método etnográfico 
en los nuevos espacios de interacción habilitados por la existencia de internet en un presente 
signado por la paulatina digitalización de numerosos aspectos de la vida cotidiana (Daza y Di 
Próspero, 2024), adscribimos a la importancia de descentrar los artefactos digitales (platafor-
mas, dispositivos, algoritmos) y prestar atención a las maneras en las cuales forman parte de 
conjuntos más amplios de ambientes y relaciones sociales. Este movimiento permite enten-
der lo digital como parte de una problemática social y no como el problema central (Pink et 
al., 2016), y así generar conocimiento sobre los efectos de lo digital en diversos aspectos que 
conforman el contexto, las prácticas, las vivencias y las relaciones cotidianas. Ahora bien, en el 
contexto actual de consolidación de una cultura algorítmica construida a partir de la extracción 
de datos, en que las tecnologías emergentes han pasado a ser una capa que permea y articula 
casi todos los ámbitos de la vida –es decir, que han pasado a ser vitales (Gómez Cruz, 2022)–, 

2  Más ejemplos en https://www.youtube.com/watch?v=uoHHxHZEiqA 
3  Podemos mencionar como ejemplo los estudios etnográficos sobre Second life (Krischke Leitão, 2012; Boellstor-
ff, 2015; Bohrer dos Santos, 2019) o sobre la plataforma Discord (Zampieron, 2024).
4  Por ejemplo, los estudios socioantropológicos sobre influencers (Piracón Fajardo, 2025; Blázquez, 2025) o las 
etnografías sobre los efectos de la pandemia (Hijós y Blanco Esmoris, 2020) o aquellas sobre la sensación de inse-
guridad (Vélez, 2019).
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se hace necesario centrar nuestra mirada también en los artefactos, en sus softwares y hardwa-
res. Los algoritmos “generan formas automatizadas de conexiones entre instituciones, formas 
de conocimiento, ideologías, prácticas, procesos económicos y sociales” (Gómez Cruz, 2022, p. 
107). Estas conexiones dependen cada vez más de estos y generan una cultura que no existe 
sin ellos; por este motivo, es clave situarlos en su vitalidad: 

la cultura algorítmica, a diferencia de una cibercultura5 (con sus propias reglas, 
independiente, y a la que se podía acceder y salirse) o una cultura digital (basada 
en el uso de las tecnologías que se añadían a la vida cotidiana), es una cultura con 
un programa (computacional) que genera formas particulares (culturales, socia-
les, económicas, etc.), en muchos casos sustituyendo a las anteriores. Por ello es 
tan relevante situar a los algoritmos en su vitalidad. (Gómez Cruz, 2022, p. 107)

Por otro lado, en el mismo libro también planteamos la necesidad de avanzar sobre la 
idea de actancia a la hora de abordar investigaciones atravesadas de una u otra forma por lo 
digital y al reflexionar sobre las maneras en las que lo digital forma parte de nuestros problemas 
de investigación, diseños metodológicos y trabajos de campo. Entendiendo por actancia una 
forma de intervenir a partir de la cual actantes humanos y no humanos interactúan dentro de 
un ensamblaje social en el que cada entidad produce relaciones que crean, enlazan, aumentan o 
destruyen fragmentos de ese ensamblaje y del mundo (Harman, 2015). Desde una antropología 
simétrica y cyborg, que busca reducir privilegios no solo etnocentristas sino también antropo-
centristas (Haraway, 1991; Latour, 1991, Pepper, 1993; Strathern, 1994; Viveiros de Castro, 
1996; Duarte Arias y Escobar Mejía, 2026; Silla, 2026), el mundo es también una construcción 
de los artefactos técnicos. Estos crean condiciones de posibilidad tanto de espacios de interac-
ción como de formas de relación, códigos y/o lenguajes, que se revelan como tripolaridad, donde 
el “tercer polo” es lo que emerge del encuentro de entidades diversas (Krotz, 1994). Por ejemplo, 
un smartphone “hace hacer” distintas actividades, despliega ciertas posibilidades de acción a 
quienes lo portan. Este marco conceptual, desarrollado principalmente por Bruno Latour como 
teoría del actor-red (2008), plantea una visión de lo social y lo tecnológico como aspectos de un 
mismo mundo, híbrido, sin separación, e interdependiente. Un “actor-red” es un agente que, en 
sus interacciones, va construyendo y transformando las redes que integra. Desde esta perspec-
tiva, nos podemos hacer preguntas y reflexionar sobre los dispositivos, las máquinas algorítmicas 
artificialmente inteligentes,6 las interfaces sociotécnicas o los artefactos algorítmicos en sentido 
amplio, como actantes que interactúan (a su modo) con las personas y con otros artefactos. En el 

5  En esta periodización propuesta por el autor, la cibercultura se corresponde con la primera masificación de 
internet en los años noventa, cuando se hablaba de un mundo real y uno virtual, con una (ciber)cultura propia y de 
la vida en la pantalla (Turkle, 1997). La cultura digital coincide con la denominada Internet 2.0 de principios de los 
años 2000: “hemos pasado de un mundo de magos de Internet a un mundo de gente común que utiliza internet 
en forma rutinaria” (Wellman, 2004, p. 125). La cultura algorítmica corresponde al contexto actual de capitalismo 
informacional. El año 2008 constituye un parteaguas ya que, a partir de ese momento, se produjo una maduración 
y convergencia de las tecnologías 4.0, principalmente de la inteligencia artificial, el internet de las cosas, el Big Data, 
entre otras (Gendler y Girolimo, 2025). 
6  Las formas de denominar a las tecnologías siempre están arraigadas a distintas tradiciones de pensamiento y 
momentos históricos (por mencionar solo dos elementos de los tantos que podríamos incluir). En este sentido, la 
“inteligencia” ha sido un concepto puesto en la encrucijada de distintos paradigmas que la definieron de acuerdo 
con sus visiones del mundo. Desde quienes buscaron universalizar y medirla con base en estándares que gene-
ralmente destacan los aspectos lógico-matemáticos y lingüísticos aplicados a la resolución de problemas, hasta 
aquellos que la pluralizaron e individualizaron planteando su plasticidad y ubicuidad, así como la imposibilidad de 
medirla con certeza. Los debates continúan y se profundizan con esta nueva “inteligencia” de las máquinas algorít-
micas. Por otro lado, su artificialidad también está cuestionada; por ejemplo, Kate Crawford (2022) afirma que la 
IA no es ni inteligente ni artificial. Entre sus variados argumentos se encuentran los abusos de lo “natural”; desde 
los recursos necesarios para su funcionamiento hasta los entramados de explotación humana en contextos políti-
cos que, como no podía ser de otra manera, generan desigualdad y poder a favor de los mejor posicionados en el 
concierto mundial. Es decir, lo que aquí denominamos como “máquinas algorítmicas inteligentemente artificiales” 
es una definición que pretende interpelar a quien lee para pensar en sus propias definiciones y ponerlas a dialogar 
con las que vamos compartiendo en este texto.
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libro desplegamos maneras de abordar esas preguntas, evidenciando otras formas de estar “allí”, 
de situarnos en el campo: cuestión clave para la etnografía. Esas otras formas de interpelar a la 
práctica etnográfica parten de la existencia de actantes digitales que dejan de funcionar como 
mero instrumento, herramienta o medio y pasan a ser intermediarios con papeles clave en los 
ensamblajes sociotécnicos. Dicho de otro modo, los artefactos algorítmicos, como actores-red, 
empiezan a obligarnos de alguna u otra manera a incluirlos de un modo más activo en nuestros 
problemas de investigación y en nuestros análisis, dada su capacidad de agencia. 

Partiendo de estas ideas y de experiencias de investigación recientes atravesadas por 
la agencia de tecnologías emergentes con alcances extraordinarios, como las denominadas IA, 
han surgido nuevas preguntas en relación con la posibilidad de identificar quién actúa cuando 
hay una acción y cuáles son sus implicancias. Tras la emergencia de nuevas interacciones en 
espacios situados en el mundo digital, y más allá de este, ¿es posible registrar aquellas interac-
ciones transparentes y no transparentes (entre personas y no humanos entre sí)? ¿Es posible 
etnografiar a los artefactos algorítmicos como nativos? ¿De qué formas podemos describir den-
samente esas agencias y sus códigos de interacción? Desde una postura asertiva, la propuesta 
teórico-metodológica de este artículo es reflexionar sobre el abordaje de lo no humano, e in-
corporar un movimiento extra: hacer foco en los artefactos algorítmicos. Se trata de decons-
truirlos: comprender sus orígenes, sus procesos de producción, sus trayectorias, para abonar a 
la identificación de los múltiples aspectos de su vitalidad (Gómez Cruz, 2022) y a la reconstruc-
ción de su organización y aquellas prácticas que su actancia propicia. La meta final es, a través 
de la etnografía, llegar a comprender códigos, proyección y alcances de los artefactos algorítmi-
cos, es decir, captar o (re)construir su punto de vista nativo (Malinowski, 1922). 

Artefactos algorítmicos en la trama social

La dimensión material de la vida cultural ha estado presente en las investigaciones des-
de los inicios de la antropología moderna; la relación entre lo material y las personas, tanto en el 
pasado como en la actualidad, ha sido abordada desde diversas perspectivas. La reflexión sobre 
los objetos, su producción y uso fue un campo de debate en el que la neutralidad o no de estos 
constituyó un aspecto central en torno a su carácter social (Zallocchi, 2019). La cultura material 
se encuentra significativamente construida: los artefactos no son meros acompañantes de la 
experiencia humana, sino componentes activos de relaciones afectivas, técnicas y políticas, y 
no solo “representan” vínculos o identidades, sino que las producen (Ohanian et al., 2025). 

En este sentido, Bruno Latour, desde una antropología de la tecnología, critica las expli-
caciones dualistas que separan las construcciones técnicas de las relaciones sociales y propone 
que los artefactos sean analizados como cuasiobjetos: “proyectos que aún no pueden ser califi-
cados bien como relaciones sociales, bien como cosas” (Latour, 1993, p. 77). En su etnografía de 
la implementación de un tren autónomo en dos ciudades francesas, señala que la existencia de 
los objetos técnicos depende de la habilidad de los humanos para reunirse en torno a ellos, pero 
también de la habilidad de los propios objetos para poner a los humanos de acuerdo. 

En los últimos años, aproximaciones como el giro ontológico, el perspectivismo ame-
rindio o las visiones ecológicas como las de Tim Ingold7 han vuelto a indagar sobre lo real y la 
ontología, sobre cómo el mundo es, pero ante todo, para la antropología, cómo los diferentes 

7  Estas líneas de trabajo incluyen la antropología de las ontologías múltiples, asociada al giro ontológico, el pers-
pectivismo amerindio, que postula una cultura común y múltiples naturalezas según la perspectiva de cada ser, y 
la ecología relacional, que concibe el mundo como un campo de correspondencias y procesos de toma de forma 
(Ingold, 2000). Incluso, mucho antes, desde la etnología tautegórica, corriente original desarrollada en la Argentina 
en los años setenta del siglo XX por el antropólogo Marcelo Bórmida, ya se habían abordado estos problemas a 
partir del análisis fenomenológico de la cultura material ayorea, en el Chaco boreal boliviano (Silla, 2026).
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grupos humanos lo conciben y cuál es el papel de la cultura material y los objetos en el desarro-
llo de las sociedades humanas (Silla, 2026). 

En los años ochenta, Daniel Miller proponía que la objetivación era la definición mis-
ma de la cultura, dado que todas nuestras relaciones con el mundo dependen del proceso de 
exteriorizar la personalidad y los valores sociales en el mundo material en el que vivimos, en 
cuyo espejo llegamos a comprender quiénes somos (Miller, 1987). Desde la misma perspectiva 
material, es posible abordar el mundo digital:

Casi tan pronto como se desarrolló internet, la mayoría de los académicos y la 
opinión pública parecieron asumir que lo importante era que el mundo digital, 
de alguna manera, era menos tangible. El término más común para describir 
la cultura digital era «virtual». Esto se consideraba una oposición a un mundo 
«real», más tangible. Desde el principio, lo consideré un sinsentido. El mundo 
analógico, físico y el mundo digital son igual de reales. (Miller, 2025, p. 145).

Las nuevas formas digitales permiten corrimientos espacio-temporales que la etnografía 
(de/en/con lo) digital abarca con diseños metodológicos que se ajustan al abordaje de objetos 
multisituados (Marcus, 2001) en tiempos en los que lo digital sale de Internet y avanza sobre la 
cotidianeidad. Desde el sentido común, aún se habla de la red virtual y del mundo físico como 
si fueran mundos separados y paralelos, o diferentes “dimensiones” de la realidad: 

Pero en los últimos años, las metáforas que subyacen al término se han puesto 
de relieve, se han hecho evidentes, porque sus premisas se han visto comple-
tamente alteradas. Esa forma de pensar sobre lo digital y lo físico ha empezado 
a perder su transparencia, por así decirlo, de modo que, ahora opaca y ante 
nosotros, la idea de la división dimensional se ha expuesto. (Jones, 2014, p. 39).

La tendencia general actual implica unir la red de datos con el mundo físico y social, no 
dejando uno atrás para refugiarse en el otro, sino superponiéndolos con la expectativa de que 
los usuarios experimenten datos (y medios enriquecidos con datos) en cualquier lugar y mien-
tras se mueven: la movilidad es una característica clave de la experiencia (Jones, 2014). Los ar-
tefactos algorítmicos ofrecen experiencias híbridas dinámicas, que tienen lugar en el continuo 
encuentro de los datos con el mundo físico y sus objetos cotidianos. Este tipo de experiencia 
fue la propuesta de la denominada computación ubicua (Weiser, 1991), paradigma desde el que 
se busca la integración de la informática con el entorno de la persona, ofreciendo numerosos 
servicios a través de una red (como internet). La tecnología que soporta este paradigma incluye 
redes, sistemas operativos, sensores, microprocesadores, interfaces, redes, protocolos de co-
municación, sistemas de posicionamiento, etc. La computación ubicua abrió una gran gama de 
posibilidades para el diseño, el descubrimiento, la experiencia y la capacidad de acción humana, 
y representa un cambio de fase crucial (Laurel, 2009). Desde este punto de vista, a los elemen-
tos actantes se los conoce también como elementos de Internet de las Cosas (IoT, por las siglas 
en inglés de Internet of Things), computación háptica y también la IA.

Hace un tiempo (breve) se vienen desarrollando agentes de IA en distintas plataformas, 
y por distintos tipos de usuarios. La idea central es “optimizar” y “automatizar” distintas activi-
dades y tareas realizadas por las personas. De este modo, las empresas han “automatizado” sus 
procesos, como por ejemplo, las sugerencias de películas y series “preferidas” para cada tipo 
de usuario en plataformas de streaming. Todo algoritmo tiene un origen humano pero, puesto 
a funcionar, adquiere cierta “independencia” o “autonomía” dentro de sus características, para 
tomar decisiones e interactuar con humanos. Por ejemplo, las sugerencias de determinadas 
series de ciencia ficción (a un usuario, varón, de mediana edad, que vive en los suburbios de 
Buenos Aires y suele ver un determinado tipo de títulos mensualmente) se basan en una serie 
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de decisiones programadas por el algoritmo pero que, salvo que medie un error, se automatiza 
y, en general, ningún humano revisará. La conexión es entre ese usuario y el algoritmo. Y allí 
se genera un tipo de relación que podríamos llamar “híbrida”, en la que la persona reacciona 
(aceptando, alegrándose, enojándose, etc.) a las sugerencias, a sabiendas de que del otro lado 
hay un algoritmo que “aprende” o mejora sus predicciones a medida que obtiene un feedback 
proveniente de las interacciones.

A partir de la ampliación de los espacios de interacción (asincrónicos, sincrónicos, simé-
tricos) y la emergencia de nuevos objetos de estudio, nuevamente nos urge pensar en los arte-
factos del mundo digital, y más precisamente, sobre aquellos algorítmicos: entidades, muchas 
veces formadas de manera aleatoria y masiva por algoritmos computacionales sin intervención 
humana, que al entrar en contacto con las personas, como en el caso de las fake news o los bots, 
afectan sus emociones y/o sus actitudes y conductas, y se constituyen entonces en agentes de 
influencia en los espacios materiales de la vida cotidiana (Vázquez López, 2022). Y, no menos 
importante, nos urge pensar en cómo estudiarlos, y si es posible abordarlos desde la etnografía. 

En ese sentido, Vázquez López (2022) se pregunta si es posible etnografiar un video de 
YouTube. Desde un ejemplo etnográfico, muestra cómo las relaciones de establecimiento de 
tendencias, capitalización y expansión inciden en la producción misma de los videos, ya que 
quien obtiene mejores respuestas al tocar determinados temas buscará mantener esa relación 
con el algoritmo de YouTube. Es así que quien crea los videos debe negociar el contenido en 
busca de su posicionamiento dentro de la plataforma. Existen videos saturados de interaccio-
nes no humanas decisivas para su posicionamiento, como en el ejemplo que trae el autor: el 
del canal de una comunidad conformada en torno al trastorno de identidad disociativo (TID), 
que, a partir de la recomendación al azar de YouTube sobre uno de sus videos, pasó de tener 
10 mil suscriptores a 135 mil. El aumento de la recomendación fue del 1400 %, y el crecimiento 
condujo al anfitrión a una reformulación de la idea del canal, concluyendo que debía optar por 
un enfoque orientado al entretenimiento. En la pantalla de recomendaciones, espacio de inte-
racciones interobjetuales, se evidencian los efectos de estas interacciones: en el ejemplo de la 
comunidad TID, las reacciones favorables o desfavorables respecto de los videos provocó que 
otros canales de YouTube sobre TID hayan aumentado su audiencia a la par, incluso de aquellos 
que son críticos sobre el tema. 

Este aumento correlativo está desvinculado a la búsqueda voluntaria, ya que es 
influenciado y orientado por el algoritmo de YT [...]. El video, pese a ser imagen- 
movimiento producida por un sujeto y su discurso, es un objeto con existencia 
independiente que se relaciona con otros objetos a través de los algoritmos de 
la plataforma, redes de datos, intrusos inanimados y los demás videos. (Váz-
quez López, 2022, pp. 24-28).

Daniel Miller, quien cuenta con una amplia trayectoria en la etnografía de objetos desde 
los estudios en cultura material, propone un enfoque mediante el cual reflexionemos sobre ellos 
a partir de la pregunta provocadora: ¿qué tipo de persona puede ser una cosa?, para comprender 
cómo nos representa. Con respecto a la relación que tenemos con los artefactos digitales, pro-
pone pensar en qué medida estos nos representan y configuran una forma de antropomorfismo 
(Miller, 2025). Por ejemplo, en su etnografía sobre los smartphones, Daniel Miller et al. (2021) 
señalan que la ventaja fundamental de estos artefactos, en cuanto a su capacidad de asemejar-
se a una persona, reside en su maleabilidad sin precedentes. Nadie usa el teléfono inteligente 
tal como está, sino que inmediatamente eliminamos algunas aplicaciones que consideramos 
impuestas por las empresas y las reemplazamos con otras de nuestra elección, cambiamos su 
configuración y creamos nuestro propio contenido. Como resultado de estas acciones, el telé-
fono gradualmente adquiere nuestro propio carácter y personalidad (Miller, 2025). También se 
refiere a personajes creados por IA, como los que se pueden generar desde la empresa de IA 
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Replika,8 que emulan a un ser querido que ha fallecido, con quien es posible crear una conversa-
ción a partir de material digital que poseamos de esa persona (audios, textos, imágenes). Miller 
señala que este tipo de artefactos nos invitan a pensar en relación con las formas de represen-
tación que habilitan. Pero incluso sin réplicas directas de personas, seguimos involucrados en 
relaciones con los artefactos algorítmicos que debemos etnografiar:

Por un lado, no tenemos otra opción si queremos seguir siendo relevantes y 
realizar contribuciones útiles a la educación, que ayuden a las personas a com-
prender mejor las implicancias y consecuencias de las tecnologías, cada vez 
más integrales en nuestra forma de vida actual. Pero también podemos sentir 
que todo esto está haciendo que los estudios de cultura material sean mucho 
más dinámicos y emocionantes, así como cada vez más importantes, al mostrar 
que tenemos muchos recursos tomados de nuestras tradiciones teóricas y de 
investigación que pueden ser increíblemente útiles en la tarea continua de pro-
porcionar evidencia, interpretación y explicación. (Miller, 2025, p. 151).

Un ejemplo de agencia interdependiente

Veamos el siguiente ejemplo de etnografía sobre artefactos algorítmicos, más precisa-
mente sobre el live coding9 (en adelante, LC), expresión tecnoartística colectiva. Detrás de la 
generación de música algorítmica y la programación audiovisual en vivo que constituyen al LC, 
hay una comunidad de práctica (Wenger, 1998), cuyo objetivo general es explorar en profun-
didad la relación entre tecnología y música, desde la defensa activa del software libre.10 Esta 
comunidad, iniciada a principios de los años 2000, está conformada por personas dedicadas a 
la informática y a experimentar en las posibilidades de la música algorítmica como expresión 
artística.11 En esa búsqueda, encontraron una forma de entrar en diálogo con los lenguajes de 
programación en el marco de una performance artística de improvisación. En la actividad del LC 
se propicia una interdependencia entre el programador artista y el programa, que, según ma-
nifiestan las y los live coders, es un proceso más importante que el producto (la pieza musical). 
Durante la performance, las y los live coders van escribiendo líneas de código en una computa-
dora portátil y generando un patrón repetitivo (loop). Durante la improvisación, se van tomando 
decisiones técnicas con consecuencias sonoras: los datos se convierten en música algorítmica. 
Esas decisiones surgen a partir de lo que va fluyendo durante la improvisación, lo que va sin-
tiendo o pensando la o el programador/a artista en relación con la ejecución de esos códigos y 
lo que estos le provocan durante su intervención en el loop. Todo el proceso es compartido in 
situ con el público de la performance, al ser proyectado en una pantalla. La pieza culmina dismi-
nuyendo las líneas de código hasta dejar la pantalla limpia nuevamente, como al inicio. Para que 
la agencia del programador pueda desarrollarse, debe intervenir en la agencia del programa, 

8  https://replika.com 
9  Actividad y expresión musical algorítmica, desarrollada por artistas computacionales (live coders), quienes, en 
el marco de una performance improvisan códigos en vivo (on the fly) a partir de lenguajes de programación creados 
exclusivamente para hacer música. Los códigos se proyectan para ser compartidos con el público presente, al mis-
mo tiempo que se ejecutan, bajo la premisa “show your screens”. Las y los live coders, como programadores artistas, 
dialogan en ida y vuelta con el lenguaje de programación que utilizan, a través de la manipulación de los códigos 
en una improvisación. El live coding constituye un campo tecnoartístico siempre en construcción, abierto a lo in-
determinado, a los desafíos, individuales y colectivos, dentro del cual la expresión artística, más que un producto 
terminado, es un proceso transformador. La comunidad de live coders se vincula en el sitio toplap.org (https://blog.
toplap.org/) y en sus blogs y redes sociales.
10  Ya en los años ochenta del siglo pasado, el software había sido fuertemente mercantilizado cuando las com-
putadoras pasaron de ser dispositivos de aficionados a computadoras de oficina; sin embargo, el software se ha 
resistido a la mercantilización de varias maneras (Mackenzie, 2005). En su actividad artístico-política, el live coding 
constituye una de esas formas de resistencia.
11  Documental sobre el LC, Show Us Your Screens: https://vimeo.com/20241649 
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dialogando en el lenguaje escrito del programa en ejecución, y ambos se convierten en actantes 
durante la performance. “No es el hacer música en sí mismo lo que me da ganas de compartir 
una actuación; es el acto de producción de música el que me permite comunicarme durante una 
performance, y eso es lo que importa” (Paul, live coder, notas de campo tomadas por Carolina 
durante la ICLC Conference 2015).12 

En la improvisación se reconoce la autonomía de los lenguajes de programación, ya que 
desde el hecho de proponer un diálogo con estos se acepta su agencia: el artefacto se convierte 
en una entidad con la cual se puede establecer un particular ida y vuelta. Ahora bien, el lenguaje 
solo es ejecutable en presencia de quien efectúa la programación, por lo cual devienen actantes 
interdependientes, vinculados en una agencia compartida que genera un tercer elemento: la 
música algorítmica. Pero lo que emerge no es solo una pieza musical, sino también un diálogo 
híbrido entre las y los live coders y los algoritmos, que constituye un acto de producción tecnoar-
tística que también representa una perspectiva particular de la programación y de quienes pro-
graman, que pretende cuestionar y subvertir ciertos sentidos y convenciones al respecto. En 
este sentido, las y los programadores artistas se refieren a “utilizar las computadoras en un nivel 
más profundo” y lograr un diálogo de igual a igual a partir de la intervención, no solo reactiva 
sino también activa, en los lenguajes de programación (Sorensen y Gardner, 2010). En la Figura 
2 se observa la fusión de la programadora artista y el código.

Figura 2: Una live coder durante una performance

Fuente: Fotografía tomada por Carolina DiPróspero

En su manifiesto de 2004, anunciaban: “El oscurantismo es peligroso. Muestren sus 
pantallas” (Manifesto Draft, s.f.).13 En un manifiesto previo,14 confeccionado por el dúo de live 
coding Slub en el año 2000, ya se registraban sus objetivos tecnoartísticos (Figura 3), en el bo-
rrador manuscrito de ese primer manifiesto:

12  International Conference on Live Coders https://iclc.toplap.org/2015/ 
13  https://toplap.org/wiki/ManifestoDraft 
14  En agosto de 2015, una vez finalizada la primera conferencia internacional de Live Coding, Alex publicó en Fa-
cebook una foto de un papel con cinco principios, escrito a mano, que se titulaba: The Generative Manifesto, August 
2000, Adrian and Alex (Slub). La imagen se reproduce también en el blog de Alex McLean (2015). 
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Figura 3: Manifiesto: primer borrador

Fuente: Imagen reproducida en el blog de Alex McLean (2015).

1.	 Atención al detalle: algo que solo la música generativa hecha a mano per-
mite (el código permite profundizar en las estructuras creativas).

2.	 Salida en tiempo real y control compositivo: nos molesta esperar (es incon-
cebible esperar que los sistemas no en tiempo real den señales de vida).

3.	 Construir y explorar nuevos entornos sonoros con ecos propios (el arte 
refleja la narrativa humana, el código refleja la actividad humana).

4.	 Proceso abierto, mentes abiertas: no tenemos nada que ocultar (el código 
es inequívoco, nunca puede esconderse tras la oscuridad. Buscamos abolir 
la oscuridad en las artes).

5.	 Utilizar únicamente aplicaciones de software desarrolladas por nosotros 
mismos: el software dicta la salida, nosotros dictamos el software (Slub, 
2000, en McLean, 2015, la traducción es nuestra).
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En cuanto al punto 5, aunque gran parte de las y los live coders han desarrollado sus 
lenguajes15 de programación, podemos afirmar, a partir de un registro de campo, que no ha sido 
una premisa acatada al 100 %. En 2015, durante el trabajo de campo, concurrimos a una Algo-
rave en Brighton, al sur de Inglaterra. Allí Chris, un live coder que se presentaba por primera vez, 
realizó una performance con un lenguaje de programación creado por otro live coder denomina-
do Tidal. Si bien esta fue la primera performance para Chris, parecía muy resuelto. No era fácil 
notar que se trataba de una persona hipoacúsica, esto solo se hizo evidente más tarde, cuando 
hablaba en lenguaje de señas con su novia. Luego, el live coder desarrollador de Tidal comentó 
que le resultaba interesante ver a otras personas improvisar con Tidal, ya que le brindaba otro 
punto de vista, otras maneras de experimentar su lenguaje. En ese sentido, la experiencia de 
Chris con la escritura de códigos sin sonido constituía un caso particular a partir del cual se 
abría la posibilidad de diseñar proyectos con personas hipoacúsicas interesadas en el LC. A su 
vez, otras y otros live coders participaban en talleres de programación para adolescentes, desde 
la convicción de que los sistemas artísticos generativos pueden tanto incrementar el alcance 
creativo de los artistas expertos como apoyar o mejorar las actividades creativas, para el caso 
de personas sin experiencia. En este sentido, los principios de los manifiestos que han ideado 
sirvieron en la práctica como punto de partida para numerosos proyectos vinculados al LC y 
sus posibilidades, sin exigir que quienes se interesen por esta actividad tengan que desarrollar 
lenguajes de programación propios. 

Esta etnografía sobre una expresión tecnoartística evidenció, entre otros hallazgos, que 
esta forma concreta de intervención sobre los artefactos despliega posibilidades de interacción 
comprometida con la apertura y exposición de las acciones (show your screens), en las antípodas 
de la opacidad algorítmica. Etnografiar música algorítmica implicó, no solo asistir a performances 
y entrevistar live coders, sino también participar de un conjunto de prácticas que conforman el 
mundo del LC. Las personas que forman parte de este colectivo en Inglaterra participan de una 
serie de actividades virtuales y presenciales que incluyen desde la organización de encuentros 
como las dorkbots, en donde ingenieros y artistas plásticos (no solo live coders) confluyen y 
hacen experimentos con electricidad o hackean videojuegos; talleres artísticos en centros cul-
turales; algoraves (fiestas algorítmicas) en pubs, barcos o universidades; digithons de 24 horas 
en streaming (especie de hackatón pero de diferentes expresiones de arte digital) para recau-
dar fondos para diversos proyectos culturales, y un largo etcétera. Entrar en sintonía con ese 
mundo fue clave para comprender la música algorítmica sin ser informática, entendiendo esas 
cotidianidades desde una mirada antropológica. Abordar la música algorítmica como nativo, 
como actante particular en ese mundo, implicó preguntar qué es el LC para ese colectivo y para 
esas personas, cuáles son las prácticas que se conforman alrededor de esta actividad. También 
implicó prestar atención a las preguntas que las y los live coders les hacían a sus artefactos y se 
hacían a sí mismos, intentar comprender qué sentían al ejecutar los lenguajes de programación, 
cómo los construyen, con qué objetivos. Por otro lado, observar y registrar qué sucedía con 
los cuerpos de las y los artistas computacionales y cuál era el lugar de lo visual en la práctica 
misma, qué sentidos portaban sus cuerpos intervenidos por las líneas de código proyectadas, 
qué se habilitaba y qué emergía en la interacción durante las performances: cómo se manifesta-
ba la tripolaridad (Krotz, 1994). Esta experiencia de live coding permite vislumbrar lo que Laurel 
(2009) denomina un animismo diseñado, donde la atribución de vitalidad al código no es un 
error de percepción, sino la base de una agencia compartida. A diferencia de los usos reactivos 
de la tecnología, aquí la intervención creativa e imaginativa sobre el lenguaje de programación 
subvierte la opacidad algorítmica, lo que demuestra que el diálogo híbrido es, en sí mismo, el 
hecho social relevante.

15  Todos los lenguajes son de código abierto y están disponibles con tutoriales para quien quiera aprender a 
usarlos (TopLap, s.f.). 
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Las Figuras 4 y 5 muestran escenas del trabajo de campo realizado entre 2013 y 2015.

Figura 4: Hackeo de instrumentos en la primera conferencia internacional de Live Coding16

Fuente: Fotografía tomada por la autora.

Figura 5: Line up de una algorave (2015).

Fuente: captura de pantalla de un posteo realizado desde la cuenta @algorave

16  https://iclc.toplap.org/2015/ 
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Desde distintas perspectivas se proponen enfoques fluidos en el abordaje de la agencia 
en relación con los algoritmos para superar los límites de las posiciones analíticas establecidas y 
romper con las formas dualistas de enmarcar su estudio (Siles et al., 2023); también se explora la 
intersección entre la robótica y la posfenomenología para avanzar en el entendimiento de una 
cognición corporizada (Tagnin, 2024, 2025). Desde una perspectiva antropológica y sociotéc-
nica, lo que proponemos aquí es detenernos en los artefactos algorítmicos y abordarlos como 
nativos, propuesta que desarrollamos en la siguiente sección.

Estudiar los artefactos algorítmicos como nativos

Latour (2008) señalaba enfáticamente que “un ‘actor’ no es la fuente de una acción sino 
el blanco móvil de una enorme cantidad de entidades que convergen hacia él” (p. 73). Ahora 
bien, cuando estudiamos problemas de ciencias sociales con artefactos algorítmicos involucrados, 
muchas veces necesitamos comprender ¿quién actúa cuando hay acción? Como en el ejemplo 
mencionado sobre YouTube en la sección anterior, no nos da igual si la cuenta en cuestión mul-
tiplicó sus seguidores por la publicidad, por causa de interacciones humanas, por acción de los 
bots o por una combinación de todas estas acciones: en cada dimensión analítica, las implicancias 
serán distintas, por más que el efecto para el usuario sea de transparencia. En el caso de las y los 
repartidores de plataformas, no es menor lograr identificar las múltiples formas en que los algo-
ritmos coagencian la toma de decisiones, por ejemplo, a partir de los mensajes que la plataforma 
va enviando en distintos momentos a quienes realizan el trabajo de reparto orientándoles a rea-
lizar un cambio de zona o de franja horaria para obtener más pedidos, lo que resulta en grandes 
esfuerzos por poco dinero, a cambio de progresar en el sistema de ascenso que estas aplicaciones 
proponen (Sorrentino Puy, 2025). Se trata entonces de identificar, en esas actancias algorítmicas, 
qué prácticas se habilitan, para luego entender qué nuevas ideas y narrativas de progreso se des-
envuelven y circulan entre las y los repartidores. Esto implica hacerles a las plataformas digitales 
algunas de las preguntas que les haríamos a quienes se desempeñan como actores sociales en el 
trabajo de campo, para abordar con más información y de manera densa aquello que emerge en 
la interacción entre los artefactos algorítmicos y las personas. 

Un ejemplo interesante de influencias algorítmicas no previstas y sus implicancias en 
ciertas lógicas de comportamiento humano es el conocido caso del software de IA AphaGo (Kim, 
2026), mencionado en la introducción de este artículo. A partir de tecnologías de aprendizaje 
profundo, automático y de redes neuronales, aprendió a jugar al go y se convirtió en el primer 
campeón mundial no humano de ese juego de estrategia. Pero el equipo de informáticos que lo 
desarrolló y logró este objetivo no tenía en sus planes lo que ocurriría en el conjunto de jugado-
res de go luego de esta experiencia. Las personas comenzaron a estudiar la jugada ganadora del 
artefacto algorítmico, y desarrollaron programas informáticos de IA, no solo para entrenarse, 
sino también para ponerlos a jugar entre sí y aprender sus estrategias. Al mismo tiempo, estas 
aplicaciones de IA permitieron que las mujeres, históricamente relegadas por los jugadores 
hombres, pudieran entrenarse con jugadores algorítmicos con mejores niveles de juego y lo-
graran mejores resultados y posiciones en el ranking profesional. Por otro lado, las partidas se 
vieron modificadas y aparecieron nuevas jugadas ganadoras surgidas de las IA que estandariza-
ron el juego. Vemos, en este caso, el complejo entramado de derivaciones sociotécnicas de un 
artefacto algorítmico en acción, que nos arroja algo de claridad en sus particulares formas de 
transformarnos a partir de la idea de que siempre hay efectos no previstos en las interacciones 
con los objetos técnicos (Simondon, 2007). 

Muchas de las conceptualizaciones que las ciencias sociales y humanas realizan de lo 
que aquí llamamos artefactos algorítmicos suelen sacar a la luz operaciones implícitas o invi-
sibles para los propios actores, incluso disonantes con sus propios modos de sostener y expli-
car sus propias prácticas. En el caso de los artefactos algorítmicos, el desafío consiste en dar 
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cuenta de sus gramáticas nativas a partir de descripciones profundas, densas, situadas, de sus 
arquitecturas, contextos, intencionalidades, efectos, agencias y todo lo que emerja en las inte-
racciones bajo estudio. La búsqueda tiene el objetivo de construir comprensiones en un sentido 
sociotécnico amplio (político, económico, social, cultural, etc.), lo cual también implica asumir 
que, al interactuar con entidades algorítmicas, somos afectados y nos transformamos en el 
proceso mismo de comprender. 

Partimos entonces de una perspectiva que entiende las interacciones entre organismos, 
artefactos y entornos como procesos dinámicos e integrados y constantemente negociados 
en el encuentro entre diferentes sistemas y materialidades; y a la agencia como un fenómeno 
relacional y constitutivamente híbrido, que trasciende las dicotomías tradicionales entre lo na-
tural y lo artificial, lo interno y lo externo (Haraway, 1991; Latour, 2008; Duarte Arias y Escobar 
Mejía, 2026; Silla, 2026). Al disponernos a estudiar problemáticas integradas por artefactos al-
gorítmicos con la intención de deconstruirlos en los diversos aspectos que conforman sus sen-
tidos relacionales tanto históricos, culturales, políticos, fenomenológicos como sociotécnicos 
(Gómez Cruz, 2022) e identificar de alguna manera quién actúa cuando hay acción, la alternativa 
pragmática que aquí proponemos es detenernos en los no humanos digitales como nativos. A 
partir de su actancia y desde un diseño metodológico que se ajuste a la gramática del artefacto, 
y, de ser necesario, con la ayuda de algún dispositivo traductor, proponemos etnografiar alguna 
de las múltiples identidades que pueden llegar a construir con su vigencia (Segata y Borges Se-
gata 2024): hacer foco en ellos, antes de descentrarlos en procesos sociales más amplios (Pink 
et al., 2016). Este movimiento nos permitirá abordar tecnologías siempre emergentes, desco-
nocidas e inquietantes, corriéndolas de los lugares comunes de lo dado, lo objetivo per se, lo 
neutro, lo innovador, lo disruptivo, o bien del lugar de lo destructivo, lo distópico, lo alienante. 
Así, el artefacto algorítmico deja de ser un objeto inerte para transformarse en un gatekeeper 
sociotécnico, es decir, una entidad que, al ser interpelada etnográficamente, señala la puerta de 
entrada a tramas de poder, afectividad y lógicas de producción que exceden su diseño técnico 
inicial. En otras palabras, se trata de desarticular la mirada “reflejo”, centrarnos en el artefacto 
algorítmico, en aquello que hay de producción social en el papel que desempeñan durante su 
vitalidad (Gómez Cruz, 2022) para, luego, dar cuenta de aquello que se encuentra más allá. Ir de 
sus contornos a su contexto situado, entenderlos como nativos, como gatekeepers que señalan 
una puerta de entrada a un proceso social más amplio. 

Entonces, en los casos en que los artefactos algorítmicos pueden de alguna u otra forma ser 
observados, trackeados y visibilizados, tendremos la oportunidad de deconstruirlos en tanto 
objetos, para luego reconstruirlos en tanto procesos (Muzzopappa y Villalta, 2019), y com-
prender qué tipo de conexiones producen, qué puertas abren y cómo; y a la vez, identificar 
qué contribuyen a obturar en su despliegue cotidiano. 

Visto que los documentos no “hablan”, se trata de aceptar el desafío de conver-
tir la metáfora en el punto neurálgico para considerar los archivos como campo 
etnográfico. Establecer una interlocución con esas “voces” es posible a condi-
ción de que sean tomadas como objeto de análisis y se consideren sus condi-
ciones de producción, reconstruyendo cómo han sido constituidos, alimenta-
dos, mantenidos, reformulados […]. (Muzzopappa y Villalta, 2019, pp. 214-215)

Una de las características de los artefactos algorítmicos, en particular de los modelos de 
lenguaje (LLM), es que “hablan”, pero, claro, no podemos quedarnos en su literalidad. Al etnogra-
fiar, debemos hacer el trabajo de quien pinta una pared de un lugar con cierta cantidad de años: 
primero hay que quitar la pintura anterior, capa por capa. En nuestro caso, cada capa puede ser 
un aspecto del artefacto en cuestión, que logre caracterizarlo en lo posible desde su diseño, su 
arquitectura, su marco legal, su trayectoria, la similitud con otro artefacto, sus formulismos y fun-
ciones, documentadas o no. La idea es intentar descifrar su propuesta y las lógicas de producción 
que exceden a un desarrollador o al artefacto en particular, a fin de entender el lugar relativo que 



Fuegia. Revista de Estudios Sociales y del Territorio | Año 2026. Volumen IX. Número 1. | ISSN 2618-2335 | pp. 173-191

187Carolina Di Próspero, Daniel Daza. Artefactos algorítmicos como nativos: 
una propuesta para la etnografía de lo digital

ocupa como parte de una rutina para lograr ponderar analíticamente sus alcances y efectos. En 
este sentido, el artefacto constituye un recurso heurístico (Muzzopappa y Villalta, 2019). 

Un ejemplo de este tipo de abordaje etnográfico es el de la investigación sobre el live 
coding, en la que se evidencia, a partir de esta actividad tecnoartística, que los artefactos algorít-
micos pueden ser interpelados o intervenidos, como expresan las y los live coders. Hacer foco en 
los alcances de los lenguajes de programación creados para generar música algorítmica, y en la re-
lación dialógica propuesta desde el LC, permitió comprender, además de la conformación de sub-
jetividades tecnoartísticas a partir de la intervención imaginativa de lenguajes de programación, 
el funcionamiento de estos artefactos como dispositivos de producción de conexiones, capaces 
de coproducir piezas musicales en el proceso artístico de interdependencia humana/o-máquina.

Cuando los artefactos son algorítmicos, se hace necesario interrogarlos para describir 
sus acciones e intentar hacer visibles aquellas lógicas que los conforman; se trata entonces de 
construir formas de seguirlos y aprehenderlos que permitan dar cuenta de sus múltiples lazos 
y entidades que en ellos convergen (Marcus, 2001; Piracón Fajardo, 2025), en busca de una 
mayor comprensión de lo que emerge del encuentro entre humanos y no humanos, para lograr 
abordar diversos modos de tripolaridad en el mundo contemporáneo. 

Reflexiones finales

En primer lugar, podemos señalar que en este artículo buscamos marcar la importancia, 
para la investigación social, de ensayar una perspectiva que aborde a los artefactos algorítmicos 
considerándolos algo más que herramientas complejas; es decir, pensarlos como un nuevo tipo de 
“nativos actantes”, que juegan roles centrales en los ensamblajes sociotécnicos. Esta perspectiva 
permite entender al objeto técnico como un gatekeeper que señala la puerta de entrada a proce-
sos sociales, políticos y afectivos más amplios. De este modo, al etnografiar estos artefactos como 
nativos, es posible deconstruir su aparente transparencia y rastrear quién actúa realmente cuando 
hay una acción, identificando las lógicas de producción que exceden su diseño técnico inicial.

En segundo lugar, creemos de suma importancia prestar atención a la distinción entre 
las formas de intervención humana. Vimos aquí cómo en el live coding (LC) se proponen prácti-
cas con una intervención creativa e imaginativa, donde se manifiesta una agencia compartida e 
interdependiente entre el programador y el lenguaje. Es decir, existe un proceso de diálogo hí-
brido que resulta más significativo que el producto final, que desafía así la opacidad algorítmica 
mediante la premisa de “mostrar las pantallas”. Este fenómeno se puede vincular con la idea de 
un animismo diseñado (Laurel, 2009), donde las atribuciones de vitalidad a los objetos técnicos 
transforman profundamente los comportamientos y decisiones humanas en el mundo.

Asimismo, los ejemplos de los casos de las plataformas como las y los repartidores o 
YouTube nos permiten mostrar que los artefactos algorítmicos generan efectos sociotécnicos 
no previstos que reconfiguran formas de pensar y actuar en los entornos sociales. Ya sea faci-
litando procesos de democratización, como la inclusión de mujeres en entornos competitivos 
históricamente masculinos o forzando a los creadores de contenido a negociar sus discursos 
para satisfacer la “mirada” del algoritmo. Es decir, es necesario no perder de vista que la actan-
cia algorítmica interviene activamente en el espacio material cotidiano.

Desde nuestra mirada, la investigación social, con base o inspiración etnográfica, se 
enfrenta al desafío de captar las particularidades que emergen de las distintas formas de inte-
racción y agencia entre humanos y no humanos digitales para comprender, de manera densa y 
situada, la complejidad de nuestra cultura algorítmica actual.
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Resumen

El presente artículo expone las principales características y avances del proyecto de investi-
gación sobre los procesos de institucionalización de las políticas de género y diversidad en la 
UNPA. El propósito del proyecto es comprender en profundidad los procesos de institucionali-
zación y producir conocimientos interdisciplinarios que permitan revisar y diseñar las políticas 
de género y diversidad en el ámbito universitario. Se presentan los avances de investigación 
generados a partir de un primer acercamiento a los procesos de institucionalización, que per-
mitió: 1) el trabajo sobre la propia implicación de las investigadoras en diálogo con los aportes 
de las epistemologías feministas y del giro afectivo; 2) la identificación inicial de dimensiones 
analíticas a través de categorías teóricas; 3) las orientaciones para la elaboración de entrevistas 
y cuestionarios. Actualmente, el proyecto se encuentra en la fase de diseño y aplicación de los 
instrumentos de recolección de datos. Para la última etapa, se prevé profundizar el análisis de la 
información obtenida, la difusión, transferencia y publicación de los resultados. Se estima que 
esta investigación representará un aporte significativo, tanto para el conocimiento académico 
como para el mejoramiento de las políticas.

Palabras clave: Políticas de género y diversidad; Institucionalización; Universidad.

Abstract

This article outlines the main characteristics and progress of the research project on the pro-
cesses of institutionalizing gender and diversity policies at UNPA. The project aims to gain an 
in-depth understanding of these institutionalization processes and to generate interdisciplinary 
knowledge that enables the review and design of gender and diversity policies within the uni-
versity setting. It presents research findings derived from an initial exploration of institutio-
nalization processes, which facilitated: 1) reflection on the researchers' own involvement, in 
dialogue with insights from feminist epistemologies and the affective turn; 2) the initial iden-
tification of analytical dimensions through theoretical categories; and 3) the guidance for the 
development of interview and questionnaires. The project is currently in the phase of designing 
and administering data collection instruments. The final stage will involve a deeper analysis of 
the data obtained, as well as the dissemination, transfer, and publication of the results. This 
research is expected to make a significant contribution to both academic knowledge and the 
improvement of policies.

Keywords: Gender and diversity policies; Institutionalization; University.
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Introducción

El presente escrito expone las principales características y avances de investigación 
del proyecto denominado “Estudio de los procesos de institucionalización de las políticas de 
género y diversidad en la universidad: las políticas de género y diversidad en la UNPA” (en ade-
lante, PI),1 cuyo propósito es caracterizar y comprender los procesos de institucionalización y 
producir conocimientos interdisciplinarios para revisar y diseñar las políticas de género y diver-
sidad en la universidad. El PI tiene una duración de dos años y actualmente se encuentra en el 
segundo año de ejecución.

A partir del año 2015, con el impulso de los movimientos feministas y de las disidencias 
socio-sexuales, las universidades públicas argentinas asumieron el compromiso ético y político 
de erradicar las violencias y desigualdades de género, y produjeron una creciente y generali-
zada institucionalización de políticas de género y diversidad,2 cuyo punto de inflexión fue la 
creación de la Red Interuniversitaria por la Igualdad de Género y contra las Violencias (RUGE).3

En este contexto, la Universidad Nacional de la Patagonia Austral (UNPA) viene dise-
ñando e implementado diversas políticas, protocolos y normativas orientadas a despatriarca-
lizar sus estructuras e institucionalizar la perspectiva de género y diversidad. Estos procesos 
no son lineales, sino que en su transcurso se producen continuidades y discontinuidades que 
condicionan las transformaciones concretas. En efecto, los avances del PI dan cuenta de que la 
comprensión de la institucionalización de las políticas de género y diversidad requiere profun-
dizar tanto en las tensiones de su implementación como en los sentidos y las tramas afectivas 
que se configuran en torno a ellas. 

Antecedentes y marco teórico

Existen numerosos antecedentes a nivel nacional y regional sobre los procesos de ins-
titucionalización de las políticas de género en las universidades. Los antecedentes regionales 
e internacionales permiten contextualizar estos procesos en dinámicas más amplias, producto 
de la expansión transfronteriza del movimiento feminista. Trabajos como los de Buquet (2011, 
2022) en las universidades mexicanas o la compilación denominada La institucionalización del 
enfoque de igualdad de género en universidades de América Latina (Bonder, 2022) aportan ele-
mentos conceptuales y metodológicos al tema de investigación.

A nivel nacional, se presenta un prolífico desarrollo de investigaciones que abordan el 
tema desde diferentes perspectivas: algunas recuperan la genealogía de la relación género/fe-
minismos y universidad (Martin, 2021; RUGE, 2021); también existen investigaciones sobre los 
procesos de institucionalización considerando las estrategias, obstáculos y transformaciones 
(Martin, 2021; RUGE, 2026), así como la construcción de las agendas de género universitarias 
(Guzmán, 2001; Dionisio y Cravero, 2021); otros antecedentes ponen el foco en la conforma-
ción de redes intra e interinstitucionales (Vázquez Laba y Pérez Tort, 2021) o en la dimensión 
afectiva de las políticas de género y diversidad en la universidad (Bagnato y Losiggio, 2022; 
Imperatore et al., 2023; Blanco, 2025). 

1  Proyecto de Iniciación a la Investigación-Código 29/B325, aprobado por Acuerdo 025/25 del Consejo de Uni-
dad de la UNPA-UACO.
2  Si bien la relación entre género/feminismos y universidad tiene una genealogía de largo alcance, existe consenso 
en señalar el primer “Ni una menos”, en 2015, como un momento bisagra en la instalación de las violencias y des-
igualdades de género en las agendas públicas e institucionales (https://niunamenos.ar/).
3  La RUGE se creó en el año 2015 y en 2018 se institucionalizó en el Consejo Interuniversitario Nacional (CIN) 
(https://ruge.cin.edu.ar/) 
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A su vez, el marco teórico propuesto articula conceptos como la performatividad (But-
ler, 1990) y la tecnología del género (De Lauretis, 1996), con una mirada crítica de las políticas 
públicas de género que las concibe como “haceres y quehaceres” (Anzorena, 2013) y una “pues-
ta en acto” (Ball, 2015); es decir, procesos de materialización y mecanismos dinámicos de inter-
pretación, traducción y negociación que buscan redefinir lo público y tensionar las jerarquías 
sexo-genéricas (Bagnato, 2025). A su vez, desde una perspectiva que supera las concepciones 
tecnicistas/voluntaristas, las nociones de brecha y no performatividad de Ahmed (2022) permi-
ten comprender que los efectos de las políticas no son lineales y que exceden las intenciones 
de quienes las formulan. 

En este marco, los procesos de institucionalización de las políticas se conciben como los 
mecanismos mediante los cuales se integra el principio de igualdad de género en las prácticas 
y estructuras que organizan la vida universitaria (Guzmán, 2001; Bonder, 2022; Buquet, 2022). 
Estos procesos pueden analizarse a partir de la construcción de agendas públicas e institucio-
nales (Guzmán, 2001), dinámicas en las que la dimensión afectiva constituye un elemento clave 
(Ahmed, 2015; Losiggio, 2017; Macón, 2021; Bagnato, 2025). 

Finalmente, se considera la universidad como un territorio político en el que se negocian 
y disputan sentidos, prácticas, afectos y representaciones en torno al género (Rovetto y Figue-
roa, 2017; Quiñones et al., 2019; Johnson y Bonavitta, 2020; Martin, 2021).

Metodología

El diseño epistemológico se basa en una perspectiva feminista (Haraway, 1995; Har-
ding, 2010). El enfoque metodológico es de tipo predominantemente cualitativo, de corte ex-
ploratorio-descriptivo y multimétodo (Hernández Sampieri et al., 2010). 

Para las actividades de sistematización de documentos y de obtención de datos es-
tadísticos sobre las políticas de género y diversidad de la UNPA, se utilizarán las técnicas de 
análisis de documentos y cuestionarios (Flick, 2007) a informantes clave y a integrantes de la 
comunidad universitaria. Asimismo, se indagará en los procesos de institucionalización median-
te entrevistas en profundidad a quienes gestionan las políticas de género. Estos encuentros se 
conciben como un espacio narrativo, dialógico y biográfico donde se prioriza el acontecimiento 
del decir por sobre el mero contenido de los enunciados, lo que otorga centralidad al relato de la 
propia experiencia/vivencia (Arfuch, 2002). Desde esta perspectiva, el análisis de las narrativas 
permite comprender la relación indisociable entre lenguaje, afectos, cuerpo y las formas de ac-
ción (Arfuch, 2018). La selección y organización de las entrevistas será a través de una muestra 
intencional no probabilística y bola de nieve. Se realizará una triangulación entre los datos, para 
identificar contrastes y convergencias. 

Avances de investigación

El proyecto se encuentra en el segundo año de ejecución y presenta un cumplimiento 
parcial de sus objetivos. Se desarrollaron actividades vinculadas al fortalecimiento del equipo 
de investigación, la construcción de los antecedentes, el marco teórico y la metodología. Se 
inició el trabajo de sistematización de las políticas de género y diversidad implementadas en la 
UNPA en los últimos años, mediante la revisión documental. 

Se realizó un primer acercamiento al análisis de los procesos de institucionalización de 
las políticas de género y diversidad desde la perspectiva de quienes las gestionan y que for-
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man parte del PI,4 utilizando las narrativas como modo de aproximación a estas experiencias 
(Arfuch, 2018). Esta tarea aportó tres elementos sustanciales para la continuidad del proyecto.

En primer lugar, en línea con las epistemologías feministas y los aportes del giro afecti-
vo, se trabajó la propia implicación y posicionamiento de las investigadoras con el tema de in-
vestigación. En ese sentido, se desplegaron procesos de reflexividad (Guber, 2011) en torno a la 
tensión fundamental entre la propia subjetividad y lo que analizamos, asumiendo una posición 
dual como gestoras-investigadoras. Desde los aportes del giro afectivo, es posible comprender 
el vínculo inherente entre afectos, política(s) y conocimiento (Ahmed, 2015) reconociendo la 
potencia de las emociones como recursos epistémicos (Solana y Vacarezza, 2020). 

La irrupción de afectos como la incomodidad, la insatisfacción y el agotamiento en las 
tramas narrativas, enlazados a una “esperanza cansada” –nacida del desgaste, pero con poten-
cial creativo, colectivo y político– pone de manifiesto las tensiones sobre los alcances y limita-
ciones de las políticas (Ahmed, 2022) y la ambivalencia de los afectos que las modulan. Algunas 
“figuras” afectivo-políticas que emergieron fueron: el “maquillaje de las políticas”, el “soltar la 
mano” –de parte de las autoridades–, “el cuerpo y el dolor, poner el cuerpo”.

En segundo lugar, surgieron preliminarmente algunas dimensiones sobre los procesos 
de institucionalización que se analizaron a la luz de los antecedentes y el marco teórico. En las 
narrativas, se puso de manifiesto la distancia entre las políticas y lo que efectivamente sucede 
en su puesta en acto (Ball, 2015). Como afirma Ahmed (2022), nuestra tarea es justamente 
prestar atención a esa “brecha”. Asimismo, la autora recupera la noción de no-performatividad 
para dar cuenta de las declaraciones institucionales que no hacen lo que dicen que hacen, y que 
convierten a las políticas en un “como sí” (Ahmed, 2022). En los intercambios, se reflexionó en 
torno al mecanismo de aprobación de protocolos y normativas en la UNPA, pero sin la voluntad 
institucional de desmantelar la matriz del poder.

Al problematizar los procesos de construcción de agendas (Guzmán, 2001), emergieron 
resistencias y obstáculos de la propia institución en torno a las políticas de género (burocra-
tización, falta de recursos, espacios de género como “chivos expiatorios” usados para dirimir 
internas político-partidarias, etc.), exacerbados por la reacción neoconservadora del contexto 
sociopolítico (por ejemplo, las “falsas denuncias”), lo que pone en evidencia la fragilidad de la 
institucionalización, las continuidades y discontinuidades de estos procesos. En este marco, se 
acordó en la necesidad de poner en juego estrategias creativas de negociación, persuasión y 
articulación intra e interinstitucionales (Blanco, 2025; RUGE, 2026). En esa línea, surgió el inte-
rrogante clave sobre qué hacer con las críticas, las “voces disonantes” a las políticas de género 
(Trzenko et al., 2023). Esta pregunta cobra fuerza al concebir a las universidades como territo-
rios políticos en los que se disputan sentidos y afectos respecto del género.

En tercer lugar, como insumo técnico, este primer acercamiento orientó el diseño de 
las entrevistas hacia la formulación de preguntas que permitan desentrañar núcleos de sentido 
(silencios, ausencias) y perforar el discurso “políticamente correcto”. De este modo, se busca 
recuperar cómo se vivencian las políticas de género y cómo atraviesan la cotidianeidad institu-
cional.

 En el caso de autoridades, se acordó en la importancia de recuperar la experiencia 
personal y política con preguntas orientadas a identificar nudos críticos, alianzas y desafíos en 
torno a las políticas de género. Para las directoras de género, se profundizará en las tensiones 

4  El PI está integrado por gestoras del Programa de Géneros y Diversidad de la UNPA, quienes, además, pro-
pulsaron/mos, desde los inicios, los procesos de institucionalización de las políticas de géneros y diversidad en la 
universidad. 
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entre activismo e institucionalización, los afectos y sentidos, aquello que permanece invisibili-
zado y que actúa como escollo en la construcción de las agendas. Asimismo, se indagará en las 
estrategias y transformaciones, las redes de articulación, etcétera. 

Finalmente, el cuestionario a toda la comunidad universitaria tendrá preguntas generales 
y otras específicas según el claustro y la pertenencia al colectivo LGBTIQ+, para indagar sobre 
el conocimiento, experiencias y representaciones en torno a las políticas de género y diversidad. 

Actualmente, el proyecto se encuentra en la fase de diseño e implementación de los 
instrumentos de recolección de datos. En la última etapa, se prevé analizar la información obte-
nida para profundizar los hallazgos preliminares, además de gestionar la difusión, transferencia 
y publicación de los resultados. 
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Pilar Pérez presenta Historia social de la Patagonia (1870-2001), una obra que, por su al-
cance temático y metodológico, se convierte en una referencia para la historia de la región. En 
ocho capítulos, la autora despliega una narrativa rigurosamente documentada que recorre casi 
dos siglos de transformaciones, conflictos y tensiones, articulando escalas regionales, naciona-
les e internacionales. Frente a una historiografía tradicional que construyó a la Patagonia como 
un espacio marginal, excepcional, Pérez la presenta como un territorio dinámico, atravesado 
por la conflictividad social y la interacción de múltiples actores. 

El libro destaca por su innovadora estructura. La autora propone una lectura integral e 
interdisciplinaria de cada periodo mediante recursos que permiten abordar los procesos históri-
cos desde múltiples dimensiones. Cada capítulo incluye un apartado sobre “Temas del periodo” 
que sintetiza núcleos problemáticos y contextualiza acontecimientos; estas “guías de lectura” 
evidencian la interdependencia de los fenómenos históricos. En el capítulo sobre la “Conquista 
del Desierto”, por ejemplo, los temas exceden la ocupación militar e incorporan el Awkan, la te-
rritorialización estatal y el fin de la soberanía indígena. 

La cartografía ocupa un lugar central como herramienta analítica. Los mapas elaborados 
por Lucas Guardincerri permiten visualizar transformaciones territoriales, rastrilladas indíge-
nas, líneas de avance militar, desplazamientos poblacionales y circuitos productivos. Lejos de 
ser ilustraciones accesorias, refuerzan la argumentación y subrayan el carácter dinámico de la 
espacialidad patagónica. Por su parte, las “Rectas históricas” articulan cambios y continuidades 
en diferentes escalas. Otro recurso metodológico relevante es la sección “Temas en debate”, 
donde Pérez introduce discusiones historiográficas y conceptuales sobre diferentes procesos: 
la “Conquista del Desierto” como guerra-asimilación-genocidio; la frontera como límite fijo o 
espacio de interacción; el peronismo como proceso de inclusión-cooptación-subordinación. Al 
exponer estas controversias, Pérez transparenta su posicionamiento crítico y sitúa al lector en 
el centro de esas disputas conceptuales. 

El andamiaje documental constituye otro pilar de la obra. Una exhaustiva bibliografía y 
un amplio corpus documental: expedientes, prensa, legislación, testimonios orales y registros 
de la memoria social indígena convierten al archivo en protagonista del relato, tanto por lo que 
revela como por lo que omite. Asimismo, la “Bibliografía comentada” al final de cada capítulo 
adquiere especial relevancia, pues, lejos de enumerar títulos, construye un “estado de la cues-
tión”, que orienta al lector y explicita el horizonte teórico-metodológico de la investigación.
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Metodológicamente, el libro se distingue por el diálogo sostenido con producciones 
realizadas en y para Patagonia. Articula producciones nacionales y chilenas en debates sobre 
frontera y pueblo mapuche, y destaca el trabajo colectivo, como el impulsado por la Red de 
Investigadores en Genocidio y Política Indígena en Argentina. La autora cita publicaciones de 
editoriales universitarias como la de la propia Universidad Nacional de Río Negro (UNRN), y 
de las Universidades Nacionales de Quilmes (UNQ), del Sur (UNS), del Comahue (UNCO) y de 
Tierra del Fuego e Islas del Atlántico Sur (UNTDF), y ancla su producción en un circuito de co-
nocimiento situado, crítico y colaborativo. 

El recorrido histórico abarca desde el proceso independentista y las múltiples Patago-
nia(s) hasta la transición democrática y el neoliberalismo de fines del siglo XX. Para el periodo 
1810-1870, la autora cuestiona la representación de la región como desierto inhóspito, imagen 
que legitimó posteriores políticas de ocupación y desplazamiento, y recupera las prácticas polí-
ticas de las comunidades indígenas, a la vez que subraya su agencia en un contexto de intensas 
relaciones interétnicas. 

La “Conquista del Desierto” (1870-1890) es presentada como guerra, asimilación y geno-
cidio, señalando que la elección conceptual condiciona su comprensión. A partir de testimonios 
orales y documentos judiciales, Pérez reconstruye la experiencia indígena frente a la ocupación 
militar y visibiliza desigualdades estructurales consolidadas en el periodo. Se refuerza así un eje 
central de la obra: restituir a la historia a los actores silenciados y reconocer su agencia en el 
devenir social patagónico. 

El tránsito al siglo XX abre un análisis sobre la circulación, inmigración y jerarquías socia-
les. Casos como las colonias del Alto Valle rionegrino, de Neuquén y Chubut y la expansión ga-
nadera en la Patagonia austral muestran cómo las políticas migratorias consolidaron la figura del 
“poblador deseado”, lo que evidencia la articulación entre proyectos estatales y dinámicas locales. 

Los gobiernos radicales (1916-1930) reflejan un período de tensiones sociales. La “Pata-
gonia trágica” se plantea, no como excepción, sino como expresión de las contradicciones entre 
capital, trabajo y Estado. Pérez utiliza diversas fuentes para abordar la represión a los obreros 
rurales y contextualizar la actuación de organizaciones como la Liga Patriótica y la Asociación 
Nacional de Aborígenes, actores influyentes en los debates sobre ciudadanía y nacionalismo en 
los Territorios Nacionales. 

Entre 1930-1943, se abordan los efectos de la crisis económica, el golpe de Estado y el 
surgimiento de un nacionalismo regional que concibió a la Patagonia como espacio estratégico. 
Casos como el desalojo de Nahuelpan ilustran el impacto de la violencia estatal y la persistente 
invisibilización indígena. 

El peronismo (1943-1955) es analizado a partir de políticas como las provincializaciones, 
el Estatuto del Peón y la Dirección de Protección del Aborigen, de las que destaca tanto su po-
tencial inclusivo como sus mecanismos de control. Pérez incorpora también una reflexión sobre 
las unidades básicas femeninas y las nuevas formas de participación política que habilitaron. 

El ciclo de dictaduras (1955-1983) es abordado en relación con la violencia material y 
simbólica ejercida por el Estado y con la persistencia de resistencias locales. La restitución de 
pueblos indígenas y actores subalternos en el relato histórico aparece no solo como una opción 
historiográfica, sino también como acto reparatorio con implicancias políticas y éticas. La auto-
ra advierte, asimismo, un desequilibrio en la producción historiográfica, más concentrada en los 
Territorios Nacionales que en la segunda mitad del siglo XX. 
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El último capítulo aborda la transición democrática y el avance del neoliberalismo (1983-
2001), y analiza el impacto de las reformas estructurales, los procesos de organización comuni-
taria, neoindigenismo y reconstrucción de la memoria.

Historia social de la Patagonia (1870-2001) combina rigurosidad documental e innova-
ción metodológica. Pérez ofrece una mirada que complejiza la historia regional y promueve la 
ampliación de agendas de investigación y la recuperación de voces históricamente silenciadas. 
Su aporte se inscribe en la renovación académica y en un proyecto de memoria histórica que 
concibe la escritura como restitución y reparación, y se consolida así como una obra de consulta 
indispensable para investigadores, docentes, estudiantes y público en general interesados en 
(re)pensar la Patagonia en toda su complejidad. 
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